
LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
«Iniciativa que deroga el artículo 32 y reforma el 29 de la
Ley del Impuesto sobre la Renta, a cargo del diputado
Maurilio Ochoa Millán, del Grupo Parlamentario del PRI

El que suscribe, Maurilio Ochoa Millán, diputado a la LXI
Legislatura del honorable Congreso de la Unión, integran-
te del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Ins-
titucional, con fundamento en lo dispuesto en los artículos
71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; y 6, fracción I, 77, 78 y 105 del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso Federal de
los Estados Unidos Mexicanos, somete a consideración de
esta soberanía la iniciativa con proyecto de decreto por la
que se deroga la fracción vigésima del artículo 32 y se adi-
ciona una fracción duodécimo al artículo 29 de la Ley del
Impuesto sobre la Renta.

Exposición de Motivos

El sector terciario de la economía es sin duda uno de los
más importantes y dinámicos del país: representa más de
60 por ciento del producto interno bruto. A pesar de la cri-
sis y la baja tasa de crecimiento, ofrece mayores posibili-
dades de empleo. En el sector se incluye desde luego el tu-
rismo, que ha enfrentado en los últimos meses situaciones
difíciles, básicamente debido a la recesión económica in-
ternacional y al incremento día, con día, de la violencia e
inseguridad que impera en todo el territorio Mexicano.

Dentro de los servicios y vinculada con el turismo, aunque
no de manera exclusiva, la industria restaurantera ha en-
frentado problemas muy diversos: entre otros, la baja de la
demanda, el encarecimiento de muchos de los insumos que
se utilizan en la elaboración de alimentos y el incremento
considerable de establecimiento que cierran sus puertas de-
bido a la inseguridad que se vive en el país.

El sector restaurantero es un motor de desarrollo económi-
co; sin embargo, hay una enorme preocupación por las pér-
didas de consumo en ese ramo, desde hace casi 3 décadas
hemos vivido en el país una serie de crisis económicas re-
currentes, que han sido producto de diversas causas, tanto

internas y estructurales, como de origen internacional, lo
que ha obligado a los sucesivos gobiernos al análisis per-
manente de sus políticas fiscales. Con el objetivo, por un
lado, de aumentar la base gravable y la recaudación de im-
puestos, y por lo menos por otro lado, con el motivo extra,
de controlar y suprimir las situaciones que en los cobros
hacendarios pudieran considerarse de privilegio o suscep-
tibles para la evasión de impuestos, por algunos sectores de
la sociedad. 

En este contexto, en 1990, con la finalidad de suprimir al-
gunas situaciones que pudieran prestarse para la evasión de
impuestos, se reformó la Ley del Impuesto sobre la Renta
(ISR), al eliminar la posibilidad de deducción por consumo
de alimentos en restaurantes. La reforma, llevada a cabo a
iniciativa de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público,
provocó el cierre de miles de establecimientos de la indus-
tria restaurantera, por lo que la hacienda pública dejó de re-
cibir, no sólo el impuesto por las ventas, sino los relativos
al empleo de las personas. Además, la medida estimuló la
evasión de impuestos de los restauranteros ya que los con-
sumidores dejaron de solicitar la factura por su consumo.

En 2002, se reformó la fracción XX del artículo 32 de la
Ley, que permitió la deducibilidad del 25 por ciento de los
consumos en alimentos, sin embargo la actual demanda de
la industria restaurantera es elevarla al 100 por ciento. Se-
gún la Cámara Nacional de Comercio, Servicios y Turismo
de Chihuahua, en su sección especializada de restaurante-
ros estima que esta medida provocaría el desarrollo del sec-
tor, que impacta en 66 ramas de la producción, y un efecto
positivo en el equilibrio de los gastos del contribuyente, se
estima también que el aumento a una deducibilidad del 100
por ciento aumentaría las ventas de la industria en 10 mil
730 millones de pesos anuales, se formarían 30 mil 750
empleos directos nuevos y 42 mil indirectos, y se recauda-
rían 3 mil 380 millones de pesos adicionales de impuestos.

En este sentido, podemos concluir que la deducibilidad del
consumo en restaurantes por motivo de negocios fue un
sistema fiscal utilizado durante muchos años, y lo retiraron
las autoridades hacendarias hace tiempo sin mediar justifi-
cación. Desde entonces ha sido un reclamo presente retor-
nar dicho estímulo a la productividad. 
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Ahora bien, en los estados del norte, como Baja California,
Sonora, Coahuila, Chihuahua, Nuevo León, Tamaulipas vi-
ven hoy en día una de sus peores crisis debido a la violen-
cia e inseguridad que impera en todo el país. En lo que va
de este año, diversos sectores empresariales han manifesta-
do en diversos foros el daño económico que les ha genera-
do la ola de violencia por el crimen organizado y en algu-
nos casos la pérdida representa el cierre del negocio, la
sección especializada de restauranteros de la Canaco-Ser-
vitur estima que más del 40 por ciento de los restaurantes
afiliados en Chihuahua cerraron sus puertas por la insegu-
ridad. 

Es urgente pues,  la necesidad de establecer políticas que
coadyuven a resolver  el problema que enfrenta el sector
restaurantero y es el caso que nos ocupa, el de la deducibi-
lidad, tendría como consecuencia casi inmediata, un im-
pacto favorable en la reactivación del mercado y del sector
restaurantero, la generación de  mas de 100 mil empleos a
nivel nacional, el desarrollo de cadenas productivas, y por
ende un incremento en los ingresos fiscales.

Se requiere hacer en México, y en todos los sectores, un
país más competitivo, con reglas claras y específicas, que
le permitan contar con los elementos suficientes, con un ré-
gimen fiscal adecuado a la modernidad y a las necesidades
contemporáneas.

El objetivo de la reforma de ley, que hoy presentamos, tie-
ne como una de sus metas, otorgar los elementos legislati-
vos y normativos que permitan contribuir a hacer de la in-
dustria restaurantera, un sector más competitivo y
moderno, que colabore como detonante para el desarrollo
no sólo de este sector, sino de toda la economía y que cons-
tituya asimismo un impacto positivo en el equilibrio de los
gastos del contribuyente. Sin que, por supuesto y de ningu-
na manera, se desequilibren las finanzas públicas, toda vez
que los impactos por un mayor consumo en restaurantes, la
consiguiente generación de empleos, el pago del impuesto
al valor agregado, la generación de empleos indirectos, la
mayor facturación y otros factores positivos, aportarán ma-
yores recursos al estado, mejor fiscalización, simplifica-
ción administrativa.

Estamos seguros que con la reactivación de esta importan-
te industria, la restaurantera, y el consiguiente incremento
en el padrón de contribuyentes ayudará a la reactivación
global del trabajo y fomentará la captación de impuestos y
evitará la informalidad en este importante sector, lo cual
pudiera reforzarse con medidas en la ley, tendientes al fo-

mento del empleo y al incremento de la planta laboral, las
nuevas inversiones a capital de trabajo y al capital extran-
jero que no sea de instrumentos financieros. 

Por lo expuesto, parece conveniente hacer las modificacio-
nes hacendarias pertinentes, de esta manera se incentiva la
economía nacional, se promueve el empleo e inversión, ge-
nera diversos ingresos fiscales y ayuda al mejor control de
la tributación de la industria restaurantera mexicana.

En merito de lo expuesto y en ejercicio de mis facultades
constitucionales y de las responsabilidades que la ley nos
impone para legislar con base en las necesidades del país y
los ciudadanos que nos han electo, someto ante esta hono-
rable asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de de-
creto, por la que se deroga la fracción vigésima del artícu-
lo 32 y se adiciona una fracción duodécima al artículo 29
de la Ley del Impuesto sobre la Renta.

Proyecto de

Decreto

Primero: Se deroga la fracción vigésima del artículo 32

Artículo 32. Para los efectos de este título, no serán dedu-
cibles:

I. a XIX. …

XX. Derogado. 

Artículo 29. Los contribuyentes podrán efectuar las deduc-
ciones siguientes

I… al XI…  

Segundo: Se adiciona una fracción décimo segunda al ar-
tículo 29 de la Ley del Impuesto sobre la Renta.

XII. Los consumos en restaurantes, al 100 por ciento
mediante el pago realizado invariablemente con tarjeta
de crédito, de debito o de servicios, o a través de los mo-
nederos electrónicos que al efecto autorice el servicio de
administración tributaria. Serán deducibles al 100 por
ciento los consumos en restaurantes que reúnan los re-
quisitos de la fracción V de este artículo sin que se ex-
cedan los límites establecidos en dicha fracción. En nin-
gún caso los consumos en bares serán deducibles.



Transitorio. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Palacio Legislativo, a 6 de septiembre de 2011.— Diputado Maurilio
Ochoa Millán (rúbrica).»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Túr-
nese a la Comisión de Hacienda y Crédito Público, para
dictamen.

El diputado Maurilio Ochoa Millán (desde la curul):
Presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Per-
dón, señora secretaria. ¿Para qué objeto, señor diputado?

El diputado Maurilio Ochoa Millán (desde la curul):
Con el objeto, presidente, de solicitarle que la iniciativa
propuesta por un servidor sea turnada a la Comisión de Tu-
rismo, para su opinión, también, por favor.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Es-
toy de acuerdo. Gracias, señor diputado. Adelante.

LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL
SOBRE PRODUCCION Y SERVICIOS

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
«Iniciativa que reforma los artículos 2o. y 8o. de la Ley del
Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, a cargo
de la diputada Adriana Sarur Torre, del Grupo Parlamenta-
rio del PVEM

Problemática

El 27 de noviembre de 2009, se publicó la reforma a la Ley
del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, para
establecer un impuesto especial sobre producción y servi-
cios a las telecomunicaciones, con excepción de los servi-
cios de internet, con una tasa del 3 por ciento.

En el 2010 no solo el impuesto del IEPS a telecomunica-
ciones impacto a este sector de la economía sino se sumo
el 16 por ciento del impuesto al valor agregado.

El nuevo gravamen del IEPS a telecomunicaciones prime-
ramente repercutió en los consumidores y su aplicación

dejo efectos profundos sobre la planeación de las inversio-
nes que se aplican a la innovación y mejora de mejores ser-
vicios en telefonía fija y móvil, servicios satelitales, de co-
nectividad, alejando así la posibilidad de cerrar la brecha
digital y cumplir con la meta del Plan Nacional de Desa-
rrollo consistente en promover la adhesión en los tres nive-
les de gobierno y de la sociedad para el diseño y desarrollo
de estrategias que faciliten el uso de las tecnologías e in-
formación y comunicación y, IEPS.

El IEPS a las telecomunicaciones fracaso en su capacidad
recaudatoria ya que en el año 2010, la Ley de Ingresos del
año 2010 estimó recaudar 9,786 millones de pesos y solo
logro recaudar 5,885 millones de pesos, esto es, cerca de
un 40 por ciento menos de lo esperado. Para el año en cur-
so se estimó recaudar 7312.2 millones de pesos, cifra que
según el Informe de la Situación de las Finanzas Públicas
reporta por debajo de lo programado.

Cabe decir que existen dificultades inherentes a la recau-
dación fiscal, derivada de la ineficiencia en los sistemas tri-
butarios, y en la debilidad institucional y falta de compro-
miso por revisar integralmente la política de eficiencia en
el gasto gubernamental.

El IEPS tradicionalmente se identifica como una contribu-
ción establecida para desincentivar el consumo de produc-
tos suntuarios y dañinos, con efectos contrarios a la salud,
al ambiente, el interés público o que atente contra los re-
cursos no renovables.

Argumentación

Las tecnologías de la información y la comunicación, que
incluyen las telecomunicaciones, la radiodifusión y la In-
ternet, son recursos fundamentales para el desarrollo de la
sociedad y de los países.

Es importante mencionar que el costo social de restringir
vía impuestos el acceso a servicios de telecomunicaciones
convergentes a las personas y empresas más desfavoreci-
das es muy alto y, más aún, en un entorno macroeconómi-
co adverso como el actual. El alto costo impositivo lo ter-
mina pagando el usuario final ya que se le transfieren todos
los gastos del servicio, lo cual disminuye la competitividad
nacional respecto a nuestros principales socios y competi-
dores.

Al respecto, resulta preocupante que se ignore que el esta-
blecer impuestos, sin una política efectiva del desarrollo de
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un sector, merma de manera importante la capacidad de su
crecimiento y expansión y limita la efectividad de los sub-
sidios para cerrar la brecha digital, y de manera no focali-
zada resulta anti-económico porque altera las decisiones de
inversión y produce asignaciones de recursos socialmente
ineficientes.

Por lo anterior se propone derogar el impuesto del IEPS a
las telecomunicaciones, en virtud de que se requiere que
todos los servicios de telecomunicaciones, como son los
datos, telefonía fija, móvil, flotillas, y TV restringida sean
excluidos del impuesto especial ya que el IEPS distorsiona
la economía, el gasto privado y al final disminuye el bie-
nestar de la población en general.

Se ha comprobado que la inversión privada genera un im-
pacto positivo en el crecimiento y existe evidencia empíri-
ca sólida que sugiere que la fijación impositiva de servicios
de telecomunicaciones tiene un impacto negativo en el de-
sarrollo de las TICS y en la coherencia del Plan Nacional
de Desarrollo y las políticas de recaudación fiscal.

Cabe decir que la recaudación de dicho impuesto es sus-
ceptible de compensarse a través de ingresos que se gene-
ran con la productividad del sector mediante las contribu-
ciones al IVA, ISR y el pago de derechos y otras
contribuciones locales y federales.

Asimismo considerando un entorno económico adverso los
servicios de telecomunicaciones han demostrado ser un
sector con capacidad de crecimiento ante recesión y con
ello contribuir a una economía pujante y en desarrollo.

Con la derogación de este impuesto se aumentaría la capa-
cidad de penetración de los servicios en los hogares de me-
nores ingresos, se incrementaría la competencia con otros
países, se incrementaría la cobertura, la calidad y la com-
petitividad de la infraestructura y en consecuencia se me-
joraría la productividad, la inversión, la generación de em-
pleos y el bienestar social.

Fundamentación

Artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos. Artículo 3, numeral 1, fracción
VIII; artículo 6, numeral 1, fracción I; artículos 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados.

Denominación del proyecto

Iniciativa con proyecto de decreto por el que se derogan el
inciso c) de la fracción II del artículo 2o.; y la fracción IV
del artículo 8o. de la Ley del Impuesto Especial sobre Pro-
ducción y Servicios.

Decreto 

Artículo Único. Se derogan el inciso c) de la fracción II
del artículo 2o.; y la fracción IV del artículo 8o de la Ley
del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios para
quedar de la siguiente manera:

Artículo 2. Al valor de los actos o actividades que a conti-
nuación se señalan, se aplicarán las tasas y cuotas siguien-
tes:

I. ...

a) ...

1. a 3. ...

b) y c) ...

1. a 3. ...

...

...

d) a h) ...

II. ...

a) y b) ...

c) (Se deroga)

Artículo 8. No se pagará el impuesto establecido en esta
ley:

I. ...

a) a g) ...

II. y III. ...

a) a c) ...



1. y 2. ...

...

IV. (Se deroga)

Transitorios

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Dado en la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión,
a los 6 días del mes de septiembre del año 2011.— Diputada Adriana
Sarur Torre (rúbrica).»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Túr-
nese a la Comisión de Hacienda y Crédito Público, pa-
ra dictamen.

LEY GENERAL DE SALUD

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
«Iniciativa que reforma los artículos 77 Bis 5, 77 Bis 9 y
77 Bis 37 de la Ley General de Salud, a cargo del diputado
Carlos Alberto Ezeta Salcedo, del Grupo Parlamentario del
PVEM

I. Título

Iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artícu-
los 77 Bis 5, 77 Bis 9 y 77 Bis 37 de la Ley General de Sa-
lud, a cargo del diputado, Carlos Alberto Ezeta Salcedo, del
Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de Mé-
xico.

II. Planteamiento

La protección a la salud es un derecho consagrado en el ar-
tículo 4° de nuestra Carta Magna. Para garantízaselo a la
población que por su condición no cuenta con seguridad
social, se creó la Comisión Nacional de Protección Social
en Salud, responsable de operar el Seguro Popular.

Mucho se avanzado desde los inicios del Seguro Popular, a
la fecha más de 48 millones de personas han sido afiliadas.
Lo que es más, durante el último cuatrimestre del año, se

espera alcanzar la tan anhelada cobertura universal. En ese
momento alrededor de 49 millones de mexicanos podrán
contar con un seguro que les garantice el acceso a servicios
médicos.

El logro obtenido con la filiación debe de ir de la mano con
la garantía de un completo abasto de medicamentos. De
poco sirve la cobertura universal si alguno o algunos pa-
cientes no pueden concluir su tratamiento por falta de me-
dicinas.

La “Encuesta de Satisfacción a los Usuarios” levantada en
2010 por La Comisión Nacional de Protección Social en
Salud, revela que tan sólo al 68.7% de los usuarios se les
proporcionó “todos” o “casi todos” los medicamentos re-
cetados. Porcentaje que al dejar fuera a más del 30%, vul-
nera el derecho previsto en el artículo 77 bis 37 de la Ley
General de Salud, a recibir los medicamentos que le son
necesarios.

Esta iniciativa plantea terminar con la falta en el surti-
miento de medicamentos. Sin excepción, todo mexicano
que cuente con la protección del Seguro Popular, contará
con la garantía de que su tratamiento no se verá truncado
por falta de medicinas. Para lograr lo anterior proponemos:

1. Que las comisiones estatales y del Distrito Federal de
Protección Social en Salud lleven a cabo los mecanis-
mos necesarios para que en caso de no poder dotar de
forma directa a los usuarios con los medicamentos que
les fueron recetados, les proporcionen vales o tarjetas
canjeables en farmacias del sector público o privado.

2. Que el beneficiario reciba el vale o tarjeta en la uni-
dad médica acreditada que le corresponda y pueda can-
jear éste por medicinas en alguna farmacia de su locali-
dad.

3. Un mecanismo de transparencia, gracias el cual la
Comisión Nacional de Protección Social en Salud, de-
berá incluir en su informe anual de actividades un ane-
xo sobre su situación financiera, así como de aquella
que guarda el abastecimiento de medicamentos en las
farmacias de los regímenes estatales de protección so-
cial en salud.

III. Argumento

La protección a la salud es un derecho consagrado en el ar-
tículo 4° de nuestra Carta Magna. Sin duda, uno de los pi-
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lares de la equidad e igualdad a las que como nación aspi-
ramos. Una sociedad sana repercute favorablemente, entre
otros, en educación, empleo y desarrollo de las capacida-
des.

En ese tenor, para dar respuesta a la población económica-
mente más vulnerable, en 2002, el Gobierno Federal, puso
en marcha un programa para dotar de servicios médicos y
medicamentos, a los mexicanos que no son derechohabien-
tes de alguna de las instituciones de seguridad social.

En las Reglas de Operación del Seguro Popular, publicadas
en el Diario Oficial de la Federación el 15 de marzo del año
2002, se estableció que los beneficiarios tenían derecho a
recibir el 100% de los medicamentos prescritos incluidos
en el paquete de servicios. De igual forma, el beneficiario
tenía el derecho a recibir indicaciones claras y por escrito
sobre los medicamentos que le fueron recetados.

La actual Ley General de Salud establece como derecho a
los beneficiarios recibir los medicamentos que sean nece-
sarios. La fracción IV del artículo 77 bis 37, de la mencio-
nada norma, garantiza a las personas contar en su totalidad
con los medicamentos que les son indispensables para su
salud.

Al mes de junio de 2011, de conformidad con la Comisión
Nacional de Protección Social en Salud, dicha dependencia
cuenta con 48.5 millones de personas filiadas. Cifra que re-
presenta el 94.5% de la meta establecida con las entidades
federativas para llegar a la cobertura universal voluntaria.

De esta manera, el Seguro Popular se ha convertido en un
programa social importante para los gobiernos federal y es-
tatales y en una valiosa oportunidad para que millones de
mexicanos accedan a los servicios de salud.

En ese tenor, el surtimiento completo de las recetas es me-
dular en el servicio al usuario. Ninguna enfermedad puede
ser curada si los enfermos no cuentan con las medicinas
que requieren para ello. Desafortunadamente, la Secretaría
de Salud reconoce en su “Informe de Labores 2010”, que
tan sólo 80.1 por ciento de las recetas emitidas fueron de-
bidamente surtidas. 

Lo que es más, de conformidad con el “Informe de Resul-
tados 2010” del Sistema de Protección Social en Salud, el
76.8% de los usuarios manifestaron estar “muy satisfe-
chos” o “algo satisfechos” con la forma y/o periodicidad en
la que les entregan los medicamentos que le recetaron.

Mientras que el 68.7% de los usuarios manifestaron que la
última vez que le recetaron medicinas, le proporcionaron
todos y casi todos los medicamentos mediante el Seguro
Popular.

El comisionado nacional de Protección Social en Salud,
Salomón Chertorivski, reconoció el pasado 20 de abril de
2011, ante los diputados integrantes de la Comisión de Sa-
lud de la Cámara de Diputados, que hay un desabasto de
medicinas del 30% en el Seguro Popular.

Basándonos en el porcentaje de desabasto mencionado por
el comisionado, alrededor de 15 millones de los mexica-
nos, muchos de ellos en condiciones económicamente vul-
nerables, tuvieron que comprar sus medicamentos para lle-
var a cabo su tratamiento médico. Hecho que representa
una de las cargas financieras más significativas para mu-
chos de ellos.

El que a uno o a millones de mexicanos no se les garantice
el derecho de contar con los medicamentos que les son in-
dispensables atenta contra la calidad de vida y el bienestar
de los mexicanos que estamos obligados a salvaguardar.
Además de atropellar su derecho constitucional a la pro-
tección a la salud. 

El surtimiento completo y oportuno de los medicamentos,
es una exigencia de la sociedad y una obligación de los dis-
tintos ordenes de gobierno. Que cualquier mexicano que lo
necesite cuente con las medicinas que le son indispensables
para su salud, es una preocupación del Partido Verde Eco-
logista de México, por ello proponemos:

1. Que las comisiones estatales y del Distrito Federal de
Protección Social en Salud lleven a cabo los mecanis-
mos necesarios para que en caso de no poder dotar de
forma directa a los usuarios con los medicamentos que
les fueron recetados, les proporcionen vales o tarjetas
canjeables en farmacias del sector público o privado.

2. Que el beneficiario reciba el vale o tarjeta en la uni-
dad médica acreditada que le corresponda y pueda can-
jear éste por medicinas en alguna farmacia de su locali-
dad.

3. Un mecanismo de transparencia, gracias el cual la
Comisión Nacional de Protección Social en Salud, de-
berá incluir en su informe anual de actividades un ane-
xo sobre su situación financiera, así como de aquella
que guarda el abastecimiento de medicamentos en las



farmacias de los regímenes estatales de protección so-
cial en salud.

Por lo anteriormente expuesto se propone:

IV. Fundamento legal

Carlos Alberto Ezeta Salcedo, diputado integrante de la
LXI Legislatura del Honorable Congreso de la Unión, del
Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de Mé-
xico, con fundamento en los artículos 71, fracción II, 73,
fracción XXX y 78 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos; en los artículos 116 y 122 de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos; y el artículo 77 del Reglamento de la Cámara de
Diputados del Congreso de la Unión, somete a considera-
ción del pleno la presente iniciativa con proyecto de de-
creto.

V. Decreto

Decreto que reforma los artículos 77 Bis 5, 77 Bis 9 y 77
Bis 37 de la Ley General de Salud

VI. Artículos vigentes

Artículo 77 Bis 5 inciso b numeral I de la Ley General
de Salud

“Proveer los servicios de salud en los términos de este
Título, disponiendo de la capacidad de insumos y el su-
ministro de medicamentos necesarios para su oferta
oportuna y de calidad”.

Artículo 77 Bis 9 numeral VII de la Ley General de Sa-
lud

“Prescripción y surtimiento de medicamentos, y”

Artículo 77 Bis 37 numeral IV de la Ley General de Sa-
lud

“Recibir los medicamentos que sean necesarios y que
correspondan a los servicios de salud;”

VII. Texto normativo propuesto

Artículo Primero. Se adiciona un segundo párrafo al artí-
culo 77 Bis 5, inciso b), fracción I, de la Ley General de
Salud, para quedar como sigue:

Artículo 77 Bis 5. ...

B) ...

I. Proveer los servicios de salud en los términos de este
título, disponiendo de la capacidad de insumos y el su-
ministro de medicamentos necesarios para su oferta
oportuna y de calidad.

El suministro de medicamentos y agentes terapéuti-
cos serán surtidos a los beneficiarios en las farmacias
que para tal efecto disponga el régimen estatal de
protección social en salud. En caso de que por cual-
quier circunstancia las farmacias designadas no
cuenten con el abasto suficiente para el surtimiento
de las recetas, las comisiones estatales y del Distrito
Federal de Protección Social en Salud, deberán pre-
ver los necesario para que a los beneficiarios se les
proporcionen vales o tarjetas canjeables por medica-
mentos en farmacias públicas o privadas.

Articulo Segundo. Se modifica el numeral VII del artícu-
lo 77 Bis 9 de la Ley General de Salud, para quedar como
sigue:

Artículo 77 Bis 9. ...

...

I. a VI. ...

VII. Prescripción y surtimiento completo y oportuno
de medicamentos.

En caso de que por cualquier circunstancia las far-
macias designadas no cuenten con el abasto suficien-
te para el surtimiento de las recetas, deberán suje-
tarse al procedimiento que las comisiones estatales y
del Distrito Federal de Protección Social en Salud
hayan establecido para dotar a los beneficiarios con
vales o tarjetas canjeables por medicamentos en far-
macias públicas o privadas.

Artículo Tercero. Se modifica el numeral IV del artículo
77 Bis 37 de la Ley General de Salud para quedar como si-
gue

Artículo 77 Bis 37. ...
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I. ...

II. ...

III. ...

IV. Recibir los medicamentos que sean necesarios y que
correspondan a los servicios de salud; Cuando no exis-
ta la posibilidad de recibirlos de manera directa, las
comisiones estatales y del Distrito Federal de Protec-
ción Social en Salud, los surtirán mediante mecanis-
mos alternos implementados en cada entidad, a tra-
vés de vales o tarjetas canjeables en farmacias
cercanas al domicilio del derechohabiente.

VIII. Artículos Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo. A partir de la entrada en vigor del presente de-
creto y en los años subsiguientes, la Secretaría de Salud, a
través del Consejo Nacional de Protección Social en Salud,
incluirá en su informe anual de actividades un anexo sobre
su situación financiera, así como aquella que guarda el
abastecimiento de medicamentos en las farmacias de los
regímenes estatales de protección social en salud.

Tercero. En un plazo máximo de 60 días hábiles a partir de
la entrada en vigor del presente decreto, la Comisión Na-
cional de Protección Social en Salud deberá establecer las
disposiciones de carácter general a que hace mención el pá-
rrafo segundo del artículo 77 Bis, inciso B, fracción I, de la
Ley General de Salud.

IX y X. lugar y fecha

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la
Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión
de los Estados Unidos Mexicanos, durante el primer perio-
do ordinario de sesiones del tercer año de ejercicio de la
Sexagésima Primer Legislatura, a los días 5 del mes de
septiembre del año dos mil once.

XI. Nombre y rúbrica

Diputado Carlos Alberto Ezeta Salcedo (rúbrica).»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Túr-
nese a la Comisión de Salud, para dictamen.

LEY GENERAL DEL SISTEMA
NACIONAL DE SEGURIDAD PUBLICA

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
«Iniciativa que reforma el artículo 12 de la Ley General del
Sistema Nacional de Seguridad Pública, a cargo del dipu-
tado Jorge Antonio Kahwagi Macari, del Grupo Parlamen-
tario de Nueva Alianza

Jorge Kahwagi Macari, diputado federal integrante del
Grupo Parlamentario de Nueva Alianza a la LXI Legislatu-
ra de la Cámara de Diputados del honorable Congreso de
la Unión; con fundamento en lo dispuesto por los artículos
71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y 6.1.I, 77.1 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, presento ante esta soberanía, inicia-
tiva con proyecto de decreto por el que se reforma el artí-
culo 12 de la Ley General del Sistema Nacional de Seguri-
dad Pública, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

El Consejo Nacional de Seguridad Pública fue creado co-
mo la instancia superior de coordinación y definición de
políticas públicas en materia de seguridad. Para ello se di-
señó que participaran el Presidente de la República, el Se-
cretario de Gobernación, el Secretario de la Defensa Na-
cional, el Secretario de Marina, el Secretario de Seguridad
Pública, el Procurador General de la República, los Gober-
nadores de los estados, el Jefe del Gobierno del Distrito Fe-
deral, y el Secretario Ejecutivo del Sistema que es nom-
brado por el Ejecutivo Federal. No obstante esta amplia
convocatoria de personas que integran el Consejo, consi-
deramos que no es suficiente para resolver los grandes re-
tos que enfrentamos en materia de seguridad pública mien-
tras la ciudadanía no participe en esa toma de decisiones.

De manera puntual, el objetivo de esta iniciativa es que las
personas, instituciones y representantes de la sociedad civil
que puedan exponer conocimientos y experiencias para el
cumplimiento de los objetivos de la seguridad pública, así
como los presidentes municipales, tengan un asiento per-
manente en el Consejo Nacional de Seguridad Pública. La



razón es sencilla de explicar: ante la severa crisis de segu-
ridad ciudadana y nacional que atraviesa el país, es nece-
sario fortalecer e incluir la participación ciudadana en la
toma de decisiones y en el diseño e implementación de las
políticas públicas. Debemos crear las condiciones necesa-
rias para que la estrategia de seguridad no recaiga solo en
la decisión de unos cuantos, por el contrario, nosotros con-
sideramos que esta debe ser una tarea de conjunto entre go-
bierno y sociedad.

La seguridad pública es un servicio público responsabili-
dad del Estado, sin embargo todos los ciudadanos son re-
ceptores de dicho servicio por lo cual pueden participar en
su diseño. El rol que juega la ciudadanía, al acercarse a las
autoridades que toman decisiones en materia de seguridad
pública, es influir para que los servicios respondan a las ne-
cesidades de seguridad de los ciudadanos y se proporcio-
nen de manera transparente, eficiente y de acuerdo a la ley.

Asimismo, la participación ciudadana permite generar un
círculo de retroalimentación de información para identifi-
car las áreas prioritarias de las políticas públicas en mate-
ria de seguridad que se van a implementar. Sobre todo la
ciudadanía permite vigilar que se cumplan con los princi-
pios democráticos que deben regular estas políticas.

La sociedad civil y el gobierno tienen papeles similares y
complementarios, y es necesario que exista un dialogo en-
tre ambos para poder lograr que las labores realizadas por
ambas realmente contribuyan a mejorar el servicio de se-
guridad pública al que todos los ciudadanos tienen dere-
cho.

En esencia hay dos formas de participar en el diseño e im-
plementación de las políticas públicas y esto es por medios
formales (directa) o por medios informales (indirectos).
Hoy la gran mayoría de la participación ciudadana se da de
forma indirecta, por ejemplo con presión en las calles o con
reuniones esporádicas con las autoridades competentes pe-
ro que no arrojan una agenda seria para resolver los pro-
blemas de seguridad y lo cual genera mucha frustración pa-
ra los ciudadanos. Esto no es porque no haya una
organización ciudadana responsable y con conocimiento en
la materia, todo lo contrario, hay grupos que tienen claros
los objetivos que persiguen y los métodos para llevarlos a
cabo, entre estas organizaciones, y solo por mencionar al-
gunas, destacamos las siguientes:

• Instituto Ciudadano de Estudios sobre la Inseguridad 

• Instituto para la Seguridad y la Democracia

• Centro de Derechos Humanos Miguel Agustín Pro
Juárez

• México Unido Contra la Delincuencia

• Consejo Ciudadano de la SSP del DF

• Consejo de Participación Ciudadana de la PGR.

• Movimiento por la Paz con Justicia y Dignidad

Por ello consideramos que el problema radica en que las
autoridades no han construido los espacios para que la ciu-
dadanía pueda participar de forma directa en la toma de de-
cisiones.

Ahora bien, nosotros consideramos que los presidentes
municipales también deben estar presentes en el Consejo
Nacional de Seguridad Pública por tres motivos: 1) La
Constitución Política establece en el artículo 21 que la se-
guridad pública es una función a cargo de la Federación, el
Distrito Federal, Los Estados y los Municipios, en sus res-
pectivas competencias, 2) son el gobierno más cercano a la
gente y hasta ahora solo han sido receptores de las políti-
cas de seguridad implementadas por las autoridades Fede-
rales y Estatales pero no participan en su diseño, y 3) los
municipios son el eslabón más débil en toda la cadena de
la seguridad pública al no contar con los recursos financie-
ros y técnicos para hacerle frente a la criminalidad.

Una de las principales atribuciones del municipio es la de
prestar el servicio de seguridad pública para procurar que
el desarrollo de la vida comunitaria transcurra dentro de los
cauces del Estado de Derecho. En este sentido, el ayunta-
miento debe regular el orden público, el tránsito vehicular
y peatonal, así como vigilar y garantizar el cumplimiento
de las leyes federales y estatales, y los reglamentos vigen-
tes en la materia dentro del municipio. El presidente muni-
cipal, como ejecutor de las determinaciones del ayunta-
miento, es quien se encarga de que los objetivos de la
seguridad pública municipal y las atribuciones del munici-
pio en dicha materia sean cumplidas. Por ello no se entien-
de que los presidentes municipales no participen en el di-
seño de una política pública que les afecta directamente,
además de que al no hacerlos participes de la estrategia de
seguridad no se les hace corresponsables y no los obliga a
cumplir con los objetivos
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Por otra parte, estamos de acuerdo que la toma de decisio-
nes debe ser ágil al interior del Consejo para que se esta-
blezcan los acuerdos necesarios para implementar las polí-
ticas de seguridad. También reconocemos que en la actual
redacción del artículo 12 de la Ley se abre una puerta para
que los ciudadanos puedan participar. A la letra el artículo
dice en su párrafo segundo:

“...

El Consejo podrá invitar, por la naturaleza de los asun-
tos a tratar, a las personas, instituciones y representantes
de la sociedad civil que puedan exponer conocimientos
y experiencias para el cumplimiento de los objetivos de
la seguridad pública. Dicha participación será con ca-
rácter honorífico. Así mismo el Presidente de la Comi-
sión Nacional de Derechos Humanos será invitado per-
manente de este Consejo.”

Sin embargo esto no es suficiente, porque la sociedad civil
no tiene un asiento permanente y sólo está sujeta a la invi-
tación de las autoridades. El único que tiene una invitación
permanente con derecho a voz, es el Presidente de la
CNDH, por ello proponemos que este carácter también lo
tengan tanto los representantes de la sociedad civil como
los presidentes municipales. Este mecanismo ayuda a que
la toma de decisiones siga siendo ágil, porque en realidad
las decisiones las siguen tomando tanto el Ejecutivo como
los Gobernadores y el Jefe de Gobierno del DF, pero ahora
la diferencia es que estas están respaldadas y consensuadas
por mas actores (sociedad y munícipes) que padecen más
de cerca la inseguridad que no han resuelto las políticas pú-
blicas dictadas en el Consejo.

Recordemos que si se permite la participación de gobierno
y sociedad en el tema del diseño de las políticas para en-
frentar los retos de la inseguridad pública, lograremos con-
seguir:

1. Dar seguimiento ciudadano de los avances y resultados
obtenidos por las instancias comprometidas.

2. Dar seguimiento de los procesos efectuados para el cum-
plimiento de los compromisos (gestión pública, cumpli-
miento de plazos y objetivos)

3. Garantizar que estén contenidos los componentes demo-
cráticos de toda política pública: participación ciudadana;
corresponsabilidad y rendición de cuentas a la ciudadanía.

Finalmente insistimos en que la solución es que los orga-
nismos de la sociedad civil, los grupos comunitarios, los
investigadores y los activistas que trabajan en políticas pa-
ra fortalecer las comunidades, deben brindar asesoría en
estrategias para el fortalecimiento institucional. Se debe
propiciar la participación activa y sistemática de estos gru-
pos, cuyas estrategias han incidido efectivamente en mejo-
rar la situación a nivel comunitario, porque además son un
sector clave en el esfuerzo por prevenir la violencia y for-
talecer la seguridad ciudadana en las comunidades. No ol-
videmos que hoy el país esta sobrepasado por el poder de
la criminalidad, si no cooperamos entre sociedad y gobier-
no, entonces comprometeremos el desarrollo futuro de las
generaciones.

Por las consideraciones expuestas y fundadas, en mi cali-
dad de integrante del Grupo Parlamentario de Nueva Alian-
za, someto a la consideración de esta soberanía la siguien-
te iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 12 de la Ley
General del Sistema Nacional de Seguridad Pública

Único. Se reforma el artículo 12 de la Ley General del Sis-
tema Nacional de Seguridad Pública, para quedar como si-
gue:

Artículo 12. El Consejo Nacional estará integrado por:

I. al IX. ...

...

Serán invitados permanentes del Consejo, con dere-
cho a voz, el Presidente de la Comisión Nacional de
Derechos Humanos y los Presidentes Municipales,
así mismo, también serán invitados permanentes con
derecho a voz las personas, instituciones y represen-
tantes de la sociedad civil que puedan exponer cono-
cimientos y experiencias para el cumplimiento de los
objetivos de la seguridad pública. El Consejo emiti-
rá previamente la convocatoria a las personas, insti-
tuciones y representantes de la sociedad civil que
quieran participar en las actividades del Consejo.

Transitorios

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.



Dado en la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión, el 6 de septiembre de 2011.— Diputado Jorge Kahwagi Ma-
cari (rúbrica).»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: En-
víese a la Comisión de Seguridad Pública para los efec-
tos conducentes.

ARTICULO 133 CONSTITUCIONAL

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
«Iniciativa que adiciona el artículo 133 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del di-
putado Jorge Antonio Kahwagi Macari, del Grupo Parla-
mentario de Nueva Alianza

Jorge Kahwagi Macari, diputado federal integrante del
Grupo Parlamentario de Nueva Alianza a la LXI Legislatu-
ra de la Cámara de Diputados del honorable Congreso de
la Unión; con fundamento en lo dispuesto por los artículos
71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y 6.1.I, 77.1 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, presento ante esta soberanía, inicia-
tiva con proyecto de decreto por el que se adiciona el artí-
culo 133 de la Constitución de los Estados Unidos Mexi-
canos, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

A partir del 10 de junio de 2011, en México se aprobó la re-
forma que eleva a rango constitucional todos los derechos
humanos garantizados en los tratados internacionales rati-
ficados por el Estado mexicano, misma que modificó 11 ar-
tículos de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos. Indudablemente se trata de un suceso de la ma-
yor importancia que sienta las bases  para una mayor pro-
tección en la materia y por ende, ha sido elogiado por el Al-
to Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos
Humanos en México.

Sin embargo, en los artículos objeto de esta trascendente
reforma, el artículo 133 que establece el principio de su-
premacía constitucional al establecer que la  Constitución,
las leyes del Congreso de la Unión que emanen de ella y to-
dos los Tratados que estén de acuerdo con la misma, cele-
brados y que se celebren por el Presidente de la República,
con aprobación del Senado, serán la Ley Suprema de toda

la Unión, continúa en los mismos términos desde el 18 de
enero de 1934.

Por otro lado, en 2007, la Suprema Corte de Justicia de la
Nación, adoptó las siguientes tesis:

Registro núm. 172650

Localización: Novena época, instancia: pleno, fuente:
Semanario Judicial de la Federación, XXV, abril de
2007, p. 6, tesis: P. IX-2007, tesis aislada, materia(s):
constitucional.

TRATADOS INTERNACIONALES. SON PARTE
INTEGRANTE DE LA LEY SUPREMA DE LA
UNIÓN Y SE UBICAN JERÁRQUICAMENTE
POR ENCIMA DE LAS LEYES GENERALES, FE-
DERALES Y LOCALES. INTERPRETACIÓN
DEL ARTÍCULO 133 CONSTITUCIONAL

La interpretación sistemática del artículo 133 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
permite identificar la existencia de un orden jurídico su-
perior, de carácter nacional, integrado por la Constitu-
ción Federal, los tratados internacionales y las leyes ge-
nerales. Asimismo, a partir de dicha interpretación,
armonizada con los principios de derecho internacional
dispersos en el texto constitucional, así como con las
normas y premisas fundamentales de esa rama del dere-
cho, se concluye que los tratados internacionales se ubi-
can jerárquicamente abajo de la Constitución federal y
por encima de las leyes generales, federales y locales, en
la medida en que el Estado mexicano al suscribirlos, de
conformidad con lo dispuesto en la Convención de Vie-
na sobre el Derecho de los Tratados entre los Estados y
Organizaciones Internacionales o entre Organizaciones
Internacionales y, además, atendiendo al principio fun-
damental de derecho internacional consuetudinario pac-
ta sunt servanda, contrae libremente obligaciones frente
a la comunidad internacional que no pueden ser desco-
nocidas invocando normas de derecho interno y cuyo
incumplimiento supone, por lo demás, una responsabili-
dad de carácter internacional. 

Amparo en revisión 120/2002. McCain México, S. A.
de C. V. 13 de febrero de 2007. Mayoría de seis votos.
Disidentes: José Ramón Cossío Díaz, Margarita Beatriz
Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas, Jo-
sé de Jesús Gudiño Pelayo y Juan N. Silva Meza. Po-
nente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretarios:
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Andrea Zambrana Castañeda, Rafael Coello Cetina,
Malkah Nobigrot Kleinman y Maura A. Sanabria Martí-
nez. 

El Tribunal Pleno, el veinte de marzo en curso, aprobó,
con el número IX/2007, la tesis aislada que antecede.
México, Distrito Federal, a veinte de marzo de dos mil
siete. 

Nota: En la sesión pública de trece de febrero de dos mil
siete, además del amparo en revisión 120/2002, promovi-
do por McCain México, S. A. de C. V., se resolvieron los
amparos en revisión 1976/2003, 787/2004, 1084/2004,
1651/2004, 1277/2004, 1576/2005, 1738/2005,
2075/2005, 74/2006, 815/2006, 948/2006, 1380/2006, y
el amparo directo en revisión 1850/2004, respecto de los
cuales el tema medular correspondió a la interpretación
del artículo 133 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, a que se refiere esta tesis aislada. 

Registro núm. 172667

Localización: Novena época, instancia: pleno, fuente:
Semanario Judicial de la Federación, XXV, abril de
2007, p. 6, tesis: P. VIII/2007, tesis aislada, materia(s):
constitucional.

SUPREMACÍA CONSTITUCIONAL Y LEY SU-
PREMA DE LA UNIÓN. INTERPRETACIÓN DEL
ARTÍCULO 133 CONSTITUCIONAL

A partir de la interpretación del precepto citado, si
aceptamos que las leyes del Congreso de la Unión a las
que aquél se refiere corresponden, no a las leyes fede-
rales sino a aquellas que inciden en todos los órdenes
jurídicos parciales que integran al Estado mexicano y
cuya emisión deriva de cláusulas constitucionales que
constriñen al legislador para dictarlas, el principio de
“supremacía constitucional” implícito en el texto del
artículo en cita claramente se traduce en que la Consti-
tución general de la República, las leyes generales del
Congreso de la Unión y los tratados internacionales que
estén de acuerdo con ella, constituyen la “ley suprema
de la Unión”, esto es, conforman un orden jurídico su-
perior, de carácter nacional, en el cual la Constitución se
ubica en la cúspide y, por debajo de ella los tratados in-
ternacionales y las leyes generales.

Amparo en revisión 120/2002. McCain México, S. A.
de C. V. 13 de febrero de 2007. Mayoría de seis votos.

Disidentes: José Ramón Cossío Díaz, Margarita Beatriz
Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas, Jo-
sé de Jesús Gudiño Pelayo y Juan N. Silva Meza. Po-
nente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretarios:
Andrea Zambrana Castañeda, Rafael Coello Cetina,
Malkah Nobigrot Kleinman y Maura A. Sanabria Martí-
nez.

El Tribunal Pleno, el veinte de marzo en curso, aprobó,
con el número VIII/2007, la tesis aislada que antecede.
México, Distrito Federal, a veinte de marzo de dos mil
siete.

Nota: En la sesión pública de trece de febrero de dos mil
siete, además del amparo en revisión 120/2002, promovi-
do por McCain México, S. A. de C. V., se resolvieron los
amparos en revisión 1976/2003, 787/2004, 1084/2004,
1651/2004, 1277/2004, 1576/2005, 1738/2005,
2075/2005, 74/2006, 815/2006, 948/2006, 1380/2006, y
el amparo directo en revisión 1850/2004, respecto de los
cuales el tema medular correspondió a la interpretación
del artículo 133 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, a que se refiere esta tesis aislada.

En concordancia con el Tribunal Pleno respecto del princi-
pio de soberanía del Estado mexicano contenido en el artí-
culo 133 citado, -que establece el sistema adecuado para la
recepción del derecho internacional: los tratados interna-
cionales en materia de derechos humanos se encuentran
por encima de las leyes expedidas por el Congreso de la
Unión pero por debajo de la Constitución- y específica-
mente, con la decisión histórica del 12 de julio de 2011, re-
lativa a la sentencia dictada por la Corte Interamericana de
Derechos Humanos (CIDH) en el caso de la desaparición
de Rosendo Radilla, se pronunció a favor del llamado con-
trol difuso, es decir, la posibilidad de que todos los juzga-
dores interpreten y apliquen la constitución y los tratados
que más beneficien a las personas en materia de derechos
humanos. Se considera que la redacción vigente del pre-
cepto 133 constitucional, es aún más incierta y vaga res-
pecto de la jerarquía de los tratados internacionales de de-
rechos humanos suscritos y ratificados por el Estado
mexicano, desde la perspectiva del principio de pro perso-
na contenido en el artículo 1º., párrafo segundo de nuestra
Constitución, que determina que cuando  se aluda a la in-
terpretación de las normas de derechos humanos, deberá
imperar la protección más amplia a las personas aún si
existiese contradicción entre lo dispuesto por la Carta Mag-
na y un tratado internacional o ley federal. Es decir, se apli-
cará el derecho que más favorezca al ser humano, basado



incluso en las recomendaciones y resoluciones adoptadas
por los organismos internacionales de los que México sea
parte.

“Artículo 1º. Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos:

En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas goza-
rán de los derechos humanos reconocidos en esta Constitu-
ción y en los tratados internacionales de los que el Estado
Mexicano sea parte, así como de las garantías para su pro-
tección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspender-
se, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Cons-
titución establece.

Las normas relativas a los derechos humanos se interpreta-
rán de conformidad con esta Constitución y con los trata-
dos internacionales de la materia favoreciendo en todo
tiempo a las personas la protección más amplia.

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias,
tienen la obligación de promover, respetar, proteger y ga-
rantizar los derechos humanos de conformidad con los
principios de universalidad, interdependencia, indivisibili-
dad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá
prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a
los derechos humanos, en los términos que establezca la
ley.

Está prohibida la esclavitud en los Estados Unidos Mexi-
canos. Los esclavos del extranjero que entren al territorio
nacional alcanzarán, por este solo hecho, su libertad y la
protección de las leyes.

Queda prohibida toda discriminación motivada por origen
étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la
condición social, las condiciones de salud, la religión, las
opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cual-
quier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por
objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las
personas.”

Por otra parte, en diversos instrumentos jurídicos interna-
cionales, México se ha obligado al cumplimiento del prin-
cipio pro persona:

“Convención Americana de Derechos Humanos o “Pac-
to de San José de Costa Rica de 1969:

Artículo 29. Normas de Interpretación. Ninguna dispo-
sición de la presente Convención puede ser interpretada
en el sentido de...  b) limitar el goce y ejercicio de cual-
quier derecho o libertad que pueda estar reconocido de
acuerdo con las leyes de cualquiera de los Estados Par-
tes o de acuerdo con otra convención en que sea parte
uno de dichos Estados...”

Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos

Artículo 5.1. Ninguna disposición del presente Pacto podrá
ser interpretada en el sentido de conceder derecho alguno a
un Estado, grupo o individuo para emprender actividades o
realizar actos encaminados a la destrucción de cualquiera
de los derechos y libertades reconocidos en el Pacto o a su
limitación en mayor medida que la prevista en él. 2. No po-
drá admitirse restricción o menoscabo de ninguno de los
derechos humanos fundamentales reconocidos o vigentes
en un Estado Parte en virtud de leyes, convenciones, regla-
mentos o costumbres, so pretexto de que el presente Pacto
no los reconoce o los reconoce en menor grado.”

Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre De-
rechos Humanos en materia de Derechos Económicos, So-
ciales y Culturales o “Protocolo de San Salvador”, ratifica-
da el 8 de marzo de 1996:

Artículo 4. No Admisión de Restricciones. No podrá res-
tringirse o menoscabarse ninguno de los derechos recono-
cidos o vigentes en un Estado en virtud de su legislación
interna o de convenciones internacionales, a pretexto de
que el presente Protocolo no los reconoce o los reconoce en
menor grado.

Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y
Culturales:

Artículo 5.1. Ninguna disposición del presente Pacto
podrá ser interpretada en el sentido de reconocer dere-
cho alguno a un Estado, grupo o individuo para em-
prender actividades o realizar actos encaminados a la
destrucción de cualquiera de los derechos o libertades
reconocidos en el Pacto, o a su limitación en medida
mayor que la prevista en él. 2. No podrá admitirse res-
tricción o menoscabo de ninguno de los derechos huma-
nos fundamentales reconocidos o vigentes en un país en
virtud de leyes, convenciones, reglamentos o costum-
bres, a pretexto de que el presente Pacto no los recono-
ce o los reconoce en menor grado.”
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Declaración Universal de los Derechos Humanos:

Preámbulo: “Considerando que la libertad, la justicia y la
paz en el mundo tienen por base el reconocimiento de la
dignidad intrínseca y de los derechos iguales e inalienables
de todos los miembros de la familia humana… Conside-
rando esencial que los derechos humanos sean protegidos
por un régimen de Derecho, a fin de que el hombre no se
vea compelido al supremo recurso de la rebelión contra la
tiranía y la opresión…Considerando que los pueblos de las
Naciones Unidas  han reafirmado en la Carta su fe en los
derechos fundamentales del hombre, en la dignidad y el va-
lor de la persona humana y en la igualdad de derechos de
hombres y mujeres, y se han declarado resueltos a promo-
ver el progreso social y a elevar el nivel de vida dentro de
un concepto más amplio de la libertad… Considerando que
los Estados Miembros se han comprometido a asegurar, en
cooperación con la Organización de las Naciones Unidas,
el respeto universal y efectivo a los derechos y libertades
fundamentales del hombre, y Considerando que una con-
cepción común de estos derechos y libertades es de la ma-
yor importancia para el pleno cumplimiento de dicho com-
promiso”.

Artículo 30. Nada en esta Declaración podrá interpretarse
en el sentido de que confiere derecho alguno al Estado, a
un grupo o a una persona, para emprender y desarrollar ac-
tividades o realizar actos tendientes a la supresión de cual-
quiera de los derechos y libertades proclamados en esta
Declaración.”

Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados

Artículo 53 Tratados que estén en oposición con una
norma imperativa de derecho internacional general (ius
cogens)

Es nulo todo tratado que, en el momento de su celebración,
esté en oposición con una norma imperativa de derecho in-
ternacional general. Para los efectos de la presente Con-
vención una norma imperativa de derecho internacional
general es una norma aceptada y reconocida por la comu-
nidad internacional de Estados en su conjunto como no ad-
mite acuerdo en contrario y que sólo puede ser modificada
por una norma ulterior de derecho internacional general
que tenga el mismo carácter.”

De lo anterior se confirma la importancia de incorporar ex-
plícitamente el principio pro persona en el contenido del
artículo 133 Constitucional para que los jueces de cada Es-

tado en sus resoluciones e interpretaciones en materia de
derechos humanos, favorezcan a las personas en todo mo-
mento, con la protección más amplia y de esta forma,
afianzar en México la obligación y responsabilidad de las
autoridades que imparten justicia a observar dicho princi-
pio, sin importar si éste se deriva de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos o de diversos tratados
internacionales en los que se reconozcan a los derechos
Humanos, con la finalidad única de poder transitar hacia un
Estado Constitucional de Derecho en el que se cumplan los
estándares reconocidos por la comunidad internacional en
la materia.

Por las consideraciones expuestas y fundadas, las diputa-
das y diputados integrantes del Grupo Parlamentario de
Nueva Alianza sometemos a consideración de esta sobera-
nía la siguiente Iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se adiciona el artículo 133 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Uno. Se reforma el artículo 133 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

“Artículo 133. Esta Constitución, las leyes del Congreso
de la Unión que emanen de ella y todos los Tratados que
estén de acuerdo con la misma, celebrados y que se cele-
bren por el Presidente de la República, con aprobación del
Senado, serán la Ley Suprema de toda la Unión. Los jue-
ces de cada Estado se arreglarán a dicha Constitución, le-
yes y tratados, a pesar de las disposiciones en contrario que
pueda haber en las Constituciones o leyes de los Estados.
En materia de derechos humanos, se favorecerá en to-
do tiempo a las personas la protección más amplia.”

Artículos Transitorios

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor al día
siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Dado en la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión,
el 6 de septiembre de 2011.— Diputado Jorge Kahwagi Macari (rúbri-
ca).»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Há-
gase llegar a la Comisión de Puntos Constitucionales
para dictamen.



CODIGO PENAL FEDERAL

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
«Iniciativa que reforma el artículo 315 y adiciona el 318
Bis al Código Penal Federal, a cargo del diputado Jorge
Antonio Kahwagi Macari, del Grupo Parlamentario de
Nueva Alianza

Jorge Kahwagi Macari, diputado federal integrante del
Grupo Parlamentario de Nueva Alianza a la LXI Legislatu-
ra de la Cámara de Diputados del honorable Congreso de
la Unión; con fundamento en lo dispuesto por los artículos
71 fracción II de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y 6.1.I, 77.1 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, presento ante esta soberanía, Inicia-
tiva con proyecto de Decreto por el que se reforma el artí-
culo 315 y se adiciona un articulo 318 bis al Código Penal
Federal, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

En nuestro país la discriminación contra las personas que
tienen una preferencia u orientación sexual diferente a la
heterosexual está sumamente arraigada dentro de la socie-
dad y se manifiesta como homofobia que es la aversión
contra las orientaciones, preferencias sexuales, identidades
o expresiones de género, contrarias al arquetipo de los he-
terosexuales lo que incluye la lesbofobia y la transfobia.

Datos de la Encuesta Nacional sobre Discriminación 2010
muestran que cuatro de cada 10 mexicanos y mexicanas
consideran que la preferencia sexual es uno de los factores
que más divide a la sociedad. Los resultados revelan que
cuatro de cada diez personas no están dispuestos a permitir
que en su casa vivan personas con preferencia sexual dis-
tinta a la suya. Casi tres de cada diez consideran que es jus-
tificable oponerse a que dos personas del mismo sexo con-
traigan matrimonio. Además ocho de cada diez personas de
más de 50 años y siete de cada diez entre los 30 y 49 años
de edad opinan estar en desacuerdo y muy en desacuerdo
con que a las parejas de hombres homosexuales se les per-
mita adoptar niñas y niños.

La Encuesta Nacional de Juventud 2000 nos indica que el
71% de los jóvenes no apoyaría los derechos homosexua-
les. Entre el 25% y 30% de las y los homosexuales recibió,
por ese motivo, insultos y fue objeto de burlas y humilla-
ciones durante su infancia y adolescencia. 8% sufrió vio-
lencia física. Pero no sólo los homosexuales sufren la vio-
lencia homofóbica. El Grupo Interdisciplinario de

Atención Integral revela que de cada 10 niños y adolescen-
tes a quienes se insulta peyorativamente como homosexua-
les, sólo uno tiene esa tendencia.

El estudio Discriminación Social y la Salud, El caso de los
hombres latinos homosexuales y el riesgo de infección por
VIH, expone que el 70% de las personas entrevistadas sin-
tió que su homosexualidad hería o abochornaba a su fami-
lia; 64% tuvo que fingir ser heterosexual para ser aceptado;
29% se alejó de su familia por razones de su homosexuali-
dad y 20% ha sido acosado por la policía por ser gay. 

Los resultados de la encuesta “VIH/sida y Discriminación
en Población Gay y otros HSH en México”, confirman que
la familia es el principal agente de discriminación. El 59%
asegura haber recibido agresiones verbales, 23% indiferen-
cia ante su preferencia sexual, 13% fue corrido de su casa,
mientras que el 6% llegó a recibir agresiones físicas. El se-
gundo espacio de mayor discriminación es el trabajo con el
35%, la prestación de servicios como hoteles, restaurantes
o tiendas departamentales ocupa el tercer lugar con el 32%,
las instituciones educativas 27% y en quinto lugar se en-
cuentran los centros de salud con el 19%.

El 87% de los encuestados refirieron que siempre y casi
siempre o algunas veces era o es necesario ocultar su orien-
tación sexual en el ámbito escolar por miedo a ser discri-
minado. Los principales agentes de discriminación en los
centros educativos son los compañeros. Del 57% de los en-
cuestados que aseguró haber recibido maltrato o agresión
en la escuela debido a su apariencia u orientación sexual,
92% asevero que las agresiones provenían de sus propios
compañeros, mientras que el 8% restante notificó que fue-
ron discriminados por maestros, directores, personal aca-
démico o padres de familia.

Los distintos estudios y encuestas realizadas nos muestran
que la discriminación hacia las personas que pertenecen a
grupos distintos al heterosexual se manifiesta de forma ge-
neral en despidos, exclusión educativa, rechazo religioso,
negación de servicios, estereotipos y estigmas reproduci-
dos por los medios de comunicación, humillación, rupturas
familiares, abandono, invisibilidad, violencia e, incluso y
con mayor presencias de casos en la última década, en ho-
micidios.

México es el segundo país con mayor índice de crímenes
por homofobia en América Latina, sólo superado por Bra-
sil. De acuerdo a la Relación de crímenes por homofobia
documentada por Letra S Sida, Cultura y Vida Cotidiana
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AC se han registrado del año 1995 a 2008, 628 crímenes
por homofobia. Sin embargo, algunas estimaciones indican
que puede haber un subregistro en que por cada crimen de-
nunciado se cometen otros dos por lo que el estimado de
crímenes de odio por homofobia de 1995 a 2008 es de
1884.

Los crímenes de odio son delitos que manifiestan eviden-
cia de prejuicio hacia personas por algún rasgo físico, cul-
tural o de identidad. En el Informe de Crímenes de Odio
por Homofobia México 1995-2008 se menciona que en este
tipo de crímenes el perpetrador es motivado por una carac-
terística de la víctima que la identifica como miembro de un
grupo hacia el que el perpetrador siente alguna animosidad.
Como se afirma en el estudio, los perpetradores de crímenes
de odio tienen en común un desprecio al ‘otro’ cuya ‘dife-
rencia’ se convierte en el blanco de sus agresiones. En ese
sentido, el crimen de odio no es sólo un ataque a la persona
física, menciona el Informe, sino es también un ataque a la
identidad de la persona y por medio del uso de la violencia
el perpetrador busca enviar un mensaje a toda la comunidad
o a la minoría a la que pertenece la víctima.

En nuestro país tenemos varios ejemplos de casos de crí-
menes de odio por homofobia que acapararon la atención
de la sociedad, uno de ellos fue el de Raúl Osiel Marroquín
alias El Sádico condenado a 147 años de prisión por al me-
nos 4 asesinatos de homosexuales a los que engañaba y es-
trangulaba para según él hacerle un bien a la sociedad. Es-
tudios indican que los crímenes de odio motivados por la
orientación sexual o la identidad de género de la persona,
tienden a ser más severos que aquellos cometidos contra
otros grupos minoritarios. Es decir, el odio se manifiesta
con mayor ensañamiento sobre la víctima. Esto se explica
por el mayor prejuicio que existe sobre las personas homo-
sexuales y transgénero.

En México los crímenes de odio por homofobia no son los
únicos, también encontramos ejemplos de homicidios ori-
ginados por el desprecio hacia otras características. Ejem-
plo de ello, es el caso de de Juana Barraza Samperio, “La
Mataviejitas” quien disfrazada de enfermera o de asistente
social entraba a la casa de sus victimas, todas mujeres an-
cianas, las golpeaba, las estrangulaba y robaba objetos pa-
ra después escapar. A pesar que fue condenada por un nú-
mero menos de asesinatos se cree que entre 1998 y 2006
mató a más de 40 personas adultas mayores.

Muchas son las voces que han solicitado desde hace años
la regulación de los crímenes de odio en general, y en par-

ticular, los ocasionados por la homofobia. A pesar de los
avances en la lucha contra la discriminación existen toda-
vía lagunas jurídicas que muestra la poca tolerancia y res-
peto que existe por la diferencia, agravando la situación y
vida de las personas con formas de vida diferentes a las
convencionales quienes no sólo enfrentan, como ya se
mencionó, situaciones de segregación social, falta de opor-
tunidades, y violaciones a sus derechos si no que son vícti-
mas de lesiones y homicidios por estas causas. Ello hace
necesario que se adecue la legislación para atender estas
circunstancias especiales que conllevan un desprecio u
odio especifico para ciertos grupos de la población. En es-
te sentido quienes integramos el Grupo Parlamentario Nue-
va creemos necesario tipificar penalmente en la legislación
federal las lesiones y los homicidios originados por moti-
vos de preferencia sexual e identidad de género, origen ét-
nico o nacional, edad, discapacidad y religión, consideran-
do estas circunstancias como agravantes en la comisión de
estos delitos. Ello como parte complementaria tanto de de
la lucha por la igualdad de un sector de la población que
por su condición ha sido excluido y marginado como de la
reforma constitucional en materia de Derechos Humanos,
la cual incluyó el término “preferencias sexuales” como
uno de los motivos causantes de discriminación.

Por las consideraciones expuestas y fundadas, en mi cali-
dad de integrante del Grupo Parlamentario de Nueva Alian-
za someto a consideración de esta soberanía la siguiente
iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 315 y se adi-
ciona un artículo 318 bis al Código Penal Federal

Único. Se reforma el artículo 315 y se adiciona un artículo
318 bis al Código Penal Federal, para quedar como sigue:

“Artículo 315. Se entiende que las lesiones y el homicidio,
son calificados, cuando se cometen con premeditación, con
ventaja, con alevosía, con desprecio u odio o a traición.

Artículo 318 Bis. Existe desprecio u odio cuando las le-
siones o el homicidio se cometen intencionalmente por
motivos de preferencia sexual e identidad de género,
origen étnico o nacional, edad, discapacidad y religión”

Artículos Transitorios

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.



Dado en la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión,
el 6 de septiembre de 2011.— Diputado Jorge Kahwagi Macari (rúbri-
ca).»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: En-
víese a la Comisión de Justicia, para dictamen.

LEY ORGANICA DEL PODER JUDICIAL
DE LA FEDERACION

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
«Iniciativa que adiciona el artículo 183 Bis a la Ley Orgá-
nica del Poder Judicial de la Federación, a cargo de la di-
putada María de Jesús Aguirre Maldonado, del Grupo Par-
lamentario del PRI

La suscrita, diputada federal del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional de la LXI Legislatura
del Congreso de la Unión, con fundamento en lo estableci-
do en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, y 77 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración de la honorable asamblea el presente pro-
yecto de decreto por el que se adiciona un artículo 183 Bis
a la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.

Exposición de Motivos

Existe un consenso importante entre las juzgadoras y los
juzgadores federales del país en torno al tema de las pen-
siones que actualmente se encuentran autorizadas en Ley
Orgánica del Poder Judicial de la Federación, pues es ne-
cesario el reconocimiento de las funciones y el trabajo de
los titulares que ahora se encuentran en retiro, ya que sus
actividades son fundamentales para el progreso del Estado
y el papel que desempeña el Poder judicial de la Federa-
ción.

Por tales motivos, es necesario modificar  la Ley Orgánica
del Poder Judicial de la Federación para establecer un ha-
ber vitalicio por concepto de jubilación para las magistra-
das y los magistrados de circuito y las juezas y los jueces
de distrito, que por alcanzar la edad establecida por ley se
encuentran es ese estatus de retiro.

Un Estado democrático y garante del derecho debe recono-
cer a los altos funcionarios que durante su etapa de servi-

cio judicial desempeñaron una importante responsabilidad
con la nación, impartiendo la justicia constitucional termi-
nal, así como otros conceptos fundamentales.

Cuando llega la conclusión del encargo por prohibición
expresa en ley o por el desgaste físico y mental, propios de
la vida laboral, dificulta la incorporación  de las magistra-
das y los magistrados y de las juezas y los jueces de distri-
to a otro centro de trabajo, lo cual trae como consecuencia
que su ingreso se vea mermado de forma importante.

Por disposición constitucional la función jurisdiccional es
una actividad exclusiva del Estado mexicano, la cual se de-
posita en uno de los tres Poderes de la Unión, que en este
caso es el Poder Judicial de la Federación. Históricamente
la alta responsabilidad que implica la impartición de justi-
cia reposa en el elemento humano que personifica a esta
institución en sus ministros de la Suprema Corte de Justi-
cia de la Nación, magistrados de circuito y jueces de dis-
trito. 

En  este sentido, la función jurisdiccional en nuestro país
ha evolucionado paralelamente con el desarrollo social y su
necesidad de tener  acceso eficaz y eficiente a la protección
que otorga a sus gobernados el texto constitucional.

Un ejemplo importante del desarrollo de la función juris-
diccional en México es la creación de una de las institucio-
nes mas humanistas y nobles en la defensa de los derechos
fundamentales de los individuos que se encuentren en sue-
lo mexicano como es el juicio de amparo.

Como es sabido, esta figura jurídica fue creada por grandes
juristas y pensadores mexicanos, dentro de los cuales des-
tacan Manuel Crescencio Rejón e Ignacio L. Vallarta. Al
momento de su concepción, la idea fundamental que se
procuró materializar fue la de garantizar la tutela, por par-
te del Estado, de los derechos individuales de los goberna-
dos frente al actuar de las autoridades. Hoy día el segui-
miento a la tecnología de  tutela de los derechos
fundamentales le corresponde por potestad constitucional y
convicción a las juzgadoras y juzgadores federales.

De esta forma las etapas procesales que caracterizan nues-
tro instrumento de defensa constitucional, dispone de ins-
tancias específicas, de modo que se inicia ante un juez de
distrito y en la mayoría de los casos procede a la siguiente
instancia, es decir a los magistrados de circuito, y en deter-
minadas situaciones, puede llegar hasta el conocimiento de
los ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
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Este proceso identifica a los responsables de la materiali-
zación de la tutela eficaz de los derechos humanos por me-
dio del juicio de amparo. Dicho lo anterior, la responsabi-
lidad que cada juzgador tiene, por definición es alta;
empero, la misma aumenta de manera directamente pro-
porcional con la jerarquía que ocupe en los escalafones que
establecen la carrera judicial. Cabe destacar, que es aquí,
donde se pueden delimitar los efectos trascendentales y de-
cisivos, que una decisión judicial en nuestro juicio de ga-
rantías, tiene frente al actuar de otro poder del Estado con
relación a la esfera jurídica de sus gobernados.

Delineados, a grosso modo, los alcances de las decisiones
de los juzgadores federales, es pertinente considerar la ma-
nera en que el Estado mexicano garantiza la tutela judicial
efectiva de los derechos de los ciudadanos a través de la
función pública encomendada, en el título tercero, capítulo
IV, de nuestro texto constitucional a las juzgadoras y los
juzgadores. 

Así, el recién nombrado juez de distrito atiende los menes-
teres del despacho con la ética y el profesionalismo que le
distingue hasta acumular la edad legalmente requerida pa-
ra poder continuar su paso por la carrera judicial, el si-
guiente escalón es el magistrado de circuito. En esta sede,
producto de las reformas y adecuaciones que la institución
ha implementado para un mejor funcionamiento estructural
del sistema de impartición de justicia, el titular ve incre-
mentadas sus responsabilidades. Finalmente, la responsa-
bilidad se magnifica en el momento en que se accede al
puesto de ministro de la Suprema Corte de Justicia de la
Nación.

En esta inteligencia se encuentra la composición de la ta-
bulación de sueldos de los titulares del Poder Judicial de la
Federación. Pues cabe destacar que una de las dimensiones
a las que alude el principio de autonomía e independencia
esta intrínsecamente relacionada con el elemento configu-
rado de su independencia económica, lo que impone no
únicamente su regulación mediante acuerdo del Consejo de
la Judicatura Federal, sino también una especial atención
en el tratamiento de la materia, homologada a su alta y dig-
na función de juzgar y hacer ejecutar.

Como consecuencia de las reformas constitucionales lo-
gradas en 1995, el sistema federal de justicia mexicana
ahora encuentra su explicación y también su necesidad de
actualización, pues éste está sujeto a un colectivo social
que día con día se moderniza y se actualiza; la sociedad
mexicana demanda al Poder Judicial de la Federación un

reclamo que no se limita a un renglón de exigencia a la al-
tura de los países que conforman la comunidad de Estados
americanos, sino de eficacia, eficiencia y prontitud en la
impartición de justicia. Lo que por lógica consecuencia
también se encuentra sometido a las críticas en materia de
la sociología judicial.

En alcance de lo anterior, si bien las prestaciones que aho-
ra poseen los magistrados y jueces que se encuentran en
funciones garantizan su independencia económica y auto-
nomía institucional, se estima prudente la previsión de una
pensión vitalicia por concepto de retiro homologada a la de
los ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación
en retiro. Esta petición obedece a que, como se mencionó,
las juezas y los jueces de distrito, magistrados y magistra-
das de circuito del Poder Judicial de la Federación también
comparten esa alta responsabilidad en la impartición fede-
ral (por cierto en un porcentaje nacional del ingreso y egre-
so de asuntos judiciales mayoritario).

Además, es importante señalar que en el artículo 101 cons-
titucional existe prohibición expresa para los jueces y ma-
gistrados de desempeñar cualquier otra actividad remune-
rada, con lo que también se garantiza la independencia y
autonomía en su tarea jurisdiccional, así como la  concen-
tración y esfuerzo total en su desempeño. Esta es otra  ra-
zón más para justificar la necesidad de que se garantice en
la ley un haber vitalicio, pues no hay posibilidad de incre-
mentar el patrimonio con alguna otra actividad remunera-
da que prevenga una jubilación acorde con la función des-
empeñada.

Esta iniciativa no es una petición sino un reconocimiento a
la labor de las y los Jueces de Distrito, pues también pues
también se debe ser consiente que dicha prestación debe re-
gularse de manera rigurosa mediante la reforma en la Ley
Orgánica de Poder Judicial de la Federación. Dicho haber
vitalicio es configurado en atención a los principios de ob-
jetividad, equidad, transparencia y estabilidad al tenor de
los criterios: a) dedicación a la función jurisdiccional; b)
categórica; c) tiempo de prestación de servicio (en prome-
dio los jubilados prestan servicios arriba de los 40 años); d)
numero de asuntos resueltos; e) responsabilidad del cargo;
y f) puesto de trabajo. Evidentemente, sometidos a las
compatibilidades económicas dispuestas por el presupues-
to aplicable al ejercicio respectivo.  

Es preciso mencionar, que no es un materialismo  lo que
motiva ésta iniciativa, sino una previsión de principio de
seguridad social justa y racional para el bien de vivir y ac-



tuar en función de las vicisitudes y necesidades que deben
ser cubiertas con rigor austero pero realista por ex juzga-
dores. 

Por ello, en un ánimo de coadyuvar institucionales en aras
de la protección de la independencia y autonomía de los ti-
tulares del Poder Judicial de la Federales someto a su con-
sideración este proyecto, el cual propone la siguiente re-
forma en la Ley Orgánica del Poder Judicial de la
Federación, que actualmente el texto normativo en su di-
verso numeral 183 establece:

Articulo 183. Al retirarse del cargo, los ministros tendrán
derecho a un haber por retiro de carácter vitalicio, el cual
será equivalente al cien por ciento durante los dos primeros
años y al ochenta por ciento durante el resto del tiempo, del
ingreso mensual que corresponda a los ministros en activo.

Cuando los ministros se retiren sin haber cumplido quince
años en el ejercicio del cargo, tendrán derecho a la remu-
neración a que se refiere el párrafo anterior de manera pro-
porcional al tiempo de su desempeño.

En caso de fallecimiento de los ministros durante el ejerci-
cio del cargo o después de concluido, su conyugue y sus hi-
jos menores o incapaces tendrán derecho a una pensión
equivalente al cincuenta por ciento de la remuneración
mensual que en los términos de los dos párrafos anteriores
debía corresponder al propio ministro. El conyugue dejara
de tener derecho a este beneficio, al contraer matrimonio o
al entrar en concubino, y los menores al cumplir la mayo-
ría de edad.

En este tenor, esta iniciativa propone que se agregue un ar-
tículo subsecuente 183 Bis que disponga lo siguiente

Decreto por el que se adiciona un artículo 183 Bis a la
Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, rela-
cionado al haber vitalicio de Magistrados y Jueces de
Distrito

Artículo Único. Se adiciona un artículo 183 Bis para que-
dar como sigue:

Artículo 183 Bis. Al retirarse del cargo, los magistrados
de circuito y jueces de distrito tendrán derecho un ha-
ber por retiro de carácter vitalicio, el cual será equiva-
lente al cien por ciento durante los dos primeros años y
al ochenta por ciento durante el resto del tiempo, del in-

greso mensual que corresponda a los magistrados de
circuito o jueces de distrito en activo.

Cuando los magistrados de circuito o jueces de distrito
se retiren sin haber cumplido la edad para jubilarse,
tendrán derecho a la remuneración a que se refiere el
párrafo anterior de manera proporcional al tiempo de
su desempeño.

En caso de fallecimiento de los magistrados de circuito
o jueces de distrito durante el ejercicio del cargo o des-
pués de concluido, su conyugue y sus menores hijos o
incapaces tendrán derecho a una pensión equivalente al
cincuenta por ciento de la remuneración mensual que
en términos de los dos párrafos anteriores debía co-
rresponder al propio magistrado o juez. El conyugue
dejara de tener derecho a este beneficio al contraer ma-
trimonio o al entrar en  concubino y los menores al
cumplir la mayoría de edad.

Transitorios 

Artículo Primero. La reforma entrara en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Articulo Segundo. La prestación a la que alude la reforma
tendrá aplicación retroactiva a los magistrados de Circuito
y Jueces de Distrito que se encuentren en retiro, o bien a
sus familiares en los términos previstos.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de septiembre de
2011.— Diputada María de Jesús Aguirre Maldonado (rúbrica).»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Túr-
nese a la Comisión de Justicia, para dictamen.

Proceda la Secretaría a dar lectura al artículo 76, numera-
les 2 y 3 del Reglamento de la Cámara de Diputados.

PRESENTACION DE INICIATIVAS

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán:
Artículo 76, numeral 2. Los diputados y diputadas que ten-
gan registradas más de una iniciativa por sesión podrán ele-
gir cuál de ellas presentará en tribuna, previo aviso a la Me-
sa Directiva.
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Numeral 3. Durante la presentación de iniciativas, si el pro-
movente no se encuentra en el salón de sesiones en el mo-
mento de su intervención, la iniciativa será turnada a la co-
misión o comisiones correspondientes.

Es cuanto, señor presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Se-
ñor diputado Cárdenas Gracia.

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia (desde la
curul): Solamente para, con fundamento en el artículo 102,
párrafo 3, las iniciativas que no pueda presentar el día de
hoy sean enviadas a la Mesa Directiva, para que en las sub-
siguientes sesiones una por una las vaya presentando, pre-
sidente.

El 102, párrafo 3, dice que de viva voz el orador, el dipu-
tado pedirá la inscripción de esas iniciativas en la siguien-
te sesión. Es lo que le estoy solicitando, señor presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Se
obsequia su petición, señor diputado. Muchas gracias.

Saludamos a los alumnos de la escuela primaria Ignacio
Ramírez, de la localidad Plan de Arroyos, del estado de Ve-
racruz, invitados por la diputada Alba Leonila Méndez He-
rrera, del Partido Acción Nacional.

LEY DE LA COMISION NACIONAL
DE LOS DERECHOS HUMANOS

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Tie-
ne la palabra ahora el diputado Arturo Zamora Jiménez, del
Grupo Parlamentario del PRI, para presentar iniciativa con
proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas dispo-
siciones de la Ley de la Comisión Nacional de los Dere-
chos Humanos.

El diputado Arturo Zamora Jiménez: Con su permiso,
señor presidente. Compañeras y compañeros diputados,
con fecha 10 de junio del año 2011, como todos tenemos
conocimiento, se publicó en el Diario Oficial de la Federa-
ción una reforma muy importante de gran trascendencia, en
donde ahora no solamente tenemos que cuidar el marco
constitucional para las decisiones legislativas y para la in-
terpretación de las normas jurídicas en nuestro país, sino

también y de manera mucho muy importante, ahora tene-
mos un marco que se amplió precisamente al respecto de lo
establecido en el derecho internacional, de lo establecido
en los tratados internacionales, que es prácticamente la in-
terpretación convencional.

Se trata entonces de que esta reforma de gran calado modi-
ficó diferentes artículos de la Constitución General de la
República, y para que las mismas cumplan el objetivo de la
efectiva protección en un tema también muy importante,
que es la protección efectiva a los derechos humanos, es
necesario traducir esta reforma constitucional a la norma
secundaria.

Por tanto, se propone realizar las adecuaciones necesarias
a la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Huma-
nos, a fin de desarrollar de manera completa su contenido
y otorgarle plena aplicabilidad.

Se propone en este sentido adicionar el artículo 3o. de la
ley para facultar a la comisión a investigar hechos que
constituyan violaciones graves a los derechos humanos,
consagrados en la Constitución general de la República y
en los tratados internacionales.

Recordemos que esta facultad anteriormente recaía en la
Suprema Corte de Justicia de la Nación y en la iniciativa se
plantea que esta atribución podrá ejercerse de manera ofi-
ciosa o a petición, tanto del Ejecutivo federal como alguna
de las Cámaras del Congreso de la Unión, el gobernador de
una entidad federativa, el jefe del Gobierno del Distrito Fe-
deral o las legislaturas de las entidades.

Asimismo, propongo adicionar tres fracciones al artículo
6o. de la ley mencionada, para incluir las nuevas atribucio-
nes que le confiere la norma constitucional.

Es decir, investigar y en su caso, determinar la existencia
de violaciones graves, que hemos mencionado; dos, solici-
tar a la Cámara de Senadores o en sus recesos a la Comi-
sión Permanente, se cite a comparecer a las autoridades o
servidores públicos para que expliquen el motivo por el
que se niegan a aceptar una recomendación, y tres, promo-
ver acción de inconstitucional contra normas generales que
vulneren los derechos humanos consagrados no sólo en la
Constitución, como venían siendo sus atribuciones, sino
también ahora en los tratados internacionales.

A fin de ser coincidente con la norma fundamental se pro-
pone derogar el artículo 7o., en su fracción III, que prohi-



bía a la comisión a actuar en materia laboral; por lo que los
conflictos de trabajo, que se presenten en ellos violación a
derechos humanos, podrán ser objeto de conocimiento de
este organismo.

Mediante la reforma y adición de los artículos 10 y 18 se
busca fortalecer la autonomía de la Comisión Nacional de
los Derechos Humanos al someter a consulta pública la
elección de su presidente y de los miembros del Consejo
Consultivo, para garantizar una amplia participación y
transparencia.

La iniciativa que pongo a su consideración propone que la
convocatoria deberá publicarse en el Diario Oficial de la
Federación, así como en periódicos de mayor circulación y
se propone que cualquier ciudadano pueda hacer llegar
propuesta, observaciones, incluso por medio electrónico.

Se propone realizar foros de consulta, para que participen
instituciones académicas y organizaciones sociales que tie-
nen representación en esta materia.

Finalmente, también tomar en consideración que la comi-
sión correspondiente de la Cámara de Senadores deberá en-
tregar las propuestas y opiniones al expediente respectivo
y que se consignarán en el dictamen que se emita.

Finalmente, una de las partes fundamentales de la reforma
constitucional consistió en otorgar mayor fuerza a las reco-
mendaciones que emite la Comisión Nacional de los Dere-
chos Humanos, precisamente en virtud de que la naturale-
za en este momento no tiene esa facultad vinculatoria.

La fuerza de éstas radica en señalar públicamente a las au-
toridades que cometen violaciones a los derechos funda-
mentales y someterlas a juicio de la sociedad. De tal suer-
te que la iniciativa propone que la autoridad a quien se
haya dirigido una recomendación deba forzosamente ma-
nifestar su aceptación o las razones de su rechazo, la cual
deberá estar debidamente fundada y motivada y deberá ser
pública, a fin de que la sociedad sea quien juzgue la actua-
ción de los funcionarios.

Compañeras diputadas y compañeros diputados, con las re-
formas y adiciones que se proponen se pretende fortalecer
el papel de la Comisión Nacional de los Derechos Huma-
nos como garante de los derechos fundamentales de todos
nosotros como miembros de la sociedad, y con la finalidad
de hacer coincidentes estas reformas secundarias a la nor-
ma fundamental que nosotros mismos hemos modificado.

Muchas gracias por su atención. Muchas gracias, señor
presidente. Es cuanto.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Huma-
nos, a cargo del diputado Arturo Zamora Jiménez, del Gru-
po Parlamentario del PRI

Arturo Zamora Jiménez, diputado a la LXI Legislatura del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, e in-
tegrante del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional, en ejercicio de la facultad conferida en la
fracción II del artículo 71 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, y de conformidad con lo dis-
puesto en los artículos 6o., fracción I, 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, someto a consideración
del pleno de esta soberanía iniciativa con proyecto de de-
creto por virtud del cual se reforman y adicionan los artí-
culos 3, 6, 7, 10, 18 y 46 de la Ley de la Comisión Nacio-
nal de los Derechos Humanos, con base en la siguiente

Exposición de Motivos

Los derechos humanos pueden definirse como “el conjun-
to de libertades y prerrogativas de carácter civil, político,
económico, social y cultural, inherentes al ser humano y
cuya realización es indispensable para su desarrollo. Estos
derechos deben ser reconocidos y garantizados por el esta-
do, quien tiene la responsabilidad de velar por su realiza-
ción y preservación”.1

En los años recientes se han realizado una serie de refor-
mas a nuestra norma fundamental para fortalecer la protec-
ción de estos derechos, sustento indispensable para la vida
democrática de los estados modernos.

Con fecha 10 de junio de 2011 se publicó en el Diario Ofi-
cial de la Federación el decreto por el que se modifica la
denominación del Capítulo I del Título Primero y reforma
diversos artículos de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos en materia de derechos humanos.

Se trata de la reforma constitucional de mayor calado des-
de el inicio de la vigencia de la Constitución General de la
República, pues modifica en sustancia el contenido protec-
tor de nuestra norma fundamental, anteriormente limitado
a las garantías individuales consagradas en la misma, para
ampliarla a los derechos humanos consagrados en ésta y en
los tratados internacionales de que México es parte.
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Entre las reformas realizadas, destaca la adición y modifi-
cación del artículo 102 apartado B de nuestra carta magna,
a fin de fortalecer la autonomía y otorgar mayores faculta-
des a la Comisión Nacional de los Derechos Humanos
(CNDH), robusteciendo su papel como órgano protector de
los derechos fundamentales. 

Para que estas reformas se traduzcan en una efectiva tutela
a los derechos humanos, es necesario replicarlas en la nor-
ma secundaria que desarrolle de manera completa su con-
tenido, a fin de otorgarles plena aplicabilidad, respetando
la voluntad protectora del constituyente permanente.

De este modo, esta iniciativa proponer realizar las adecua-
ciones necesarias a la Ley de la Comisión Nacional de los
Derechos Humanos a fin de que se considere como atribu-
ción de éste órgano la investigación de violaciones graves
a los derechos humanos consagrados en la Constitución y
en los tratados internacionales de que México es parte.

El ejercicio de esta facultad, que anteriormente era desa-
rrollada por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, po-
drá hacerse de oficio o a petición de parte, esto es, el Eje-
cutivo federal, alguna de las Cámaras del Congreso de la
Unión, el gobernador de un estado, el jefe de Gobierno del
Distrito Federal o las legislaturas de las entidades federati-
vas. 

Debe considerarse la atribución que le es conferida de so-
licitar al Senado o a la Comisión Permanente en los rece-
sos de aquél, que cite a comparecer al funcionario que se
haya negado a aceptar y dar cumplimiento a una recomen-
dación de la CNDH. 

Esto tiene como finalidad conservar el carácter no vincula-
torio de las recomendaciones, pero otorgándoles una ma-
yor fuerza al exponer al escrutinio público a los funciona-
rios reticentes, obligándolos a explicar los motivos y
fundamentos de su negativa.

Cabe destacar que es precisamente la exposición pública lo
que otorga fuerza al control de la constitucionalidad que
ejerce la Comisión Nacional de los Derechos Humanos. 

En caso de que las autoridades no sigan las recomendacio-
nes dadas por la Comisión tiene como efecto un señala-
miento en los medios de comunicación e informes públicos
del organismo sobre la autoridad rebelde, lo cual implica
un elevado costo político para ello.2

De tal suerte, la exposición pública que implica citar a
comparecer a un funcionario, especialmente cuando se tra-
te de explicar la negativa a dar cumplimiento a una reco-
mendación, otorgará mayor fuerza a las decisiones no vin-
culatorias que emite este órgano.

Por otra parte, se consideró necesario señalar de manera es-
pecífica la atribución que tiene la Comisión Nacional de
los Derechos Humanos para promover acción de inconsti-
tucionalidad en contra de las normas generales que vulne-
ren los derechos humanos consagrados no sólo en la Cons-
titución sino también en los tratados internacionales, que
como hemos señalado, se trata de una de las mayores apor-
taciones de ésta reforma constitucional.

Se propone en la presente iniciativa derogar la fracción III
del artículo 7 de la Ley, que impedía a la Comisión a inter-
venir en asuntos de materia laboral, prohibición que ya fue
eliminada del texto constitucional.

Se considera necesario desarrollar los elementos mínimos
que deben ser considerados en la consulta pública que de-
be realizarse previo al nombramiento del Presidente de la
Comisión así como de los integrantes del Consejo Consul-
tivo, otorgando al proceso la mayor publicidad posible,
permitiendo de este modo una amplia participación y trans-
parencia, a fin de que los funcionarios designados cuenten
con la autoridad moral que el cargo exige. 

Finalmente, con la presente se pretende especificar en el
artículo 46 la obligación de la autoridad o servidores pú-
blicos de informar a la comisión los casos en que rechaza
la recomendación, a fin de evitar incumplimientos por omi-
sión.

El documento en que informe de su negativa deberá estar
debidamente fundado y motivado, y debe ser divulgado a
fin de que sea sujeto al escrutinio público, y sea la socie-
dad la que juzgue la voluntad de la autoridad correspon-
diente para observar, respetar y proteger los derechos hu-
manos consagrados en la Constitución y en los tratados
internacionales de que México es parte.

En virtud de lo anterior, me permito someter a considera-
ción de esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto
de



Decreto por virtud del cual se reforman y adicionan los
artículos 3, 6, 7, 10, 18 y 46 de la Ley de la Comisión Na-
cional de los Derechos Humanos 

Único. Se reforman y adicionan los artículos 3, 6, 7, 10, 18
y 46 de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos
Humanos para quedar como sigue:

Artículo 3o. …

…

…

…

También podrá investigar hechos que constituyan vio-
laciones graves a los derechos humanos consagrados en
la Constitución o en los tratados internacionales de los
que México sea parte, cuando así los juzgue convenien-
te o a petición del Ejecutivo Federal, alguna de las Cá-
maras del Congreso de la Unión, el gobernador de un
estado, el jefe de Gobierno del Distrito Federal o las le-
gislaturas de las entidades federativas.

Artículo 6o. La Comisión Nacional tendrá las siguientes
atribuciones:

I. a XIV Bis.

XV. Investigar y en su caso determinar la existencia
de violaciones graves a los derechos humanos consa-
grados en la Constitución y en los tratados interna-
cionales de los que México sea parte;

XVI. Solicitar a la Cámara de Senadores, o en sus re-
cesos, a la Comisión permanente del Congreso de la
Unión, se cite a comparecer a las autoridades o ser-
vidores públicos para que expliquen el motivo por el
que se niega a aceptar una recomendación emitida
por éste órgano;

XVII. Promover acción de inconstitucionalidad en
contra de leyes de carácter federal, estatal y del Dis-
trito Federal, así como de tratados internacionales
celebrados por el Ejecutivo Federal y aprobados por
el Senado de la República, que vulneren los derechos
humanos consagrados en la Constitución y en los
tratados internacionales de los que México sea par-
te; y

XVIII. Las demás que le otorguen la presente ley y
otros ordenamientos legales. 

Artículo 7o. La Comisión Nacional no podrá conocer de
los asuntos relativos a:

I. Actos y resoluciones de organismos y autoridades
electorales;

II. Resoluciones de carácter jurisdiccional; y

III. (Derogado)

IV. Consultas formuladas por autoridades, particulares u
otras entidades, sobre la interpretación de las disposi-
ciones constitucionales y legales. 

Artículo 10. El Presidente de la Comisión Nacional de los
Derechos Humanos, será elegido por el voto de las dos ter-
ceras partes de los miembros presentes de la Cámara de Se-
nadores o, en sus recesos, por la Comisión Permanente del
Congreso de la Unión, con la misma votación calificada.
Para tales efectos, la comisión correspondiente de la Cá-
mara de Senadores procederá a realizar un procedimiento
de consulta pública que garantice una amplia partici-
pación y transparencia, conforme a las siguientes bases:

I. El Senado publicará la convocatoria a la consulta
pública en el Diario Oficial de la Federación, así co-
mo en dos periódicos de amplia circulación en el te-
rritorio nacional;

II. Cualquier ciudadano, dentro del plazo de diez dí-
as contados a partir de la publicación de la convoca-
toria, podrá hacer llegar por medio físico o bien me-
diante el mecanismo electrónico que se disponga
para el efecto, sus propuestas y observaciones;

III. Cuando así se considere conveniente, el Senado
podrá organizar foros de consulta en que participen
instituciones académicas, organizaciones sociales re-
presentativas de los distintos sectores de la sociedad,
así como los organismos públicos y privados promo-
tores o defensores de los derechos humanos; y

IV. La Comisión correspondiente de la Cámara de
Senadores agregará las propuestas y opiniones reali-
zadas por los interesados al expediente respectivo y
consignará, en el dictamen que emita, el proceso de
consulta pública realizado y los resultados de las ob-
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servaciones y propuestas que por escrito se hayan
formulado.

Con base en dicha consulta, la comisión correspondiente
de la Cámara de Senadores propondrá al pleno de la mis-
ma, una terna de candidatos de la cual se elegirá a quien
ocupe el cargo o, en su caso, la ratificación del titular.

Artículo 18. Los miembros del Consejo Consultivo serán
elegidos por el voto de las dos terceras partes de los miem-
bros presentes de la Cámara de Senadores o, en sus rece-
sos, por la Comisión Permanente del Congreso de la Unión
con la misma votación calificada.

La comisión correspondiente de la Cámara de Senadores
propondrá a los candidatos para ocupar el cargo o, en
su caso, la ratificación de los consejeros, conforme al
procedimiento de consulta pública señalado en el art.
10 de este ordenamiento.

Artículo 46. ….

En todo caso, una vez recibida, la autoridad o servidor pú-
blico de que se trate informará, dentro de los quince días
hábiles siguientes a su notificación, si acepta o rechaza di-
cha Recomendación. Entregará, en su caso, en otros quin-
ce días adicionales, las pruebas correspondientes de que ha
cumplido con la Recomendación. Dicho plazo podrá ser
ampliado cuando la naturaleza de la Recomendación así lo
amerite. 

En caso de que se rechace la recomendación, la autori-
dad o servidor público de que se trate deberá fundar,
motivar y hacer pública su negativa.

Transitorios

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 Biebrich Torres, Carlos Armando. Diccionario de la Constitución
mexicana. Editorial Miguel Ángel Porrúa, México 2009. Página 259.

2 Castrejón García, Gabino. El ombudsman como órgano de control
constitucional de la administración pública”. Ombudsman local, se-
gundo Congreso Iberoamericano de Derecho Administrativo. Instituto
de Investigaciones Jurídicas UNAM, México 2007. Página 81.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de septiembre de 2011.— Di-
putados: José Manuel Agüero Tovar, Reginaldo Rivera de la Torre, Jai-
me Sánchez Vélez, Guadalupe Pérez Domínguez (rúbricas).»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Túr-
nese a la Comisión de Derechos Humanos para dicta-
men.

Ruego a los señores diputados Jaime Álvarez Cisneros, Jo-
sé María Valencia Barajas, Gerardo Fernández Noroña,
Carlos Bello Otero, Sergio Saldaña del Moral y Gerardo
del Mazo Morales, acudir al salón F de Los Cristales, para
atender a los vecinos de Valle Dorado que estuvieron ante-
riormente en las galerías de este recinto.

LEY DE LOS DERECHOS DE LA MADRE TIERRA

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Tie-
ne la palabra el diputado César Daniel González Madruga,
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, pa-
ra presentar iniciativa con proyecto de decreto que expide
la Ley de los Derechos de la Madre Tierra.

El diputado César Daniel González Madruga: Ometeotl.
Con su venia, señor presidente. Hermanas, hermanos y
compañeros diputados todos. El día de hoy vengo a pre-
sentar la iniciativa por la cual se expiden los derechos de la
madre tierra.

Ometeotl es una palabra náhuatl que significa dos esencias
o divina dualidad. Ya que son las dos fuerzas del universo.
El día y la noche; el bien y el mal; la vida y la muerte; por
ello, es una forma de saludar a nuestros antepasados cuan-
do se refería a personas de alta jerarquía para tratar asuntos
igual de importantes.

Ante la necesidad imperiosa de explicarnos la complejidad,
maravilla y misterio de la vida, nosotros, los seres huma-
nos, hemos atribuido características de lo conocido a lo
desconocido. La maternidad y fertilidad de la mujer es co-
nocida por todos los grupos sociales que han habitado en
este planeta.

La tierra, aún desconocida en su gran mayoría, también po-
see estas particularidades, ya que es el ser dador de vida,
capaz de concebir y alimentar a todos sus hijos; por ello,
los pueblos ancestrales: mayas, aztecas, toltecas y grupos



indígenas en general, la han percibido como un ser feme-
nino a la que llaman madre tierra, porque es capaz de brin-
dar el regalo de la vida a la humanidad entera por medio de
la fertilidad del suelo que da sustento a las plantas, y éstas
a través de sus estructuras, frutos y semillas aportan molé-
culas orgánicas que permiten la existencia de organismos
que se alimentan de estas moléculas y respiran oxígeno,
dentro de los cuales nos encontramos los seres humanos,
sin dejar de considerar a la atmósfera, los sistemas hídricos
como ríos, manantiales, lagos, lagunas, mantos friáticos,
glaciares, nubes y el mar, la energía del sol, la gravedad,
entre muchos otros factores tanto bióticos como abióticos.

Las culturas primarias y sobre todo las desarrolladas en el
Continente Americano tenían conocimiento de que la tie-
rra, como toda buena madre, es capaz de corregir el com-
portamiento de sus hijos a través de su severidad a nuestros
excesos en forma de tormentas, terremotos, huracanes, tor-
nados, tsunamis, inundaciones, y todos los fenómenos me-
teorológicos que acarrean destrucción y muerte.

En el marco de la Cumbre de la Tierra, en 1992, conocida
también como la Cumbre de Río, se cristalizó una petición
de la comunidad internacional formulada desde 1987,
cuando la Comisión Mundial del Medio Ambiente y Desa-
rrollo de las Naciones Unidas hizo un llamado para la ela-
boración de una carta que contuviera los principios funda-
mentales para el desarrollo sostenible.

No fue hasta 1997 cuando, para supervisar el proyecto, se
constituyó la Comisión de la Carta de la Tierra, que si bien
reconoce la importancia de conservarla y respetarla sigue
considerándola como un objeto.

Compañeras diputadas y compañeros diputados, para que
la humanidad pueda transitar hacia el desarrollo sustenta-
ble requiere de armonía entre nuestra conciencia y la con-
ciencia de la madre tierra.

El reconocimiento de los derechos medioambientales en
nuestra ley fundamental es producto del decreto de reforma
constitucional, publicada en el Diario Oficial de la Federa-
ción del 28 de junio de 1999, mediante el cual se adicionó
al artículo 4o. el reconocimiento de que toda persona tiene
derecho a un medio ambiente adecuado, tanto para su de-
sarrollo como para su bienestar en el marco jurídico mexi-
cano, que se ajusta a los denominados derechos de tercera
generación, también llamados derechos de solidaridad o de
los pueblos, los cuales surgen como respuesta a la necesi-
dad de cooperación entre las naciones.

La Ley de los Derechos de la Madre Tierra constituye la
primera propuesta legislativa en nuestro país, que da un es-
tatus de sujeto al planeta que hasta ahora había sido legal-
mente considerado como un objeto.

Si bien la ciencia no ha sido capaz de comprobar la hipóte-
sis de que la tierra es en efecto consciente, los pueblos an-
cestrales de América y de otras partes del mundo siempre
la han percibido como tal. Sin dejar de reconocer el marco
jurídico vigente, mediante este proyecto de ley se fortalece
el marco legal de respeto, conciencia y cultura a este bien
del dominio público, que es la madre tierra, que como su
nombre nos indica: todos le pertenecemos.

Para efecto de la protección y tutela de sus derechos se le re-
conoce a la madre tierra en su carácter de sujeto colectivo de
interés público. La madre tierra y todos sus componentes, in-
cluyendo las comunidades humanas, somos titulares de to-
dos los derechos inherentes reconocidos en esta ley.

Se establecen siete derechos de la madre tierra: a la vida, a
la diversidad de la vida, al agua, al aire limpio, al equili-
brio, a la restauración y a vivir libre de contaminación.

Se establecen siete obligaciones para el Estado mexicano,
para desarrollar políticas públicas y acciones sistemáticas
de prevención, alerta temprana y protección, así como for-
mas de producción y patrones de consumo equilibrados en
la búsqueda del bien común, a partir de políticas para de-
fender a la madre tierra en el ámbito nacional e internacio-
nal permitiendo, entre otras cosas, asegurar la soberanía
energética a largo plazo.

Los Estados deberán velar en el ámbito internacional por el
reconocimiento de financiamiento y transferencias de tec-
nologías limpias, efectivas y compatibles entre las nacio-
nes, para asegurar en el presente la satisfacción de nuestras
necesidades generacionales como hijas e hijos de la madre
tierra; la paz y la búsqueda en la eliminación de todas las
armas nucleares químicas, biológicas y de destrucción ma-
siva, así como la promoción del reconocimiento y defensa
de los derechos de la madre tierra, se establecen también
como obligación del Estado mexicano.

La sociedad, por su parte, adquiere siete obligaciones, co-
menzando por el respeto a los derechos de la madre tierra
promoviendo la armonía en todos sus ámbitos de relación,
ya sea personal o colectivamente y participando de forma
activa en la generación de propuestas orientadas al respec-
to y la defensa de los derechos de la madre tierra.
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Las prácticas de producción y hábitos de consumo armóni-
cos, así como el aseguramiento en el uso y aprovecha-
miento sustentable de los componentes de la madre tierra,
deberán observarse  Es obligación de la sociedad denunciar
todo acto que atente contra los derechos de la madre tierra,
sus sistemas de vida y/o sus componentes.

Nada de lo aquí expuesto se puede lograr sin una decidida
participación social; por ello, se considera una obligación
acudir a las convocatorias de las autoridades competentes
o de la sociedad civil organizada, para la realización de ac-
ciones orientadas a la conservación y/o protección de la
madre tierra.

Para el cumplimiento, tanto de los derechos como de las
obligaciones contenidos en esta ley, se establece la integra-
ción de la comisión de vigilancia de los derechos de la ma-
dre tierra, la cual posea atribuciones similares a la Comi-
sión de los Derechos Humanos.

Sólo a través de la sincronización de nuestra conciencia co-
lectiva con la conciencia de la madre tierra, la humanidad,
logrando la transición hacia el desarrollo sustentable, podrá
florecer.

Por lo antes expuesto, los invito, compañeras y compañe-
ros, a que discutamos esta ley lo antes posible a fin de que
sea aprobada y dotemos al Estado mexicano con capacidad
jurídica para velar por los derechos de la madre tierra. Es-
toy cierto que así lo hubieran querido nuestros antepasados
y lo demandarán las generaciones presentes y pasadas.

Recordemos, compañeras, compañeros, que como bien di-
cen nuestros antepasados, la tierra no nos pertenece, nos-
otros le pertenecemos a la tierra. La humanidad ha visto ya
las peores facetas de su ego. Hoy la humanidad tiene la ca-
pacidad en la nueva adquisición de conciencia en este des-
pertar generacional y como humanidad, para que podamos
florecer como un solo grupo que cuide lo que somos, que
es nuestra madre tierra. Apoyemos esta iniciativa, compa-
ñeras, compañeros. Muchas gracias. Gracias, presidente.

«Iniciativa que expide la Ley de los Derechos de la Madre
Tierra, a cargo del diputado César Daniel González Ma-
druga, del Grupo Parlamentario del PAN

El suscrito, César Daniel González Madruga, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional en la
LXI Legislatura del Congreso de la Unión, con fundamen-
to en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y
55, fracción II, 56 y 62 del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, somete a consideración del pleno de la Cámara de
Diputados de la LXI Legislatura iniciativa con proyecto de
decreto por la que se expide la Ley de los Derechos de la
Madre Tierra, de conformidad con la siguiente

Exposición de Motivos

Ante la necesidad imperiosa de explicarnos la complejidad,
maravilla y misterio de la vida, la especie humana ha atri-
buido características de lo conocido a lo desconocido, co-
mo por ejemplo, las mujeres son las únicas capaces de dar
vida y juega un papel primordial como proveedoras y pro-
tectoras de sus crías, para asegurar la descendencia de los
genes del clan en la tierra. Por ello, la mujer simboliza la
maternidad y la fertilidad.

A partir de ello, la Tierra, percibida como el ser dador de
vida, capaz de concebir y alimentar a sus hijos, fue conce-
bida por los pueblos ancestrales como un ser femenino a la
que llaman “Madre Tierra”, porque es capaz de brindar el
regalo de la vida a la humanidad entera a través de la ferti-
lidad del suelo; pero que también, como toda buena madre,
es capaz de aplicar castigos a nuestros excesos en forma de
tormentas, terremotos, huracanes, tornados, tsunamis, in-
undaciones y todos los fenómenos meteorológicos que aca-
rrean destrucción y muerte.

Por ello, cuando la humanidad en la segunda mitad del Si-
glo XX comenzó a percibir e investigar los efectos secun-
darios del desarrollo industrial, convocó a través de la Or-
ganización de las Naciones Unidas a una serie de reuniones
con representación internacional, que señalaron que el im-
pacto negativo del hombre en la tierra a través de sus pro-
cesos de desarrollo industrializados, si bien éstos contribu-
ían innegablemente al bienestar de la humanidad, también
contaminaban y transformaban el ambiente de manera ne-
gativa.

La Organización de las Naciones Unidas preparó en 1992,
una reunión para comprometer a las naciones a buscar la
forma de satisfacer las demandas de las generaciones pre-
sentes sin afectar la satisfacción de las necesidades de las
generaciones futuras, a la que se conoce como La Cumbre
de la Tierra de Río de Janeiro, Brasil; cuyo tema principal
fue la puesta en marcha del concepto acuñado en 1987, co-
mo Desarrollo Sostenible, y que es una de las reuniones in-
ternacionales que han contribuido significativamente a la



orientación del camino para que la humanidad pueda tran-
sitar a una nueva era en su relación con la naturaleza a tra-
vés de ese concepto.

En el marco de este encuentro se cristalizó una petición de
la comunidad internacional formulada desde 1987, cuando
la Comisión Mundial para el Ambiente y Desarrollo de las
Naciones Unidas hizo un llamado a la comunidad interna-
cional para la elaboración de una carta que contuviera los
principios fundamentales para el desarrollo sostenible. Pa-
ra ello se formó la Comisión de la Carta de la Tierra en
1997, para supervisar el proyecto, que si bien reconoce la
importancia de conservar y respetar a la tierra ya no le da
un atributo materno.

Sin embargo, revirtiendo esa idea, el 21 de diciembre de
2010, por una iniciativa de Evo Morales Ayma, presidente
constitucional del Estado Plurinacional de Bolivia, se apro-
bó la Ley de Derechos de la Madre Tierra, en lo que cons-
tituye la primer propuesta legislativa formal que da un es-
tatus de sujeto al planeta, que hasta ahora había sido
legalmente considerado como un objeto, si bien la ciencia
no ha sido capaz de comprobar la hipótesis de que es, en
efecto, un ser vivo con conciencia propia, a pesar de que
los pueblos ancestrales de América y de otras partes del
mundo siempre la han percibido como tal.

El reconocimiento de los derechos medioambientales en
nuestra ley fundamental es producto del decreto de reforma
constitucional publicado en el Diario Oficial de la Federa-
ción el 28 de junio de 1999, mediante el cual se adicionó al
artículo 4o. el reconocimiento de que toda persona tiene
derecho a un medio ambiente adecuado tanto para su desa-
rrollo como para su bienestar. Con esta adición, México
adecuó su legislación a los denominados derechos de ter-
cera generación, también llamados derechos de solidaridad
o de los pueblos, los cuales surgen como respuesta a la ne-
cesidad de cooperación entre las naciones.

Es dable señalar que la adición de este párrafo cuarto regu-
la por una parte, el derecho al medio ambiente y la obliga-
ción de conservarlo tanto por los particulares como por el
Estado, y por la otra, se consagra como bien jurídico tute-
lado. Estas referencias, involucran varias áreas mutuamen-
te relacionadas: a) su consideración como derecho subjeti-
vo a favor de los ciudadanos; b) como norma programática
o meta de la actividad de los poderes públicos; y c) como
criterio para la distribución de competencia entre niveles
del Estado, federales, estatales y municipales.

Este tipo de transformaciones imponen retos para la cien-
cia jurídica, por ejemplo, la consideración de este derecho
a un medio ambiente como derecho fundamental; la titula-
ridad individual o colectiva del medio ambiente; la legiti-
mación para actuar en su defensa ante cualquier instancia;
los enfoques preventivos, reparadores y sancionadores de
los elementos ambientales.

El fundamento constitucional que le permite al Congreso
de la Unión legislar en esta materia se encuentra previsto
implícitamente en el artículo 73, fracción XXIX de la
Constitución, en la cual se hace referencia a que el Poder
Legislativo tiene facultades para establecer contribuciones
sobre el aprovechamiento y explotación de los recursos na-
turales.

En México no se cuenta hasta el día de hoy, con una legis-
lación que proteja de forma eficaz los derechos de la ma-
dre tierra. Mediante este proyecto de ley se pretende crear
un marco legal de respeto, conciencia y cultura a este bien
de dominio público que es la madre naturaleza, que como
su nombre lo indica nos pertenece a todos.

En atención de lo expuesto, se somete a consideración de
la Cámara de Diputados la siguiente iniciativa de

Ley de Derechos de la Madre Tierra

Título I
De las Disposiciones Generales

Capítulo I
Objeto y Principios

Artículo 1. La presente ley tiene por objeto reconocer los
derechos de la Madre Tierra, así como las obligaciones y
deberes del Estado y de la sociedad para garantizar el res-
peto de estos derechos.

Artículo 2. Para los efectos de la presente ley se conside-
rarán los siguientes principios:

I. Armonía: Las actividades humanas, en el marco de la
pluralidad y la diversidad, deben lograr equilibrios di-
námicos con los ciclos y procesos inherentes a la Madre
Tierra.

II. Derecho Colectivo: La facultad de los individuos
para ejercitar el cumplimiento a sus garantías, en el
marco de protección a los derechos de la Madre Tierra.
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III. Comisión: Comisión de Vigilancia de los derechos
de la Madre Tierra.

IV. Garantía de regeneración de la Madre Tierra. El
Estado en sus diferentes niveles y la sociedad, en armo-
nía con, deben garantizar las condiciones necesarias pa-
ra que los diversos sistemas de vida de la Madre Tierra
puedan absorber, daños, adaptarse a las perturbaciones,
y regenerarse sin alterar significativamente sus caracte-
rísticas de estructura y funcionalidad, reconociendo que
los sistemas de vida tienen límites en su capacidad de
regenerarse, y que la humanidad tienen límites en su ca-
pacidad de revertir sus acciones.

V. Respeto y defensa de los derechos de la Madre Tie-
rra. El Estado y cualquier persona individual o colecti-
va respetan, protegen y garantizan los derechos de la
Madre Tierra para las generaciones actuales y las futu-
ras.

V. Interculturalidad. El ejercicio de los derechos de la
Madre Tierra requiere del reconocimiento, recupera-
ción, respeto, protección, y dialogo de la diversidad de
sentires, valores, saberes, conocimientos, prácticas, ha-
bilidades, trascendencias, transformaciones, ciencias,
tecnologías y normas, de todas las culturas del mundo
que buscan un convivir en armonía con la naturaleza.

Capítulo II
Madre Tierra, Definición y Carácter

Artículo 3. La Madre Tierra es un sistema viviente diná-
mico conformado por la comunidad indivisible de todos los
sistemas de vida y los seres vivos, interrelacionados, inter-
dependientes y complementarios, que comparten un desti-
no común. La Madre Tierra es considerada sagrada, desde
las cosmovisiones de los pueblos indígenas originarios.

Artículo 4. Los sistemas de vida son comunidades com-
plejas y dinámicas de plantas, animales, micro organismos
y otros seres, y su entorno, donde interactúan comunidades
humanas y el resto de la naturaleza como una unidad fun-
cional, bajo la influencia de factores climáticos, fisiográfi-
cos y geológicos, así como de las prácticas productivas, y
la diversidad cultural, y las cosmovisiones de los grupos
indígenas.

Artículo 5. Para efectos de la protección y tutela de sus de-
rechos, la Madre Tierra adopta el carácter de sujeto colec-

tivo de interés público. La Madre Tierra y todos sus com-
ponentes incluyendo las comunidades humanas son titula-
res de todos los derechos inherentes reconocidos en esta
ley. La aplicación de los derechos de la Madre Tierra to-
mará en cuenta las especificidades y particularidades de
sus diversos componentes. Los derechos establecidos en la
presente ley, no limitan la existencia de otros derechos de
la Madre Tierra.

Artículo 6. Todas las personas, al formar parte de la co-
munidad de seres que componen la Madre Tierra, ejercen
los derechos establecidos en la presente ley, de forma com-
patible con sus derechos individuales y colectivos.

El ejercicio de los derechos individuales están limitados
por el ejercicio de los derechos colectivos en los sistemas
de vida de la Madre Tierra, cualquier conflicto entre dere-
chos debe resolverse de manera que no se afecte irreversi-
blemente la funcionalidad de los sistemas de vida.

Capítulo III
Derechos de la Madre Tierra

Artículo 7. La Madre Tierra tiene los siguientes derechos:

I. A la vida. Es el derecho al mantenimiento de la inte-
gridad de los sistemas de vida y los procesos naturales
que los sustentan, así como las capacidades y condicio-
nes para su regeneración.

II. A la diversidad de la vida. Es el derecho a la pre-
servación de la diferenciación y la variedad de los seres
que componen la Madre Tierra, sin ser alterados genéti-
camente ni modificados en su estructura de manera arti-
ficial, de tal forma que amenace su existencia, funcio-
namiento y potencial futuro.

III. Al agua. Es el derecho a la preservación de la fun-
cionalidad de los ciclos del agua, de su existencia en la
cantidad y calidad necesarias para el sostenimiento de
los sistemas de vida, y su protección frente a la conta-
minación para la reproducción de la vida de la Madre
Tierra y todos sus componentes.

IV. Al aire limpio. Es el derecho a la preservación de la
calidad y composición del aire para el sostenimiento de
los sistemas de vida y su protección frente a la contami-
nación, para la reproducción de la vida de la Madre Tie-
rra y todos sus componentes.



V. Al equilibro. Es el derecho al mantenimiento o res-
tauración de la interrelación, interdependencia, comple-
mentariedad y funcionalidad de los componentes de la
Madre Tierra, de forma equilibrada para la continuación
de sus ciclos y la reproducción de sus procesos vitales.

VI. A la restauración. Es el derecho a la restauración
oportuna y efectiva de los sistemas de vida afectados
por las actividades humanas directa o indirectamente.

VII. A vivir libre de contaminación. Es el derecho a la
preservación de la Madre Tierra de contaminación de
cualquiera de sus componentes, así como de residuos
tóxicos y radiactivos generados por las actividades hu-
manas.

Capítulo IV
Obligaciones del Estado y Deberes de la Sociedad

Artículo 8. El Estado tiene las siguientes obligaciones:

I. Desarrollar políticas públicas y acciones sistemáticas
de prevención, alerta temprana, protección, para evitar
que las actividades humanas conduzcan a la extinción
de poblaciones de seres, la alteración de los ciclos y pro-
cesos que garantizan la vida o la destrucción de sistemas
de vida, que incluyen los sistemas culturales que son
parte de la Madre Tierra;

II. Desarrollar formas de producción y patrones de con-
sumo equilibrados en la búsqueda del bien común, sal-
vaguardando las capacidades regenerativas y la integri-
dad de los ciclos, procesos y equilibrios vitales de la
Madre Tierra;

III. Desarrollar políticas para defender la Madre Tierra
en el ámbito nacional e internacional de la sobreexplo-
tación de sus componentes, de la mercantilización de los
sistemas de vida o los procesos que los sustentan y de
las causas estructurales del Cambio Climático y sus
efectos;

IV. Desarrollar políticas para asegurar la soberanía ener-
gética a largo plazo a partir del ahorro, el aumento de la
eficiencia y la incorporación paulatina de fuentes alter-
nativas limpias y renovables;

V. Velar en el ámbito internacional por el reconocimien-
to de la necesidad de financiamiento y transferencia de
tecnologías limpias, efectivas y compatibles con los de-

rechos de la Madre Tierra, además de otros mecanis-
mos;

VI. Promover la paz y la eliminación de todas las armas
nucleares, químicas, biológicas y de destrucción masi-
va; y

VII. Promover el reconocimiento y defensa de los dere-
chos de la Madre Tierra en el ámbito multilateral, regio-
nal y bilateral de las relaciones internacionales.

Artículo 9. Son deberes de la sociedad

I. Defender y respetarlos derechos de la Madre Tierra;

II. Promover la armonía en la Madre Tierra en todos los
ámbitos de su relación con las personas y el resto de la
naturaleza en los sistemas de vida;

III. Participar de forma activa, personal o colectiva-
mente, en la generación de propuestas orientadas al res-
peto y la defensa de los derechos de la Madre Tierra;

IV. Asumir prácticas de producción y hábitos de consu-
mo en armonía con los derechos de la Madre Tierra;

V. Asegurar el uso y aprovechamiento sustentable de los
componentes de la Madre Tierra;

VI. Denunciar todo acto que atente contra los derechos
de la Madre Tierra, sus sistemas de vida y/o sus compo-
nentes; y

VII. Acudir a la convocatoria de las autoridades compe-
tentes o la sociedad civil organizada para la realización
de acciones orientadas a la conservación y/o protección
de la Madre Tierra.

Título II
Integración de la Comisión de Vigilancia

de los Derechos de la Madre Tierra

Capítulo I
De la Integración y Facultades de la Comisión

Artículo 10. La Comisión de Vigilancia de los Derechos de
la Madre Tierra se integrará con un presidente y siete co-
misionados, así como del personal profesional, técnico y
administrativo necesario para la realización de sus funcio-
nes.
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Artículo 11. La Comisión tendrá las siguientes atribucio-
nes:

I. Recibir quejas de presuntas violaciones a los derechos
de la Madre Tierra;

II. Conocer e investigar a petición de parte, o de oficio,
presuntas violaciones de derechos contra la Madre Tie-
rra en los siguientes casos:

a) Por actos u omisiones de autoridades administra-
tivas de carácter federal;

b) Cuando los particulares o algún otro agente social
cometan ilícitos con la tolerancia o anuencia de al-
gún servidor público o autoridad, o bien cuando es-
tos últimos se nieguen infundadamente a ejercer las
atribuciones que legalmente les correspondan en re-
lación con dichos ilícitos, particularmente en tratán-
dose de conductas que afecten la integridad física de
las personas;

III. Formular recomendaciones públicas no vinculato-
rias, denuncias y quejas ante las autoridades respectivas;

IV. Procurar la conciliación entre los quejosos y las au-
toridades señaladas como responsables, así como la in-
mediata solución de un conflicto planteado, cuando la
naturaleza del caso lo permita;

V. Impulsar la observancia de los derechos de la Madre
Tierra en el país;

VI. Proponer a las diversas autoridades del país, que en
el exclusivo ámbito de su competencia, promuevan los
cambios y modificaciones de disposiciones legislativas
y reglamentarias, así como de prácticas administrativas,
que a juicio de la Comisión redunden en una mejor pro-
tección de los derechos medioambientales;

VII. Promover el estudio, la enseñanza y divulgación de
los derechos de la Madre Tierra en el ámbito nacional e
internacional;

VIII. Expedir su Reglamento Interno;

IX. Elaborar y ejecutar programas preventivos en mate-
ria de derechos de la Madre Tierra;

X. Formular programas y proponer acciones en coordi-
nación con las dependencias competentes que impulsen
el cumplimiento dentro del territorio nacional de los tra-
tados, convenciones y acuerdos internacionales signa-
dos y ratificados por México en materia de derechos
medioambientales;

XI. Proponer al Ejecutivo federal, en los términos de la
legislación aplicable, la suscripción de convenios o
acuerdos internacionales en materia de derechos de la
Madre Tierra; y

XII. Las demás que le otorguen la presente ley y otros
ordenamientos legales.

Artículo 12. La Comisión no podrá conocer de los asuntos
relativos a

I. Resoluciones de carácter jurisdiccional; y

II. Consultas formuladas por autoridades, particulares u
otras entidades, sobre la interpretación de las disposi-
ciones constitucionales y legales.

Artículo 13. En los términos de esta ley, sólo podrán ad-
mitirse o conocerse quejas o inconformidades contra actos
u omisiones de autoridades judiciales, salvo las de carácter
federal, cuando dichos actos u omisiones tengan carácter
administrativo. La Comisión por ningún motivo podrá exa-
minar cuestiones jurisdiccionales de fondo.

Capítulo II
De la Elección, Facultades y 

Obligaciones del Presidente de la Comisión

Artículo 14. El presidente de la Comisión deberá reunir
para su elección los siguientes requisitos:

I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento y estar en
pleno goce y ejercicio de sus derechos civiles y políti-
cos;

II. Tener cumplidos treinta años de edad, el día de su
elección;

III. Contar con experiencia en materia de derecho am-
biental, o actividades afines reconocidas por las leyes
mexicanas y los instrumentos jurídicos internacionales;



IV. No desempeñar, ni haber desempeñado cargo de di-
rección nacional o estatal, en algún partido político en el
año anterior a su designación;

V. No desempeñar ni haber desempeñado cargo de se-
cretario o subsecretario de Estado, procurador general
de la República, gobernador o procurador general de
Justicia de alguna entidad federativa o jefe del gobierno
del Distrito Federal en el año anterior a su elección;

VI. Gozar de buena reputación y no haber sido conde-
nado por delito intencional que amerite pena corporal de
más de un año de prisión; pero si se tratare de robo, frau-
de, falsificación, abuso de confianza u otro que lastime
seriamente la buena fama en el concepto público, lo in-
habilitará para el cargo, cualquiera que haya sido la pe-
na; y

VII. Tener preferentemente título de licenciado en dere-
cho.

Artículo 15. El presidente de la Comisión será elegido por
el voto de las dos terceras partes de los miembros presen-
tes de la Cámara de Senadores o, en sus recesos, por la Co-
misión Permanente del Congreso de la Unión, con la mis-
ma votación calificada. Para tales efectos, la comisión de
medio ambiente, recursos naturales y pesca de la Cámara
de Senadores procederá a realizar una amplia auscultación
entre las organizaciones sociales representativas de los dis-
tintos sectores de la sociedad, así como entre los organis-
mos públicos y privados promotores o defensores de los
derechos medioambientales.

Con base en dicha auscultación, la comisión de medio am-
biente, recursos naturales y pesca de la Cámara de Senado-
res propondrá al pleno de la misma, una terna de candida-
tos de la cual se elegirá a quien ocupe el cargo o, en su
caso, la ratificación del titular.

Artículo 16. El presidente de la Comisión durará en el en-
cargo cinco años y podrá ser reelegido por una sola vez.

Artículo 17. Las funciones de presidente y comisionado de
la Comisión son incompatibles con el desempeño de cual-
quier otro cargo, empleo o comisión de la federación, los
estados, municipios o en organismos privados, o con el
desempeño de su profesión, exceptuando las actividades
académicas.

Artículo 18. El presidente de la Comisión y los comisio-
nados no podrán ser detenidos ni sujetos a responsabilidad
civil, penal o administrativa por las opiniones y recomen-
daciones que formulen, o por los actos que realicen, en
ejercicio de las funciones propias de sus cargos que les
asigna esta ley.

Artículo 19. El presidente de la Comisión podrá ser remo-
vido de sus funciones y, en su caso, sujeto a responsabili-
dad sólo por las causas y mediante los procedimientos es-
tablecidos por el título cuarto de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos.

En este supuesto, el presidente será sustituido interinamen-
te por votación de los siete comisionados, en tanto no se
designe nuevo presidente de la Comisión.

Artículo 20. El presidente de la Comisión tendrá las si-
guientes facultades y obligaciones:

I. Ejercer la representación legal de la Comisión;

II. Formular los lineamientos generales a los que se su-
jetarán las actividades administrativas de la Comisión,
así como nombrar, dirigir y coordinar a los funcionarios
y al personal bajo su autoridad;

III. Dictar las medidas específicas que juzgue conve-
nientes para el mejor desempeño de las funciones de la
Comisión;

IV. Distribuir y delegar funciones en los términos del
Reglamento Interno;

V. Celebrar, en los términos de la legislación aplicable,
acuerdos, bases de coordinación y convenios de colabo-
ración con autoridades y organismos de defensa de los
derechos medioambientales, así como con instituciones
académicas y asociaciones culturales, para el mejor
cumplimiento de sus fines;

VI. Formular las propuestas generales conducentes a
una mejor protección de los derechos de la Madre Tie-
rra en el país; y

VII. Las demás que le señalen la presente ley y otros or-
denamientos.

Artículo 21. Tanto el presidente como los comisionados en
sus actuaciones tendrán fe pública para certificar la veraci-
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dad de los hechos en relación con las quejas o inconformi-
dades, presentadas ante la Comisión.

Título III
Del Procedimiento ante la Comisión de Vigilancia de

los Derechos de la Madre Tierra

Capítulo I
Disposiciones Generales

Artículo 22. Cualquier persona podrá denunciar presuntas
violaciones a los derechos de la Madre Tierra y acudir an-
te las oficinas de la Comisión para presentar, ya sea direc-
tamente o por medio de representante, quejas contra dichas
violaciones.

Artículo 23. La queja sólo podrá presentarse dentro del
plazo de un año, a partir de que se hubiera iniciado la eje-
cución de los hechos que se estimen violatorios, o de que
el quejoso hubiese tenido conocimiento de los mismos. En
casos excepcionales, y tratándose de infracciones graves a
los derechos de la Madre Tierra, la Comisión podrá ampliar
dicho plazo mediante una resolución razonada.

Artículo 24. La instancia respectiva deberá presentarse por
escrito; en casos urgentes podrá formularse por cualquier
medio de comunicación electrónica. No se admitirán co-
municaciones anónimas, por lo que toda queja o reclama-
ción deberá ratificarse dentro de los tres días siguientes a
su presentación, si el quejoso no se identifica y la suscribe
en un primer momento.

Artículo 25. La Comisión designará personal de guardia
para recibir y atender las reclamaciones o quejas urgentes
a cualquier hora del día y de la noche.

Artículo 26. La Comisión deberá poner a disposición de
los reclamantes, formularios que faciliten el trámite, y en
todo caso orientará a los comparecientes sobre el conteni-
do de su queja o reclamación. Las quejas también podrán
presentarse oralmente, cuando los comparecientes no pue-
dan escribir o sean menores de edad.

Artículo 27. En todos los casos que se requiera, la Comi-
sión levantará acta circunstanciada de sus actuaciones.

Artículo 28. La formulación de quejas y denuncias, así co-
mo las resoluciones y recomendaciones que emita la Co-
misión, no afectará el ejercicio de otros derechos y medios
de defensa que puedan corresponder a los afectados con-

forme a las leyes, no suspenderán ni interrumpirán sus pla-
zos preclusivos, de prescripción o caducidad. Esta circuns-
tancia deberá señalarse a los interesados en el acuerdo de
admisión de la instancia.

Artículo 29. Cuando la instancia sea inadmisible por ser
manifiestamente improcedente o infundada, será rechazada
de inmediato. Cuando no corresponda de manera ostensi-
ble a la competencia de la Comisión, se deberá proporcio-
nar orientación al reclamante, a fin de que acuda a la auto-
ridad o servidor público a quien corresponda conocer o
resolver el asunto.

Artículo 30. Una vez admitida la instancia, deberá poner-
se en conocimiento de las autoridades señaladas como res-
ponsables utilizando en casos de urgencia cualquier medio
de comunicación electrónica. En la misma comunicación
se solicitará a dichas autoridades o servidores públicos que
rindan un informe sobre los actos, omisiones o resolucio-
nes que se les atribuyan en la queja, el cual deberán pre-
sentar dentro de un plazo máximo de quince días naturales
y por los medios que sean convenientes, de acuerdo con el
caso. En las situaciones que a juicio de la Comisión de Vi-
gilancia se consideren urgentes, dicho plazo podrá ser re-
ducido.

Artículo 31. Desde el momento en que se admita la queja,
el presidente o los comisionados, en su caso, el personal
técnico y profesional, se pondrán en contacto inmediato
con la autoridad señalada como responsable de la presunta
violación de los derechos de la Madre Tierra para intentar
lograr una conciliación entre los intereses de las partes in-
volucradas, siempre dentro del respeto de los derechos me-
dioambientales que se consideren afectados, a fin de lograr
una solución inmediata del conflicto.

De lograrse una solución satisfactoria o el allanamiento del
o de los responsables, la Comisión lo hará constatar así y
ordenará el archivo del expediente, el cual podrá reabrirse
cuando los quejosos o denunciantes expresen a la Comi-
sión que no se ha cumplido con el compromiso en un pla-
zo de 90 días. Para estos efectos, la Comisión en el térmi-
no de setenta y dos horas dictará el acuerdo
correspondiente, y en su caso, proveerá las acciones y de-
terminaciones conducentes.

Artículo 32. Si de la presentación de la queja no se dedu-
cen los elementos que permitan la intervención de la Co-
misión, ésta requerirá por escrito al quejoso para que la
aclare. Si después de dos requerimientos el quejoso no con-



testa, se enviará la queja al archivo por falta de interés del
propio quejoso.

Artículo 33. En el informe que deberán rendir las autori-
dades señaladas como responsables contra las cuales se in-
terponga queja o reclamación, se deberá hacer constar los
antecedentes del asunto, los fundamentos y motivaciones
de los actos u omisiones impugnados, si efectivamente és-
tos existieron, así como los elementos de información que
consideren necesarios para la documentación del asunto.

La falta de rendición del informe o de la documentación
que lo apoye, así como el retraso injustificado en su pre-
sentación, además de la responsabilidad respectiva, tendrá
el efecto de que en relación con el trámite de la queja se
tengan por ciertos los hechos materia de la misma, salvo
prueba en contrario.

Artículo 34. Las pruebas que se presenten, tanto por los in-
teresados como por las autoridades o servidores públicos a
los que se imputen las violaciones, o bien que la Comisión
requiera y recabe de oficio, serán valoradas en su conjunto
por los ocho miembros de la Comisión, de acuerdo con los
principios de la lógica y de la experiencia, y en su caso de
la legalidad, a fin de que puedan producir convicción sobre
los hechos materia de la queja.

Artículo 35. Las conclusiones del expediente, que serán la
base de las recomendaciones, estarán fundamentadas ex-
clusivamente en la documentación y pruebas que obren en
el propio expediente.

Artículo 36. Si de la presentación de la queja no se dedu-
cen los elementos que permitan la intervención de la Co-
misión, ésta requerirá por escrito al quejoso para que la
aclare. Si después de dos requerimientos el quejoso no con-
testa, se enviará la queja al archivo por falta de interés del
propio quejoso.

Artículo 37. En el informe que deberán rendir las autori-
dades señaladas como responsables contra las cuales se in-
terponga queja o reclamación, se deberá hacer constar los
antecedentes del asunto, los fundamentos y motivaciones
de los actos u omisiones impugnados, si efectivamente és-
tos existieron, así como los elementos de información que
consideren necesarios para la documentación del asunto.

La falta de rendición del informe o de la documentación
que lo apoye, así como el retraso injustificado en su pre-
sentación, además de la responsabilidad respectiva, tendrá

el efecto de que en relación con el trámite de la queja se
tengan por ciertos los hechos materia de la misma, salvo
prueba en contrario.

Artículo 38. Las pruebas que se presenten, tanto por los in-
teresados como por las autoridades o servidores públicos a
los que se imputen las violaciones, o bien que la Comisión
requiera y recabe de oficio, serán valoradas en su conjunto
por los comisionados, de acuerdo con los principios de la
lógica y de la experiencia, y en su caso de la legalidad, a
fin de que puedan producir convicción sobre los hechos
materia de la queja.

Artículo 39. Las conclusiones del expediente, que serán la
base de las recomendaciones, estarán fundamentadas ex-
clusivamente en la documentación y pruebas que obren en
el propio expediente.

Capítulo II
De los Acuerdos y Recomendaciones

Artículo 40. La Comisión podrá dictar acuerdos de trámi-
te, que serán obligatorios para las autoridades y servidores
públicos para que comparezcan o aporten información o
documentación. Su incumplimiento acarreará las sanciones
y responsabilidades señaladas en el título IV, capítulo II, de
la presente ley.

Artículo 41. En el proyecto de recomendación se señalarán
las medidas que procedan para la efectiva restitución de los
afectados en sus derechos medioambientales, y si procede
en su caso, para la reparación de los daños y perjuicios que
se hubiesen ocasionado.

Artículo 42. En caso de que no se comprueben las viola-
ciones de derechos contra la Madre Tierra imputadas, la
Comisión dictará acuerdo de no responsabilidad.

Artículo 43. La recomendación será pública y no tendrá
carácter imperativo para la autoridad o servidor público a
los cuales se dirigirá y, en consecuencia, no podrá por sí
misma anular, modificar o dejar sin efecto las resoluciones
o actos contra los cuales se hubiese presentado la queja o
denuncia.

En todo caso, una vez recibida, la autoridad o servidor pú-
blico de que se trate informará, dentro de los quince días
hábiles siguientes a su notificación, si acepta dicha Reco-
mendación. Entregará, en su caso, en otros quince días adi-
cionales, las pruebas correspondientes de que ha cumplido
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la recomendación. Dicho plazo podrá ser ampliado cuando
la naturaleza de la recomendación así lo amerite.

Artículo 44. En contra de las recomendaciones, acuerdos o
resoluciones definitivas de la Comisión no procederá nin-
gún recurso.

Artículo 45. La Comisión no estará obligada a entregar
ninguna de sus pruebas a la autoridad a la cual dirigió una
recomendación o a algún particular. Si dichas pruebas le
son solicitadas, discrecionalmente determinará si son de
entregarse o no.

Artículo 46. Las recomendaciones y los acuerdos de no
responsabilidad se referirán a casos concretos; las autori-
dades no podrán aplicarlos a otros casos por analogía o ma-
yoría de razón.

Capítulo III
De las Notificaciones y los Informes

Artículo 47. La Comisión de Vigilancia notificará inme-
diatamente a los quejosos los resultados de la investiga-
ción, la recomendación que haya dirigido a las autoridades
o servidores públicos responsables de las violaciones res-
pectivas, la aceptación y la ejecución que se haya dado a la
misma, así como, en su caso, el acuerdo de no responsabi-
lidad.

Artículo 48. El presidente de la Comisión de Vigilancia
deberá publicar, en su totalidad o en forma resumida, las
recomendaciones y los acuerdos de no responsabilidad de
la Comisión. En casos excepcionales podrá determinar si
los mismos sólo deban comunicarse a los interesados de
acuerdo con las circunstancias del propio caso.

Transitorios

Primero. La presente ley entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. La Comisión de Vigilancia de los Derechos de la
Madre Tierra tendrá la naturaleza jurídica de órgano des-
concentrado de la Secretaría de Medio Ambiente y Recur-
sos Naturales.

Tercero. El Reglamento Interior de la Comisión de Vigi-
lancia de los Derechos de la Madre Tierra será expedido
por la Comisión de Medio Ambiente, Recursos Naturales y
Pesca de la Cámara de Senadores dentro de los seis meses

siguientes a la entrada en vigor de esta ley, y deberá ser pu-
blicado en el Diario Oficial de la Federación.

Cuarto. El presidente de la República enviará a la Cámara
de Senadores o a la Comisión Permanente del Congreso de
la Unión, en su caso, para su aprobación, el nombramiento
de presidente de la Comisión de Vigilancia de los Derechos
de la Madre Tierra, dentro de los noventa días siguientes a
aquel en que esta ley entre en vigor.

México, DF, a 6 de septiembre de 2011.— Diputados: César Daniel
González Madruga, Emilio Serrano Jiménez, Pedro Jiménez León,
María del Pilar Torre Canales, Gregorio Hurtado Leija, Francisco Ja-
vier Ramírez Acuña, Reginaldo Rivera de la Torre, Jaime Sánchez Vé-
lez, Sergio Octavio Germán Olivares, María del Carmen Guzmán Lo-
zano, José Manuel Agüero Tovar, Raúl Gerardo Cuadra García,
Guadalupe Valenzuela Cabrales, Leandro Rafael García Bringas, Mar-
cos Pérez Esquer, Enrique Torres Delgado, María Sandra Ugalde Ba-
saldúa, José Ignacio Seara Sierra, César Mancillas Amador, Narcedalia
Ramírez Pineda, Margarita Gallegos Soto, David Hernández Pérez,
Ruth Esperanza Lugo Martínez, Carlos Alberto Pérez Cuevas, Paz Gu-
tiérrez Cortina, Ezequiel Rétiz Gutiérrez, Alberto Emiliano Cinta Mar-
tínez, María Yolanda Valencia Vales, Alejandro de Jesús Encinas Ro-
dríguez, Agustín Torres Ibarrola (rúbricas).»

El diputado Pedro Jiménez León (desde la curul). Presi-
dente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Di-
putado Pedro Jiménez León, por favor.

El diputado Pedro Jiménez León (desde la curul): Dipu-
tado Presidente, para preguntarle al diputado César Daniel
González si me permite adherirme a su iniciativa, porque
se me hace una iniciativa de la mayor trascendencia. Hay
que cuidar el planeta.

El diputado César Daniel González Madruga: Es un ho-
nor que se adhiera usted; diputado Pedro, muchas gracias.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Con
motivo de la presentación de esta iniciativa damos la bien-
venida a 10 danzantes y 3 invitados especiales, por el autor
de la misma, con motivo de la presentación de esta Nueva
Ley de los Derechos de la Madre Tierra.

Túrnese a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, para dictamen y a la Comisión de Presu-
puesto y Cuenta Pública, para opinión.



CODIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Tie-
ne la palabra la diputada Claudia Edith Anaya Mota, del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática, para presentar iniciativa con proyecto de decreto
que reforma y adiciona diversas disposiciones del Código
Federal de Procedimientos Civiles.

La diputada Claudia Edith Anaya Mota: Con su venia,
diputado presidente. Acudo a esta Cámara de Diputados
con un señalamiento que ya había hecho; ustedes me escu-
chan hablar y piensan que están viviendo un deja vu, les
aviso que no es, es simplemente que les había avisado en
su momento que esto sucedería y aquí estoy para refren-
dárselos.

El 20 de mayo del 2011 se publicó en el Diario Oficial de
la Federación la Ley General para la Inclusión de las Per-
sonas con Discapacidad, cuatro días después el Ejecutivo
publicó el decreto por el que se adicionan diversas disposi-
ciones al Código Federal de Procedimientos Civiles en ma-
teria de garantías procesales para las personas con discapa-
cidad. Sin embargo, esta reforma se basó en una
disposición que la nueva ley de discapacidad abrogó, de-
jando sin efectos las modificaciones al código.

Se pretende con esta iniciativa ser aplicable la reforma pro-
cesal, de la cual advertí oportunamente su inaplicación al
derogarse la referencia fundamental de la misma.

El jueves 10 de marzo del 2011 la Cámara de Diputados
aprobó por 377 votos en pro y una abstención —que fue la
mía—, el dictamen de la Comisión de Justicia con proyec-
to de decreto que adiciona diversas disposiciones al Códi-
go Federal de Procedimientos Civiles.

El 24 de mayo del 2011, el Ejecutivo federal publicó en el
Diario Oficial de la Federación este decreto que adiciona
diversas disposiciones al Código Federal de Procedimien-
tos Civiles y en materia de estenografía proyectada para
personas con discapacidad auditiva.

La reforma establece que cuando el absolvente testigo tu-
viese alguna discapacidad visual, auditiva o de locución, el
juez de la causa deberá, a petición de la parte que lo re-
quiera, ordenar la asistencia necesaria en materia de este-
nografía proyectada, en los términos de la fracción VI del
artículo 2 de la Ley General de Personas con Discapacidad,
la cual está abrogada, o de un traductor o intérprete.

En caso de que una de las partes o ambas tengan alguna
discapacidad visual, auditiva o de locución, será obligación
del juez ordenar, a petición de quien lo requiera, la asisten-
cia necesaria en materia de estenografía proyectada, en los
términos de la fracción VI del artículo 2 de la Ley General
de Personas con Discapacidad, o un traductor, ley abroga-
da.

Para estos efectos, la Ley General de Personas con Disca-
pacidad, publicada en el Diario Oficial de la Federación en
2005, que está abrogada, expresa esas disposiciones en su
artículo 2.

Por otro lado, en el pleno de esta Cámara de Diputados, se
discutió el dictamen por el que se expide la Ley General de
Personas con Discapacidad, dictamen que también fue
aprobado en la Cámara alta y ya publicado.

Es por ello que en relación con el presente decreto, el artí-
culo segundo transitorio establece que se abroga esta ley,
por lo que las disposiciones que están marcadas en el Có-
digo Civil quedan sin efecto. Esto porque tiene movimien-
tos en distintas fracciones, como la fracción XIII del artí-
culo 2 de la Ley General de Personas con Discapacidad
que, como queda referido en el Código Civil, ya quedaría
sin  ningún efecto.

En ese sentido, la presente iniciativa tiene por objeto ac-
tualizar la reforma aprobada por este Congreso en materia
de estenografía proyectada y sistema braille para personas
con discapacidad, ya que la estenografía proyectada prevé
medios visuales como el sistema braille, lo cual no quedó
contemplado en la reforma.

Finalmente, hago un respetuoso llamado a los integrantes
de la comisión que va a dictaminar este proyecto para que
agilice los trabajos que dictaminan la entrada en vigor de
este código porque lamentablemente nos la pasamos ha-
ciendo enmiendas a reformas que de esta Cámara salen.

Por eso es tan importante que el trabajo que hagamos des-
de la Cámara de Diputados se haga bien desde el principio,
para que no tengamos que estar, en la misma Cámara de
Diputados, corrigiendo nuestros propios trabajos.

En este momento estamos corrigiendo algo que votamos en
el período anterior y me da muchísima pena que así sea con
la gente que está siguiendo los trabajos legislativos a través
de los diferentes medios de comunicación y a través del
Canal del Congreso.
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La invitación a todos ustedes para que de inicio hagamos
las reformas de la manera correcta, de la manera adecuada
para que no tengamos luego que recurrir a estas enmiendas.
Muchas gracias.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
del Código Federal de Procedimientos Civiles, a cargo de
la diputada Claudia Edith Anaya Mota, del Grupo Parla-
mentario del PRD

I. Encabezado. Iniciativa con proyecto de decreto que se
adicionan diversas disposiciones del Código Federal de
Procedimientos Civiles.

II. Planteamiento del problema

El 20 de mayo de 20011 se publicó en el Diario Oficial de
la Federación la Ley General para la Inclusión de las Per-
sonas con Discapacidad, cuatro días después el Ejecutivo
publicó el decreto por el que se adicionan diversas disposi-
ciones del Código Federal de Procedimientos Civiles en
materia de garantías procesales para las personas con dis-
capacidad; sin embargo esta reforma se basó en una dispo-
sición que la nueva Ley de discapacidad abrogó dejando si
efectos las modificaciones al Código.

Se pretende con esta iniciativa hacer aplicable la reforma
procesal.

III. Argumentos que la sustentan

El jueves 10 de marzo de 2011 la Cámara de Diputados
aprobó en con 377 votos en pro y 1 abstención el dictamen
de la Comisión de Justicia1, con proyecto de decreto que
adiciona diversas disposiciones al Código Federal de Pro-
cedimientos Civiles.

Para tal objeto, la Comisión dictaminadora señaló que:

“...la Convención sobre los Derechos de las Personas
con Discapacidad pretende proteger a todas y cada una
de las personas entre las que se incluyen a aquellas que
tengan deficiencias físicas, mentales, intelectuales o
sensoriales a largo plazo que, al interactuar con diversas
barreras, puedan impedir su participación plena y efec-
tiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las
demás, obligando a los Estados Parte a asegurar y pro-
mover el pleno ejercicio de todos los derechos humanos
y las libertades fundamentales de las personas con dis-

capacidad sin discriminación alguna por motivos de dis-
capacidad, por lo que deben adoptar todas las medidas
legislativas, administrativas y de otra índole que sean
pertinentes para hacer efectivos los derechos reconoci-
dos en la presente convención; así como tomar todas las
medidas pertinentes, incluidas medidas legislativas, pa-
ra modificar o derogar leyes, reglamentos, costumbres y
prácticas existentes que constituyan discriminación con-
tra las personas con discapacidad...”

El 24 de mayo de 2011, el Ejecutivo federal publicó en el
Diario Oficial de la Federación –DOF– el decreto por el
que se adicionan diversas disposiciones al Código Federal
de Procedimientos Civiles2, en materia de estenografía
proyectada para personas con discapacidad.

La reforma aprobada por el Congreso de la Unión estable-
ce que:

Cuando el absolvente tuviese alguna discapacidad vi-
sual, auditiva o de locución, el juez de la causa deberá a
petición de la parte que lo requiera, ordenar la asisten-
cia necesaria en materia de estenografía proyectada, en
los términos de la fracción VI del artículo 2 de la Ley
General de las Personas con Discapacidad, de un tra-
ductor o intérprete.

[Que]... Cuando el testigo tuviese alguna discapacidad
visual, auditiva o de locución, el juez de la causa debe-
rá ordenar a petición del oferente de la prueba o de la
persona que dará testimonio, la asistencia necesaria en
materia de estenografía proyectada, en los términos de
la fracción VI del artículo 2 de la Ley General de las
Personas con Discapacidad o de un traductor o intérpre-
te.”

[Que]... en las actuaciones dictadas en los juicios en los
que una o ambas partes tengan alguna discapacidad vi-
sual, auditiva o de locución, el tribunal deberá a petición
de la parte que lo requiera, otorgar la asistencia necesa-
ria en materia de estenografía proyectada o de ayuda
técnica respectiva. Tratándose de procedimientos en los
que una o ambas partes afirmen tener la calidad de per-
sonas con discapacidad visual, auditiva o silente, la mis-
ma se acreditará con la sola manifestación de quien lo
haga. En caso de que la parte contraria objete la calidad
de la persona con discapacidad, el juez solicitará la ex-
pedición de una constancia a la institución pública co-
rrespondiente.



[que]... Si alguna de las partes fuera indígena y no ha-
blara el español, o hablándolo no lo supiera leer, deberá
asistirle un intérprete con conocimiento de su lengua y
cultura, a fin de que se conozcan fehacientemente todas
las actuaciones judiciales que tengan lugar en dicha au-
diencia, sea en su propia lengua o en español; en cual-
quier caso, la misma deberá asentarse en ambos idio-
mas, si la naturaleza de la lengua lo permite. En caso de
que una de las partes o ambas tengan alguna discapaci-
dad visual, auditiva o de locución, será obligación del
juez ordenar a petición de quien lo requiera, la asisten-
cia necesaria en materia de estenografía proyectada, en
los términos de la fracción VI del artículo 2 de la Ley
General de las Personas con Discapacidad o de traduc-
tor, a fin de que se conozcan fehacientemente todas y
cada una de las actuaciones judiciales que tengan lugar
en dicha audiencia. Si para el desahogo de la audiencia
no es posible contar con la asistencia requerida para los
indígenas y para los discapacitados visuales, auditivos o
silentes ésta deberá suspenderse y ordenarse lo condu-
cente para que tenga lugar en fecha posterior, a efecto de
que se cumpla con tal disposición.

Para estos efectos, la Ley General de las Personas con Dis-
capacidad, publicada en el DOF el 10 de junio de 2005, ex-
presa en el artículo 2 de referencia en la reforma en co-
mento:

Artículo 2. Para los efectos de esta Ley se entenderá
por:

VI. Estenografía proyectada. Es el oficio y la técnica de
transcribir un monólogo o un diálogo oral de manera si-
multánea a su desenvolvimiento y, a la vez, proyectar el
texto resultante por medios electrónicos visuales o en
sistema de escritura braille.

Por otro lado, la Comisión de Atención a Grupos Vulnera-
bles, presentó proyecto de decreto ante el pleno de la Cá-
mara de Diputados por el que se expide la Ley General pa-
ra la Inclusión de las Personas con Discapacidad3.
Dictamen que fue aprobado el 15 de diciembre de 2010 con
294 votos en pro. Dicha reforma pasó al Senado de la Re-
pública para sus efectos constitucionales; la Cámara alta,
discutió y aprobó el decreto el 3 de marzo de 2011, turnán-
dolo al Ejecutivo federal para los efectos constitucionales.

El titular del Ejecutivo publicó en el Diario Oficial de la
Federación el 30 de mayo de 2011 el decreto por que se ex-
pide la Ley General para la Inclusión de las Personas con

Discapacidad. En relación con la presente iniciativa, el ar-
tículo segundo transitorio establece:

Transitorio Segundo. Se abroga la Ley General de las Per-
sonas con Discapacidad publicada en el Diario Oficial de
la Federación el 10 de junio de 2005 y se derogan todas
aquellas disposiciones que se opongan al presente decreto.

Por lo que la reforma al Código Civil publicada en el Dia-
rio Oficial de la Federación el 24 de mayo de 2011 quedó
sin efectos al ser abrogada la Ley a la que se refieren las
disposiciones del decreto.

Además de que el concepto de “estenografía proyectada”
quedó en la fracción XIII del artículo 2 de la Ley General
para la Inclusión de las Personas con Discapacidad, cito:

Artículo 2. Para los efectos de esta Ley se entenderá
por:

XIII. Estenografía proyectada. Es el oficio y la técni-
ca de transcribir un monólogo o un diálogo oral de ma-
nera simultánea a su desenvolvimiento y, a la vez, pro-
yectar el texto resultante por medios electrónicos
visuales;

La presente iniciativa tiene por objeto actualizar la reforma
aprobada por el Congreso en materia de estenografía pro-
yectada y sistema braille para personas con discapacidad,
ya que la estenografía proyectada prevé medios visuales
como el sistema Braille. Tal y como lo mostramos en el si-
guiente comparativo.

DECRETO por el que se adicionan diversas disposi-
ciones al Código Federal de Procedimientos Civiles

DOF 24/05/2011

Iniciativa con proyecto de decreto por el que se re-
forman diversas disposiciones del 

Código Federal de Procedimientos Civiles

Artículo 107.- ...

...

Cuando el absolvente tuviese alguna discapacidad
visual, auditiva o de locución, el juez de la causa de-
berá a petición de la parte que lo requiera, ordenar
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la asistencia necesaria en materia de estenografía
proyectada, en los términos de la fracción VI del ar-
tículo 2 de la Ley General de las Personas con Disca-
pacidad, de un traductor o intérprete.

Artículo 107. ...
...

Cuando el absolvente tuviese discapacidad auditiva o de
locución, el juez de la causa deberá a petición de la par-
te que lo requiera, ordenar la asistencia necesaria en ma-
teria de estenografía proyectada, de un intérprete de
Lengua de Señas Mexicanas certificado; en caso de ser
invidente los documentos necesarios en sistema braille.

Se entenderá por estenografía proyectada, al oficio y la
técnica de transcribir un monólogo o un diálogo oral de
manera simultánea a su desenvolvimiento y, a la vez,
proyectar el texto resultante por medios electrónicos vi-
suales. 

Artículo 180.- ...

...

Cuando el testigo tuviese alguna discapacidad visual,
auditiva o de locución, el juez de la causa deberá or-
denar a petición del oferente de la prueba o de la
persona que dará testimonio, la asistencia necesaria
en materia de estenografía proyectada, en los térmi-
nos de la fracción VI del artículo 2 de la Ley General
de las Personas con Discapacidad o de un traductor
o intérprete.

Artículo 180. ...
...

Cuando el testigo tuviese alguna discapacidad auditiva
o de locución, el juez de la causa deberá ordenar a peti-
ción del oferente de la prueba o de la persona que dará
testimonio, la asistencia necesaria en materia de esteno-
grafía proyectada, de un intérprete de Lengua de Señas
Mexicanas certificado; en caso de ser invidente los do-
cumentos necesarios en sistema braille. 

Artículo 271.- ...
...
...
...

En las actuaciones dictadas en los juicios en los que
una o ambas partes tengan alguna discapacidad vi-
sual, auditiva o de locución, el tribunal deberá a pe-
tición de la parte que lo requiera, otorgar la asisten-
cia necesaria en materia de estenografía proyectada
o de ayuda técnica respectiva. 

Artículo 271. ...

...

...

...

En las actuaciones dictadas en los juicios en los que una
o ambas partes tengan discapacidad auditiva o de locu-
ción, el tribunal deberá, a petición de la parte que lo re-
quiera, otorgar la asistencia necesaria en materia de es-
tenografía proyectada, de un intérprete de Lengua de
Señas Mexicanas certificado; en caso de ser invidente
los documentos necesarios en sistema braille. 

Artículo 274 bis.- ...

Tratándose de procedimientos en los que una o am-
bas partes afirmen tener la calidad de personas con
discapacidad visual, auditiva o silente, la misma se
acreditará con la sola manifestación de quien lo ha-
ga. En caso de que la parte contraria objete la cali-
dad de la persona con discapacidad, el juez solicita-
rá la expedición de una constancia a la institución
pública correspondiente. 

Artículo 274 Bis. ...

Tratándose de procedimientos en los que una o ambas
partes afirmen tener la calidad de personas con discapa-
cidad auditiva, locución o visual, la misma se acredita-
rá con la sola manifestación de quien lo haga. En caso
de que la parte contraria objete la calidad de la persona
con discapacidad, el juez solicitará una constancia ex-
pedida por una institución pública competente para tal
fin.

Artículo 342.- ....

Si alguna de las partes fuera indígena y no hablara el
español, o hablándolo no lo supiera leer, deberá asis-



tirle un intérprete con conocimiento de su lengua y
cultura, a fin de que se conozcan fehacientemente to-
das las actuaciones judiciales que tengan lugar en di-
cha audiencia, sea en su propia lengua o en español;
en cualquier caso, la misma deberá asentarse en am-
bos idiomas, si la naturaleza de la lengua lo permite.

En caso de que una de las partes o ambas tengan al-
guna discapacidad visual, auditiva o de locución, se-
rá obligación del juez ordenar a petición de quien lo
requiera, la asistencia necesaria en materia de este-
nografía proyectada, en los términos de la fracción
VI del artículo 2 de la Ley General de las Personas
con Discapacidad o de traductor, a fin de que se co-
nozcan fehacientemente todas y cada una de las ac-
tuaciones judiciales que tengan lugar en dicha au-
diencia.

Si para el desahogo de la audiencia no es posible con-
tar con la asistencia requerida para los indígenas y
para los discapacitados visuales, auditivos o silentes
ésta deberá suspenderse y ordenarse lo conducente
para que tenga lugar en fecha posterior, a efecto de
que se cumpla con tal disposición.

Artículo 342. ...

Si alguna de las partes fuera indígena y no hablara el es-
pañol, o hablándolo no lo supiera leer, deberá asistirle
un intérprete con conocimiento de su lengua y cultura, a
fin de que se conozcan fehacientemente todas las actua-
ciones judiciales que tengan lugar en dicha audiencia,
sea en su propia lengua o en español; en cualquier caso,
la misma deberá asentarse en ambos idiomas, si la natu-
raleza de la lengua lo permite. 

En caso de que una de las partes o ambas tengan alguna
discapacidad auditiva o de locución, será obligación del
juez ordenar a petición de quien lo requiera la asistencia
necesaria en materia de estenografía proyectada, de un
intérprete de Lengua de Señas Mexicanas certificado;
en caso de ser invidente los documentos necesarios en
Sistema Braille a fin de que se conozcan fehaciente-
mente las actuaciones judiciales que tengan lugar en di-
cha audiencia. 

Si para el desahogo de la audiencia no es posible contar
con la asistencia requerida para los indígenas y para las
personas con discapacidad auditiva o silente ésta debe-

rá suspenderse y ordenarse lo conducente para que ten-
ga lugar en fecha posterior, a efecto de que se cumpla tal
disposición.

Proponemos eliminar en esta reforma la referencia a
otra Ley, y adicionar un nuevo párrafo en el artículo 107
para establecer que se entenderá por estenografía pro-
yectada, de acuerdo con la definición de la Ley vigente,
para quedar como sigue:

Se entenderá por estenografía proyectada, al oficio y
la técnica de transcribir un monólogo o un diálogo
oral de manera simultánea a su desenvolvimiento y,
a la vez, proyectar el texto resultante por medios
electrónicos visuales.

Por otro lado, nos parece importante que los intérpretes de
lengua de señas mexicanas se encuentren certificados por
la autoridad competente. Ya que los efectos jurídicos de la
reforma deben de estar sustentados por profesionales capa-
citados y certificados en el ramo de la comunicación hu-
mana.

En febrero de 2010 el secretariado técnico del Consejo Na-
cional para las Personas con Discapacidad (Conadis), de-
pendiente de la Secretaría de Salud, otorgó certificados
evaluadores de intérpretes de la lengua de señas mexicana.
Con lo que podemos afirmar que la certificación del intér-
prete es una razón necesaria para otorgar certidumbre a las
personas con discapacidad materia de la presente reforma.

IV. Fundamento legal

Claudia Edith Anaya Mota, diputada federal integrante del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática en la LXI Legislatura del Congreso de la Unión,
con fundamento en los artículo 78 y 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 6
fracción I, numeral 1 y 77 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, someto a consideración de esta soberanía ini-
ciativa con proyecto de decreto que se adiciona diversas
disposiciones del Código Federal de Procedimientos Civi-
les.

V. denominación del proyecto. Proyecto decreto que adi-
cionan diversas disposiciones del Código Federal de Pro-
cedimientos Civiles.
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VI. Ordenamientos a modificar

Artículo Único. Se adicionan los artículos 107, con un ter-
cer párrafo; 180, con un tercer párrafo; 271, con un quinto
párrafo; 274 bis, con un segundo párrafo y 342, con un se-
gundo, tercero y cuarto párrafos, todos del Código Federal
de Procedimientos Civiles.

VII. Texto normativo propuesto

Artículo 107. ...

...

Cuando el absolvente tuviese discapacidad auditiva o de
locución, el juez de la causa deberá a petición de la parte
que lo requiera, ordenar la asistencia necesaria en materia
de estenografía proyectada, de un intérprete de Lengua de
Señas Mexicanas certificado; en caso de ser invidente los
documentos necesarios en sistema braille.

Se entenderá por estenografía proyectada, al oficio y la téc-
nica de transcribir un monólogo o un diálogo oral de ma-
nera simultánea a su desenvolvimiento y, a la vez, proyec-
tar el texto resultante por medios electrónicos visuales.

Artículo 180. ...

...

Cuando el testigo tuviese alguna discapacidad auditiva o de
locución, el juez de la causa deberá ordenar a petición del
oferente de la prueba o de la persona que dará testimonio,
la asistencia necesaria en materia de estenografía proyecta-
da, de un intérprete de Lengua de Señas Mexicanas certifi-
cado; en caso de ser invidente los documentos necesarios
en sistema braille.

Artículo 271. ...

...

...

...

En las actuaciones dictadas en los juicios en los que una o
ambas partes tengan discapacidad auditiva o de locución,
el tribunal deberá, a petición de la parte que lo requiera,
otorgar la asistencia necesaria en materia de estenografía
proyectada, de un intérprete de Lengua de Señas Mexica-

nas certificado; en caso de ser invidente los documentos
necesarios en sistema braille.

Artículo 274 Bis. ...

Tratándose de procedimientos en los que una o ambas par-
tes afirmen tener la calidad de personas con discapacidad
auditiva, locución o visual, la misma se acreditará con la
sola manifestación de quien lo haga. En caso de que la par-
te contraria objete la calidad de la persona con discapaci-
dad, el juez solicitará una constancia expedida por una ins-
titución pública competente para tal fin.

Artículo 342. ...

Si alguna de las partes fuera indígena y no hablara el espa-
ñol, o hablándolo no lo supiera leer, deberá asistirle un in-
térprete con conocimiento de su lengua y cultura, a fin de
que se conozcan fehacientemente todas las actuaciones ju-
diciales que tengan lugar en dicha audiencia, sea en su pro-
pia lengua o en español; en cualquier caso, la misma debe-
rá asentarse en ambos idiomas, si la naturaleza de la lengua
lo permite.

En caso de que una de las partes o ambas tengan alguna
discapacidad auditiva o de locución, será obligación del
juez ordenar a petición de quien lo requiera la asistencia
necesaria en materia de estenografía proyectada, de un in-
térprete de Lengua de Señas Mexicanas certificado; en ca-
so de ser invidente los documentos necesarios en Sistema
Braille a fin de que se conozcan fehacientemente las actua-
ciones judiciales que tengan lugar en dicha audiencia.

Si para el desahogo de la audiencia no es posible contar
con la asistencia requerida para los indígenas y para las
personas con discapacidad auditiva o silente ésta deberá
suspenderse y ordenarse lo conducente para que tenga lu-
gar en fecha posterior, a efecto de que se cumpla tal dispo-
sición.

VIII. Artículo Transitorio

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor al día
siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

IX. Lugar. Palacio Legislativo de San Lázaro, México
Distrito Federal.



X. Fecha. 6 de septiembre de 2011.

XI. Nombre y rúbrica

Notas:

1 Gaceta Parlamentaria, número 3216-II, martes 8 de marzo de 2011.

2 Diario Oficial de la Federación, martes 24 de mayo de 2011.

3 Gaceta Parlamentaria, número 3162-V, miércoles 15 de diciembre de
2010.

Diputada Claudia Edith Anaya Mota (rúbrica).»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Túr-
nese a la Comisión de Justicia para dictamen.

ARTICULOS 61 Y 112 CONSTITUCIONALES - 
LEY FEDERAL DE RESPONSABILIDADES 

DE LOS SERVIDORES PUBLICOS - LEY ORGANICA
DEL CONGRESO DE LA UNION

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor:Tiene
la palabra el diputado Guillermo Cueva Sada, del Grupo
Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México, pa-
ra presentar iniciativa con proyecto de decreto que reforma
y adiciona diversas disposiciones de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, de la Ley Federal de
Responsabilidades de los Servidores Públicos y de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos.

El diputado Guillermo Cueva Sada: Con su permiso, di-
putado presidente. Antes que nada, me gustaría felicitarlo y
desearle mucha suerte en su nuevo cargo como presidente
de la Mesa Directiva, que considero que lo va a hacer muy
bien.

Compañeras y compañeros legisladores, he visto con ver-
güenza que la ciudadanía nos ve y nos tiene en un muy mal
concepto de lo que realmente hacemos como legisladores;
una de las tantas causas es el término que gozamos, como
fuero constitucional.

En 1917 se estableció en el artículo 61 constitucional que
los legisladores son inviolables por las opiniones que ma-

nifiesten en el desempeño de su cargo y jamás podrán ser
reconvenidos por ellas.

Quiero precisar que desde 1977 dicho artículo no ha tenido
reforma alguna; sin embargo, la transformación de la so-
ciedad hace necesaria una adecuación del término de fuero
constitucional por el de inmunidad parlamentaria, ya que
los ciudadanos nos ven como intocables, como si pudié-
ramos hacer y deshacer, violando las leyes que nosotros
creamos.

Con esta iniciativa pretendo homologar los criterios que la
Suprema Corte de Justicia de la Nación ya interpretó al tér-
mino fuero constitucional como inmunidad parlamentaria,
ya que esta figura se adapta a las nuevas necesidades que
reclama la sociedad.

La inmunidad parlamentaria —como su nombre lo indi-
ca— no es más que opinar y manifestarse en el desempeño
de su cargo, dentro y fuera del Congreso, siempre y cuan-
do sea apegado a sus funciones.

Incluso en otros países de Latinoamérica como Chile, Pe-
rú, Bolivia, Uruguay, en su Constitución establecen el tér-
mino de inmunidad y no el de fuero.

Nosotros, como legisladores y representantes del pueblo,
tenemos la labor de manifestarnos en representación de la
sociedad y primordialmente analizar, discutir y en su caso,
aprobar leyes y reformas en beneficio de todos. Fuera de
esto, somos personas comunes y con derechos y obligacio-
nes, en igualdad de circunstancias que cualquier otro me-
xicano.

A lo largo de los años el fuero constitucional se ha malin-
terpretado y utilizado por algunos legisladores como si fue-
ra un privilegio y así poder violar la ley; sin embargo, la
gente ya está cansada de observar impunidad, abuso de po-
der y malos tratos hacia el pueblo.

Si queremos transformar a México pongamos el ejemplo
de que esta legislatura se destaque con reformas en benefi-
cio del pueblo mexicano. No olvidemos que estamos en un
cargo temporal de representación que exige un comporta-
miento siempre apegado a derecho y por el contrario, si se
violan las leyes tendremos que ser castigados conforme a
ellas, igual que todos los mexicanos.

Es por ello que con la reforma a los artículos 61 y 112
constitucionales pretendo que cualquier legislador que co-
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meta un delito grave reciba el castigo sin juicio de proce-
dencia, ya que este juicio es mal visto por la opinión pú-
blica, ya que por fuera se ve como un recurso para evadir
sus responsabilidades.

Compañeros, les pido que me ayuden a aprobar esta refor-
ma que sólo homologa lo ya interpretado por la Suprema
Corte de Justicia y así sustituir el término de fuero consti-
tucional por el de inmunidad parlamentaria.

Es momento de cambiar nuestra mala imagen ante la so-
ciedad; generemos la confianza que ya hemos perdido. Ha-
gamos que la inmunidad parlamentaria sea una atribución
en razón de la función como legisladores y no un privile-
gio de hacer y deshacer. Es cuanto, diputado presidente.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; y de las Leyes Federal de Responsabilidades de los
Servidores Públicos, y Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Gui-
llermo Cueva Sada, del Grupo Parlamentario del PVEM

Fundamentación

En base a los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; 3º, numeral 1,
fracción VIII; 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados del H. Congreso de la
Unión.

Problemática

Refiere que los diputados y senadores son servidores pú-
blicos, y que su conducta debe estar normada por las dis-
posiciones contenidas en el Título Cuarto de la Constitu-
ción General, así como en las leyes reglamentarias
respectivas, por lo que se pretende establecer de manera
clara la aplicación y alcance del fuero constitucional de
manera que se equilibre su interpretación, con su utiliza-
ción y se incida en la dignificación de la labor legislativa,
ante los ojos de la sociedad.

Argumentación

El principio de la división de poderes en México en los úl-
timos años ha tomado un nuevo significado, partiendo de
que el Poder Legislativo es pieza fundamental para la toma
de decisiones. Sin embargo, el pueblo mexicano ha critica-

do el despotismo de algunos legisladores en el ejercicio de
sus funciones. Por ello, la actividad de los integrantes del
Congreso, siempre debe ir encaminada a mejorar las fun-
ciones parlamentarias fundamentales de representación, in-
tegración, legislación, control e información.

Los actos de un legislador, deben ser enfocados a pugnar
en beneficio y progreso de un México digno, con institu-
ciones fuertes, leyes justas, con la convicción del bien co-
mún de los ciudadanos mexicanos.

Es por ello, que necesitamos realizar reformas que eviten el
despotismo con el que algunos se dirigen, hay que buscar
que reflejen la calidad moral y ética que exigen los mexi-
canos.

En ese orden de ideas y por la naturaleza practica que se le
ha dado al fuero constitucional, al que se le ve como un pri-
vilegio que gozan nuestros legisladores. El fuero en nues-
tro Estado Mexicano, ha sido con la finalidad de preservar
las delicadas funciones encomendadas a los altos funciona-
rios, esto es, como una figura que protegió al funcionario
de ser reconvenido por sus opiniones en el ejercicio de sus
atribuciones. En ese tenor, el fuero constitucional, se en-
cuentra reflejado en el artículo 61 constitucional que a la
letra dice:

“Artículo 61. Los diputados y senadores son inviola-
bles por las opiniones que manifiesten en el desempeño
de sus cargos, y jamás podrán ser reconvenidos por
ellas.

El Presidente de cada Cámara velará por el respeto al
fuero constitucional de los miembros de la misma y por
la inviolabilidad del recinto donde se reúnan a sesionar.”

Sin embargo, existe la necesidad de reformar este artículo,
derivado de los cambios de nuestra sociedad y de la trans-
formación que se le ha dado a este término, asimismo, con
la finalidad de homologar criterios con la Suprema Corte
de Justicia de la Nación.

En este sentido, la presente iniciativa pretende modificar el
término de “Fuero Constitucional” por el de “Inmunidad
Parlamentaria”, para ello es importante enunciar algunos
criterios de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al
tenor de los siguientes:



“Registro No. 190590
Localización:
Novena Época
Instancia: Primera Sala
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gace-
ta
XII, Diciembre de 2000
Página: 247
Tesis: 1a. XXVIII/2000
Tesis Aislada
Materia(s): Constitucional

INMUNIDAD PARLAMENTARIA. CONSTITUYE
UNA GARANTÍA DE ORDEN PÚBLICO INDIS-
PONIBLE PARA EL LEGISLADOR, QUE DEBE
INVOCARSE DE OFICIO POR EL JUZGADOR.

En términos del artículo 61 de la Constitución Federal
que establece que: “Los diputados y senadores son in-
violables por las opiniones que manifiesten en el des-
empeño de sus cargos, y jamás podrán ser reconvenidos
por ellas.-El presidente de cada Cámara velará por el
respeto al fuero constitucional de los miembros de la
misma y por la inviolabilidad del recinto donde se reú-
nan a sesionar.”, resulta que la inviolabilidad o inmu-
nidad del legislador está llamada a cumplir la im-
portante función de garantizar la total y absoluta
libertad de palabra de aquél, no como un derecho
subjetivo otorgado a quien desempeña la función le-
gislativa, sino como un instrumento que tiende a pro-
teger la integridad de la corporación legislativa, es
decir, es un instrumento jurídico del que fue dotado
el Poder Legislativo directamente por el Constitu-
yente, pero que se ejerce por los representantes que
periódicamente lo encarnan. Por ello, la inviolabilidad
es una garantía de orden público, que resulta indisponi-
ble para el legislador a la que no puede renunciar con el
fin de que la persecución judicial se inicie y, por lo mis-
mo, deberá ser invocada de oficio por el juzgador, cual-
quiera que sea la fase en que se encuentre el juicio, esto
es, cuando se llama al terreno jurisdiccional a un legis-
lador para que responda civilmente de los daños y per-
juicios causados por las opiniones que vertió y de los
hechos expuestos, se deriva que aquéllos pudieron haber
ocurrido bajo las circunstancias en que opera la inviola-
bilidad, y desde ese momento debe el Juez dilucidar tal
cuestión, pues en el caso de que el examen sea positivo,
ni siquiera debe admitirse la demanda, al disponer el ci-
tado artículo 61 que “jamás podrán ser reconvenidos por
ellas”.

“Registro No. 168110, 
Localización: Novena Época,
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito,
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gace-
ta,
XXIX, Enero de 2009,
Página: 2743,
Tesis: I.7o.C.52 K,
Tesis Aislada,
Materia(s): Civil.

INMUNIDAD PARLAMENTARIA. ANÁLISIS
DEL ARTÍCULO 61 CONSTITUCIONAL QUE LA
ESTABLECE.

La inviolabilidad de los senadores y diputados por la
manifestación de sus opiniones en el desempeño de
sus cargos, es un precepto universalmente admitido,
por estar vinculada en él la garantía de que los re-
presentantes del pueblo puedan proponer toda clase
de modificaciones a las leyes existentes; que si esa in-
violabilidad no existiera cuando un diputado propusiera
que se reforme una ley y, al efecto, censure la existente,
podrían en algún caso tomársele como trastornador del
orden público y apologista de un delito; por ello, la fun-
ción legislativa requiere la más completa libertad de los
diputados y senadores. El Constituyente de 1916, aludió
a que el artículo 61 era igual al 59 de la Constitución de
1857; de donde debe afirmarse que la inmunidad par-
lamentaria está sustentada en que el interés a cuyo
servicio se encuentra establecida la inviolabilidad de
las manifestaciones de diputados y senadores es el de
la protección de la libre discusión y decisión parla-
mentarias, decayendo tal protección cuando los actos
-las manifestaciones- hayan sido realizados por su
autor en calidad de ciudadano, fuera del ejercicio de
competencias y funciones que le pudieran corres-
ponder como parlamentario”.

“No. Registro: 190,589
Tesis aislada
Materia(s): Constitucional
Novena Época
Instancia: Primera Sala
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gace-
ta
XII, Diciembre de 2000
Tesis: 1a. XXVII/2000
Página: 248
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INMUNIDAD PARLAMENTARIA Y FUERO
CONSTITUCIONAL. SU APLICACIÓN CUANDO
SE TRATA DE RESPONSABILIDAD PENAL Y DE
RECLAMACIONES CIVILES QUE SE IMPUTAN
A UN DIPUTADO FEDERAL.

El artículo 61 de la Constitución Federal consagra la fi-
gura de la inmunidad parlamentaria como una ga-
rantía otorgada a los diputados federales y senado-
res, sólo por lo que hace a las opiniones que manifiesten
en el desempeño de sus cargos, a grado tal que nunca
podrán ser reconvenidos por ellas; mientras que el di-
verso artículo 111 de la propia Carta Magna, contempla
la institución del fuero constitucional, bajo la denomi-
nación actual de declaración de procedencia, como una
garantía de carácter procesal, otorgada a diversos fun-
cionarios públicos expresamente enunciados, entre
ellos, los diputados y senadores. De ahí que, aunque son
conceptos distintos, existe la posibilidad de que en ma-
teria penal se presente la conjugación de ambas figuras,
precisamente en el caso de que un diputado federal atri-
buyera a una persona un hecho que puede ser constitu-
tivo de delito, supuesto en el cual para proceder contra
aquél, primeramente habría necesidad de hacer la decla-
ración de procedencia prevista en el artículo 111 consti-
tucional y después determinar si se está o no en el caso
de la inmunidad a que se refiere el artículo 61 en cita.
En cambio, si la imputación de ese hecho sólo puede ge-
nerar afectación en derechos de orden civil del congre-
sista, únicamente debe atenderse a la figura de la inmu-
nidad sustantiva y, por ende, el fuero constitucional es
totalmente ajeno; conclusión que se refuerza con el con-
tenido del octavo párrafo del mencionado artículo 111,
introducido mediante reforma publicada en el Diario
Oficial de la Federación de veintiocho de diciembre de
mil novecientos ochenta y dos, sin mayor virtud que la
de refrendar con ánimo clarificador lo ya dicho en el pri-
mer párrafo de ese numeral a propósito de la necesidad
de declaración de procedencia en materia penal. Esto es
si en el primer párrafo se estableció desde el origen de
la actual Ley Fundamental, que ese requisito era nece-
sario en materia penal, obligado era deducir que no
abarcaba a la materia civil; pero conforme al octavo pá-
rrafo, del artículo 111 referido, desecha cualquier res-
quicio de que también rige para la materia civil, pues ca-
tegóricamente y sin ambages así lo declara. En
consecuencia, si la reclamación jurisdiccional que se en-
dereza contra un diputado federal es de índole civil, ex-
clusivamente debe ponderarse el fuero-inmunidad a que
se refiere el artículo 61 constitucional, sin tomar en con-

sideración el fuero de procedibilidad consagrado en el
artículo 111 constitucional; lo que no implica que exis-
ta impedimento para demandarlo en la vía civil por ac-
tos que realice como particular, ajenos a su encargo o al
quehacer parlamentario”.

Es importante aclarar que una de las finalidades de esta ini-
ciativa es el homologar criterios, en virtud de que existe la
confusión de fuero constitucional, porque si bien este es
para la protección de las ideas de los señores legisladores.
Hay qué precisar que el llamado ‘fuero” no es un derecho
sustantivo e inherente de las personas que transitoriamente
tengan el rango de servidores públicos sino un atributo en
razón de la función que desempeñan.

Al respecto, y para robustecer el término “inmunidad par-
lamentaria”, es necesario analizar cómo en otros países se
refleja dicho precepto jurídico, a saber:
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Derivado del cuadro comparativo, se puede apreciar que
algunos países hacen mención de la Inmunidad Parlamen-
taria, que permite que sean juzgados en caso de flagrancia
de algún delito penal, por ello, en la presente iniciativa se
pretende reformar el artículo 112 de nuestra Carta Magna,
para que en el supuesto de que un legislador cometa un de-
lito flagrante sea puesto a disposición de la autoridad com-
petente, evitándose con ello la declaración de procedencia.
Esta reforma constitucional velara por el respeto a los de-
rechos y obligaciones de cada uno de nuestros legisladores.

Hay que precisar, que un legislador en su actuación, puede
ser objeto de responsabilidades civiles, penales, adminis-
trativas, políticas y patrimoniales, lo que limita y significa-
tivamente contraviene es la disposición constitucional del
llamado “fuero constitucional”, que el mismo ordenamien-
to concede y que bajo circunstancias anómalas, se ha usa-
do y abusado a lo largo de la historia política del país.

No obstante lo anterior, la sociedad tiene la no inexacta
percepción de que los Diputados no siempre acatan la Ley
o simplemente la violentan a discreción, y se da una inter-
pretación equivocada de los alcances del llamado fuero
constitucional y de la no reconvención en su actuación; por

ello, con base al marco constitucional y legal, se propone
generar reglas estrictas, que prevean que la voluntad de un
Diputado jamás esté por encima de la Ley y sus conse-
cuencias. 

Se trata, de que con pleno respeto a sus garantías constitu-
cionales, se respete su investidura, los trabajos parlamenta-
rios, a sus homólogos y particularmente al recinto legisla-
tivo, pero se limite la equivoca utilización del privilegio
legal.

Esto es, la palabra “fuero”, desde el punto de vista jurídi-
co, tiene una multiplicidad de acepciones como resultado
de su evolución histórica. Para efectos explicativos nos re-
mitimos al concepto de fuero como “privilegio”, del que
gozan determinados funcionarios o servidores públicos fe-
derales y estatales.

Históricamente los fueros representaron reales “privile-
gios” a favor de ciertas clases sociales; pero la intención
originaria que el Constituyente atendió al brindar el fuero
constitucional (artículo 61) a algunos servidores públicos
obedeció a la necesidad de permitir el desempeño de la
función pública en forma eficiente, impidiendo, asimismo,
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el seguimiento de diversos procesos penales que se consi-
deraban inútiles, evitando que por disputas de poder exis-
tieran falsas acusaciones y por ende se desestimara la fun-
ción legislativa.

Otra conceptualización importante de fuero constitucional,
es la que nos ofrece el Diccionario Jurídico Mexicano del
Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad
Nacional Autónoma de México, que al respecto señala que:
“Fuero constitucional era el derecho que tenían los llama-
dos altos funcionarios de la federación, para que antes de
ser juzgados por la comisión de un delito ordinario, la Cá-
mara de Diputados del Congreso de la Unión resolviera so-
bre la procedencia del mencionado proceso penal”. 

Es importante apreciar que actualmente nuestra Constitu-
ción establece que la no declaración de procedencia, no
equivale a una exculpación del acusado, sino que suspende
la tramitación de las etapas procesales correspondientes,
las cuales pueden reanudarse, sin afectar las reglas de ca-
ducidad o prescripción, una vez que el servidor hubiese de-
jado el cargo público que venía desempeñando.

La declaración de procedencia sólo es necesaria tratándose
de imputaciones de responsabilidad penal. Sin embargo
con la presente propuesta de reforma se pretende hacer una
excepción para que en caso de flagrancia de algún delito,
se evitara el juicio de procedencia.

La declaración de procedencia constituye un decreto de la
Cámara de Diputados que afecta la situación de un servidor
público suspendiéndolo de su función y sometiéndolo a la
autoridad del juez de distrito en materia penal que conoce
del asunto. Por ello es que al establecer, una excepción a la
regla, tratándose de flagrancia, por lo inevitable y obviedad
del delito, se tendrá que poner a disposición de la autoridad
competente.

Se concluye que la inmunidad parlamentaria, como su
nombre lo delimita hace inmune a cualquier manifestación
de índoles parlamentarias, y dado que un legislador tiene
como labor primordial, actividades de tipo parlamentario,
fuera de esto, es un ciudadano con derechos y obligaciones
que tendrá que cumplir ante la sociedad mexicana.

Hay que resaltar que el fuero constitucional, ha sido toma-
do como un privilegio que fuera de ser analizado como una
inmunidad dentro de sus actividades en el parlamento, ha
sido usado en excesos y mal visto por la ciudadanía mexi-
cana, generando con ello una mala imagen para nuestros

legisladores, a pesar de que la Suprema Corte de Justicia de
la Nación ha emitido diversos criterios para hacer la preci-
sión de que el fuero constitucional solo es una inmunidad
de parlamento, la confusión se ha prestado a la mala utili-
zación del mismo, por ello, es que se busca modificar el
termino fuero constitucional por el de “Inmunidad Parla-
mentaria”.

Por lo anteriormente expuesto someto a consideración de
esta Soberanía la siguiente:

Iniciativa con proyecto de decreto por el que se refor-
man: el párrafo segundo del artículo 61, el párrafo pri-
mero del artículo 112 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; el párrafo primero del artí-
culo 25 de la Ley Federal de Responsabilidades de los
Servidores Públicos; los numerales 1 y 3 del artículo 11,
el numeral 2 del artículo 12, de la Ley Orgánica del
Congreso de la Unión.

Primero. Se reforman, el párrafo segundo al artículo 61; el
párrafo primero al artículo 112, de la Constitución Política
de los Estado Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 61. ...

El Presidente de cada Cámara velará por el respeto a la in-
munidad parlamentaria constitucional de los miembros
de la misma y por la inviolabilidad del recinto donde se re-
únan a sesionar.

Artículo 112. No se requerirá declaración de procedencia
de la Cámara de Diputados cuando alguno de los servido-
res públicos a que hace referencia el párrafo primero del ar-
tículo 111 cometa un delito durante el tiempo en que se en-
cuentre separado de su encargo, sea detenido en
flagrancia por autoridad competente y se trate de cual-
quiera de los delitos de los considerados como graves
por las leyes federales o locales en materia penal.

...

Segundo. Se reforma el párrafo primero del artículo 25 de
la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Pú-
blicos, para quedar como sigue:

Artículo 25. Cuando se presente denuncia o querella por
particulares o requerimiento del Ministerio Público cum-
plidos los requisitos procedimentales respectivos para el



ejercicio de la acción penal, a fin de que pueda procederse
penalmente en contra de algunos de los servidores públicos
a que se refiere el primer párrafo del artículo 111 de la
Constitución General de la República, se actuará, en lo per-
tinente, de acuerdo con el procedimiento previsto en el ca-
pítulo anterior en materia de juicio político ante la Cámara
de Diputados. En este caso, la Sección Instructora practi-
cará todas las diligencias conducentes a establecer la exis-
tencia del delito y la probable responsabilidad del imputado,
así como la subsistencia de la inmunidad parlamentaria
constitucional cuya remoción se solicita. Concluida esta
averiguación, la Sección dictaminará si ha lugar a proceder
penalmente en contra del inculpado.

...

...

Tercero. Se reforman los numerales 1 y 3 del artículo 11;
el numeral 2 del artículo 12 de la Ley Orgánica del Con-
greso de la Unión, para quedar como sigue:

Artículo 11.

1. Los diputados y senadores gozan de inmunidad parla-
mentaria que otorga la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos.

2. ...

3. Los diputados y senadores son responsables por los de-
litos que cometan durante el tiempo de su encargo y por los
delitos, faltas u omisiones en que incurran en el ejercicio
de ese mismo cargo, pero no podrán ser detenidos ni ejer-
citarse en su contra la acción penal hasta que seguido el
procedimiento constitucional, se decida la separación del
cargo y la sujeción a la acción de los tribunales comunes;
siempre que no se encuentre en alguno de los supuestos
establecidos en el artículo 112 de la Constitución Políti-
ca de los Estado Unidos Mexicanos.

Artículo 12.

1. ...

2. El Presidente del Congreso, de cada una de las Cámaras
o de la Comisión Permanente, en su caso, podrán solicitar
el auxilio de la fuerza pública para salvaguardar la inmu-
nidad parlamentaria constitucional de los diputados y se-

nadores y la inviolabilidad de los recintos parlamentarios;
cuando sin mediar autorización se hiciere presente la fuer-
za pública, el Presidente podrá decretar la suspensión de la
sesión hasta que dicha fuerza hubiere abandonado el recin-
to.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo. Dentro de los 180 días siguientes a la entrada en
vigor del presente decreto, el Congreso de la Unión efec-
tuará las reformas y adiciones de los ordenamientos legales
pertinentes.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de septiembre de 2011.— Di-
putado Guillermo Cueva Sada (rúbrica).»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Mu-
chas gracias. Túrnese a las Comisiones Unidas de Pun-
tos Constitucionales, de la Función Pública y de Régi-
men, Reglamentos y Prácticas Parlamentarias, para
dictamen.

LEY GENERAL DE EDUCACION - 
LEY FEDERAL DEL TRABAJO - 

LEY DEL INSTITUTO MEXICANO 
DE LA JUVENTUD

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Tie-
ne la palabra el diputado Pedro Vázquez González, del
Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo, para presen-
tar iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adi-
ciona diversas disposiciones de la Ley General de Educa-
ción, de la Ley Federal del Trabajo y de la Ley del Instituto
Mexicano de la Juventud.

El diputado Pedro Vázquez González: Con su venia, se-
ñor presidente; compañeras y compañeros legisladores, las
condiciones socioeconómicas de México se encuentran ya
estancadas y con nulas posibilidades de rescatar nuestro
pasado glorioso lleno de valores y de principios.

Esta falta de posibilidades para desarrollar las capacidades
y aptitudes necesarias en los individuos, quienes integran
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el presente y el futuro, son ahora parte del medio en el que
viven millones de mexicanos.

De esta manera, debemos recordar que hoy existen poco
más de 10 millones de jóvenes sin oportunidades de seguir
estudiando o de trabajar y que se están convirtiendo en la
reserva humana para grupos delictivos y del narcotráfico.

Por si fuera poco, debemos recordar que en un informe
emitido por la Auditoría Superior de la Federación, refe-
rente a la Cuenta Pública 2009, señala que prácticamente 2
millones y medio de niños quedan sin escuela. Es una tris-
teza ver cómo nuestros niños se quedan en la desesperanza
por no encontrar respuestas a sus satisfactores de desarro-
llo personal. Esta situación ha generado un sentimiento de
vacío y abandono en los niños y jóvenes, lo que en casos
extremos los ha orillado a dejar en el olvido los valores, los
principios y el respeto mutuo por las personas.

En este sentido, debemos decir que existen estudios que
demuestran que la educación recibida por los niños en sus
hogares, ya no es garantía de poderles transmitir normas
apropiadas para su sano desarrollo. Por el contrario, esta-
mos siendo testigos de cómo se cae, muchas de las veces,
en un vacio educacional que se traduce en una forma de
maltrato hacia los niños o en el abandono, pudiéndose re-
flejar con posteridad en la malformación de su personali-
dad a partir de la niñez y hasta su edad adulta.

Bajo este criterio, debemos decir que el Grupo Parlamen-
tario del Partido del Trabajo está convencido de que es ne-
cesario lograr, que tanto dependencias como entidades, or-
ganismos sociales, públicos y privados, logren articular los
proyectos y programas que aborden la capacitación de los
padres, de los métodos adecuados de crianza, afecto, tole-
rancia y paciencia frente a los menores de edad.

Estamos convencidos que mediante la disciplina adquirida
en las escuelas de educación básica principalmente, sean
estas públicas o privadas, todas las personas tendrían el pi-
so mínimo de respeto al prójimo y a los derechos humanos.

Compañeras y compañeros diputados, consideramos que
buena parte del problema del incremento de la violencia en
nuestra sociedad tiene que ver con una mala formación
educativa.

Por ello, el planteamiento de esta iniciativa radica en mo-
dificar la Ley General de Educación y la Ley Federal del
Trabajo y también la Ley del Instituto Mexicano de la Ju-

ventud, para que se impartan talleres de orientación a los
padres de familia y a los tutores como parte central de la in-
tegración familiar y que por motivos de trabajo no cubren
de manera integral la orientación a los jóvenes y a los me-
nores de edad.

Estamos convencidos que con estas medidas podemos ge-
nerar una mejor dinámica entre padres e hijos, lo que per-
mitirá formar mejores ciudadanos apegados a los valores y
con una inteligencia emocional más sólida para enfrentar
los retos de la vida.

Señor presidente, le solicito insertar en el Diario de los De-
bates el texto íntegro de esta iniciativa que acabo de pre-
sentar. Muchísimas gracias a todos, por su atención.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de las Leyes General de Educación, Federal del Trabajo, y
del Instituto Mexicano de la Juventud, a cargo del diputa-
do Pedro Vázquez González, del Grupo Parlamentario del
PT

El suscrito, Pedro Vázquez González, coordinador del Gru-
po Parlamentario del Partido del Trabajo en la LXI Legis-
latura del honorable Congreso de la Unión, con fundamen-
to en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así
como 6, numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, somete a consideración de este pleno, la pre-
sente iniciativa con proyecto de decreto, que reforma di-
versas disposiciones de la Ley General de Educación, de la
Ley Federal del Trabajo y de la Ley del Instituto Mexicano
de la Juventud, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Las condiciones socioeconómicas de México se encuen-
tran ya estancadas y con nulas posibilidades de rescatar
nuestro pasado glorioso lleno de valores y principios.

Esta falta de posibilidades para desarrollar las capacidades
y aptitudes necesarias en los individuos quienes integran el
presente y futuro, son ahora parte del medio en el que vi-
ven millones de mexicanos.

Claramente se trata de un asunto que revisa varias áreas pa-
ra su trabajo y estudio; por su complejidad, trastoca diver-
sos temas sociales entre los que destacan los de justicia,
educación pública y trabajo.
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Es notoria la muestra de interés para dar solución a la cada
vez más compleja manera de socializarse entre las perso-
nas, sobre todo en lo relativo a la mala conducta en cada
vez mayor número de individuos que actúan sin conciencia
o sin falta de escrúpulos y principios, además de la falta de
una completa integración de los asuntos de justicia, donde
pueda tomarse en cuenta la reducción y la prevención de
delitos por falta de valores y principios en cada persona. 

De esta manera, debemos recordar que hoy existen poco
más de 10 millones de jóvenes sin oportunidades de seguir
estudiando o de trabajar y que pueden convertirse en la re-
serva humana para los grupos delictivos y del narcotráfico.

Bien debemos tomar en cuenta que se trata de un tema de
justicia que involucra a la sociedad en su conjunto, para
rescatar las bondades de nuestras generaciones jóvenes,
por lo que resarcir el problema de falta de oportunidades
para ellos es prioritario, después del estimado que indica
que uno de cada cuatro jóvenes mexicanos de entre 15 y 29
años de edad, se encuentra inmerso en esta situación.

Por si fuera poco, debemos recordar que en un informe
emitido por la Auditoría Superior de la Federación en el
mes de febrero pasado, correspondiente al último año ana-
lizado 2009, prácticamente 2 millones y medio de niños se
quedaron sin escuela.

Lo lamentable del dato es que no sólo se trata de niños en-
tre los 3 y 14 años de edad, sino que “de mantenerse el rit-
mo de crecimiento de los pasados cinco ciclos escolares, la
cobertura universal para preescolar se alcanzará en 2024 y
para secundaria en 2014”.

Es una tristeza ver cómo nuestros niños quedan en la des-
esperanza por no encontrar satisfactores de desarrollo per-
sonal.

Por el contrario, lo que sí nos queda claro es que miles de
niños y jóvenes dejan en el olvido los valores humanos, los
principios y el respeto mutuo por las personas.

En este sentido, debemos decir que existen estudios que
demuestran que la educación recibida por los niños en sus
hogares, ya no es garantía de transmisión de las normas
apropiadas para su desarrollo sano.

Por el contrario, somos testigos de cómo se cae, muchas de
las veces, en “un vacio educacional que se traduce en una
forma de maltrato hacia los niños o en el abandono”, lo

cual se refleja después en malformaciones de la personali-
dades en la edad adulta.

Mismos estudios sugieren que un mecanismo para contra-
rrestar los daños morales, psicológicos y físicos de los ni-
ños y los adolescentes en un tiempo relativamente corto,
debe ser dependiente de la planeación y ejecución de una
escuela para padres, sujeta a las necesidades del medio y
los factores en los que se desarrollen los menores.

Bajo este criterio, debemos decir que el Grupo Parlamen-
tario del Partido del Trabajo coincide con lograr que tanto
dependencias como entidades organismos sociales públi-
cos y privados, logren articular los proyectos y programas
que traten la “capacitación de los padres, de los métodos
adecuados de crianza, afecto, tolerancia y paciencia frente
a los menores de edad”. 

Estamos convencidos de que mediante la disciplina adqui-
rida en las escuelas de educación básica principalmente,
sean públicas o privadas, todas las personas tendrían el pi-
so mínimo de respeto al prójimo y a los derechos humanos.

Esta educación convertida en disciplina, siempre ha sido
un elemento que ha de complementar los valores y princi-
pios tan aclamados por la sociedad y de todos reconocidos
como adquiridos en los hogares y en la escuela.

Compañeras y compañeros diputados:

Consideramos que la mayor parte del problema del incre-
mento de la violencia en nuestra sociedad, tiene que ver
con una mala formación educativa. El simple hecho de que
nuestros niños y adolecentes no sopesen qué acciones y
conductas son debidas o indebidas, antes de llevarlas a ca-
bo, es resultado de que no siempre se les inculcan valores
o principios y los padres no saben transmitirles normas
adecuadas en un principio, pues la formación en la escuela
es el refrendo, ampliación o mejoramiento de lo que se
aprende en casa.

Lamentablemente estamos viviendo en una época donde el
papel de los padres no se está cumpliendo del todo y vemos
cómo “La falta de límites en casa genera problemas de con-
ducta”, sobre todo en los menores.

Nos queda claro que el proceso evolutivo de la formación,
durante la niñez y adolescencia de una persona, puede ha-
cer prevenciones en el desarrollo futuro de un adulto, es
decir, si su educación, disciplina y formación es adecuada,
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estaremos hablando del casi seguro buen comportamiento
de dicha persona.

Sin embargo, de no encontrar afecto de los padres, regoci-
jo, comprensión y más, en una palabra: atención, estaremos
frente a un caso de conducta con patrones basadas en el in-
dividualismo, el egoísmo, aislamiento y autoritarismo, de-
bido a la ausencia educativa de los padres en los hogares.

Por ello, el planteamiento de esta iniciativa, conlleva a una
amplia reestructura de las escuelas principalmente, pero
hoy en día, se necesita del compromiso de las instituciones
públicas y privadas, directamente asociadas con el desarro-
llo de las madres y de los padres quienes integren un hogar,
sin distinción alguna que nos lleve a los límites de sólo ga-
rantizar una adecuada formación a quienes por sus condi-
ciones materiales y económicas puedan dedicar tiempo a
sus capacitaciones, más que quienes se vean prácticamente
obligados a permanecer todo el día en sus trabajos.

La idea, esencialmente es la de proporcionar talleres y
orientación a los padres de familia y a los tutores que son
parte central de la integración familiar y que por motivos
de trabajo desatiendan las actividades tan apremiantes en el
seno de su hogar, tales como la convivencia suficiente, los
espacios de plática y de la interacción entre todos quienes
integran cada una de las familias mexicanas.

La meta es poder reducir notablemente, en un periodo re-
lativamente corto, las malas conductas en nuestros niños y
adolecentes, el fortalecimiento de los planes y programas
de estudio que incorporen estrategias para arraigar en ellos
nuevamente los valores y los principios para una convi-
vencia social sana, todo ello a fin de mitigar el vasto y
complejo mundo de posibilidades de integración y nexos
con prácticas indebidas como lo es la violencia familiar y
en su caso, el bullying en las escuelas o bien la delincuen-
cia organizada y el narcotráfico en las calles. 

Estamos convencidos de que con estas medidas podemos
generar, en las personas en edad de formación, un criterio
acorde a sentimientos y necesidades basadas a nuestra rea-
lidad, más no un estereotipo que desencadene ira, egoísmo
y autoritarismo.

No podemos permitir que nuestros niños y adolecentes si-
gan formándose bajo criterios asistencialistas sino por el
contrario, debemos hacer los esfuerzos por alcanzar medi-
das preventivas contra cualquier tipo de cáncer social.

En este sentido, la capacitación dirigida a padres de fami-
lia, para conocer cuáles son los lazos más indispensables
para una sana convivencia familiar, para retomar las bue-
nas conductas basadas en los principios y los valores in-
culcados desde la casa, así como aprender y fortalecer las
relaciones de sana convivencia en nuestro entorno, son par-
te necesaria para el cambio positivo de nuestra sociedad y
de fortalecimiento para una plena utilidad social.

Los medios idóneos para este planteamiento, lo encontra-
mos con claridad en la ocupación de actividades a manos
de las autoridades educativas, pero aun, las áreas de procu-
ración de justicia y los sectores públicos y privados como
las dependencias y toda empresa donde existan madres y
padres trabajadores, deben estar coordinados para que es-
tas metas se cumplan.

De esta forma, si bien la búsqueda de una óptima forma-
ción personal no podrá garantizar su buena conducta en
edades de madurez, sí podrá ser menor el riesgo de que la
mayor parte de nuestra población tenga titubeos frente a
aquellas condiciones que puedan poner en riesgo su inte-
gridad y la de los demás.

Por lo anteriormente expuesto, someto a la consideración
del pleno, la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto que reforma y adiciona diversos artículos de la
Ley General de Educación, de la Ley Federal del Tra-
bajo, así como de la Ley del Instituto Mexicano de la
Juventud

Primero. Se reforma la fracción IX y XV del artículo 33,
así como el primer párrafo del artículo 49, de la Ley Gene-
ral de Educación, para quedar como sigue: 

Artículo 33. …

De I. a VIII. …

IX. Efectuarán programas dirigidos a los padres de fa-
milia, que les permitan dar mejor atención a sus hijas e
hijos a través de las escuelas para padres donde se
contemple la impartición de temas ligados al rescate,
fortalecimiento, adecuado manejo, y la aplicación de
valores y principios en sus familias, especialmente
dirigidos a sus integrantes menores de edad, con la
finalidad de generar una convivencia social más sa-
na.
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XV. Apoyarán y desarrollarán programas destinados a
que los padres y/o tutores apoyen en circunstancias de
igualdad los estudios de sus hijas e hijos, prestando es-
pecial atención a la necesidad de que aquellos tomen
conciencia de la importancia de que las niñas y los ni-
ños educandos, deben recibir un trato igualitario, así
como de inculcar valores y principios en el proceso
de formación en el seno de sus familias y que deben
recibir las mismas oportunidades educativas que los va-
rones.

Artículo 49. El proceso educativo se basará en los princi-
pios de libertad y responsabilidad que aseguren la armonía
de relaciones entre educandos y educadores y promoverá el
trabajo en grupo para asegurar la comunicación y el diálo-
go entre educandos, educadores, padres de familia e insti-
tuciones públicas y privadas donde se contemple la im-
partición de temas ligados al rescate, fortalecimiento y
promoción de valores y principios en las familias, espe-
cialmente dirigidos a sus integrantes menores de edad.
De igual manera se fomentará el uso de todos los recursos
tecnológicos y didácticos disponibles para garantizar la
impartición de los materiales y programas proporcio-
nados por esta ley.

Segundo. Se reforman los artículos 153-A, 153-D, 153-E,
la fracción V del artículo 153-F, los artículos 153-V, 153-
W y 153-X, de la Ley Federal del Trabajo, para quedar co-
mo sigue:

Artículo 153-A. Todo trabajador tiene el derecho a que su
patrón le proporcione capacitación o adiestramiento en su
trabajo que le permita elevar su nivel de vida y el de su
familia, privilegiando en todo momento el fortaleci-
miento y promoción de los valores y principios desarro-
llados al seno de las mismas, conforme a los planes y pro-
gramas formulados, de común acuerdo, por el patrón y el
sindicato o sus trabajadores y aprobados por la Secretaría
del Trabajo y Previsión Social, pudiendo participar para
sus efectos en coordinación con otras dependencias y
entidades públicas y privadas.

Artículo 153-D. Los cursos y programas de capacitación o
adiestramiento de los trabajadores, podrán formularse res-
pecto a cada establecimiento, una empresa, varias de ellas
o respecto a una rama industrial o actividad determinada,
pero siempre deberán contemplar temas que fomenten
el fortalecimiento y promoción de los valores y princi-
pios dirigidos a las y los trabajadores madres y padres

de familia principalmente, para el buen desarrollo y
formación como personas y el de sus familias. 

Artículo 153-E.- La capacitación o adiestramiento a que se
refiere el artículo 153-A, deberá impartirse al trabajador
durante las horas de su jornada de trabajo; salvo que, aten-
diendo a la naturaleza de los servicios, patrón, capacitador
y trabajador convengan que podrá impartirse de otra mane-
ra; así como en el caso en que el trabajador desee capaci-
tarse en una actividad distinta a la de la ocupación que de-
sempeñe, en cuyo supuesto, la capacitación se realizará
fuera de la jornada de trabajo.

Artículo 153-F.- La capacitación y el adiestramiento debe-
rán tener por objeto:

De I. a IV. …

V. En general, mejorar las aptitudes emocionales, los
valores y principios del trabajador, en pro de su desa-
rrollo individual y familiar.

Artículo Tercero. Se reforman las fracciones V del artícu-
lo 3o. y X del artículo 4, de la Ley del Instituto Mexicano
de la Juventud, para quedar como sigue:

Artículo 3. …

De I. a IV. …

V. Promover coordinadamente con las dependencias y
entidades de las administraciones pública federal y lo-
cales, en el ámbito de sus respectivas competencias, las
acciones destinadas a mejorar el nivel de vida de la ju-
ventud, así como sus expectativas sociales, económicas,
culturales, de derechos, que promuevan el fortaleci-
miento de valores y principios en todos los integran-
tes de sus familias.

Artículo 4. …

X. Elaborar, en coordinación con las dependencias y las
entidades de la administración pública federal, progra-
mas y cursos de orientación e información sobre adic-
ciones, nutrición, educación sexual y salud reproducti-
va, medio ambiente, servicios culturales juveniles,
genero y equidad, apoyo a jóvenes en situación de ex-
clusión, derechos humanos, incorporación laboral, auto-
empleo, vivienda, organización juvenil, liderazgo social
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y participación, pero particularmente aquellos que
fortalezcan, promuevan y arraiguen los valores y
principios en ellos, como también de manera general
todas aquellas actividades que de acuerdo a su compe-
tencia y a su capacidad presupuestal, estén orientados al
desarrollo integral de la juventud;

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo. Se derogan todas aquellas disposiciones que se
opongan al presente decreto.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de septiembre de 2011.— Di-
putados: Pedro Vázquez González, Silvia Puppo Gastelum, Reginaldo
Rivera de la Torre, Jaime Sánchez Vélez (rúbricas).»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: In-
sértese en el Diario de Debates como lo pide el solicitante.
Túrnese a las Comisiones Unidas de Educación Pública
y Servicios Educativos; de Trabajo y Previsión Social, y
de Juventud y Deporte, para dictamen.

LEY DE COORDINACION FISCAL - 
ARTICULO 74 CONSTITUCIONAL - 

LEY PARA LA COORDINACION DE LA
EDUCACION SUPERIOR - 

LEY PARA EL FOMENTO DE LA INVESTIGACION
CIENTIFICA Y TECNOLOGICA

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Ha-
ce uso de la palabra el diputado Pedro Jiménez León, del
Grupo Parlamentario de Convergencia, quien hará la pro-
puesta de tres iniciativas, sólo que en atención al criterio
que la Mesa Directiva sentó, lo hará en un solo turno y con
cinco minutos de tiempo para presentar.

El proyecto de decreto que adiciona el artículo 9 Bis de la
Ley de Coordinación Fiscal; el proyecto de decreto que re-
forma los artículos 74 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, y 21 y 23 de la Ley para la Co-
ordinación de Educación Superior, y el proyecto de decreto
que reforma el artículo 40 de la Ley para el Fomento de la
Investigación Científica y Tecnológica.

El diputado Pedro Jiménez León: Con su permiso, dipu-
tado presidente. Compañeras y compañeros legisladores,
someto a la consideración de esta soberanía tres iniciativas
de ley. La primera de ellas adiciona un artículo 9 Bis a la
Ley de Coordinación Fiscal a fin de transparentar la con-
tratación de deuda pública en estados y municipios.

Hace 17 años, el monto del endeudamiento subnacional re-
presentaba en promedio el 64.5 en relación con las partici-
paciones federales. En el año 2010, 14 entidades federati-
vas habían comprometido sus participaciones en
porcentajes por arriba del 75 por ciento y particularmente,
dos entidades federativas, Quintana Roo y Coahuila, la pri-
mera arriba del 100 por ciento y la segunda por abajo del
100 por ciento.

Debe llamar la atención el nivel de endeudamiento con la
banca comercial, instancia que se ha convertido en el ma-
yor acreedor de los gobiernos locales. El 91.47 de este
adeudo, está soportado con participaciones federales,
mientras que el respaldo con ingresos propios representa
apenas el 8.15.

Un segundo problema que tienen las deudas subnacionales
lo constituyen los préstamos a corto plazo, para los que
normalmente se recurre a la banca comercial y que son uti-
lizados para hacer frente al gasto corriente. Actualmente no
existe normatividad que los regule.

Es preciso aclarar que la presente iniciativa no pretende
vulnerar la soberanía de estados ni de municipios ni desco-
nocer los avances que en materia de federalismo se han re-
gistrado en el país, pero ante los riesgos potenciales de un
endeudamiento subnacional descontrolado es preciso que
el Congreso de la Unión intervenga para establecer crite-
rios generales que eviten que éste se convierta en un pro-
blema de alcance nacional.

Bajo estas consideraciones, proponemos la adición de un
artículo 9 Bis a la Ley de Coordinación Fiscal, el cual es-
tablece que toda información relacionada con la deuda con-
tratada por estados y municipios, sea de corto, mediano o
largo plazo y sin importar su forma de garantía de pago, de-
be ser pública; que se homologue la información que sobre
deuda reportan los estados y municipios y que estos datos
se publiquen en los sitios electrónicos de sus respectivas
secretarías de Finanzas o sus equivalentes.

Corresponderá a los Congresos de cada entidad federativa
regular que el endeudamiento estatal y municipal guarde
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proporción con la capacidad de pago de los gobiernos y
que se constituye en un instrumento de crecimiento econó-
mico y bienestar.

La segunda iniciativa propone reformas al artículo 74 de
nuestra Constitución Política, así como a los artículos 21 y
23 de la Ley para la Coordinación de la Educación Supe-
rior, con el propósito de instaurar presupuestos plurianua-
les para las universidades públicas.

Como legisladores, tenemos una deuda pendiente con los
miles de jóvenes, la mayoría de escasos recursos, que año
tras año se quedan sin la posibilidad de continuar sus estu-
dios superiores. Como ejemplo, daré sólo un dato. El 91
por ciento de los jóvenes que presentan su examen de in-
greso a la UNAM quedan fuera, pues esta institución sólo
tiene capacidad para atender al 9 por ciento de los aspiran-
tes. Una situación similar se presenta en el Instituto Poli-
técnico Nacional y en las universidades estatales.

Hoy necesitamos de un enfoque presupuestal que conside-
re las necesidades públicas de un país que, como México,
cuenta con un bono demográfico importante y que requie-
re abatir la pobreza y la desigualdad.

Proponemos por ello una adición a la parte final del citado
párrafo, para quedar como sigue: La Cámara de Diputados
aprobará, al inicio de cada sexenio, un presupuesto pluria-
nual para las instituciones públicas educativas.

Asimismo, consideramos necesarias reformas a los artícu-
los 21 y 23 de la Ley para la Coordinación de la Educación
Superior, para establecer las bases de aplicación de los pre-
supuestos plurianuales y que diga, en el caso del artículo
21: con el propósito de brindar certidumbre para la realiza-
ción de sus actividades de docencia, investigación, expan-
sión de su oferta educativa y difusión de la cultura, al ini-
cio de cada periodo se aprobará un presupuesto plurianual,
el cual operará como un complemento del presupuesto
anual de carácter obligatorio.

En ambos instrumentos se buscará fortalecer el gasto en
inversión para subsanar los rezagos en infraestructura y
modernizar esta.

Los presupuestos para las instituciones de educación supe-
rior en ningún caso deberán ser inferiores en términos rea-
les a los ejercidos durante el periodo plurianual inmediato
anterior. Ruego al señor presidente…

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Se-
ñor diputado, ha concluido su tiempo.

El diputado Pedro Jiménez León: No he terminado. Rue-
go al señor presidente de la Cámara de Diputados que se
incluyan en el Diario de esta sesión las tres iniciativas com-
pletas. Muchas gracias.

«Iniciativa que adiciona el artículo 9o. Bis a la Ley de Co-
ordinación Fiscal, a cargo del diputado Pedro Jiménez Le-
ón, del Grupo Parlamentario de Convergencia

Problemática

El diseño del sistema de descentralización fiscal que adop-
tó nuestro país a partir de los años noventa del siglo pasa-
do, otorgó a los gobiernos locales mayores facultades para
acceder a la contratación de créditos, aunque bajo los lími-
tes que impone la fracción VIII del Artículo 117 Constitu-
cional, la cual establece que los empréstitos deben desti-
narse a inversiones públicas productivas, ser pagaderos en
moneda nacional y contratados con entidades o particula-
res que operen en territorio nacional.

A pesar de estar normas prudenciales, entre los años 1994
y 2010, se ha registrado un crecimiento sostenido de la
deuda de estados y municipios (deuda subnacional), al pa-
sar en el periodo de 26,728.5 millones de pesos a 314,664.5
millones de pesos.

Mientras que en 1994, el monto del endeudamiento subna-
cional representaba 1.6% respecto del producto interno
bruto (PIB) y 64.5% en relación con las participaciones fe-
derales; en 2010, el porcentaje respecto al PIB se incre-
mentó a 2.4% y a 72% respecto de las aportaciones federa-
les.

El año pasado, sin embargo, diez entidades rebasaron el
promedio establecido en relación al producto interno bru-
to. Los casos más preocupantes fueron los de Nayarit, cu-
ya deuda alcanzó 4.2% de dicho indicador; en Nuevo León
llegó a 3.5%; en Veracruz fue del 3.7%; mientras que en
Quintana Roo y en Sonora ascendió a 5.5%.

Ahora bien, si se analiza la tendencia de crecimiento de las
deudas subnacionales, nos encontramos con un grupo de
entidades que en los últimos cinco años han incrementado
éstas en porcentajes que van del 200 al 900 por ciento, lo
que resulta inmanejable para las finanzas públicas a nivel
estatal.
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Si bien en términos macroeconómicos, no se considera que
México tenga un problema de deuda subnacional, de no
fortalecerse la transparencia y la fiscalización de los crédi-
tos contratados por entidades federativas y municipios, se
estarán sembrando las condiciones para que se genere una
inestabilidad que nos puede llevar a una crisis financiera.

La deuda de estados y municipios incluye obligaciones con
la banca comercial y la banca de desarrollo, emisiones bur-
sátiles y fideicomisos. Debe llamar la atención el nivel de
endeudamiento con la banca comercial que se ha converti-
do en el mayor acreedor de estados y municipios.

Los registros de la Secretaría de Hacienda muestran que al
30 de septiembre de 2010, de un total de 278,960.5 millo-
nes de pesos (monto que incluye la deuda de largo plazo,
directa e indirecta), 139,616.4 millones de pesos (50.05%)
se adeudaban a la banca comercial; 69,208.7 millones de
pesos (24.81%) a la banca de desarrollo; 52,036.6 millones
de pesos (18.65%) correspondían a emisiones bursátiles y
18,098.7 millones de pesos (6.48%) a fideicomisos.

De estos montos, 91.47% del adeudo con banca comercial
y 91.63% de los empréstitos con banca de desarrollo esta-
ban respaldados con participaciones federales; mientras
que los ingresos propios representaban el 8.15% y el
3.13%, respectivamente, de las garantías.

A fin de poder contextualizar por entidad el peso de la deu-
da respecto de su capacidad de pago, es preciso determinar

qué proporción guarda aquélla en relación a las participa-
ciones federales que, como hemos señalado, son la princi-
pal fuente de ingresos de estados y municipios para hacer
frente al conjunto de sus compromisos, dado el peso poco
significativo de su recaudación fiscal.

De acuerdo con Arrating1, firma especializada en la eva-
luación de entidades públicas, a finales de 2010, la deuda
directa de las entidades federativas representaba en prome-
dio el 56.6% de las Participaciones Federales, aunque en
los casos de Baja California, Baja California Sur, Coahui-
la, Distrito Federal, Durango, Jalisco, Estado de México,
Michoacán, Nayarit, Nuevo León, Quintana Roo, Sonora,
Tamaulipas y Veracruz, dicho porcentaje fluctuaba entre el
71.06%, correspondiente a Tamaulipas, y el 176.34%, para
el caso de Quintana Roo. 
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Para Arrating, la mayor parte de los estados del país cuen-
ta aún con un adecuado margen de maniobra en términos
de deuda pública. Sin embargo, de mantenerse la tendencia
de endeudamiento que han seguido en la última década y
ante una eventual caída en las transferencias que reciben de
la Federación, difícilmente podrían hacer frente a sus gas-
tos operativos, de inversión y al pago de los pasivos de la
deuda ya contratada, lo que los obligaría a solicitar nuevos
préstamos a la banca comercial.

Otro problema con la deuda de estados y municipios, lo
constituyen los préstamos a corto plazo. En su edición del
22 de marzo de 2011, el periódico Reforma reportó que
muchos estados han rebasado su nivel de deuda porque el
Artículo 9º de la Ley de Coordinación Fiscal los obliga só-
lo a notificar a la Secretaría de Hacienda los adeudos con-
tratados a largo plazo, en especial los que se garantizan con
participaciones federales. Sin embargo, no sucede lo mis-
mo con los de corto plazo, para los que normalmente recu-
rren a la banca comercial y que son utilizados para hacer
frente a su gasto corriente.

El monto contratado por esta vía asciende a unos 50 mil
millones de pesos, de acuerdo con una compilación hecha
por el diario a partir de reportes de agencias calificadoras.2

Un día antes, el periódico Excélsior reportó que Aguasca-
lientes y Zacatecas no habían podido hacer frente a los
compromisos contraídos con instituciones financieras, por
lo que el Grupo Interacciones mandó al Buró de Crédito al
primer estado, mientras que el segundo solicitó una rees-
tructura con Banamex.3

Aguascalientes, cuya deuda con Grupo Interacciones as-
ciende a 110 millones de pesos, se convirtió de esta mane-
ra en la primera entidad federativa que por falta de pago es
boletinada al Buró de Crédito. Ante tal panorama y a fin de
que las decisiones financieras de estados y municipios no
afecten los resultados macroeconómicos en el corto plazo
ni a las futuras generaciones, la presente iniciativa se ins-
cribe en el ánimo de transparentar las condiciones en las
cuales los gobiernos locales y municipales contratan deuda
pública.
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Argumentos que sustentan la presente iniciativa

Es preciso aclarar que la presente iniciativa no pretende
vulnerar la soberanía de estados ni de municipios, ni des-
conocer los avances que en materia de federalismo se han
registrado en el país, pero ante los riesgos potenciales de
un endeudamiento subnacional descontrolado, es preciso
que el Congreso de la Unión intervenga para establecer cri-
terios generales que eviten el que la deuda pública se con-
vierta en un problema de alcance nacional.

Para el grupo Parlamentario de Convergencia en la H. Cá-
mara de Diputados, uno de los mayores problemas en ma-
teria de contratación de créditos es la falta de transparencia
y rendición de cuentas: en términos generales no tenemos
datos que nos permitan saber cómo y para qué se endeudan
los gobiernos estatales y municipales.

Si bien es cierto que la descentralización ha permitido a es-
tados y municipios de nuestro país una mayor potestad en
el ejercicio del gasto, ante el hecho de que su poder recau-
datorio es escaso, la mayor parte de los recursos ejercidos
provienen de las aportaciones federales.

A diferencia de países como Brasil, en la que la recauda-
ción total de los gobiernos subnacionales asciende al 30%;
o de Argentina y Colombia, donde es de alrededor del 15%,
México no ha avanzado en la descentralización de sus re-
cursos tributarios. En promedio, la recaudación subnacio-
nal oscila entre el 3 y 4% de los ingresos tributarios totales
de nuestro país4. La columna vertebral de los ingresos pro-
pios la constituyen para el caso de las entidades federativas
el impuesto sobre nóminas y el impuesto al turismo, en el
caso de los municipios la fuente más importante de ingre-
sos es el impuesto predial. 
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Además de los recursos que reciben de la federación, y de
lo que logran recaudar vía impuestos locales y prestación
de servicios públicos, un tercer mecanismo de estados y
municipios para hacerse de recursos es el endeudamiento.
De ahí la importancia de inducir cambios al marco legal vi-
gente, a fin de transparentar su uso y contratación.

Normatividad vigente en relación con endeudamiento
subnacional

En países federales como el nuestro, el endeudamiento es
un acto soberano que solamente compete a estados y mu-
nicipios. En México, es facultad de las legislaturas locales
establecer en las leyes de ingresos aprobadas para cada
ejercicio anual, los montos de endeudamiento y los con-
ceptos por los que se contrata deuda. Sin embargo, al revi-
sar las distintas legislaciones locales se observa la falta de
parámetros comunes a todas las entidades del país para la
contratación de la misma5.

En México, los ordenamientos relacionados con la contra-
tación de deuda pública son los siguientes:

1. La fracción VIII del artículo 73 constitucional, en
cuanto a normatividad aplicable en materia de deuda
pública federal. De acuerdo con ésta, el Congreso de la
Unión se encuentra facultado para establecer las bases
sobre las cuales el Ejecutivo federal puede celebrar em-
préstitos, aprobar los montos de endeudamiento y reco-
nocer y mandar pagar la deuda nacional.

En esta misma fracción se asienta una norma de carác-
ter prudencial para regular el endeudamiento, al estable-
cer que ningún empréstito podrá celebrarse sino para la
ejecución de obras que directamente produzcan un in-
cremento en los ingresos públicos, salvo los que se rea-
licen con propósitos de regulación monetaria, para ope-
raciones de conversión o para hacer frente a alguna
emergencia declarada por el Presidente de la República
en términos del artículo 29.

2. La fracción VIII del artículo 117 constitucional, que
instaura la normatividad para el caso del endeudamien-
to de estados y municipios. En ella se mencionan las fa-
cultades de los congresos locales para legislar en mate-
ria de empréstitos y se establece que las entidades
federativas no podrán contraer obligaciones o emprésti-
tos con gobiernos o con particulares extranjeros, ni rea-
lizar pagos por concepto de deuda en moneda extranje-
ra o fuera del territorio nacional, a la vez que condiciona
la contratación de empréstitos a la realización de inver-
siones públicas productivas.

3. En un segundo nivel en cuanto a ordenamientos sobre
contratación y manejo de la deuda pública están la Ley
General de Deuda Pública, que es el mecanismo legal
que regula el endeudamiento a nivel federal y del Dis-
trito Federal; y el Artículo 9º de la Ley de Coordinación
Fiscal6, que hace lo propio para estados y municipios.
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En 1995 se hicieron modificaciones a éste último y a su
reglamento para permitir que las entidades y municipios
efectuaran los pagos de las obligaciones garantizadas
con la afectación de sus participaciones, de acuerdo con
los mecanismos y sistemas de registro establecidos en
sus leyes estatales de deuda.

El citado artículo establece la obligación de las entida-
des de inscribir los créditos contratados en el Registro
de Obligaciones y Empréstitos de Entidades Federativas
y Municipios, que lleva la Secretaría de Hacienda y Cré-
dito Público. Este requisito tiene fines meramente infor-
mativos, en virtud de que la citada dependencia federal
no tiene a su cargo la ejecución de las participaciones
afectadas.

Dicha reforma entró en vigor el 11 de enero de 1996,
cuando sólo Baja California, Chihuahua, Nuevo León,
Querétaro, Sonora, Tamaulipas y Yucatán contaban con
leyes estatales de deuda. A partir de entonces, las enti-
dades procedieron a crear, revisar y actualizar sus regu-
laciones.

4. El Reglamento del artículo 9º de la Ley de Coordina-
ción Fiscal en materia de registro de obligaciones y em-
préstitos de entidades federativas y municipios, cuya re-
forma más reciente se publicó en el Diario Oficial de la
Federación el 15 de octubre de 2001.

5. A nivel local, la contratación de deuda está regulada
por las constituciones locales y las leyes estatales de
deuda.

Entorno del financiamiento a estados y municipios

En México, el desarrollo del mercado local de financia-
miento a estados y municipios inició a finales de los años
noventa, cuando la calificadora Fitch Raitings asignó a So-
nora la primera calificación de riesgo crediticio a una enti-
dad mexicana. En la misma época, un grupo de estados to-
maron la decisión de ser calificados: Aguascalientes,
Chihuahua, Coahuila, Quintana Roo, Estado de México,
San Luis Potosí, Puebla, Tabasco, Nuevo León, Morelos y
Veracruz.

En diciembre de 1999, la Secretaría de Hacienda emitió re-
glas de capitalización para la banca con lo que de manera
indirecta se buscó regular el financiamiento subnacional.
Fue entonces cuando se introdujo un esquema de requeri-
mientos de capitalización bancaria, en función de los por-

centajes de ponderación de riesgo crediticio de dos califi-
cadoras autorizadas por la Comisión Nacional Bancaria y
de Valores (CNBV).

Con tal medida se buscaba desalentar apoyos extraordina-
rios y rescates financieros del gobierno federal; otorgar
mayor independencia y responsabilidad en el manejo de las
finanzas y deuda a estados y municipios; diversificar sus
alternativas de crédito y acceso al mercado bursátil; y dife-
renciar el riesgo crediticio entre entidades calificadas y no
calificadas.

Los estados y municipios con mayor solvencia crediticia
fueron los primeros en solicitar calificaciones, ya que de-
pendían en gran medida de los créditos otorgados por la
banca de desarrollo a un precio alto (por ser el único acre-
edor importante), y su motivación inmediata era reducir el
costo de financiamiento. Pero en un periodo de tiempo re-
lativamente corto, más estados y municipios solicitaron ca-
lificaciones de riesgo crediticio no sólo para reducir el cos-
to del financiamiento, sino también para compararse con
otras entidades en términos de su calidad crediticia7.

Al 11 de mayo de 2009, de acuerdo con Standard & Poo-
r’s, la calidad crediticia de los estados y municipios mexi-
canos oscilaba en un rango de “mxBBB+” a “mxAA+” en
la escala nacional, es decir, entre una “capacidad adecuada
para cumplir con sus obligaciones financieras, pero más
sujeto a condiciones económicas adversas” y una “capaci-
dad muy fuerte de cumplir con sus obligaciones financie-
ras”8.

En 2010, en su reporte especial titulado Mayor gasto y en-
deudamiento de las entidades subnacionales: menor flexi-
bilidad financiera y una difícil perspectiva, la calificadora
Fitch Ratings señalaba que la flexibilidad financiera de es-
tados y municipios se había reducido en el periodo 2004-
2009, producto de diversos factores tales como crecimien-
to del gasto operacional por encima de los ingresos
corrientes; aumento sustancial en el endeudamiento de lar-
go plazo para mantener o incrementar los niveles de inver-
sión pública y presiones de liquidez9.

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público también ha
confirmado que en términos generales las calificaciones
crediticias de todos los estados del país han ido a la baja.

Si bien una calificación de riesgo crediticio proporciona in-
formación al mercado, por sí misma no es suficiente para
otorgar certidumbre en materia de endeudamiento subna-
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cional, sobre todo si se carece de marcos regulatorios cla-
ros que incluyan disposiciones en materia de transparencia
y fiscalización.

En el caso del endeudamiento de las entidades federativas
y municipios, es determinante disponer de información
completa, oportuna y confiable, para evaluar los riesgos
crediticios, medir la voluntad de pago, así como la solven-
cia o capacidad de cumplir con las obligaciones y compro-
misos durante la vigencia que se contrate10.

La presente iniciativa tiene como propósito impulsar el
desarrollo de acciones que permitan a la sociedad conocer
las condiciones en las cuales se da la contratación de cré-
ditos por parte de estados y municipios.

Con el fin de transparentar la información sobre endeuda-
miento subnacional se propone la adición de un artículo 9º
Bis a la Ley de Coordinación Fiscal con el fin de que la so-
ciedad, el mercado y las entidades fiscalizadores cuenten
con elementos para evaluar el destino y ejercicio de los re-
cursos obtenidos por esta vía, los cuales deben ser una
fuente para impulsar inversiones con alto rendimiento eco-
nómico y social, no para cubrir gasto corriente.

El marco normativo mexicano en materia de deuda pública
parte de la existencia de una serie de disposiciones a nivel
constitucional y de leyes federales y locales para regular la
contratación de empréstitos. En este modelo es de suma
importancia la existencia de un sistema integrado y trans-
parente de información financiera, así como el impulso de
políticas fiscales prudentes por parte de estados y munici-
pios.

El endeudamiento puede darse para el desarrollo de pro-
yectos que son necesarios para mejorar las condiciones de
vida de una comunidad, pero también puede ser el resulta-
do de un mal manejo financiero. De allí la importancia de
que al lado de los controles basados en reglas se establez-
can medidas para mejorar la gestión financiera y para con-
tar con información actualizada y de buena calidad.

Fundamento legal

Por lo anteriormente expuesto y fundado, el suscrito dipu-
tado federal a la LXI Legislatura e integrante del Grupo
Parlamentario del Partido Convergencia, con fundamento
en lo dispuesto en la fracción II del artículo 71 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 77 del

Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a la consi-
deración de esta Soberanía la siguiente iniciativa con pro-
yecto de

Decreto que adiciona un Artículo 9º Bis a la Ley de Co-
ordinación Fiscal. 

Texto normativo propuesto

Artículo Único. Se adiciona un artículo 9º Bis a la Ley de
Coordinación Fiscal, para quedar en los siguientes térmi-
nos:

Artículo 9 Bis. Toda información relacionada con la deu-
da contratada por Estados y municipios, sea ésta de corto,
mediano o largo plazo, y sin importar su forma de garantía
de pago, debe ser pública.

Cualquier tipo de obligación financiera contratada por es-
tados y municipios con instituciones de crédito, sea cual
sea la denominación que se le otorgue (crédito, empréstito,
endeudamiento o cualquier otra) debe ser considerada co-
mo deuda para fines informativos.

A fin de homologar la información que sobre deuda repor-
ten los estados y municipios, ésta debe considerar al menos
el nombre o razón social del acreedor, el destino de los re-
cursos, las fechas de suscripción y de vencimiento del cré-
dito, los saldos de vencimiento, la tasa de interés a la que
se contrató y el decreto a través del cual se autorizó el pro-
ceso de endeudamiento, así como cualquier movimiento de
reestructuración que se realice y los términos en los que és-
te se da.

Estados y municipios deberán publicar en los sitios elec-
trónicos de sus respectivas secretarías de finanzas o su
equivalente dicha información.

Al término de cada ejercicio fiscal, los gobiernos locales y
municipales deberán reportar la proporción que representa
el endeudamiento respecto del Producto Interno Bruto, de
sus participaciones federales y de sus ingresos propios. 

Corresponderá a los Congresos de cada entidad federativa
regular que el endeudamiento estatal y municipal guarde
proporción con la capacidad de pago de los gobiernos y
que se constituya en un instrumento de crecimiento econó-
mico y bienestar social.
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Artículo transitorio

Único. La presente reforma entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 Arrating. “Disminuyen 20 estados su deuda pública de diciembre
2009 a junio 2010”. Disponible en línea: 

http://www.arrating.com.mx/vwAnalisis.php?idi=27057&tar=1

2 “Suman pasivos un monto cercano a los $50 mil millones. Ahoga a
estados su deuda pública” en Reforma, 22 de marzo de 2011.

3 “Zacatecas y Aguascalientes, ahogados por las deudas” en Excélsior,
21 de marzo de 2011.

4 Juan C. Gómez Sabaini y Juan Pablo Jiménez. Presentación: El fi-
nanciamiento de los gobiernos subnacionales en Amérlica Latina. 23
Seminario Regional de Política Fiscal CEPAL/Naciones Unidas. San-
tiago de Chile, 18 al 21 de enero de 2011.

5 Para una descripción detalla de las diferencias que prevalecen entre
las constituciones y las leyes de deuda pública de los estados del país,
consúltese el estudio El marco jurídico de la deuda pública en entida-
des federativas, editado por aregional.com en marzo de 2006.

6 La Ley de Coordinación Fiscal fue modificada el 15 de diciembre de
1995 y para el caso específico de su artículo 9º, el 15 de octubre de
2001.

7 Standard & Poor’s. Las calificaciones de riesgo crediticio en las en-
tidades subnacionales de América Latina. 2009, p. 

8 Standard & Poor’s. “Estados y municipios en México enfrentarán di-
fícil prueba hacia 2010 para equilibrar sus presupuestos”, 27 de mayo
de 2009. Disponible en línea: ipmcs.fiu.edu/past/2009/09_SP_Mexi-
co_EdosyMunis_Retos.pdf

9 Fitch Ratings. Mayor gasto y endeudamiento de las entidades subna-
cionales: menor flexibilidad financiera y una difícil perspectiva, Sep-
tiembre 2010. Disponible en línea: www.freelf.com/presentacion-
fitch.pdf

10 Mensaje de Juan Manual Portal Martínez, Auditor Superior de la
Federación, el Foro de Deuda Pública en los Estados, realizado en la
H. Cámara de Diputados en abril de 2011.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, en México, Distrito Fe-
deral, el 6 de septiembre de 2011.— Diputados: Pedro Jiménez León,
Laura Arizméndi Campos, María Guadalupe García Almanza, Silvia
Puppo Gastélum (rúbricas).»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Gra-
cias, señor diputado. En relación a la primera, a la reforma
al artículo 9 Bis de la Ley de Coordinación Fiscal, túrnese
a la Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dic-
tamen.

El diputado Pedro Jiménez León: «Iniciativa que refor-
ma los artículos 74 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, y 21 y 23 de la Ley para la Coor-
dinación de la Educación Superior, a cargo del diputado
Pedro Jiménez León, del Grupo Parlamentario de Conver-
gencia

Problemática

Uno de los problemas centrales que vive nuestro país es el
relativo al profundo rezago educativo, que observamos en
los bajos niveles de aprovechamiento escolar (desde la en-
señanza básica hasta la superior), en los magros montos de
la inversión que se destina a investigación científica y tec-
nológica, así como la insuficiente infraestructura educativa
de los niveles medio superior y superior.

A través de esta Iniciativa de Ley se propone que el Estado
mexicano asuma un papel fundamental para corregir la exi-
gua oferta educativa a nivel superior e instaurar los presu-
puestos plurianuales para las universidades públicas, toda
vez que su rol es fundamental para el desarrollo de los in-
dividuos y de la sociedad en su conjunto.

De acuerdo con datos proporcionados por la Universidad
Nacional Autónoma de México (UNAM), en febrero del
año pasado, de los 115 mil 736 estudiantes que presentaron
el examen de ingreso para cursar una licenciatura en nues-
tra Máxima Casa de Estudios, sólo 10 mil 350 fueron se-
leccionados, lo que dejó fuera a 91% de los aspirantes.1

Datos de la Coordinación de Planeación de la UNAM
muestran que en el último decenio, las solicitudes para in-
gresar al nivel licenciatura en dicha casa de estudios prác-
ticamente se duplicaron al pasar de 88 mil 586 aspirantes
en el ciclo 2001-2002 a 170 mil 558 en el ciclo 2010-2011;
mientras que la demanda atendida se mantuvo en un pro-
medio de 9%.
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Una situación similar se presenta en el Instituto Politécni-
co Nacional (IPN) y en las universidades estatales. En el
caso del IPN, este año la solicitud de aspirantes llegó a 90
mil 600, cuando la oferta es de apenas 24 mil 200 lugares.

Adicionalmente existen brechas de cobertura como reflejo
de las desigualdades económicas regionales existentes. En
cuatro estados del país (Quintana Roo, Chiapas, Oaxaca y
Guerrero), es inferior al 20%.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 6 de septiembre de 2011183

Cuadro 1. UNAM. Demanda  e ingreso a la licenciatura (2000-2011)2



La Asociación de Nacional de Universidades e Institu-
ciones de Educación Superior (ANUIES), apoyándose
en las proyecciones del Consejo Nacional de Población
(CONAPO), estima que el grupo de edad específico de
educación superior (de 16 a 22 años) sólo empezará a
descender a partir del 2025. En consecuencia, la diná-
mica demográfica de nuestra población impone el reto
de ampliar la cobertura de la educación superior.4

La propia ANUIES ha estimado que para el año 2020 de-
bemos aspirar como país a una cobertura de la educación
superior cercana al 50% de la demanda existente, “lo que
implicaría alcanzar una matrícula de poco más de 4 millo-
nes 700 mil estudiantes en 2020; es decir, alrededor de 1
millón 700 mil jóvenes adicionales a la matrícula actual, lo
que supondría un aumento sostenido de aproximadamente
170 mil en promedio por año”.5

La educación representa una inversión fundamental para
elevar la calidad del capital humano, responder a los cam-
bios que tienen lugar en los mercados laborales y dar con-
diciones de desarrollo a las futuras generaciones. Adicio-

nalmente, la inversión en educación impacta favorable-
mente a la economía de las naciones. De acuerdo con datos
de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo
Económico (OCDE), una persona que cuenta con un diplo-
ma universitario generará a lo largo de su vida laboral más
en impuesto sobre la renta y contribuciones sociales que un
individuo con una cualificación menor.

En el informe Panorama de la Educación 2010, publicado
por la OCDE, se establece que México dedica el 5.7% de
su ingreso nacional a educación, monto que en compara-
ción con su gasto público, lo ubica como la nación con la
mayor tasa de inversión en ese rubro: 21.7% del gasto pú-
blico total frente al 13.3% promedio en el conjunto de paí-
ses que forman parte del organismo internacional. Sin em-
bargo, ocupamos el último lugar en las pruebas de
aprovechamiento escolar, según datos del Programa Inter-
nacional para la Evaluación de los Alumnos (PISA, por sus
siglas en inglés).

Una respuesta a tal situación se debe buscar en el hecho de
que nuestro gasto por alumno permanece muy bajo en to-
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Cuadro 2. Cobertura total de la educación superior
por entidad federativa, ciclo escolar 2009-20103

Fuente: Subsecretaría de Educación Superior con base en los datos del formato 911 y las proyecciones de población de CONAPO



dos los niveles escolares: 2 mil 111 dólares en primaria
comparado con un promedio de 6 mil 741 en el resto de
países de la OCDE; 2 mil 236 dólares en secundaria contra
un promedio de 8 mil 267; y 6 mil 971 dólares en educa-
ción superior frente a un promedio de 12 mil 907 dólares.
Adicionalmente, más del 90% del presupuesto en educa-
ción se destina a gasto corriente.

En cuanto a los recursos destinados al desarrollo de la cien-
cia, América del Norte, Europa y Asia realizan el 96% del
total de la inversión que se da en el mundo. Según el Ob-
servatorio Iberoamericano de la Ciencia, la Tecnología y la
Sociedad, en 2007 el porcentaje de inversión en América
Latina y el Caribe fue de apenas 2.2%.

Cifras como las anteriores muestran la urgente necesidad
de construir una visión de largo alcance en el campo de la
educación.

La formación de capital humano es un proceso que requie-
re de un esfuerzo de muchos años, que sólo puede rendir
frutos cuando la planificación y la operación cotidianas se
dan en un marco de certidumbre, por lo que la existencia de
presupuestos plurianuales es un imperativo en la actuali-
dad. Es imposible una planeación estratégica cuando los
esfuerzos se concentran en la obtención de recursos para
cubrir lo indispensable.

En el pasado periodo de sesiones, nuestro Grupo Parla-
mentario presentó ante esta Soberanía una Iniciativa para
reformar el artículo 9 Bis de la Ley de Ciencia y Tecnolo-
gía, a fin de que el monto destinado a ciencia y tecnología
no sea inferior al 1% del PIB, misma que fue aprobada por
el pleno de la Cámara. Ahora, nuestros esfuerzos van enca-
minados a lograr que los presupuestos plurianuales se con-
viertan en una realidad para las instituciones públicas de
enseñanza superior.

Argumentos que sustentan la presente iniciativa

El Grupo Parlamentario de Convergencia en la Cámara de
Diputados está convencido de que como nación requeri-
mos de una política de Estado en materia de financiamien-
to a la educación superior, a fin de sacar de la esfera de po-
lítico-partidista la voluntad de apoyar o no a las
instituciones de Educación Superior que, por la labor que
realizan, son estratégicas para el desarrollo del país.

Nuestra estructura federal demanda necesaria la participa-
ción de los tres niveles de gobierno en la decisión de que a

través del financiamiento a la educación superior se apoye
la inserción de nuestro país en el grupo de las llamadas so-
ciedades del conocimiento; lo contrario significaría conde-
nar a millones de mexicanos a la incertidumbre económica
y a la desigualdad secular.

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
consagra en su artículo 74 las facultades exclusivas de la
Cámara de Diputados, entre las que se encuentra la apro-
bación del Presupuesto de Egresos de la Federación. La
fracción IV, párrafo primero, establece que la aprobación
del mismo se realizará anualmente “previo examen, discu-
sión y, en su caso, modificación del Proyecto enviado por
el Ejecutivo Federal, una vez aprobadas las contribuciones
que, a su juicio, deben decretarse para cubrirlo”.

Como es claro, en materia presupuestal, el legislador de
1917 retomó uno de principios clásicos del Estado liberal:
el de anualidad o vigencia del presupuesto durante un año
fiscal, lo que circunscribe en un periodo de doce meses la
elaboración, aprobación, ejecución y control del mismo.

Con este modelo presupuestal, centrado en la búsqueda de
un equilibrio entre los ingresos y el gasto público, hemos
funcionado por cerca de cien años. Sin embargo, desde fi-
nales de los años ochenta del siglo pasado, se han hecho es-
fuerzos por construir un Derecho de los Gastos Públicos
basado en las necesidades de los ciudadanos. El catedráti-
co de la Universidad de Alicante, Juan José Bayona de Pe-
rogordo, ha sido pionero en el desarrollo de una concep-
ción según la cual el estudio de las necesidades públicas
debe estar en el origen de la definición y orientación del
presupuesto.

Desde un enfoque que considere las necesidades públicas
de un país como México que cuenta con un bono demo-
gráfico importante y que requiere abatir la pobreza y la
desigualdad, los presupuestos plurianuales nos permitirían
arribar a un esquema de financiamiento sostenido a la edu-
cación superior. Varios son los beneficios que ofrece este
instrumento:6

1). Facilita el seguimiento y cumplimiento de los pro-
gramas y proyectos cuyos objetivos se cumplen en un
periodo plurianual. Tal es el caso de la inversión en en-
señanza, investigación e infraestructura educativa;

2). Reduce la incertidumbre de las instituciones respec-
to a las asignaciones de mediano plazo;
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3). Incentiva la práctica del planteamiento estratégico
dentro de las instituciones y resulta más efectivo al mo-
mento de evaluar resultados presupuestales.

La Comisión Económica para América Latina (CEPAL) ha
hecho énfasis en que tales consideraciones no implican que
en un modelo presupuestario orientado a resultados se eli-
mine el presupuesto anual. Éste debe seguir existiendo, con
la salvedad de que las previsiones contenidas en presu-
puesto plurianual deben ser respetadas en cada presupues-
to anual hasta el cumplimiento del resultado.

Existen razones históricas, jurídicas, de conveniencia téc-
nica, entre otras, que aconsejan mantener el principio de
anualidad del presupuesto, como lo demuestra la práctica
de la mayoría de los países. En tal sentido, el Presupuesto
Multianual serviría como elemento de consulta, que permi-
tiría mejorar la calidad y los fundamentos de las asignacio-
nes anuales, evitando, por caso, la práctica de repetir los
gastos.7

De hecho, con la aprobación de la Ley Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria, reglamentaria del
los artículos 74 fracción IV, 75, 126, 127 y 134 de nuestra
Constitución Política, que entró en vigor el 1 de abril de
2006, se instauró una visión de mediano plazo como base
para formular el paquete económico.

El artículo 16 del citado ordenamiento señala que tanto la
Ley de Ingresos como el Presupuesto de Egresos se elabo-
rarán con base en objetivos y parámetros cuantificables de
política económica, los cuales deberán ser congruentes con
el Plan Nacional de Desarrollo e incluir cuando menos: a)
las líneas generales de política económica; b) los objetivos,
estrategias y metas anuales; c) las proyecciones de las fi-
nanzas públicas para un periodo de cinco años en adi-
ción al ejercicio fiscal en cuestión y d) los resultados de
las finanzas públicas para un periodo de cinco años y del
ejercicio fiscal en cuestión.

Es decir, en los hechos, el Estado ya realiza previsiones de
recaudación y de aplicación dentro de periodos mayores al
año, para el cumplimiento de sus objetivos y metas, ade-
más de inscribir éstos en el marco del Plan Nacional de
Desarrollo, que es en sí mismo un plan estratégico de me-
diano plazo.

En los años recientes, desde los ámbitos legislativo y eje-
cutivo se ha impulsado un aumento del financiamiento fe-
deral a la educación superior, a la vez que han crecido en

alcance y monto los Fondos Extraordinarios dispuestos pa-
ra Instituciones Públicas de Educación Superior, los cuales
son complementarios al financiamiento ordinario.

Datos de la Subsecretaría de Educación Superior de la Se-
cretaría de Educación Pública muestran que de 1996 a
2011, el presupuesto federal para este nivel educativo cre-
ció cerca de 50% en términos nominales, al pasar de 61 mil
169 millones de pesos a 91 mil 497 millones de pesos. En
cuanto a los fondos extraordinarios, mientras que en 2006
existían cinco que contaban con tres mil millones de pesos,
actualmente operan 12 que disponen de recursos por un
monto de poco más de 10 mil millones de pesos.8

A través de dichos mecanismos se ha beneficiado a las Uni-
versidades Públicas Estatales (UPE), a las Universidades
Tecnológicas y a las Universidades Interculturales.

Es tal la importancia adquirida por estos fondos que, en los
últimos cuatro años, alrededor del 25 por ciento —en pro-
medio— del presupuesto asignado a las UPES se entregó
por esta vía, cuando en 2000 y 2006 representaron alrede-
dor de 8 y 10 por ciento del subsidio total, respectivamen-
te.9

Sin embargo, la existencia de estos Fondos Extraordina-
rios, no resuelve los problemas de financiamiento que exis-
ten para este nivel educativo. De hecho, un análisis reali-
zado por ANUIES al Presupuesto de Egresos de la
Federación que aprobó la Cámara de Diputados para el
ejercicio 2011 muestra que la educación superior del país
recibió este año la misma cantidad de recursos que en
2010, lo que representa un decremento en términos reales
debido a la inflación.

Según ANUIES, en 2011 el Fondo para Ampliar y Di-
versificar la Oferta en Educación Superior registró una
caída real de 48%; el Fondo de Apoyo para la Calidad
de los Institutos Tecnológicos (federales y descentrali-
zados) tuvo una variación real de menos 51%, y el Fon-
do para Elevar la Calidad de la Educación Superior tu-
vo un decremento de 43%.10

Se necesita una política de financiamiento sostenido y cre-
ciente para la educación superior. La agenda en la materia
también incluye avanzar en la configuración de presupues-
tos plurianuales e involucrar a los gobiernos estatales para
que contribuyan de manera creciente al sostenimiento de la
educación superior.
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Bajo las consideraciones anteriores, proponemos se refor-
me el artículo 74 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos para otorgar a la Cámara de Diputados
la facultad de aprobar presupuestos plurianuales respecto
de las actividades que son propias de las instituciones pú-
blicas de educación superior, con el objetivo de impulsar
una política integral de apoyo a sus actividades de ense-
ñanza, investigación y particularmente de ampliación de
la infraestructura educativa.

Asimismo, consideramos necesarias reformas a los Artícu-
los 21 y 23 de la Ley para la Coordinación de la Educación
Superior, para establecer las bases de aplicación de los pre-
supuestos plurianuales, así como las normas que en mate-
ria de transparencia y rendición de cuentas regirán para di-
chas entidades.

Fundamento legal

Por lo anteriormente expuesto y fundado, el suscrito dipu-
tado federal a la LXI Legislatura e integrante del Grupo
Parlamentario del Partido Convergencia, con fundamento
en lo dispuesto en la fracción II del artículo 71 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 77 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a la consi-
deración de esta Soberanía la siguiente iniciativa con pro-
yecto de Decreto que reforma el Artículo 74 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos y el
Artículo 21 de la Ley para la Coordinación de la Educación
Superior.

Texto normativo propuesto

Artículo Primero. Se reforma el inciso IV del artículo 74
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos para quedar como sigue:

Artículo 74. Son facultades exclusivas de la Cámara de Di-
putados:

I. a III. ...

IV. Aprobar anualmente el Presupuesto de Egresos de la
Federación, previo examen, discusión y, en su caso, mo-
dificación del Proyecto enviado por el Ejecutivo Fede-
ral, una vez aprobadas las contribuciones que, a su jui-
cio, deben decretarse para cubrirlo. Asimismo, podrá
autorizar en dicho Presupuesto las erogaciones pluria-
nuales para aquellos proyectos de inversión en infraes-
tructura que se determinen conforme a lo dispuesto en la

ley reglamentaria; las erogaciones correspondientes de-
berán incluirse en los subsecuentes Presupuestos de
Egresos. La Cámara de Diputados aprobará al inicio
de cada sexenio un presupuesto plurianual para las
instituciones públicas de educación superior.

El Ejecutivo Federal hará llegar a la Cámara la Iniciati-
va de Ley de Ingresos y el Proyecto de Presupuesto de
Egresos de la Federación a más tardar el día 8 del mes
de septiembre, debiendo comparecer el secretario de
despacho correspondiente a dar cuenta de los mismos.
La Cámara de Diputados deberá aprobar el Presupuesto
de Egresos de la Federación a más tardar el día 15 del
mes de noviembre.

Cuando inicie su encargo en la fecha prevista por el ar-
tículo 83, el Ejecutivo Federal hará llegar a la Cámara la
Iniciativa de Ley de Ingresos y el Proyecto de Presu-
puesto de Egresos de la Federación a más tardar el día
15 del mes de diciembre.

No podrá haber otras partidas secretas, fuera de las que
se consideren necesarias, con ese carácter, en el mismo
presupuesto; las que emplearán los secretarios por
acuerdo escrito del Presidente de la República.

Quinto párrafo. (Se deroga)

Sexto párrafo. (Se deroga)

Séptimo párrafo. (Se deroga)

Sólo se podrá ampliar el plazo de presentación de la ini-
ciativa de Ley de Ingresos y del Proyecto de Presupues-
to de Egresos, cuando medie solicitud del Ejecutivo su-
ficientemente justificada a juicio de la Cámara o de la
Comisión Permanente, debiendo comparecer en todo
caso el Secretario del Despacho correspondiente a in-
formar de las razones que lo motiven;

V. a VIII. ...

Artículo Segundo. Se reforman los artículos 21 y 23 de la
Ley para la Coordinación de la Educación Superior para
quedar como sigue:

Artículo 21. La Federación programará, presupuestará
y aprobará recursos a las instituciones públicas de edu-
cación superior con carácter plurianual para el cumpli-
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miento de sus fines. Adicionalmente éstas podrán llevar
a cabo programas para incrementar sus recursos pro-
pios y ampliar sus fuentes de financiamiento.

Con el propósito de brindarles certidumbre para la re-
alización de sus actividades de docencia, investigación,
expansión de su oferta educativa y difusión de la cultu-
ra, al inicio de cada periodo sexenal se aprobará un pre-
supuesto plurianual, el cual operará como un comple-
mento del presupuesto anual de carácter obligatorio.
En ambos instrumentos se buscará fortalecer el gasto
en inversión para subsanar los rezagos en infraestruc-
tura y modernizar ésta.

El presupuesto federal para educación superior y los
presupuestos para las instituciones de educación supe-
rior en ningún caso deberán ser inferiores en términos
reales a los ejercidos durante el periodo plurianual in-
mediato anterior.

En todos los aspectos correspondientes al proceso de
elaboración, aprobación, actualización y evaluación del
presupuesto plurianual para las instituciones públicas
de educación superior serán de aplicación las normas
jurídicas y técnicas que rigen el Presupuesto de Egresos
de la Federación.

Las Instituciones Superiores de Educación Superior,
para fines de transparencia y rendición de cuentas ob-
servarán las disposiciones establecidas en la Ley Fede-
ral de Transparencia y Acceso a la Información Pública
Gubernamental.

Artículo 23. Los recursos que conforme al Presupuesto de
Egresos de la Federación se asignen a las instituciones de
educación superior se determinarán, en un marco de pro-
yección plurianual, atendiendo a las prioridades naciona-
les y a la participación de las instituciones en el desarrollo
del sistema de educación superior y considerando la plane-
ación institucional y los programas de superación académi-
ca y de mejoramiento administrativo, así como el conjunto
de gastos de operación previstos.

Para decidir la asignación de los recursos a que se refiere
el párrafo anterior, en ningún caso se tomarán en cuenta
consideraciones ajenas a las educativas. Con tal fin, el go-
bierno federal, los gobiernos estatales y el poder Legis-
lativo transparentarán los criterios para la asignación
de dichos recursos.

Artículo transitorio

Único. La presente reforma entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 “Rechazados, 91 por ciento de los aspirantes a ingresar a la UNAM”
en La Jornada, jueves 8 de abril de 2010.

2 Universidad Nacional Autónoma de México. Dirección General de
Planeación. Portal de Estadística Universitaria. Series estadísticas.
Disponible en la dirección electrónica: http://www.estadistica.unam.
mx/ series_inst/index.php

3 Rodolfo Tuirán. La educación superior en México: avances, rezagos
y retos. Documento disponible en formato electrónico: www.ses.sep.
gob. mx/work/sites/.../VF-CAMPUS_MILENIO%5B1%5D.pdf

4 Axel Didriksson, Planeación y prospectiva de la educación superior:
el itinerario de la ANUIES. Disponible en formato electrónico en
http://www.anuies.mx/servicios/p_anuies/publicaciones/revsup/res116
/ftext6.htm

5 Rodolfo Tuirán. Op. Cit., p. 5.

6 Roberto A. Martirene. Manual de presupuesto plurianual. Instituto
Latinoamericano y del Caribe de Planificación Económica y Social
(ILPES)/Comisión Económica para América Latina (CEPAL), Santia-
go de Chile, noviembre de 2007, pp. 16-18.

7 Idem., pp. 17-18

8 “Destina el Gobierno Federal más de 91 mil millones de pesos a edu-
cación superior en este año”. Secretaría de Educación Pública, Comu-
nicado 018, 24 de febrero de 2011.

9 Rodolfo Tuirán. Op. Cit., p. 18.

10 “Disminuye, en términos reales, el gasto en educación superior” en
La Jornada, 22 de noviembre de 2010.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, en México, Distrito Fe-
deral, el 6 de septiembre de 2011.— Diputados: Pedro Jiménez León,
Laura Arizméndi Campos, María Guadalupe García Almanza, Silvia
Puppo Gastélum (rúbricas).»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: En
relación a la reforma al artículo 74 constitucional, y 21 y
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23 de la Ley de Coordinación de la Educación Superior,
túrnese a las Comisiones Unidas de Puntos Constitucio-
nales y de Educación Pública y Servicios Educativos,
para dictamen.

El diputado Pedro Jiménez León: «Iniciativa que reforma
el artículo 40 de la Ley para el Fomento de la Investigación
Científica y Tecnológica, a cargo del diputado Pedro Jimé-
nez León, del Grupo Parlamentario de Convergencia

El suscrito, Pedro Jiménez León, en mi carácter de diputa-
do federal del honorable Congreso de la Unión, en ejerci-
cio de la facultad que me confieren los artículos 71, frac-
ción II, 72 y 78 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y con fundamento en los artículos 77 y
78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a la
consideración de esta soberanía la siguiente iniciativa de
ley con proyecto de decreto, por la que se adicionan un se-
gundo y tercer párrafo al artículo 40 de la Ley para el Fo-
mento de la Investigación Científica y Tecnológica : 

Problemática

El Instituto Mexicano del Petróleo (IMP), creado por de-
creto presidencial en el año de 1965, fue concebido para
llevar a cabo tareas de investigación científica básica, el
desarrollo de nuevas tecnologías y procesos, la realización
de estudios técnicos y económicos, la ejecución de proyec-
tos de nuevas instalaciones industriales y la prestación de
servicios de carácter tecnológico, atendiendo los requeri-
mientos de las industrias petrolera, petroquímica y quími-
ca.

En la que podríamos denominar su etapa de esplendor, que
alcanzó su momento cúspide a finales de la década de los
años setenta e inicios de los ochentas del siglo XX, el IMP
desarrolló actividades muy importantes en beneficio de Pe-
mex, suministrándole avances originados en sus tareas de
investigación, contribuyendo al desarrollo tecnológico de
la empresa petrolera nacional.

Como lo señala el investigador Guillermo Guajardo “...el
Instituto pasó a formar parte de los centros de investigación
públicos para dar atención a diversos organismos públicos.
Para mediados de la década de 1970 era uno de los centros
de investigación en petróleo y petroquímica más importan-
tes del Tercer Mundo. Veinte años más tarde cubría casi to-
dos los aspectos de la industria y había desarrollado más de
40 procesos de transformación industrial, algunos se ex-

portaron y poseía el índice de patentamiento por institución
más alto del país. En 1993 tenía 389 patentes vigentes y 64
patentes en el extranjero, en su mayoría de procesos de re-
finación y químicos (30%) aditivos y productos químicos
(25%), catálisis y manufacturas (14%).1

La evolución seguida en la relación entre el IMP y Pemex
fue favorable para ambas partes, como lo prueba el hecho
de que en los años 1970 y 1971 el IMP recibió el pago de
regalías por parte de Pemex, debido al uso de su tecnolo-
gía, así como la aplicación de sus productos de patente.

En el mismo contexto, en 1971 se concluyeron las prime-
ras plantas cuya proyección correspondió al IMP, además
de procesos de refinación debidos a su autoría, mientras
que en 1973 contribuyó de manera decisiva en la produc-
ción nacional de poliéster, así como a la consolidación de
la refinería de Salamanca, Guanajuato.

Son numerosas las contribuciones del IMP en poco más de
20 años de su existencia, sin embargo, diversos aconteci-
mientos que se fueron ligando, como las restricciones pre-
supuestales originadas por la crisis económica de 1982,
modificaron la relación entre el IMP y Pemex.

De esta manera, por disposiciones de la Dirección General
de Pemex, a partir de mediados de los ochentas se estable-
ció que la mayor parte de los proyectos de investigación se-
rían cubiertos como si se tratase de un servicio.

Al respecto, Guillermo Guajardo indica lo siguiente: “Des-
de 1986 en lugar de pagar una cantidad fija mensual al Ins-
tituto, se estableció un sistema de pagos a base de facturas
aprobadas por las áreas y en conformidad con el área de
Pemex que recibía el servicio. El director de Pemex afirmó
que Pemex exigía al IMP que “primero rindiera sus servi-
cios para después pagárselos y que no se admitía anticipos
a priori; por lo que él consideraba. Que este sistema es bue-
no para las finanzas del IMP y de Pemex, ya que es la in-
troducción a un sistema ordenado”.2

Lo que podríamos identificar como una estrategia orienta-
da a reducir la importancia del IMP y la afectación de sus
tareas sustantivas, se recrudeció a partir de las limitaciones
presupuestales que se le siguieron imponiendo, además de
la reducción de su personal, así como la cancelación de los
más distintos proyectos, relacionados con la investigación
de procesos, y la relación con los servicios otorgados a pro-
cesos geofísicos, refinerías y plantas petroquímicas.
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Con la creación de las empresas subsidiarias de Pemex,
vino la afectación definitiva al IMP, como lo relata Gui-
llermo Guajardo “Para 1992... el IMP ya no tenía pre-
supuesto de investigación autónomo. Y debido a la cre-
ación de cuatro organismos subsidiarios de Pemex, el
corporativo no estaba haciendo los pagos correspon-
dientes a las operaciones de cada uno de los organismos
subsidiarios, creándose un problema grave para el Ins-
tituto porque hasta ese entonces se había financiado
mediante un mecanismo de anticipos por Pemex. El an-
ticipo se rompió cuando se crearon los organismos sub-
sidiarios”.3 A lo anterior se sumó otro grave problema pa-
ra el Instituto consistente en “... cada una de las
subsidiarias contrataba obras bajo la modalidad “llave en
mano” con un contratista general que subcontrataba el
equipo cuando avanzaba la ingeniería de detalle, lo cual
antes hacía el IMP para Pemex, pero el contratista que ga-
naba el concurso contrataba libremente en el mercado”.4

Para ilustrar el abandono a que se ha confinado al IMP por
parte de de Pemex y de las autoridades responsables de la
asignación de gasto, a continuación se presenta una gráfica
que ofrece una información de la reducción presupuestal a
la que se ha sometido al organismo, tomando como base
los precios del año 2011, utilizando un deflactor emplean-
do el Índice Nacional de Precios al Consumidor, a fin de
realizar un comparativo en términos de pesos reales para
identificar su comportamiento en el periodo 2000-2011.

De esta manera, observamos que mientras en el año 2000
el IMP recibió un presupuesto de 6,087 millones de pesos
de 2011, a lo largo del periodo de referencia, sólo tuvo un
incremento en 2003, ascendiendo a 6,228 millones de pe-
sos, sin embargo, la caída ha sido más pronunciada a partir
de 2009, dónde sólo alcanzó un presupuesto de 4,357 mi-
llones de pesos, en tanto que para 2010 le correspondieron
4,745 millones de pesos y en el 2011 el presupuesto asig-
nado es de 4,766 millones de pesos.

*Cuadro elaborado con base en información contenida en el portal de
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en lo que se refiere al pre-
supuesto anual devengado. En lo que respecta al año 2011 es el presu-
puesto autorizado.

En este cuadro se observa la caída constante de los re-
cursos presupuestales asignados al IMP en el periodo
2000-2011, lo cual representa para el Grupo Parlamen-
tario de Convergencia una profunda preocupación por
la desatención otorgada para el IMP, a pesar de la im-
portancia estratégica que debiera tener en el desarrollo
de la industria petrolera nacional y del país, cumplien-
do con los objetivos que posibilitaron su surgimiento.

El Grupo Parlamentario de Convergencia reitera la
propuesta orientada por nuestra visión socialdemócra-
ta, misma que ha sido planteada en distintos espacios, y
de manera muy particular en el debate que rodea a la
aprobación del Presupuesto de Egresos en la Cámara
de Diputados, consistente en dotar de mayores recursos
al IMP sin encontrar el apoyo de los grupos parlamen-
tarios tradicionales. Sin embargo, reiteramos que man-
tendremos esta justa demanda en las sucesivas discu-
siones en materia presupuestaria, destacando la
importancia que el IMP puede desempeñar en el avan-
ce del país.

Argumentación

Los factores que han contribuido a reducir la importancia
del IMP, al grado de no poder dar cumplimiento a las tare-
as que le fueron encomendadas desde su creación, se in-
sertan en la estrategia de desatención al que se ha recurri-
do, tanto en el caso de PEMEX, como a los organismos que
pudieran aportar soluciones a los graves problemas que en-
frenta la industria petrolera en México.
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Con una tendencia inocultable iniciada en las postrimerías
del siglo pasado, consistente en evadir las disposiciones
constitucionales en la materia, la política energética ha he-
cho posible, aprovechando los “vacíos legales existentes”
la cada vez mayor participación de actores privados en la
exploración y explotación de los yacimientos petrolíferos,
extendiendo su práctica en todas aquellas zonas donde la
industria se desarrolla.

Además, muchos de los actores privados a los que nos he-
mos referido, son extranjeros y representan a consorcios
multinacionales que efectúan actividades similares en todo
el mundo. Su poderío económico es de sobra conocido y
les permite contar con el apoyo tanto de las autoridades fe-
derales, así como de funcionarios de las áreas correspon-
dientes de PEMEX a efecto de obtener jugosas ganancias
que son obtenidas por la vía de erigirse, en los hechos, en
la única opción para hacer avanzar a la industria.

Al suscribir contratos con Pemex obtienen la mayor parte
de sus monumentales ganancias, al proveer a la paraestatal
de la tecnología que se requiere en la mayor parte de las ac-
tividades a desarrollar.

En el caso de las autoridades de Pemex, su política en ma-
teria de adquisición de tecnología es la que ejecuta en to-
dos los ámbitos de la vida productiva del país, pues desde
hace muchos años el gobierno federal ha desestimado rea-
lizar cualquier inversión que nos posibilite avanzar en ma-
teria de investigación tecnológica, asignando recursos to-
talmente insuficientes, eligiendo un camino a todas luces
equivocado que nos condena a la dependencia en dicho ru-
bro.

Al igual que se ha dado a conocer en diversas ocasiones,
conviene recordar que entre los países integrantes de la Or-
ganización para la Cooperación y el Desarrollo Económico
(OCDE), México ocupa el último lugar en lo que se refie-
re a la asignación de recursos destinados a lo que el orga-
nismo internacional denomina investigación y desarrollo,
tanto en el año 2009 como en el 2010, lo cual no resulta
sorprendente pero es muy lamentable pues agudiza la si-
tuación de dependencia en la materia.

Existe un ejemplo al que podemos recurrir para ilustrar de
manera fehaciente lo ocurrido en el terreno de la investiga-
ción científica y tecnológica.

Es el caso de Brasil, país que de acuerdo con cifras de la
Red de Indicadores de Ciencia y Tecnología Iberoamerica-

na e Interamericana (RICYT) destinó en promedio el
1.30% de su Producto Interno Bruto (PIB) a las actividades
relacionadas con la ciencia y tecnología durante el periodo
2000-2008, mientras que México sólo destinó el 0.36%
anual de su PIB en el mismo periodo.

Lo anterior podría dar respuesta al desarrollo que ha tenido
el Instituto Brasileño de Petróleo, (IBP) que ha adoptado la
figura de una sociedad civil sin ánimo de lucro, cuyos ob-
jetivos son promover el desarrollo del sector nacional del
petróleo, gas y biocombustibles, buscando contar con una
industria competitiva, sustentable, ética y socialmente res-
ponsable.

Desde su creación, en el año 1957 ha obtenido una recono-
cida credibilidad, tanto por la sociedad como por el go-
bierno, debido a su conocimiento técnico.

A partir del año 2003, el Instituto Brasileño del Petróleo
trabaja con una estructura organizacional orientada a la in-
tegración de sus actividades y productos como sector. Esas
actividades son resultado del trabajo desarrollado por 42
Comisiones, Subcomisiones, y Comisiones especiales, en
las que participan voluntariamente más de 950 profesiona-
les, entre ejecutivos y especialistas de la industria, institu-
ciones científicas y académicas, órganos de gobierno y
asociaciones vinculadas.

El IBP representa a la industria del petróleo en el Consejo
Deliberado de la ONIP (Organización Nacional de la In-
dustria del Petróleo) y en el Comité de Coordinación del
MICT, que administra los recursos de las “regalías” del
petróleo en proyectos de investigación científica y tecno-
lógica.

El contraste es notorio, mientras en la nación sudamerica-
na se le ha otorgado la relevancia requerida al IBP, for-
mando parte de una política energética integral, a diferen-
cia de lo que ocurre en México, los resultados son
conocidos.

En los hechos, lo que ha sucedido es un tratamiento privi-
legiado a favor de los actores privados, desarrollándose
una estrategia que los mexicanos conocemos perfectamen-
te, misma que consiste en dar paso a innumerables nego-
cios particulares, en detrimento de la formulación de una
serie de políticas públicas concatenadas que fortalecieran
tanto a Pemex, así como al Instituto Mexicano del Petróleo,
que es el caso que nos ocupa.
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De esta forma, lo que ocurre con el Instituto Mexicano del
Petróleo obedece a una concepción no aislada ni que afec-
te al organismo en particular, sino que reproduce lo que
ocurre a gran escala y que podríamos definir como el re-
pliegue estatal en lo que se refiere a impulsar la investiga-
ción y el desarrollo, privilegiando un modelo que centra su
atención en rescates bancarios, carreteros y de apertura y
entrega total a los grandes consorcios internacionales que
acuden a nuestro país en busca de ganancias fáciles y muy
cuantiosas.

En la perspectiva del grupo parlamentario de Convergencia
consideramos que puede aprovecharse el marco legal exis-
tente para fortalecer la actuación del IMP a través del otor-
gamiento de una mayor asignación presupuestal que le per-
mita contar con una disponibilidad de recursos que
mejoren su desempeño.

En este contexto, es necesario avanzar en el fortalecimien-
to del marco jurídico que posibilite dichos objetivos, ubi-
cando muy particularmente para esos fines a la Ley para el
Fomento de la Investigación Científica y Tecnológica, mis-
ma que puede colaborar de manera decisiva en los plante-
amientos señalados, mediante las modificaciones corres-
pondientes.

Fundamento legal:

La presente iniciativa se presenta con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados. 

Ordenamientos a modificar

Por lo antes expuesto, someto a la consideración de esta so-
beranía la siguiente iniciativa de Ley con proyecto de de-
creto, por la que se adicionan un segundo y tercer párrafo
al artículo 40 de la Ley para el Fomento de la Investigación
Científica y Tecnológica:

Artículo 40. Los centros públicos de investigación conta-
rán con sistemas integrales de profesionalización, que
comprenderán catálogos de puestos, mecanismos de acce-
so y promociones, tabulador de sueldos, programas de de-
sarrollo profesional y actualización permanente de su per-
sonal científico, tecnológico, académico y administrativo,
así como las obligaciones e incentivos al desempeño y pro-
ductividad del trabajo científico y tecnológico. La organi-

zación, funcionamiento y desarrollo de estos sistemas se
regirán por las normas generales que establezca la Secreta-
ría de Hacienda y Crédito Público y las específicas que en
cada centro expida su órgano de gobierno.

“Con el propósito de incrementar los apoyos que el
Gobierno Federal está obligado a otorgar para im-
pulsar, fortalecer y desarrollar la investigación cien-
tífica y tecnológica, en términos de la presente ley, la
Secretaría de Hacienda otorgará recursos superiores
al presupuesto del año anterior, a la investigación
científica y tecnológica para los centros públicos de
investigación. En lo que corresponde al Instituto Me-
xicano del Petróleo y atendiendo a lo que señala el
Artículo Cuarto Transitorio de la presente Ley, el in-
cremento no será menor a un quince por ciento con
respecto al ejercicio fiscal precedente, sin afectar los
ajustes al alza que tengan el resto de los centros pú-
blicos mencionados en dicho artículo.”

“Corresponderá a la Cámara de Diputados realizar
las previsiones presupuestales y a la Secretaría de
Hacienda informar, dentro de los seis meses siguien-
tes a la aprobación del presupuesto, del destino,
cumplimiento y aplicación de dichos recursos.”

Notas:

1 Guajardo Guillermo. En “ El papel del Instituto Mexicano del Petró-
leo en el cambio tecnológico de PEMEX : La búsqueda de un margen
de maniobra en el subdesarrollo, CA 1965-1990” p.9 Ponencia presen-
tada en el II Congreso de la Asociación Mexicana de la Historia Eco-
nómica , 27-29 de octubre de 2004

2 Op. Cit. pp.14-15

3 Op. Cit. p.24

4 Op. Cit. p.24

Palacio Legislativo de San Lázaro, 6 de septiembre de 2011.— Dipu-
tados: Pedro Jiménez León, Silvia Puppo Gastélum, Laura Arizmendi
Campos, María Guadalupe García Almanza (rúbricas).»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: En
relación a la que reforma el artículo 40 de la Ley para el
Fomento de la Investigación Científica y Tecnológica, túr-
nese a la Comisión de Ciencia y Tecnología, para dicta-
men.
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La diputada Laura Arizmendi Campos (desde la curul):
Presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Per-
dón, un minuto, señor diputado. La diputada Laura Ariz-
mendi, de Convergencia.

La diputada Laura Arizmendi Campos (desde la curul):
Muchas gracias, señor presidente. Sólo para solicitarle al
diputado Pedro Jiménez, promovente de estas tres iniciati-
vas, nos permita suscribirnos a las mismas.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Don
Pedro Jiménez León, por favor, si no tiene inconveniente
aceptar la adhesión de la diputada a sus iniciativas.

El diputado Pedro Jiménez León (desde la curul): Acepto.

LEY ORGANICA DE LA ADMINISTRACION 
PUBLICA FEDERAL - 

LEY DE COMERCIO EXTERIOR

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor:Tiene
la palabra el diputado Melchor Sánchez de la Fuente, del
Grupo Parlamentario del PRI, para presentar iniciativa con
proyecto de decreto que reforma los artículos 34 de la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal, y 4o. y 5o.
de la Ley de Comercio Exterior.

El diputado Melchor Sánchez de la Fuente: Con su per-
miso, señor presidente.  Buenas tardes, compañeros y
compañeras. Los diputados federales del Grupo Parlamen-
tario del PRI- Coahuila, y los diputados Ildefonso Guajar-
do, el diputado Alberto Cano Vélez y el diputado Benjamín
Clariond, proponemos a esta soberanía la siguiente inicia-
tiva con proyecto de decreto.

En los últimos años la Secretaría de Economía ha permiti-
do la reducción en más de 10 mil fracciones arancelarias
que benefician a países con quienes no se han celebrado
tratados de libre comercio. Beneficio exclusivo de los pro-
ductores extranjeros, puesto que los productos nacionales
sí son tasados con aranceles en esos mercados extranjeros
a como a ellos les convenga. Sin embargo, varios legisla-
dores hemos señalado en reiteradas ocasiones la improce-
dencia de que el Ejecutivo federal concrete sus planes de
desgravación arancelaria.

Por causa de la política que apuesta por la desgravación
arancelaria más de 14 sectores estratégicos de la industria
nacional están en pleno declive comercial y compiten de
manera desigual con productores extranjeros, chinos que
ingresan al país sin el pago de aranceles. Esta apertura es
basada en una política unilateral, donde no existen condi-
ciones recíprocas para los productores nacionales.

La desgravación es defendida por la Secretaría de Econo-
mía como un medio necesario para incrementar la compe-
titividad de las industrias nacionales. Sin embargo, a pesar
de que este comenzó en el año del 2008, México ha perdi-
do competitividad, como lo refleja el reporte de competiti-
vidad publicado en el Foro Económico Mundial, donde el
país retrocedió seis sitios entre el 2010 y el 2011.

En el carácter estricto, los aranceles pretenden compensar
la desigualdad en las condiciones de producción, permi-
tiendo un comercio justo entre las naciones.

En México, las condiciones sobre las que producen nues-
tros industriales son completamente asimétricas en compa-
ración de una nación como China. Sin embargo, siguen re-
duciéndose los aranceles en prejuicio de los industriales
nacionales y de los empleos que estos producen.

En la actualidad, México no llega a exportar ni siquiera mil
tipos de diferentes productos a China. Mientras que este
país se beneficia de la mayoría de las fracciones arancela-
rias, más de diez mil, que la Secretaría de Economía lleva
y llevará a tasa cero. Como resultado de esto, las importa-
ciones provenientes de China han aumentado en un orden
de 149.3 por ciento anual.

Los resultados obtenidos de la ejecución de la política de
desgravación arancelaria que ha llevado a cabo el Ejecuti-
vo federal, permiten cuestionar severamente la convenien-
cia de que dicha facultad continúe bajo su responsabilidad;
por tanto, es necesario reevaluar la delegación que esta so-
beranía otorga al Ejecutivo federal.

Ahora, con estas reformas, si deciden aprobarlas, cualquier
modificación a las cuotas arancelarias deberá ser debida-
mente fundada y motivada y deberá existir una renovación
anual de dichas facultades en el Ejecutivo federal por par-
te del Congreso de la Unión.

Dichas reformas resultan imperantes para que la industria
nacional se pueda desarrollar en un ambiente justo, de ver-
dad, con una libre competencia, contando con una adecua-
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da regulación arancelaria que le permita la igualdad de cir-
cunstancias con el resto del mundo.

Entrego en estos momentos la iniciativa que reforma la
fracción V del artículo 34 de la Ley Orgánica de la Admi-
nistración Pública Federal y que adiciona los párrafos dos,
tres y cuatro del artículo 4o. y que reforma la fracción I del
artículo 5o. de la Ley de Comercio Exterior. Misma que so-
licito se publique íntegra en el Diario de los Debates.

Creo en la libre competencia. Creo que la libre competen-
cia ofrece competitividad y al consumidor final le benefi-
cia en el precio. Pero necesitamos ver por nuestros indus-
triales; necesitamos ver por el beneficio que podemos
otorgarle a nuestros industriales.

Les pido a todos ustedes el apoyo para que esta iniciativa
proceda y en un momento dado los aranceles sean justos
para que podamos trabajar en México de una manera justa.
Muchas gracias, señor presidente. Es cuanto.

«Iniciativa que reforma los artículos 34 de la Ley Orgáni-
ca de la Administración Pública Federal, y 4o. y 5o. de la
Ley de Comercio Exterior, a cargo del diputado Melchor
Sánchez de la Fuente, del Grupo Parlamentario del PRI

Los suscritos, diputados Francisco Saracho Navarro, Héc-
tor Franco López, Tereso Medina Ramírez, Diana Patricia
González Soto, Noé Fernando Garza Flores, Josefina Ro-
darte Ayala, Héctor Fernández Aguirre, Hugo Héctor Mar-
tínez González, Ildefonso Guajardo Villareal, Benjamín
González Clariond, Jesús Alberto Cano Vélez en la voz de
Melchor Sánchez de la Fuente, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional, en ejercicio de la
facultad que me confiere el artículo 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y
los artículos 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Di-
putados me permito someter a consideración de esta sobe-
ranía la iniciativa con proyecto de decreto que reforma la
fracción V del artículo 34 de la Ley Orgánica de la Admi-
nistración Pública Federal y adiciona los párrafos 2,3 y 4 al
artículo 4o. y reforma la fracción I del artículo 5o. de la
Ley de Comercio Exterior.

Exposición de Motivos

I. Antecedentes 

La facultad de establecer las contribuciones sobre el co-
mercio exterior le corresponde al Congreso, según lo prevé

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
en su artículo 73 fracción XXIX. Este mismo instrumento
prevé en el primer párrafo del artículo 131, que el cobro de
estas contribuciones, es facultad privativa de la Federación
y en el segundo párrafo del mismo artículo, que el Con-
greso de la Unión puede facultar al Ejecutivo federal
“para aumentar, disminuir o suprimir las cuotas de las tari-
fas de exportación e importación, expedidas por el propio
Congreso, y para crear otras; así como para restringir y pa-
ra prohibir las importaciones, las exportaciones y el tránsi-
to de productos, artículos y efectos, cuando lo estime ur-
gente, a fin de regular el comercio exterior, la economía del
país, la estabilidad de la producción nacional, o de realizar
cualquiera otro propósito, en beneficio del país. El propio
Ejecutivo al enviar al Congreso el Presupuesto Fiscal de
cada año, someterá a su aprobación el uso que hubiese he-
cho de la facultad concedida.” 

En el documento La Constitución Mexicana frente a la
apertura comercial, el doctor Ruperto Patiño Manffer hace
un esbozo histórico de la facultad delegada por el Congre-
so de la Unión al Ejecutivo federal, destacando lo siguien-
te:

a) Antecedentes históricos del artículo 131 constitucio-
nal

En relación con el ejercicio de la facultad constitucional
que permite al Ejecutivo federal el establecimiento de im-
puestos al comercio exterior, conviene recordar los antece-
dentes histórico-constitucionales que precedieron al texto
del actual artículo 131 de nuestra Constitución vigente.

Desde la Constitución de Cádiz de 1812 y hasta la de Ca-
rranza de 1917, las diferentes versiones de la Constitución,
incluyendo el Decreto de Apatzingán de 1814, la Constitu-
ción de 1824, la versión de 1836, los proyectos de 1842, las
Bases Orgánicas de 1843, las actas de reforma de 1847, la
constitución de 1857 y, finalmente, la vigente de 1917, en
todos los diferentes textos que han estado vigentes en nues-
tro país, las facultades para definir las regulaciones del co-
mercio exterior, establecer aranceles y celebrar acuerdos
con otros países sobre ésta materia, han sido facultades tra-
dicionalmente reservadas al Congreso de la Unión y no al
Poder Ejecutivo. 

Dicho precepto constitucional fue recogido puntualmente
por el Constituyente de 1917 quien al redactar el texto de-
finitivo de la vigente Norma Fundamental, incluyó el artí-
culo 131 que en su versión original, textualmente señalaba:
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“Artículo 131. Es facultad privativa de la Federación
gravar las mercancías que se importen o exporten, o que
pasen de tránsito por el territorio nacional, así como re-
glamentar en todo tiempo y aún prohibir, por motivos de
seguridad o de policía, la circulación en el interior de la
República de toda clase de efectos cualquiera que sea su
procedencia; pero sin que la misma Federación pueda
establecer ni dictar en el Distrito Federal los impuestos
y leyes que expresan las fracciones VI y VII del artícu-
lo 117”.

Fue en el año de 1951 en que se adicionó al artículo 131 de
la Constitución un párrafo segundo que hasta el día de hoy
forma parte de su texto en los siguientes términos: 

“El Ejecutivo podrá ser facultado por el Congreso de la
Unión para aumentar, disminuir o suprimir las cuotas de
las tarifas de exportación e importación expedidas por el
propio Congreso, y para crear otras, así como para res-
tringir y para prohibir las importaciones, las exportacio-
nes y el tránsito de productos, artículos y efectos, cuan-
do lo estime urgente, a fin de regular el comercio
exterior, la economía del país, la estabilidad de la pro-
ducción nacional, o de realizar cualquiera otro propósi-
to en beneficio del país. El propio Ejecutivo, al enviar al
Congreso el presupuesto fiscal de cada año, someterá a
su aprobación el uso que hubiese hecho de la facultad
concedida”

La adición de un segundo párrafo al artículo 131 constitu-
cional tuvo por objeto, como se desprende de la lectura tan-
to de su texto como de la exposición de motivos corres-
pondiente, permitir que el Ejecutivo pudiera ser facultado
por el Congreso para que, cuando lo estimara urgente, a fin
de regular el comercio exterior, la economía del país, la es-
tabilidad de la producción nacional o de realizar cualquier
otro propósito en beneficio del país, modificara las medi-
das arancelarias y no arancelarias tendentes a la regulación
del comercio exterior. 

Fue hasta 1955 cuando por primera vez el Congreso de la
Unión hizo uso de la facultad que le confiere el segundo
párrafo del artículo 131 constitucional y para ello expidió
la Ley Reglamentaria del Segundo Párrafo del Artículo 131
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, que estuvo vigente hasta el 20 de enero de 1986 en que
entró en vigor la Ley Reglamentaria del Artículo 131 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en
Materia de Comercio Exterior, sustituyendo a la de 1955,

que finalmente ha sido remplazada por la actual Ley de Co-
mercio Exterior de 1993.

b) Análisis del artículo 131 constitucional

El artículo 131 constitucional, primera parte, señala como
materia exclusiva de la Federación gravar el comerció ex-
terior. El primer párrafo se puede dividir en tres partes:

1. Es de carácter eminentemente aduanal, se otorga una
facultad exclusiva a la Federación para gravar importa-
ción, exportación o tránsito de mercancías.

2. Regula el comercio interior y prohíbe a la Federación
que al actuar como gobierno del Distrito Federal fije los
impuestos a que se refiere el artículo 117, fracciones VI
y VII.

3. La Federación puede reglamentar y aun prohibir, por
motivos de seguridad o de policía, la circulación de
mercancías en territorio nacional.

Como se desprende tanto de la exposición de motivos en
que se apoyó la iniciativa de modificaciones constituciona-
les, como de los dictámenes elaborados por las Comisiones
unidas Segunda de Puntos Constitucionales y de Aranceles
y Comercio Exterior, y los argumentos expresados por los
señores diputados que intervinieron en el debate, parece
evidente que mediante la reforma constitucional que adi-
ciona el segundo párrafo del precepto en comento, se rati-
ficó el principio de que originalmente la facultad de regu-
lar el comercio exterior del país mediante la utilización de
las medidas arancelarias, corresponde de manera exclusiva
al Congreso de la Unión y sólo por excepción, cuando el
órgano legislativo lo estime conveniente y para los efectos
previstos en el propio ordenamiento constitucional, podrá
facultarse al Ejecutivo para que, cuando lo estime urgente,
sea él y no el Congreso quien defina el tratamiento arance-
lario y no arancelario que se dará a las operaciones de co-
mercio exterior en nuestro país. En todo caso, el Ejecutivo
queda obligado a informar al Congreso anualmente sobre
el uso que hubiese hecho de la facultad concedida y el Con-
greso debe calificar la actuación del Ejecutivo cerciorán-
dose de que efectivamente se haya utilizado dicha facultad
para enfrentar casos de urgencia debidamente fundados y
motivados.

La intención que tuvo el Constituyente Permanente al adi-
cionar el segundo párrafo al artículo 131 constitucional,
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creando un caso de excepción al principio de división de
poderes, consagrado por el artículo 49 del propio texto fun-
damental, fue la de permitir que el Ejecutivo federal tuvie-
ra la posibilidad de intervenir con oportunidad en la pro-
moción y defensa de la economía nacional, frente a los
vaivenes y cambios imprevisibles que en su tiempo (1951)
presentaba el comercio internacional, y para que pudiera
apoyar e impulsar la política de sustitución de importacio-
nes, enfrentando con oportunidad los cambios intempesti-
vos de precios y ofertas del mercado internacional. Se de-
seaba que el Ejecutivo federal pudiera garantizar a la
producción doméstica un adecuado ambiente de seguridad
y estabilidad y la posibilidad legal de mantener un margen
suficiente de apoyo y seguridad para impulsar los nuevos
proyectos de inversión. 

Introducir en la Constitución una modificación al principio
de la división de poderes consagrado en el artículo 49, me-
diante la adición del segundo párrafo al artículo 131, resul-
tó de tal importancia y trascendencia que fue necesario, a
juicio del Constituyente Permanente, sujetar dicha excep-
ción a dos condiciones fundamentales: a) la autorización al
Ejecutivo federal quedó sujeta a renovación anual y b) el
Ejecutivo federal únicamente puede hacer uso de la facul-
tad extraordinaria que se le concedió, cuando lo considere
urgente para alcanzar los fines que el precepto constitucio-
nal señala.

En efecto, la obligación a cargo del Ejecutivo federal de in-
formar anualmente al Congreso de la Unión sobre el uso
que hubiese hecho de la facultad concedida, permite al ór-
gano legislador revisar con dicha periodicidad el alcance
de la autorización concedida al Ejecutivo federal y el uso
que dicho funcionario hubiese hecho de la misma. Con ba-
se en éste conocimiento y previa su aprobación, el Congre-
so debe decidir sobre la pertinencia de prorrogar la misma
o simplemente no renovarla y reasumir para sí la facultad
que originalmente le encomienda el propio artículo 131.

Por otra parte, el elemento urgencia en que debe justificar-
se y fundamentarse el ejercicio de la facultad concedida, se
convierte en una obligación a cargo del Ejecutivo federal y
en razón de dicha obligación constitucional en cada oca-
sión en la que haga uso de la facultad extraordinaria con-
cedida por el Congreso, modificando los aranceles y las
medidas no arancelarias aplicables al comercio exterior,
debe expresar los hechos y las razones por los que consi-
dera urgente adoptar una medida arancelaria o no arancela-
ria para regular el comercio exterior. La adopción de una
medida arancelaria o no arancelaria en la que el Ejecutivo

federal no exprese los hechos por los que considere que es
urgente adoptar dicha medida, provocaría que la medida
así adoptada careciera de fundamento constitucional, ya
que el Ejecutivo estaría excediéndose en los límites de la
facultad concedida por el Congreso

II. Consideraciones

El Congreso de la Unión expide una Ley de los Impuestos
Generales de Importación y de Exportación, cuya nueva
versión fue publicada el 18 de junio de 2007. Con funda-
mento en lo establecido en el segundo párrafo del artículo
131 de la Constitución, el Ejecutivo federal puede modifi-
car posteriormente esta Ley. Sin embargo, la Constitución
es clara al prever que esta facultad se ejerza “cuando lo es-
time urgente, a fin de regular el comercio exterior, la eco-
nomía del país y la estabilidad de la producción nacional o
cualquier otro propósito en beneficio del país”.

El Ejecutivo federal no ha demostrado que existan tales si-
tuaciones de urgencia, en el caso de los productos indus-
triales. Incluso, si las hubiera, tampoco ha demostrado que
liberalizando los mercados, habría de resolver tales situa-
ciones. 

Sí bien la incorporación del segundo párrafo al artículo 131
tuvo su razón de ser a principios de la década de los cin-
cuenta, en medio del fuerte impulso a la estrategia de sus-
titución de importaciones, para que el Poder Ejecutivo tu-
viera la flexibilidad de actuar rápidamente en función de
los requerimientos de este modelo, sin poner en riesgo la
estabilidad económica ni la producción nacional; poste-
riormente se consideró procedente mantenerlo porque de
esta forma el Ejecutivo puede hacer ajustes inmediatos al
sistema fiscal para adaptarlo a los cambios económicos.
Pero para que la facultad originaria atribuida por la ley
constitucional al Congreso de la Unión no resultara ilimi-
tada, se consideró necesario adicionar un precepto que es-
tablece que para hacer posible una delegación de facultades
en materia arancelaria, ésta debe ser sujeta siempre a la re-
visión y aprobación de lo que se hubiere hecho. Por ello, al
final de dicho párrafo se establece la obligación para el
mismo Ejecutivo de enviar al Congreso, para su aproba-
ción, el informe sobre el uso realizado sobre esta facultad.
El Congreso, por su parte, tiene la obligación de calificar si
efectivamente dicha facultad fue utilizada para enfrentar
los casos de urgencia debidamente justificados. 

En todo caso, la información enviada por el presidente de
la república al Congreso, debe ser presentada una vez ya
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ejercida la facultad y no previamente a la realización de las
acciones, situación que pone en duda la efectividad de la
disposición constitucional. Sin embargo, se permite al Po-
der Legislativo revisar constantemente los alcances de la
autorización concedida al Poder Ejecutivo federal y el uso
que se hubiere hecho de la misma, y con ello, tomar la de-
cisión sobre la pertinencia de prorrogar la misma o simple-
mente no renovarla y reasumir para sí, la facultad que ori-
ginalmente es encomendada por la propia Constitución. 

La adición del párrafo segundo del artículo 131 constitu-
cional no constituye una típica delegación de facultades, si-
no una delegación de autoridad para determinar un hecho o
estado de cosas, de los que depende la actuación de la ley,
ya que se sabe que el Congreso no puede delegar sus fa-
cultades de hacer la ley, pero puede hacer la ley delegando
su autoridad para que el Ejecutivo la modifique. 

De lo anterior se desprende que independientemente de lo
establecido en las reformas al texto original del artículo
131 en materia arancelaria, fue ratificado el principio en el
artículo 73 constitucional que señala que la facultad de re-
gular el comercio exterior del país a través de medidas
arancelarias y no arancelarias, corresponde de manera ex-
clusiva al Congreso de la Unión y sólo por excepción al
principio de división de poderes, cuando el Poder Legisla-
tivo (que no el Ejecutivo) lo considere conveniente y sólo
para los efectos previstos en el propio texto constitucional,
podrá delegarse al Ejecutivo federal la autoridad de legis-
lar en la materia. 

Se entiende que el ejercicio de esta facultad extraordinaria
a cargo del presidente de la república, se encuentra condi-
cionada a dos factores de gran importancia: la urgencia,
que justifica y fundamenta que las acciones realizadas se
hagan sin el aval del Legislativo y su necesidad para ase-
gurar el bienestar del país. En este sentido, el Ejecutivo fe-
deral está obligado a justificar las razones por las que con-
sideró urgente adoptar determinadas medidas arancelarias
en la regulación del comercio exterior y a demostrar feha-
cientemente que eran necesarias para asegurar el bienestar
del país. De no ser así, las acciones tomadas carecerían de
fundamento constitucional.

Al respecto, sin embargo, habría que tomar en cuenta otras
disposiciones en la materia. Por principio, la ley reglamen-
taria del artículo 131 Constitucional, que es la Ley de Co-
mercio Exterior de 1993. Esta Ley regula en sus artículos
4o. y 5o. los alcances establecidos en el segundo párrafo
del artículo 131 constitucional, estableciendo los requisitos

para que el Ejecutivo federal pueda ejercer su facultad ex-
traordinaria. 

En el artículo 4o. se establece que éste podrá crear, au-
mentar, disminuir o suprimir aranceles, regular, restringir o
prohibir la exportación, importación, circulación o tránsito
de mercancías cuando lo estime urgente, establecer medi-
das para regular o restringir la exportación o importación
de mercancías y establecer medidas para regular o restrin-
gir la circulación o tránsito de mercancías extranjeras por
el territorio nacional, mediante decretos publicados en el
Diario Oficial de la Federación. 

El artículo 5o. establece las facultades a cargo de la Secre-
taría de Economía en lo que refiere a la regulación del co-
mercio exterior, tales como estudiar, proyectar, establecer y
modificar medidas de regulación y restricción no arancela-
rias a la exportación, importación, circulación y tránsito de
mercancías. 

A reserva de lo anterior y como lo señala el Dr. Ruperto Pa-
tiño, el Ejecutivo federal está obligado por mandato cons-
titucional a señalar e invocar consideraciones de urgencia
en cada ocasión en la que haga uso de la facultad de modi-
ficar los impuestos de importación y exportación, ya que la
propia Constitución no hace distinción entre las facultades
de modificación arancelaria y las facultades de regulación
del comercio exterior. 

Lo anterior sin considerar las facultades extraordinarias
que la ley ordinaria otorga a la Secretaría de Economía o a
las “autoridades competentes” en los párrafos III y IV del
mismo artículo 4o., contrariando lo establecido por el artí-
culo 49 constitucional que establece que en ningún caso
salvo lo dispuesto en el artículo 131 segundo párrafo para
el Ejecutivo federal, se otorgarán facultades extraordina-
rias para legislar. 

III. Contexto actual

El actual marco regulatorio de las actividades y prácticas
relativas al comercio exterior, ha sido cuestionado severa-
mente por los legisladores federales y los sectores empre-
sariales del país, al no encontrar en él protección, fomento
al desarrollo, crecimiento de la economía y estimulo a la
producción nacional que el país necesita.

En diciembre del 2008 el Ejecutivo federal dio a conocer la
implementación de un programa de simplificación de las
actividades de Comercio Exterior mediante el cual se pre-
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tendió que las empresas “aumentaran su productividad y
competitividad del país y que los consumidores contaran
con bienes y servicios de mejor calidad y menores pre-
cios”.

El Programa de Simplificación de las Actividades del Co-
mercio Exterior, presentado por el Ejecutivo federal como
un mecanismo orientado a favorecer la competitividad de
la economía nacional, que tendría como efectos el aumen-
to en la inversión, producción, exportaciones y empleo y
que traería amplios beneficios para los consumidores. Se
basó en medidas que profundizarían la apertura comercial,
en tres vías: 

a) Reducción de los niveles y del grado de dispersión de
los aranceles a la importación; 

b) Eliminación de barreras a la entrada: sanitarias, téc-
nicas y reglas de origen; 

c) Simplificación de los trámites de importación y de
operación aduanera; 

Después de que los sectores empresariales encontraron en
el Poder Legislativo el enlace para dialogar con las Secre-
tarias de Economía y de Hacienda y Crédito Público es que
se dio voz a sus demandas. El 2 de diciembre se había lle-
gado al acuerdo de posponer este proceso hasta el mes de
julio de 2009. Sin embargo, el 18 de diciembre el Ejecuti-
vo federal suscribió un acuerdo con la Confederación de
Cámaras Industriales (Concamin), la Cámara Nacional de
la Industria de la Transformación (Canacintra), para iniciar
el proceso el 1 de enero de 2009, con la eliminación de los
aranceles a la importación sobre el 40% de las fracciones y
llegar a fines de 2012 con el 65% de las fracciones libera-
das, siempre y cuando se diera bajo los siguientes térmi-
nos:

Agenda de trabajo acordada entre la Secretaría de Eco-
nomía y el sector industrial para el 2009; acciones con-
juntas para impulsar en el corto y mediano plazo

1. Diseño de metodologías transparentes y acordes con
las prácticas internacionales para fijar precios y tarifas
competitivas de combustóleo, gas natural y energía
eléctrica.

2. Instrumentar con eficacia el programa de apoyo a las
proveedurías de Pymes que opera Nafin y evaluar su in-
cidencia en las pequeñas y medianas empresas; esto per-

mitirá definir acciones para que se cumpla cabalmente
la normatividad de adquisiciones y se apliquen las re-
servas y condiciones favorables a los proveedores na-
cionales y en los casos pactados en los tratados de Libre
Comercio.

3. Eliminar el rezago en la determinación y aprobación
de normas existentes en el Sistema Mexicano de Nor-
malización, homologando y armonizando las normas
con estándares internacionales. 

4. Reforzar los mecanismos y procedimientos para exi-
gir y vigilar que las dependencias y entidades públicas
cumplan las normas oficiales mexicanas y vigentes.

5. Mantener el requisito de cumplimiento de la norma
de etiquetado de mercancías de importación en punto de
entrada y desarrollar un análisis de costo-beneficio que
determine la viabilidad de esa norma, buscando definir
ineficiencias de la operación aduanera.

6. Simplificación de los trámites de comercio exterior y
modernización de aduanas.

7. Utilizar los recursos del sistema de fomento empresa-
rial de la Secretaría de Economía para asegurar condi-
ciones favorables de acceso al financiamiento a las em-
presas y particularmente a las Pymes.

8. Instaurar un grupo de trabajo para analizar la proble-
mática del costo país y proponer soluciones de forma in-
tegral y coordinada para seguir avanzando en la desgra-
vación de los siguientes años.

9. Fortalecer la unidad de prácticas comerciales interna-
cionales de la Secretaría de Economía, de tal forma que
se incrementen los procesos de investigación sobre an-
tidumping, subsidios y salvaguardas. 

La anterior agenda fue un compromiso firmado por el in-
geniero Gerardo Ruiz Mateos, el entonces titular de la Se-
cretaría de Economía; el doctor Agustín Carstens, en aquel
momento titular de la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico; el licenciado Miguel Marón, presidente de la Cana-
cintra e Ismael Plascencia, presidente de la Concamin.

A casi 5 años del decreto publicado en el Diario oficial de
la Federación, que no consideró los debates realizados con
el poder legislativo y las cámaras empresariales y no im-
plementó la agenda de compromiso 2009 firmada por el
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gobierno federal. Se continúa con la indiferencia del go-
bierno federal a través de la Secretaria de Economía y la
Secretaria de Hacienda y Crédito Público hacia el Poder
Legislativo y el sector empresarial que han expresado las
graves consecuencias generadas por las políticas arancela-
rias implementadas. 

El manejo de la desgravación arancelaria exige la presen-
tación de datos duros que demuestren el beneficio para la
economía nacional, sin embargo dichos resultados deben
explicar la apertura total llevada a cabo de manera unilate-
ral y siempre reconociendo que la desgravación beneficia
de manera directa a aquellos países con quien México no
ha celebrado tratados de libre comercio como es el caso de
China.

En los últimos 11 años, las importaciones de productos
chinos al país han crecido en el orden que va de los 3 mil
millones de dólares en el año 2000 a los 45 mil millones de
dólares alcanzados en 2010. Es decir, en un 1500 por cien-
to en 10 años.

Por causa de la política que apuesta por la desgravación
arancelaria, más de 14 sectores estratégicos de la industria
nacional compiten de manera desigual con productos ex-
tranjeros chinos que ingresan al país sin el pago de arance-
les, obteniendo los beneficios de un país con el cual si se
ha celebrado un tratado de libre comercio, esta apertura ha-
cia la república popular de China está basada en una polí-
tica unilateral donde no existen condiciones reciprocas pa-
ra los productores nacionales.

La desgravación arancelaria es defendida por la Secretaría
de Economía como un medio necesario para incrementar la
competitividad de las industrias nacionales, sin embargo, a
pesar de que esta comenzó en el año 2008, México ha per-
dido competitividad como lo refleja el Reporte de Compe-
titividad publicado por el Foro Económico Mundial donde
el país retrocedió 6 sitios entre 2010 y 2011. 

Pese a que se ha mantenido al tanto de esta situación a la
Secretaría de Economía, ésta no ha redireccionado su polí-
tica arancelaria, ignorando y haciendo oídos sordos a los
múltiples reclamos de los representantes de los sectores in-
dustriales nacionales, esto pone en duda el cumplimiento
cabal del objetivo de la propia secretaría pues lejos de cre-
ar escenario donde los industriales nacionales se desarro-
llen, les entorpece el camino, y los obliga a competir en
desigualdad de circunstancias con productores extranjeros.

En el carácter estricto, los aranceles pretenden compensar
la desigualdad en las condiciones de producción entre las
naciones, dado que los procesos de producción y sus regla-
mentos son asimétricos, los aranceles pretender equiparar
las condiciones que permitan un comercio justo. 

En México no es la excepción, las condiciones sobre las
que producen nuestros industriales del acero son completa-
mente asimétricas en comparación de una nación como
China, y sin embargo se reducen los aranceles en perjuicio
de las industrias, lo peor es que esta situación esta orques-
tada por la Secretaría encargada de elevar la competitivi-
dad y coadyuvar al desarrollo de la industria nacional. 

Mientras aquí se exige el cumplimiento de normas ecoló-
gicas, fiscales, laborales y donde se pagan altos precios en
energías como la eléctrica y de gas así como diversos im-
puestos, en países como China se goza de subsidios a la
producción, no se cuenta con normas ecológicas, además
se cuenta con un mercado laboral flexible así como energí-
as que tienen precios preferenciales, si esto no fuese venta-
ja suficiente, la moneda China se encuentra subvaluada en
relación con otras divisas, por ende, al subvaluar su divisa
sus productos gozan de preferencia en los mercados inter-
nacionales, situación que por sí sola debería ser razón que
justifique el mantener aranceles así como la aplicación de
cuotas compensatorias.

En los últimos años la Secretaria de Economía ha permiti-
do la reducción en más de 10 mil fracciones arancelarias
que benefician a países con quienes no se han celebrado
tratados de libre comercio, beneficio exclusivo de los pro-
ductores extranjeros puesto que los productos nacionales sí
son tasados con aranceles en los mercados extranjeros. En
la actualidad México no llega a exportar ni siquiera mil ti-
pos diferentes de productos a China, mientras que este país
se beneficia de la mayoría de las fracciones arancelarias
que la Secretaria de Economía pretende llevar a una tasa
0%. Como resultado de esto, las importaciones provenien-
tes de China han aumentado en un orden del 149.3 por
ciento anual.

Si la reducción arancelaria ejecutada por la Secretaría de
Economía se traduce solo en pérdida de competitividad y
empleos, las directrices a las que esta política obedece de-
ben ser cuestionadas y por tanto poner en tela de juicio el
uso de esta facultad que el congreso le delega al Ejecutivo
federal con base en los cuestionados resultados que derivan
del ejercicio de esta función. El uso de los aranceles no de-
be ejecutarse de manera unilateral y tampoco en pro de una
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estrategia que ya ha mostrado su ineficacia para conseguir
buenos resultados.

Hoy en día la Industria nacional (textil, calzado, juguete,
acero, entre otras) ve en la política ejecutada por la Secre-
taria de Economía un factor grave de riesgo, ya que le obli-
ga a competir con productos extranjeros que son ofertados
a precios más bajos que los propios costos de producción.
Sin embargo debe recalcarse, estos precios son inferiores
no por una mayor eficiencia en los procesos de manufactu-
ra, son más bajos debido a las condiciones asimétricas en
las que producen, los subsidios a la producción así como
los precios preferenciales en los energéticos y la inexisten-
cia de normas, son los factores que permiten ofertar deba-
jo de los precios de mercado reales, con lo que queda ex-
presa la asimetría en las condiciones de uno y otro.

Los resultados obtenidos de la ejecución de la política de
desgravación arancelaria permite cuestionar severamente
la conveniencia de que dicha facultad sea otorgada al Eje-
cutivo federal. Como representantes de los ciudadanos me-
xicanos, los legisladores federales debemos escuchar y
atender las demandas sociales, en cambio el Poder Ejecuti-
vo, ejecuta acciones que menosprecian los efectos nocivos
que estas causan y desoye a aquellos quienes afecta, por
tanto es necesario reevaluar la delegación que esta sobera-
nía otorga al Ejecutivo federal de tal facultad.

IV. Conclusiones

Es evidente que la actual Ley de Comercio Exterior, Re-
glamentaria del Artículo 131 Constitucional resulta contra-
ria a los alcances establecidos por el Constituyente Perma-
nente, por carecer la delimitación en cuanto a las facultades
del Ejecutivo federal y de la Secretaria de Economía en
cuanto a las facultades delegadas por el poder Legislativo.

Hasta ahora la acción de los senadores y diputados, se ha-
bía limitado a realizar exhortos al Ejecutivo federal, Secre-
taria de Economía y de Hacienda y Crédito Público para
que otorgara audiencia a los diversos sectores industriales
y productivos del país, antes de emitir cualquier medida de
desgravación arancelaria que afecte a la industria nacional
y provoque pérdida de empleos.

Sin embargo, varios legisladores hemos señalado la impro-
cedencia de que el Ejecutivo federal concrete sus planes de
desgravación arancelaria, en tanto que ésa es una facultad
que le concierne al Congreso de la Unión. 

Es por lo anterior que la presente iniciativa tiene por obje-
tivo reformar la fracción V del artículo 34 de la Ley Orgá-
nica de la Administración Pública Federal y adicionar el ar-
tículo 4 y reformar el 5 de la Ley de Comercio Exterior. Lo
anterior por considerar que la ley reglamentaria en materia
de comercio exterior, sobre la cual descansan los decretos
realizados por el Poder Ejecutivo federal para la modifica-
ción de aranceles, es mucho más amplia en sus alcances
que el propio texto constitucional. 

Con la reforma al artículo 34 de la Ley Orgánica de la Ad-
ministración Pública Federal se delimita el ámbito de ac-
ción de la Secretaría de Economía y la obligatoriedad de
someter a la aprobación del Congreso cualquier modifica-
ción en materia arancelaria, ya que hasta ahora el Ejecuti-
vo a través de dicha secretaría podía hacer uso de la men-
cionada facultad extraordinaria sin mayores requisitos que
el ser publicado en el Diario Oficial de la Federación, sin
tomar en consideración primeramente del carácter tempo-
ral de la facultad ni la aprobación del Poder Legislativo. 

Más aún, conforme a lo establecido por la fracción I del ar-
tículo 4o., el Ejecutivo podrá crear, aumentar, disminuir o
suprimir aranceles mediante decretos publicados en el Dia-
rio Oficial de la Federación sin considerar el carácter de ur-
gente o necesario, situación que sí se encuentra contempla-
da en la fracción II del mismo artículo en donde se
establece que se podrá regular, restringir o prohibir las ex-
portaciones o importaciones cuando se estime urgente, lo
que permitiría interpretar que en la disposición anterior no
son necesarios tales requisitos. Con la adición que propo-
nemos el Poder Legislativo limitará el ejercicio de la fa-
cultad delegada al Ejecutivo federal a casos de urgencia pa-
ra regular el comercio exterior, la economía del país, la
estabilidad de la producción nacional y cualquier otro pro-
pósito en beneficio del país, los cuales deberán ser debida-
mente fundados y motivados; y deberá existir una renova-
ción anual de dichas facultades por parte del Congreso de
la Unión.

Dichas reformas resultan imperantes para que la industria
nacional, sin apartarse de las obligaciones internacionales
en materia de comercio exterior, cuente con una adecuada
regulación arancelaria que le permita competir en igualdad
de circunstancias con el resto del mundo.

En merito de lo expuesto y con la finalidad de que la Ley
Reglamentaria, en este caso la Ley Orgánica de la Admi-
nistración Pública Federal y la Ley de Comercio Exterior,
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acate todos los supuestos y condiciones que establece el
artículo 131 Constitucional, se propone el siguiente pro-
yecto de

Decreto 

Artículo Primero: Se reforma la fracción V del artículo 34
de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal,
para quedar como sigue: 

Artículo 34. A la Secretaría de Economía corresponde el
despacho de los siguientes asuntos:

I. al IV. …

V. Estudiar, proyectar y proponer los aranceles y fijar
los precios oficiales, escuchando la opinión de la Secre-
taría de Hacienda y Crédito Público; estudiar y determi-
nar las restricciones para los Artículos de importación y
exportación, y participar con la mencionada Secretaría
en la fijación de los criterios generales para el estableci-
miento de los estímulos al comercio exterior y someter
a la aprobación del Congreso de la Unión previo a
cualquier modificación a las cuotas y tarifas arance-
larias;

Artículo Segundo: Se adicionan los párrafos 2,3 y 4 del
artículo 4o. y se reforma la fracción I del artículo 5o. de la
Ley de Comercio Exterior para quedar como sigue:

Artículo 4o. El Ejecutivo federal tendrá las siguientes fa-
cultades:

I. …

II. …

Para el ejercicio de las facultades establecidas en las
fracciones I y II, el Ejecutivo deberá: 

Someter a la aprobación, fundar y motivar ante el Con-
greso de la Unión la existencia de urgencia de modificar
las cuotas y tarifas arancelarias para la regulación del
comercio exterior, la economía del país, la estabilidad
de la producción nacional, y cualquier otro propósito en
beneficio del país. 

Asimismo, deberá contar con la renovación anual de la
delegación de dichas facultades por parte del Congreso

de la Unión, previa evaluación y calificación que éste
realice. 

Artículo 5o. Son facultades de la Secretaría:

I. Estudiar, proyectar y proponer al Ejecutivo federal
modificaciones arancelarias; previa aprobación del
Congreso de la Unión.

Transitorios 

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor el
día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación. 

Artículo Segundo. Se derogan todas las disposiciones de
carácter legal que se contrapongan con el presente decreto;
y se dejan sin efecto las disposiciones de carácter adminis-
trativo que lo contravengan. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de septiembre de 2011.— Di-
putados: Francisco Saracho Navarro, Diana Patricia González Soto,
Héctor Franco López, Tereso Medina Ramírez, Hugo Héctor Martínez
González, Héctor Fernández Aguirre, Josefina Rodarte Ayala, Noé Fer-
nando Garza Flores, Ildefonso Guajardo Villareal, Benjamín González
Clariond, Jesús Alberto Cano Vélez, Melchor Sánchez de la Fuente,
Edgardo Melhem Salinas, Manuel Ignacio Acosta Gutiérrez, Guadalu-
pe Pérez Domínguez, Reginaldo Rivera de la Torre, Jaime Sánchez Vé-
lez, María del Carmen Izaguirre Francos, Silvia Puppo Gastélum, Mel-
chor Sánchez de la Fuente, Juan José Guerra Abud, María de Jesús
Aguirre Maldonado, Miguel Ernesto Pompa Corella, José Antonio Ay-
sa Bernat, Heladio Gerardo Verver y Vargas Ramírez, Alejandro Cano
Ricaud, Pedro Ávila Nevarez, Víctor Manuel Castro Cosío, José Ma-
nuel Agüero Tovar, Florentina Rosario Morales (rúbricas).»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: El
señor diputado Juan José Guerra, tiene el uso de la palabra.

El diputado Juan José Guerra Abud (desde la curul):
Gracias, presidente. Coincido con el diputado en que esta
decisión unilateral del gobierno de México ha sido nefasta
y ha sido una de las causas principales por la cual nuestro
país sigue hundido en la pobreza. Por eso lo felicito, dipu-
tado. Felicito a los diputados que firmaron esta iniciativa
con usted. Le pido de favor que me permita adherirme.

El diputado Melchor Sánchez de la Fuente: Claro, señor
diputado. Con muchísimo gusto. Gracias, Benja, con mu-
cho gusto.
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El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Se
hará la publicación íntegra del documento en cuestión en el
Diario de Debates. Se turna a las Comisiones Unidas de
Gobernación y de Economía, para su dictamen.

ARTICULO 115 CONSTITUCIONAL

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Tie-
ne la palabra la diputada Mary Telma Guajardo Villarreal,
del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática, para presentar iniciativa con proyecto de decre-
to que reforma el artículo 115 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos.

La diputada Mary Telma Guajardo Villarreal: Con su
venia, señor presidente. Compañeras legisladoras y com-
pañeros legisladores, hago uso de esta tribuna para presen-
tar ante ustedes la iniciativa con proyecto de decreto que
busca reformar la fracción VIII, del artículo 115, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
con la finalidad de elevar a rango constitucional el princi-
pio de paridad de género en la elección de los ayuntamien-
tos en todos los municipios de la República Mexicana.

La iniciativa con proyecto de decreto que presento contie-
ne la propuesta de adicionar y reformar las fracciones VIII
y IX, del artículo 115 constitucional, para los efectos de
que en las leyes de los estados se disponga la elección de
todos los ayuntamientos bajo el principio de paridad de gé-
nero.

El órgano de gobierno más cercano a los gobernados es, sin
duda alguna, el ayuntamiento. Es el órgano colegiado que
constitucionalmente tiene la facultad de atender los proble-
mas más inmediatos y cotidianos de la población, además
de proveer lo necesario para el buen funcionamiento de los
servicios públicos.

Para materializar el principio de la paridad de género se
propone que en las legislaciones electorales de las entida-
des federativas se establezcan cuatro sencillas reglas:

Primero. Que, para el registro de las planillas de candida-
tas y candidatos, la Sindicatura deba ser de género opuesto
a quien ocupe la candidatura a la Presidencia Municipal y
la primera Regiduría deba ser de género opuesto al de la
Sindicatura.

Segundo. Que las regidurías deban registrarse alternando
un candidato o candidata de cada género sin que puedan
ocupar lugares contiguos candidaturas del mismo género.

Tercero. Que las candidatas y candidatos a elegirse por el
principio de representación proporcional deban registrarse
bajo el mismo procedimiento establecido para las regidu-
rías de mayoría relativa.

Cuarto. Que, con excepción del presidente o presidenta
municipal, las ausencias temporales o definitivas de los
demás miembros del ayuntamiento deban ser cubiertas con
un o una suplente del mismo género.

Lo esencial de la propuesta que someto a su consideración
fue presentada originalmente en el año 2006 por el Grupo
Parlamentario de mi partido, el PRD, en el Congreso de
Coahuila. Posteriormente con el apoyo de la mayoría, estas
disposiciones pasaron a formar parte de la legislación bajo
cuyos lineamientos se desarrolló el proceso electoral para
la renovación de ayuntamientos en el año 2009.

Los resultados son —en mi opinión— alentadores. Del to-
tal de constancias de mayoría y de asignación proporcional
entregadas por el máximo órgano electoral del estado, el
45. 63 por ciento correspondió a mujeres, porcentaje que se
ubica como el más alto registrado en una elección de este
tipo no sólo en el estado de Coahuila, sino en todo el país.

Municipios de gran importancia quedaron integrados ma-
yoritariamente por mujeres como los casos de Saltillo —
capital del estado— y Piedras Negras con el 53.33 por
ciento; Monclova con el 50 por ciento y Torreón con el
46.67 por ciento. En resumen, de los 38 municipios del es-
tado sólo uno quedó integrado con menos del 40 por cien-
to de mujeres.

No se trata de experimentar. Los resultados están a la vis-
ta. La reforma propuesta para garantizar que la elección de
ayuntamientos se sujete al principio de paridad de género
ha probado que tiene como efecto inmediato la incorpora-
ción de un mayor y significativo número de mujeres al
ejercicio del poder público.

La experiencia que las mujeres adquieran en el desempeño
de estos cargos deberá traducirse en acciones gubernamen-
tales, con perspectiva de género y consecuentemente en la
formación, consolidación y desarrollo de una nueva cultu-
ra democrática.
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Concluyo pidiendo que se incorpore el texto íntegro de es-
ta iniciativa al Diario de los Debates. Muchísimas gracias,
presidente.

«Iniciativa que reforma el artículo 115 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la di-
putada Mary Telma Guajardo Villarreal, del Grupo Parla-
mentario del PRD

Planteamiento del problema

Existe un atraso en el marco jurídico y en la cultura del
país en el tema de la participación política de la mujer.

Argumentos

Para impulsar y desarrollar una nueva cultura política de
igualdad de género que sustente el avance democrático en
nuestro país, es indispensable garantizar, desde el máximo
ordenamiento jurídico de la nación, la integración paritaria
de mujeres y hombres en la conformación de los ayunta-
mientos de todos los municipios del país.

Estoy de acuerdo y apoyaré, sin reservas, todas las iniciati-
vas que se han presentado en esta materia y que buscan es-
tablecer acciones afirmativas en la integración de órganos
autónomos, como el Instituto Federal Electoral e, incluso,
de órganos tan importantes como la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación y el Tribunal Electoral del Poder Judicial
de la Federación, por citar solo algunos.

Pero lo anterior, a pesar de su indudable importancia, sólo
garantizaría el acceso de las mujeres a los cargos que se
consideran de mayor relevancia, por eso considero que es
el momento propicio para aprobar una reforma constitucio-
nal que garantice la participación paritaria de las mujeres
en la integración de los órganos de gobierno que inciden
cotidianamente en la vida de la población. En efecto, una
reforma que garantice la participación paritaria de las mu-
jeres en la conformación de todos los ayuntamientos del
país sería fundamental para el avance democrático, en tan-
to se propicia la formación y consolidación de una nueva
cultura política que incorpora a las mujeres, en igualdad de
circunstancias al gobierno municipal. Esto cobra relevan-
cia si consideramos que es el ayuntamiento el órgano de
gobierno más cercano al ciudadano, pues tiene las faculta-
des constitucionales de proveer los servicios públicos que
de manera cotidiana inciden en el bienestar y desarrollo de
la comunidad y es el órgano del estado que recibe directa-

mente las demandas, reclamos y gestiones de la población
que gobierna.

Propongo reformar el primer párrafo de la fracción VIII del
artículo 115 constitucional para disponer que en las leyes
de los estados se establezca, además del principio de re-
presentación proporcional, el de paridad de género en la
elección de los ayuntamientos de todos los municipios.

A efecto de que dicho principio se materialice, propongo
adicionar el procedimiento en un nuevo segundo párrafo
que incluye cuatro incisos. En ellos se establecería: Prime-
ro, que para el registro de las planillas de candidatas y can-
didatos, la sindicatura deberá ser de género opuesto a quien
ocupe la candidatura a la presidencia municipal y la prime-
ra regiduría deberá ser de género opuesto al de la sindica-
tura; segundo, las regidurías deberán registrarse alternando
un candidato o candidata de cada género, sin que puedan
ocupar lugares contiguos candidaturas del mismo género;
tercero, las candidatas y candidatos a elegirse por el prin-
cipio de representación proporcional deberán registrarse
bajo el mismo procedimiento establecido para las regidurí-
as de mayoría relativa; y cuarto, que con excepción del pre-
sidente o presidenta municipal, las ausencias temporales o
definitivas de los demás miembros del ayuntamiento deban
ser cubiertas con un o una suplente del mismo género.

Para que en esta fracción se contengan exclusivamente los
principios bajos los cuales se regirá la elección de los ayun-
tamientos, propongo que el segundo párrafo que actualmen-
te se contiene en la fracción VIII del artículo 115 constitu-
cional y que se refiere al régimen laboral entre los
ayuntamientos y sus trabajadores, pase a ser la fracción IX
del mismo artículo que actualmente aparece como derogada.

Lo esencial de la propuesta que someto a su consideración
fue presentada originalmente en el año 2006 por el Grupo
Parlamentario de mi partido en el Congreso de Coahuila.
Posteriormente, con el apoyo de la mayoría, estas disposi-
ciones pasaron a formar parte de la legislación bajo cuyos
lineamientos se desarrollo el proceso electoral para la re-
novación de ayuntamientos en el año 2009.

Los resultados fueron, en mi opinión, alentadores: Del to-
tal de constancias de mayoría y de asignación proporcional
entregadas por el máximo órgano electoral del estado,1 el
45.63 por ciento correspondió a mujeres, porcentaje que se
ubica como el más alto registrado en una elección de este
tipo, no sólo en el estado de Coahuila sino en todo el país.
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Municipios de gran importancia quedaron integrados ma-
yoritariamente por mujeres, como los casos de Saltillo, ca-
pital del estado y Piedras Negras, con el 53.33 por ciento;
Monclova, 50 por ciento y Torreón, 46.67 por ciento. En
resumen, de los 38 municipios del estado sólo uno quedó
integrado con menos del 40 por ciento de mujeres.

No se trata pues de experimentar: Los resultados están a la
vista. La reforma propuesta para garantizar que la elección
de ayuntamientos se sujete al principio de paridad de géne-
ro, ha probado que tiene, como efecto inmediato, la incor-
poración de un mayor y significativo número de mujeres al
ejercicio del poder público. La experiencia que las mujeres
adquieran en el desempeño de estos cargos deberá tradu-
cirse en acciones gubernamentales con perspectiva de gé-
nero y, consecuentemente, en la formación, consolidación
y desarrollo de una nueva cultura democrática.

Como lo ha señalado acertadamente Marcela Lagarde: “Es
común que al referirnos a las mujeres, la problemática de
las mujeres o las alternativas para eliminar las formas de
discriminación contra las mujeres, nos refiramos a ello co-
mo temas, asuntos o propuestas de género. Lo que ha con-
ducido a que se crea que el género se refiere sólo a las mu-
jeres y fuera sustituible una palabra por la otra. No es así.
El género es un conjunto de atributos asignados a las per-
sonas por su sexo, definido históricamente y organizado
políticamente por la sociedad. Cada sociedad se organiza
para lograr el “tipo” de mujeres y hombres que correspon-
de a los contenidos de esa formación económico-social-po-
lítica y cultural.”2

Por otro lado, vale la pena hacer una muy breve reflexión
sobre la problemática de la equidad y la igualdad de géne-
ro. Desde que el filósofo cartesiano François Poulain de la
Barre publicara en 1673 su obra sobre la igualdad de los se-
xos, la lucha por lograr la equidad de género ha registrado
importantes avances. No obstante, a pesar de ello, aún nos
encontramos muy lejos del objetivo porque, más allá de las
acciones legislativas nos enfrentamos a un problema cultu-
ral.

Grandes pensadores que marcaron un hito en la historia de
la humanidad no pudieron sustraerse a estos prejuicios cul-
turales. Jean Jacques Rousseau, por ejemplo, en su célebre
obra Emilio o la educación, escribió: “(...) Cultivar en la
mujer las cualidades del hombre, y descuidar las que le son
propias, es trabajar en detrimento suyo (...) Hacedme caso,
madres juiciosas, no hagáis a vuestra hija un hombre de
bien, que es desmentir a la naturaleza. Hacedla mujer de

bien y así podréis estar seguros de que será útil para nos-
otros y para si misma (...) Por la misma razón que deben te-
ner poca libertad, se extralimitan en el uso de la que le de-
jan (...)”3

A pesar de las concepciones de aquella época, en la actua-
lidad nadie puede negar que fue la participación de las mu-
jeres uno de los factores decisivos para el triunfo de la Re-
volución Francesa. Por ello resulta hasta cierto punto
paradójico que ellas fueran presa de la persecución. Sobre
Olympia de Gouges, quién redactó y publicó una declara-
ción de los derechos de la mujer y la ciudadana, Marcela
Lagarde escribe: “Con otras revolucionarias, fue encarce-
lada y llevada a la guillotina, y la presencia política de las
mujeres fue prohibida y perseguida en la primera democra-
cia moderna.”4 Pocos años después (1801) Sylvain Maré-
chal presentaba en la Asamblea su proyecto de una ley que
prohíba aprender a leer a las mujeres, donde sentenciaba:
“La intención de la buena y sabia naturaleza ha sido que las
mujeres exclusivamente ocupadas en las labores domésti-
cas, se honraran con tener en las manos, no un libro o una
pluma, sino una rueca y un huso (...). Considerando los in-
convenientes graves que resultan para los dos sexos que las
mujeres sepan leer, la Razón quiere que las mujeres no me-
tan la nariz en un libro ni pongan la mano en una pluma
(...)”.5

Cierto es que esas concepciones han sido superadas en gran
medida, pero no han desaparecido y se manifiestan bajo
nuevas formas que impiden la consolidación de una verda-
dera cultura democrática. Poulain escribió: “Si los hombres
estuvieran acostumbrados a ver a una mujer en el púlpito,
no les afectaría más que lo que afecta a las mujeres el que
esté en él un hombre”6 Para Poulain ese era el problema de
fondo: El prejuicio basado en la costumbre; para terminar
con eso estamos obligadas a garantizar el acceso de las mu-
jeres en los órganos de gobierno más numerosos y más cer-
canos a la población.

Concluyo esta exposición citando a una de las grandes fe-
ministas mexicanas: “Diversas ideologías patriarcales na-
turalizan la desigualdad entre mujeres y hombres: conectan
causalmente diferencia y desigualdad y plantean que muje-
res y hombres son diferentes y por tanto desiguales. Con
ello, se justifica la desigualdad por la diferencia y se pien-
sa que es natural.”

“Afirman, también, que la igualdad es inalcanzable y,
por lo tanto, sólo es posible aspirar a la equidad; Algu-
nas instituciones y organizaciones civiles, promueven la
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equidad pero no la igualdad, porque no están de acuer-
do con ese principio y derecho democrático de mujeres
y hombres. Tampoco vindican la libertad, porque no
aceptan la libertad como principio ético ni como dere-
cho de las mujeres.”7

Fundamento legal

Con fundamento en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y
6º, numeral 1, fracción I, 76, numeral 1, fracción II, 77, nu-
meral 2 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
someto a la consideración de esta honorable asamblea, la
presente iniciativa con proyecto de decreto para reformar la
Constitución.

Denominación del proyecto de ley o decreto

Proyecto de decreto que reforma y adiciona las fracciones
VIII y IX del artículo 115 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos.

Ordenamientos a modificar

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Texto normativo propuesto

Artículo Primero. Se reforman y adiciona las fracciones
VIII y IX del artículo 115 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 115. ...

I. a VII. ...

VIII. Las leyes de los estados introducirán los principios
de representación proporcional y de paridad de género
en la elección de los ayuntamientos de todos los muni-
cipios.

Para los efectos del párrafo anterior las legislaciones
electorales de los estados se sujetarán a las siguientes re-
glas:

a) Para el registro de las planillas de candidatas y candi-
datos, la sindicatura deberá ser de género opuesto al que
ocupe la candidatura a la presidencia municipal y la pri-
mera regiduría deberá ser de género opuesto al de la sin-
dicatura;

b) Las regidurías deberán registrarse alternando un can-
didato o candidata de cada género, sin que puedan que-
dar en lugares contiguos candidatos del mismo género;

c) Las candidatas y candidatos a elegirse por el princi-
pio de representación proporcional deberán registrarse
bajo el mismo procedimiento establecido en el inciso
anterior; y

d) Con excepción del presidente o presidenta municipal,
las ausencias temporales o definitivas de los demás
miembros del ayuntamiento deberán cubrirse con un o
una suplente del mismo género.

IX.  Las relaciones de trabajo entre los municipios y sus
trabajadores, se regirán por las leyes que expidan las le-
gislaturas de los estados con base en lo dispuesto en el
artículo 123 de esta Constitución, y sus disposiciones
reglamentarias.

X. ...

Transitorios

Primero. Las legislaturas estatales deberán reformar sus
ordenamientos electorales dentro de los doce meses poste-
riores a la publicación del presente decreto en el Diario
Oficial de la Federación.

Segundo. Los estados que al momento de la publicación
del presente decreto se encuentren en proceso electoral o
dentro de los ciento veinte días anteriores a su inicio, de-
berán realizar las reformas dentro de los ciento ochenta dí-
as posteriores a su conclusión.

Tercero. Se derogan las disposiciones legales que se opon-
gan al presente decreto.

Notas:

1 Periódico Oficial del gobierno del estado de Coahuila, número 87, de
fecha 30 de octubre de 2009, páginas 1 a la 19.

2 LAGARDE, Marcela. Metodologías feministas para la formación de
mujeres lideresas, documento de trabajo. Página 10.

3 Citado por AGUADO, Ana. Ciudadanía, mujeres y democracia, pá-
gina 21. Revista de Historia Constitucional, número 6, 2005. Universi-
dad de Oviedo, España.
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4 LAGARDE, Marcela. Op. Cit., páginas 18 y 19.

5 Citado por AGUADO, Ana, op. cit. página 21.

6 Citado por GONZALVO, Pilar, Obras feministas de François Pou-
lain de la Barre (1647-1723), página 96, Revista de la Universidad de
México, Número 51, mayo de 2008, UNAM. México.

7 LAGARDE, Marcela. Metodologías feministas para la formación de
mujeres lideresas, documento de trabajo, página 16.

Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión, a 6 de sep-
tiembre de 2011.— Diputadas: Mary Telma Guajardo Villarreal, Silvia
Puppo Gastélum (rúbricas).»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Se
turna a la Comisión de Puntos Constitucionales la ini-
ciativa, para dictamen.

ARTICULOS 65 Y 66 CONSTITUCIONALES

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Tie-
ne la palabra el diputado Carlos Alberto Pérez Cuevas, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, para
presentar iniciativa con proyecto de decreto que reforma
los artículos 65 y 66 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos.

El diputado Carlos Alberto Pérez Cuevas: Con su venia,
señor presidente. La iniciativa que presento es una iniciati-
va de reforma a los artículos 65 y 66 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos.

Existe un reclamo justo de parte de los ciudadanos —nues-
tros representados— sobre lo reducido que constituyen los
periodos ordinarios de trabajo legislativo del Congreso.
Hace unos meses entramos en arduos debates, discusiones,
análisis infructíferos para, en aquel momento, ver la posi-
bilidad de construir un periodo extraordinario de sesiones
para poder procesar las reformas y leyes que tanto necesi-
ta el país.

Lo extraordinario es que entrásemos a estos debates sin lo-
grar construir, cuando la necesidad del país impera.

Estas condiciones del país exigen una labor permanente y
continua de los trabajos públicos a los cuales no podemos

sustraernos los legisladores; por lo tanto, las labores legis-
lativas no pueden rezagarse o sujetarse a un calendario de
sesiones, que para estos tiempos modernos resulta anacró-
nico y ajeno a la realidad de lo que este país necesita.

Debemos de estar ciertos que la duración de los periodos
legislativos deben ser acordes a las necesidades del país y
de esta manera, poder ver de frente a los ciudadanos que
están exigiendo reformas, análisis, discusiones permanen-
tes, sobre los marcos jurídicos que nos hemos dado.

En consecuencia, señores legisladores, consideramos que
debemos de adecuar nuestro calendario de trabajo legisla-
tivo; se trata de una iniciativa fundamental en la reforma
modernizadora del Congreso de la Unión, que conlleva un
alto impacto al funcionamiento jurídico y político del Esta-
do mexicano, por lo que resulta urgente hacer este análisis.

Legislaciones de otros Estados como Brasil, Colombia, Es-
paña, Francia, Uruguay, entre algunos otros, tienen esta-
blecidos en sus constituciones al menos periodos de nueve
meses de trabajo permanentes.

En el caso de México, no hemos entrado a una reforma sus-
tancial, dado que los periodos de receso del Congreso de la
Unión tenían razón de ser cuando era muy difícil el acceso
o la llegada a la sede del propio Congreso, por los caminos
anegados, por el transporte a caballo, por algunas modali-
dades de comunicación, que hoy han quedado superadas.

Cierto es que ante los ciudadanos la imagen que se da es
desfavorable, pareciera una imagen de improductividad y
mucho tiene que ver con el resultado bajo en la intensidad
del propio trabajo en las comisiones.

En esta tesitura proponemos ampliar concretamente el se-
gundo periodo ordinario de sesiones, para que inicie el 15
de enero y pueda prolongarse hasta el 15 de agosto si-
guiente, en lugar del día 30 de abril como dispone actual-
mente la norma suprema. Así el primer periodo de sesiones
duraría tres meses y quince días, en tanto que el segundo
periodo duraría hasta siete meses para comprender en total
de 10 meses y 15 días de trabajos ordinarios del Congreso,
los cuales consideramos son necesarios, en la dinámica ac-
tual que este país tiene para generar las condiciones que
permitan una mayor productividad legislativa.

Se trata de una iniciativa fundamental. Por lo tanto los le-
gisladores entendemos que nuestro encargo reviste una vi-
tal relevancia en el desarrollo de México; adaptarnos y tra-
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bajar enfrentando todo reto que se nos presenta no es una
prerrogativa, sino una obligación que debemos cumplir de
forma pronta y puntual.

Somos el único Poder de la Unión que tiene periodos am-
plios de receso, que ciertamente en cuanto a nuestro Re-
glamento y Ley Orgánica establece trabajos permanentes
en comisiones, pero que no hemos podido en estos tiempos
—porque se suspende toda discusión, análisis y dictamina-
ción—, sacar temas que el país requiere.

Por lo tanto, la propuesta, presidente, la propuesta, compa-
ñeros legisladores, es reformar los artículos 65 y 66 de la
Constitución para tener un trabajo permanente, continuo y
que no tenga interrupciones para poder sacar las reformas
pendientes. Es cuanto, señor presidente.

«Iniciativa que reforma los artículos 65 y 66 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo
del diputado Carlos Alberto Pérez Cuevas, del Grupo Par-
lamentario del PAN

El suscrito, diputado federal Carlos Alberto Pérez Cuevas,
de la LXI Legislatura del honorable Congreso de la Unión,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional, somete a la consideración de esta soberanía una ini-
ciativa con proyecto de decreto que pretende reformar los
artículos 65 y 66 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, a efecto de ampliar los periodos ordi-
narios de sesiones del Congreso de la Unión.

Lo anterior se presenta con fundamento en lo dispuesto en
los artículos 71, fracción II, de la Constitución Federal, y
55, fracción II, del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, al
tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El concepto de ley como expresión de la voluntad institu-
cional del Parlamento se caracteriza frente a las demás for-
mas de producción jurídica, tanto por un procedimiento es-
pecialmente calificado, como por la intervención de unos
órganos especializados y legitimados.1 El Congreso de la
Unión tiene la facultad de transformar al derecho positivo
mexicano y con ello la enorme responsabilidad de trabajar
para que las leyes respondan a las necesidades que tiene el
País, fomentando su evolución y crecimiento.

Las Cámaras que componen al Congreso, funcionan me-
diante la celebración de sesiones. Una sesión es la reunión
de la Cámara de Diputados o de Senadores para conocer y
discutir los asuntos que, de acuerdo a la Constitución les
competen.2

Dichas sesiones se dan en el marco de un calendario deter-
minado, denominado periodo ordinario, en el cual cada una
de las Cámaras se reúne en pleno para ocuparse del estu-
dio, discusión y votación de las iniciativas de ley que se les
presenten y de la resolución de los demás asuntos que les
corresponden, conforme a la Constitución.3

Ciertamente la duración de los periodos legislativos debe
ser acorde a las necesidades de cada Estado, sin embargo
encontramos referentes internacionales que permiten ver
las experiencias en otros Congresos.

Por ejemplo, Argentina en su artículo 63 constitucional dis-
pone que las Cámaras se deben reunir en sesiones ordina-
rias desde el primero de marzo hasta el 30 de noviembre,
es decir un solo periodo de nueve meses.

Brasil, establece en el artículo 57 de su Constitución que el
Congreso Nacional se reunirá anualmente en la capital fe-
deral, del 15 de febrero al 30 de junio y del 1 de agosto al
15 de diciembre, es decir nueve meses en dos periodos or-
dinarios.

Colombia en el artículo 138 de su Ley fundamental señala
que el Congreso, por derecho propio, se reunirá en sesiones
ordinarias, durante dos periodos por año, que constituirán
una sola legislatura. El primer periodo de sesiones comen-
zará el 20 de julio y terminará el 16 de diciembre; el se-
gundo el 16 de marzo y concluirá el 20 de junio, un total de
nueves meses de sesión

En España, de acuerdo al artículo 73 constitucional, las Cá-
maras se reunirán anualmente en dos periodos ordinarios
de sesiones: el primero, de septiembre a diciembre, y el se-
gundo, de febrero a junio, que suman un tiempo de nueve
meses.

Francia en su artículo 28 de la Norma Suprema dicta que el
Parlamento se reunirá de pleno derecho en un solo periodo
ordinario de sesiones que comienza el primer día laborable
de octubre y termina el último día laborable de junio, aun-
que no puede exceder de 120 sesiones por periodo, en un
lapso de nueve meses.
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Uruguay en el artículo 104 de su Constitución establece
que la Asamblea General empezará sus sesiones el prime-
ro de marzo de cada año, sesionando hasta el 15 de di-
ciembre, o sólo hasta el 15 de septiembre, en el caso de que
haya elecciones, debiendo entonces la nueva Asamblea
empezar sus sesiones el quince de febrero siguiente.

Por su parte en México también han existido distintas épo-
cas para el desarrollo del trabajo parlamentario. Las sesio-
nes ordinarias del Congreso de la Unión, desde una pers-
pectiva histórica, han sido modificadas en cuanto su
duración a través del tiempo y las circunstancias específi-
cas del país.

En el México independiente, específicamente en la Consti-
tución de 1824; se acordó un periodo único de sesiones or-
dinarias que abarcaba del primero de enero al 15 de abril
con la posibilidad de prorrogarse hasta por treinta días. Por
su parte, la Constitución Política de la República Mexica-
na promulgada en 1857, en su artículo 62, previó dos pe-
riodos ordinarios de sesiones, el primero comenzaba el 16
de septiembre y concluía el 15 de diciembre, además era
improrrogable, mientras que el segundo periodo se inaugu-
raba el primero de abril y terminaba el 31 de mayo.

La Constitución de 1917, contempló únicamente la exis-
tencia de un periodo ordinario de sesiones, el cual iniciaba
el primero de septiembre y tenía como fecha límite al 31 de
diciembre del mismo año. En este periodo de sesiones or-
dinarias se trataban los asuntos concernientes a la revisión
de la cuenta pública, el examen, discusión y aprobación del
presupuesto, así como de los impuestos necesarios para cu-
brirlos y, por último, para conocer de las iniciativas de ley
que se le presentarán.

En 1977 se reformaron los artículos 65 y 66 constituciona-
les, ampliando los temas y asuntos que pueden ser tratados
por el Congreso de la Unión dejando de enlistarlos y en-
cuadrarlos como materias únicas.

En 1986 se retoma la fórmula para que el Congreso de la
Unión se reúna por dos periodos ordinarios de sesiones pa-
ra el desahogo de los asuntos de su competencia, fijando
como fecha de inicio de este segundo periodo el día 15 de
abril. Esta situación fue acotada con las reformas de 1993
en las que se delimita el primer periodo de sesiones ordi-
narias para que iniciaran el primero de septiembre y que no
se prolongaran más allá del 15 de diciembre del mismo
año, término que podrá prorrogarse hasta el 31 de diciem-
bre cuando el presidente de la república iniciara su encar-

go. El segundo periodo iniciaría el 15 de marzo y no podría
extenderse más allá del 30 de abril.4

Finalmente en 2004 se dio la última reforma en el tema,
cuando se modificó el artículo 65 constitucional, para esta-
blecer que a partir del primero de febrero de cada año se
celebrará el segundo periodo de sesiones ordinarias.

La lógica de todas las reformas citadas fue adecuar los tiem-
pos del Congreso a las necesidades que imperaban en la na-
ción, es decir respondieron a su realidad histórica y precisa-
mente es en estos momentos que tenemos una realidad
compleja, donde la economía internacional influye en la eco-
nomía interna de los estados, con una lucha incesante del es-
tado contra la delincuencia organizada, un fuerte pluralismo
político, una dinámica social cambiante y un desarrollo de-
mocrático en plenitud, necesitamos adecuar nuevamente los
tiempos parlamentarios, ampliando el tiempo en que se se-
siona de forma ordinaria por ambas Cámaras.

En tal tesitura, proponemos ampliar concretamente el se-
gundo periodo ordinario de sesiones, para que inicie el quin-
ce de enero, y pueda prolongarse hasta del 15 de agosto si-
guiente, en lugar del día 30 de abril, como dispone
actualmente la Norma Suprema.

Así el primer periodo de sesiones duraría tres meses y quin-
ce días, en tanto que el segundo periodo duraría hasta siete
meses, para comprender un total de diez meses y quince dí-
as de trabajos ordinarios del Congreso, los cuales considera-
mos son necesarios en la dinámica actual de nuestro Con-
greso, para generar las condiciones que permitan una mayor
productividad legislativa.

Se trata de una respuesta puntual al sentir social, pues los pe-
riodos de receso han generado una opinión pública desfavo-
rable, dando una imagen de improductividad, resultado de la
baja intensidad en el trabajo que se da en comisiones.

Es pues que se trata de una iniciativa fundamental en la re-
forma modernizadora del Congreso de la Unión y que con-
lleva un alto impacto al funcionamiento jurídico y político
del Estado mexicano, por lo que resulta urgente su discu-
sión y definición dentro del marco ya expuesto.

Los legisladores entendemos que nuestro encargo reviste
una vital relevancia en el desarrollo de México, adaptarnos
y trabajar enfrentando todo reto que se nos presenta, no es
una prerrogativa, sino una obligación que debemos cumplir
de forma pronta y puntual.
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Por lo expuesto, someto a la consideración de esta asam-
blea el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforma la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos

Al tenor de lo siguiente:

Artículo Único. Se reforman los párrafos primeros de los
artículos 65 y 66 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos.

Artículo 65. El Congreso se reunirá a partir del 1o. de sep-
tiembre de cada año, para celebrar un primer periodo de se-
siones ordinarias y a partir del 15 de enero de cada año pa-
ra celebrar un segundo periodo de sesiones ordinarias.

…

…

Artículo 66. Cada periodo de sesiones ordinarias durará el
tiempo necesario para tratar todos los asuntos mencionados
en el artículo anterior. El primer periodo no podrá prolon-
garse sino hasta el 15 de diciembre del mismo año, excep-
to cuando el presidente de la república inicie su encargo en
la fecha prevista por el artículo 83, en cuyo caso las sesio-
nes podrán extenderse hasta el 31 de diciembre de ese mis-
mo año. El segundo periodo no podrá prolongarse más allá
del 15 de agosto del mismo año.

…

Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor al
día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Artículo Segundo. El Congreso de la Unión dispondrá lo
necesario para adecuar las leyes secundarias respectivas en
un término máximo de noventa días, contados a partir de la
fecha de publicación del presente decreto.

Notas:

1 Mora Donato Cecilia, Cambio político y legitimidad funcional, Edi-
torial Porrúa, México, 2006.

2 Moto Salazar Efraín, Elementos de derecho, Editorial Porrúa, Méxi-
co, 2007.

3 Ídem.

4 Salazar Abaroa Enrique Armando, Derecho político parlamentario,
Editorial Porrúa, México, 2005.

Salón de sesiones de la LXI Legislatura de la Cámara de Diputados, a
los 29 días del mes de junio de 2011.— Diputados: Carlos Alberto Pé-
rez Cuevas, Juan José Cuevas García, Silvia Puppo Gastélum, María
Joann Novoa Mossberger, Paz Gutiérrez Cortina, Luis Enrique Merca-
do Sánchez, Daniel Gabriel Ávila Ruiz, Sergio Tolento Hernández,
María Yolanda Valencia Vales, Guadalupe Valenzuela Cabrales, María
del Carmen Guzmán Lozano, Raúl Gerardo Cuadra García, Arturo Ra-
mírez Bucio (rúbricas).»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Gra-
cias, señor diputado. Túrnese a la Comisión de Puntos
Constitucionales, para dictamen.

Señor diputado Cuevas.

El diputado Juan José Cuevas García (desde la curul):
Gracias, diputado presidente. Para solicitarle al proponen-
te que nos haga el favor de sumarnos a esta propuesta de
iniciativa. Gracias.

La diputada María Joann Novoa Mossberger (desde la
curul): Presidente, para los mismos efectos, para adherirme
a la iniciativa del diputado Pérez Cuevas.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Se-
ñora diputada, ¿para los mismos efectos? Si el diputado Pé-
rez Cuevas no tiene inconveniente en la adhesión, la ini-
ciativa está a su disposición en la Secretaría.

LEY ORGANICA DEL PODER JUDICIAL
DE LA FEDERACION - LEY ORGANICA DE LA

PROCURADURIA GENERAL DE LA REPUBLICA -
LEY ORGANICA DEL EJERCITO Y FUERZA AEREA

MEXICANOS - LEY DE DISCIPLINA PARA
EL PERSONAL DE LA ARMADA DE MEXICO - 

CODIGO DE JUSTICIA MILITAR

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Tie-
ne la palabra la diputada Teresa Guadalupe Reyes Sahagún,
del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo, para pre-
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sentar iniciativa con proyecto de decreto que reforma y
adiciona diversas disposiciones de la ley Orgánica del Po-
der Judicial de la Federación, de la Ley Orgánica de la Pro-
curaduría General de la República, de la Ley Orgánica del
Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos, de la Ley de Discipli-
na para el Personal de la Armada de México y del Código
de Justicia Militar.

La diputada Teresa Guadalupe Reyes Sahagún: Buenas
tardes, diputados y diputadas. El Ejército Mexicano actual
tiene su origen en la disolución del ejército federal el 13 de
agosto de 1914. Es también un ejército con un origen neta-
mente popular.

Históricamente, la misión del Ejército y de la Armada de
México ha sido la salvaguarda de la soberanía nacional y
su integridad territorial. Sin embargo, en particular, en esta
administración se les ha utilizado en tareas de seguridad
pública, que son totalmente ajenas a la función sustantiva.

El artículo 13 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos establece el fuero de guerra al que son
sujetos los militares. Esto es, se cuenta con un sistema dis-
ciplinario al que quedan sujetos sus integrantes.

Desde luego que la existencia del fuero de guerra y de los
tribunales militares representa un problema, en virtud de
que la Procuraduría de Justicia Militar y los impartidores
de justicia militar no cuentan con la autonomía e indepen-
dencia suficiente para desempeñar adecuadamente su tarea.

Ambas instituciones dependen jerárquicamente del mando
supremo, que lo es en su momento el presidente de la re-
pública, según se desprende del artículo 89, fracción VI de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
y los artículos 11 de la Ley Orgánica del Ejército y Fuerza
Aérea Mexicanos, 5 y 6 de la Ley Orgánica de la Armada
de México.

En su carácter de mando supremo, el presidente de la re-
pública designa a los integrantes del Supremo Tribunal Mi-
litar, así como al procurador de Justicia Militar, con lo que
no se garantiza la total independencia en la procuración e
impartición de la justicia, máxime que el artículo 49 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en
su segundo párrafo, establece: El Supremo Poder de la Fe-
deración se divide para su ejercicio en Legislativo, Ejecu-
tivo y Judicial. No podrán reunirse dos o más de estos Po-
deres en una sola persona o corporación.

En tal virtud, en lo que atañe a la justicia militar, el Poder
Ejecutivo está realizando funciones formalmente jurisdic-
cionales que son propias del Poder Judicial de la federa-
ción.

Por tanto, sobre la Ley Orgánica del Poder Judicial de la
Federación proponemos la adición del inciso n), al artículo
50 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación
para ampliar la competencia de los jueces penales federa-
les para que conozcan y resuelvan sobre la probable comi-
sión de delitos previstos en el Código de Justicia Militar.

Que quede claro, no estamos planteando la impunidad pa-
ra nadie; lo que se pretende es que en materia de justicia
militar rija el principio de la autonomía e independencia y
no el de la subordinación jerárquica al superior del mando
o al propio mando supremo.

Si se pretende que la justicia militar sea impartida por los
jueces penales federales integrantes del Poder Judicial de la
Federación, lo lógico es que la persecución de los delitos
presuntamente cometidos por integrantes de las fuerzas ar-
madas corra a cargo del Ministerio Público federal.

Por ello, proponemos la reforma a la fracción I del artícu-
lo 4o. de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la
República, para que los delitos previstos en el Código de
Justicia Militar en lo que corresponde a la denuncia, inte-
gración de averiguación previa y ejercicio de la acción pe-
nal ante los jueces penales federales sea competencia de la
Procuraduría General de la República.

El artículo 20 de nuestra norma fundamental en el aparta-
do B, a que se refieren los derechos de toda persona impu-
tada, en su fracción I consagra el principio de la presunción
de inocencia al establecer que se presuma su inocencia
mientras no se declare su responsabilidad mediante senten-
cia emitida por el juez de la causa; pero, ¿qué es lo que
ocurre con los integrantes de las fuerzas armadas que son
sujetos a proceso penal ante la justicia militar?

Antes de ser oídos y vencidos en el juicio se les descuenta
hasta el 90 por ciento de sus haberes con base en el Regla-
mento de los Grupos Militares Procesados y Sentenciados,
disposición a todas luces contraria al artículo 20 constitu-
cional y también al artículo 5o. de la propia Constitución,
mismo que señala: Nadie puede ser privado del producto
de su trabajo sino mediante resolución judicial.
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Por ello, proponemos la reforma al artículo 178 de la Ley
Orgánica del Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos, para que
los militares que hayan sido sentenciados a penas privati-
vas de libertad se les garantice el pago de al menos 50 por
ciento de sus haberes.

En el mismo caso, que los integrantes del Ejército y Fuer-
za Aérea, quienes integran la Armada de México y son su-
jetos a proceso, son víctimas de descuento en sus haberes,
también de hasta el 90 por ciento sin que sean oídos y ven-
cidos en juicio, por lo que resultan aplicables las mismas
disposiciones constitucionales invocadas en la Ley Orgáni-
ca del Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos.

De este ordenamiento planteamos que se deroguen diver-
sas disposiciones que tienen que ver con la Procuraduría de
Justicia Militar y la justicia de dicho ámbito dejando sub-
sistente lo que corresponde a los consejos de guerra, en vir-
tud de que se tiene la convicción de que en una guerra en
la que nuestro país se ve inmerso es necesario contar con
los órganos que apliquen la justicia militar de manera ex-
pedita, pronta y oportuna, como la situación lo requiera,
aceptando que la normatividad de la aplicación de la pro-
pia justicia militar, en el marco de nuestra propuesta, co-
rresponde a los jueces penales federales.

Solicito a la Presidencia que se inserte el texto completo en
el Diario de los Debates. Gracias.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de las Leyes Orgánica del Poder Judicial de la Federación,
Orgánica de la Procuraduría General de la República, Or-
gánica del Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos, y de Disci-
plina para el Personal de la Armada de México, así como
del Código de Justicia Militar, a cargo de la diputada Tere-
sa Guadalupe Reyes Sahagún, del Grupo Parlamentario del
PT

La suscrita, diputada federal integrante del Grupo Parla-
mentario del Partido del Trabajo en la LXI Legislatura del
honorable Congreso de la Unión, con fundamento en lo
dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como por
los artículos 6, numeral 1, fracción I, 77, numeral 1, y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a la
consideración de esta soberanía la iniciativa con proyecto
de decreto por el que se reforman y derogan diversas dis-
posiciones de las Leyes Orgánica del Poder Judicial de la
Federación, Orgánica de la Procuraduría General de la Re-
pública, Orgánica del Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos,

de Disciplina para el Personal de la Armada de México y
del Código de Justicia Militar, bajo la siguiente

Exposición de Motivos

El Ejército Mexicano actual tiene su origen con la disolu-
ción del Ejército Federal el 13 de agosto de 1914, confor-
me a los tratados de Teoloyucan. En consecuencia el Ejér-
cito Constitucionalista, encabezado por Venustiano
Carranza, se convirtió en el nuevo Ejército Mexicano.

El Ejército Mexicano tiene un origen netamente popular y
sus oficiales se forman en las escuelas militares creadas ex
profeso para tal fin.

Históricamente la misión del Ejército y la Armada de Mé-
xico ha sido la salvaguarda de la soberanía nacional y de su
integridad territorial. Sin embargo, en particular en esta ad-
ministración se les ha utilizado en tareas de seguridad pú-
blica que son totalmente ajenas a su función sustantiva.

El artículo 13 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos establece el fuero de guerra, al que son
sujetos los militares, esto es, se cuenta con un sistema dis-
ciplinario interno al que quedan sujetos sus integrantes.

Desde luego que la existencia del fuero de guerra y de los
Tribunales Militares representan un problema en virtud de
que la Procuraduría de Justicia Militar y los impartidores
de justicia militar no cuentan con la autonomía e indepen-
dencia suficiente para desempeñar adecuadamente su tarea.

Ambas instituciones dependen jerárquicamente del Mando
Supremo que lo es el presidente de la República, según se
desprende del artículo 89, fracción VI, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y los artículos
11 de la Ley Orgánica del Ejército y Fuerza Aérea Mexica-
nos, 5 y 6 de la Ley Orgánica de la Armada de México.

En su carácter de Mando Supremo el presidente de la Re-
pública designa a los integrantes del Supremo Tribunal Mi-
litar así como al procurador de Justicia Militar, con lo que
no se garantiza la total independencia en la procuración e
impartición de justicia.

Máxime que el artículo 49 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, en su segundo párrafo es-
tablece: “El Supremo Poder de la federación se divide pa-
ra su ejercicio en Legislativo, Ejecutivo y Judicial.
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No podrán reunirse dos o más de estos poderes en una so-
la persona o corporación …”

En tal virtud, en lo que atañe a la justicia militar el Poder
Ejecutivo realiza funciones formalmente jurisdiccionales
que son propias del Poder Judicial de la federación.

Para otorgar certeza jurídica a los integrantes de las Fuer-
zas Armadas Mexicanas, fundamentalmente en quien per-
siga los presuntos delitos cometidos y quien imparta justi-
cia cuenten con la independencia que se requiere
sometemos a la consideración de esta honorable Cámara de
Diputados una serie de modificaciones a distintas leyes,
que pasan a ser explicadas:

Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación

Proponemos la adición de un inciso n) al artículo 50 de la
Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación para am-
pliar la competencia de los jueces penales federales para
que conozcan y resuelvan sobre la probable comisión de
delitos previstos en el Código de Justicia Militar.

Que quede claro, no buscamos impunidad para nadie. Lo
que se pretende es que en materia de justicia militar rija el
principio de autonomía e independencia y no el de subor-
dinación jerárquica al superior en el mando o al propio
Mando Supremo.

Ley Orgánica de la Procuraduría General de la Repú-
blica

Si se pretende que la justicia militar sea impartida por los
jueces penales federales integrantes del Poder Judicial de la
Federación, lo lógico es que la persecución de los delitos
presuntamente cometidos por los integrantes de las fuerzas
armadas corra a cargo del Ministerio Público federal.

Si bien es cierto, se ha avanzado en los procesos de desig-
nación del titular del Ministerio Público federal, quien de
conformidad con lo que dispone el artículo 102, Apartado
A, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, es designado por el titular del Ejecutivo federal con
ratificación del Senado o, en sus recesos, por la Comisión
Permanente, lo que le otorga cierta autonomía en su tarea
de persecución de la delincuencia.

Es por ello que proponemos la reforma de la fracción I del
artículo 4 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de
la República para que los delitos previstos en el Código de

Justicia Militar en lo que corresponde a la denuncia, inte-
gración de averiguación previa y ejercicio de la acción pe-
nal ante los jueces penales federales sea competencia de la
Procuraduría General de la República.

Ley Orgánica del Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos

El artículo 20 de nuestra norma fundamental, en el Aparta-
do B que se refiere a los derechos de toda persona imputa-
da, en su fracción I, consagra el principio de presunción de
inocencia al establecer: “A que se presuma su inocencia
mientras no se declare su responsabilidad mediante senten-
cia emitida por el juez de la causa; …”

Pero ¿qué es lo que ocurre con los integrantes de las fuer-
zas armadas que son sujetos a proceso penal ante la justi-
cia militar? Antes de ser oídos y vencidos en juicio se les
descuenta hasta el 90 por ciento de sus haberes con base en
el Reglamento de los Grupos de Militares Procesados y
Sentenciados, disposición que a todas luces es contraria al
artículo 20 constitucional y también al artículo 5 de la pro-
pia Constitución, que señala que: “Nadie puede ser priva-
do del producto de su trabajo, sino mediante resolución ju-
dicial”. 

Sin perjuicio de la existencia de tratados internacionales
suscritos por el Estado mexicano, que de conformidad con
el artículo 133 son Ley Suprema de toda la unión y con el
párrafo segundo del artículo 1 que establece: “Las normas
relativas a los derechos humanos se interpretarán de con-
formidad con esta Constitución y con los Tratados Interna-
cionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las
personas la protección más amplia”.

Por ello proponemos la reforma del artículo 178 de la Ley
Orgánica del Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos, para que
a los militares que hayan sido sentenciados a pena privati-
va de libertad se les garantice el pago de al menos el 50 por
ciento de sus haberes. Aquí es importante precisar que los
militares sentenciados con excepción de aquellos a quienes
se haya ordenado su baja del Ejército, siguen siendo acti-
vos y están a disposición de su mando, lo que en los hechos
hace que sigan realizando actividades y que se les tenga
que pagar por ellas.

Este es un aspecto de vital importancia para los integrantes
de las fuerzas armadas, pues en la gran mayoría de los ca-
sos ellos son la única fuente para la manutención de sus fa-
milias y que cuando sus haberes se reducen en un 90 por
ciento no pueden cumplir con sus obligaciones alimenti-
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cias con los consecuentes problemas familiares que de ello
derivan.

Ley de Disciplina del Personal de la Armada de México

En el mismo caso que los integrantes del Ejército y Fuerza
Aérea quienes integran la Armada de México y son sujetos
a proceso son víctimas de descuento en sus haberes, tam-
bién hasta el 90 por ciento, sin que sean oídos y vencidos
en juicio, por lo que resultan aplicables las mismas dispo-
siciones constitucionales invocadas en la Ley Orgánica del
Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos.

Código de Justicia Militar

De este ordenamiento planteamos que se deroguen diver-
sas disposiciones que tienen que ver con la Procuraduría de
Justicia Militar y la Justicia en dicho ámbito, dejando sub-
sistente lo que corresponde a los Consejos de Guerra en
virtud de que se tiene la convicción de que en una guerra
en la que nuestro país se vea inmerso es necesario contar
con órganos que apliquen la justicia militar de manera ex-
pedita pronta y oportuna como la situación lo requiera,
aceptando que la normalidad en la aplicación de la propia
justicia militar, en el marco de nuestra propuesta, corres-
ponde a los jueces penales federales.

Compañeras legisladoras y compañeros legisladores:

Mucho se ha discutido sobre la tarea de nuestras fuerzas ar-
madas en el combate a la delincuencia, pero poco se habla
sobre la vulnerabilidad en la que se encuentran porque la
relación de subordinación propia de la actividad militar los
hace estar en desventaja ante “el no acatamiento de una or-
den”, que generalmente son verbales.

Por ello, pretendemos dotar a las fuerzas armadas de la se-
guridad jurídica que derivan de la autonomía e independen-
cia de quien va perseguir la probable comisión de los delitos
en que incurran así como de los órganos jurisdiccionales en-
cargados de impartir justicia y, fundamentalmente, de que
sus ingresos no serán confiscados de manera arbitraria sino
que podrán contar con un mínimo que permita satisfacer las
necesidades propias y de sus familias.

Compañeras diputadas y compañeros diputados:

Por las consideraciones antes expuestas, someto a la consi-
deración del pleno de la Cámara de Diputados la iniciativa
con proyecto de

Decreto por el que se reforman y derogan diversas dis-
posiciones de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la
Federación, Ley Orgánica de la Procuraduría General
de la República, Ley Orgánica del Ejército y Fuerza
Aérea Mexicanos, Ley de Disciplina para el Personal de
la Armada de México y Código de Justicia Militar

Artículo Primero: Se adiciona el inciso n) a la fracción I
del artículo 50 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la
Federación, para quedar como sigue:

Artículo 50. …

I. …

a) a m)…

n) Los previstos en el Código de Justicia Militar.

II. y III. …

Artículo Segundo: Se reforma la fracción I, del artículo 4
de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la Repú-
blica, para quedar como sigue:

Artículo 4. …

I. Investigar y perseguir los delitos del orden federal, in-
clusive los previstos en el Código de Justicia Militar.
El ejercicio de esta atribución comprende: 

A) a C) …

Artículo Tercero. Se adicionan los párrafos segundo y ter-
cero al artículo 178 de la Ley Orgánica del Ejército y Fuer-
za Aérea Mexicanos, para quedar como siguen:

Artículo 178. …

Los militares que hayan sido sentenciados a pena pri-
vativa de libertad, percibirán al menos el 50 por ciento
de sus haberes hasta en tanto recobren su libertad y se
reintegren plenamente al servicio en cuyo caso percibi-
rán la totalidad de los haberes.

En ningún caso, bajo el principio de presunción de ino-
cencia, se descontarán haberes a los militares sujetos a
proceso hasta que, en su caso, sean sentenciados.
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Artículo Cuarto. Se adicionan los párrafos segundo y ter-
cero, corriéndose en su orden los actuales segundo y tercer
párrafo al Artículo 29 de la Ley de Disciplina para el Per-
sonal de la Armada de México, para quedar como sigue:

Artículo 29. Los haberes del personal de la Armada, …

El personal que haya sido sentenciado a pena privativa
de libertad, percibirán al menos el 50 por ciento de sus
haberes hasta en tanto recobren su libertad y se reinte-
gren plenamente al servicio, en cuyo caso percibirán la
totalidad de los haberes.

En ningún caso, bajo el principio de presunción de ino-
cencia, se descontarán haberes al personal sujeto a pro-
ceso hasta que, en su caso, sean sentenciados.

Queda prohibido:

…

…

…

Artículo Quinto. Se derogan los artículos 1o., fracción I y
IV, 3 al 9, 24 al 30, 36 al 49, 58 al 70, 76 al 84, 87 al 89,
92, 93, 95 al 97 todos del Código de Justicia Militar, para
quedar como siguen:

Artículo 1o. …

I. Se deroga

II. y III. …

IV. Se deroga

3. a 9. Se derogan

24. a 30. Se derogan

36. a 49. Se derogan

58. a 70. Se derogan

76. a 84. Se derogan

87. a 89. Se derogan

92. y 93. Se derogan

95. a 97. Se derogan

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Se derogan todas aquellas disposiciones que se
opongan al presente decreto.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a seis de septiembre de
dos mil once.— Diputada Teresa Guadalupe Reyes Sahagún (rúbri-
ca).»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Con
mucho gusto, diputada. Se hará la publicación correspon-
diente. Se turna la iniciativa a las Comisiones Unidas de
Justicia y de Defensa Nacional, para dictamen.

LEY ORGANICA DEL CONGRESO GENERAL DE
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Tie-
ne la palabra el diputado Marcos Pérez Esquer, del Grupo
parlamentario del Partido Acción Nacional, para presentar
iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo
3o. de la Ley Orgánica del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos.

El diputado Marcos Pérez Esquer: Gracias presidente.
Antes de iniciar con la presentación de mi iniciativa qui-
siera solicitarle que, toda vez que tengo varias registradas
para el día de hoy, las otras que tengo registradas, además
de la que usted ya enunció, pudieran ser turnadas a la si-
guiente sesión.

La propuesta que someto a consideración de esta soberanía
reforma y adiciona el artículo 3o. de la Ley Orgánica del
Congreso General con el objeto de subsanar la falta clari-
dad de la que adolece el artículo 70 constitucional, lo que
ha generado problemática al momento de su aplicación,
misma que puede evitarse mediante la concreción de defi-
niciones en el texto legal.
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Dicho precepto constitucional determina que las resolucio-
nes del Congreso tendrán carácter de ley o decreto, sin de-
finir lo que debe entenderse por una u otro; además, ningún
otro precepto de la Carta Fundamental o incluso de la ley,
sienta bases para conceptualizar o delimitar ambos térmi-
nos. La ausencia de definiciones en una norma constitucio-
nal no es un problema menor, pues de ello depende su efi-
cacia y aplicabilidad.

Por ello, el artículo 70 constitucional bien puede calificar-
se como una norma de eficacia limitada, en tanto que su es-
tructura no es lo suficientemente completa para ser aplica-
da con facilidad. Lo cual se corrobora con el hecho de que
su aplicación ha generado una serie de inconvenientes o di-
ficultades.

Por citar un ejemplo, cuando el 30 de enero de 2001, el ti-
tular del Ejecutivo Federal emitió un decreto por el cual fi-
jó el horario de verano, quedó de relieve —aun cuando no
se trató de un acto del Poder Legislativo— la falta de cla-
ridad sobre la distinción entre un decreto y la ley. Fue a tra-
vés de la decisión de la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción que se resolvió considerar ese acto que tenía la
denominación formal de decreto, como una norma jurídica,
pues reunía las características de generalidad y abstracción.

Consecuentemente se propone reformar y adicionar en el
artículo 3o. de la Ley Orgánica del Congreso, a fin de dar
especificidad y concreción al artículo 70 constitucional en
cuanto a lo que debe entenderse por ley y decreto, sin que
se estime conveniente modificar el propio texto constitu-
cional con ese fin, dado que este debe reservarse para esta-
blecer los principios y valores que nutren al Estado.

Por lo que dentro del diseño constitucional no es recomen-
dable establecer definiciones casuísticas, mismas que de-
ben ser materia del desarrollo de la ley.

Para dar contenido y significado a esas expresiones, en la
iniciativa se plantea retomar la definición de ley y decreto,
que las normas constitucionales de 1836 y 1843 sí preveí-
an y que sin razón o justificación alguna desaparecieron de
los ordenamientos posteriores.

Conforme esos textos, el nombre de ley se asigna a aque-
llas resoluciones del Congreso que versan sobre materia de
interés común dentro de la órbita de atribuciones del Poder
Legislativo, en tanto que la nominación de decreto corres-
ponde a las que dentro de la misma órbita sean solo relati-

vas a determinados tiempos, lugares, corporaciones, esta-
blecimientos o personas.

Con el mismo propósito de fortalecer la labor parlamenta-
ria, se propone reconocer expresamente, como otro tipo de
actos provenientes de este Poder, los acuerdos, figura que
ha adquirido una relevancia significativa, no sólo por su
uso frecuente, sino porque ante la insuficiencia o ausencia
de normatividad interior ha permitido al Congreso dar
atención a situaciones propias de la vida legislativa, lo que
a su vez ha evitado la parálisis y permitido una puntual
manifestación de la pluralidad política.

Hoy en día, a través de los acuerdos legislativos se ha ve-
nido a subsanar la falta de regulación en materias tales co-
mo los trámites que deben recaer en iniciativas y proposi-
ciones que se presentan, el desarrollo de las sesiones, las
formas y reglas de las discusiones, el procedimiento para
revisión de los proyectos de ley y el método para emitir vo-
taciones.

En consecuencia con ello, se propone definir en la Ley Or-
gánica a los acuerdos como aquellas determinaciones o re-
soluciones que tienden a regular situaciones relacionadas
con la organización, el funcionamiento interno o el correc-
to desarrollo del trabajo legislativo en cada una de las cá-
maras, las relaciones de éstas con el exterior o que impli-
can un posicionamiento o definición respecto de problemas
o asuntos de interés nacional. Es cuanto, presidente, mu-
chas gracias.

«Iniciativa que reforma el artículo 3o. de la Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, a
cargo del diputado Marcos Pérez Esquer, del Grupo Parla-
mentario del PAN

El suscrito diputado federal Marcos Pérez Esquer, inte-
grante del grupo parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal de la LXI Legislatura del H. Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71 fracción II
y 78 fracción III de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, concordantes con el diverso 6 fracción
I del Reglamento de la Cámara de Diputados del H. Con-
greso de la Unión, me permito presentar para su análisis y
dictamen la siguiente Iniciativa con proyecto de decreto
por el que se reforma el artículo 3 de Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, al te-
nor de la siguiente:
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Exposición de Motivos

La  presente iniciativa tiene como propósito subsanar la
falta de claridad o especificidad de la que, en algunas oca-
siones, adolecen las normas jurídicas, lo que genera confu-
siones al momento de su aplicación y observancia, que
bien pudieran evitarse mediante la concreción de definicio-
nes que proporcione el propio creador de la norma.

En principio, es necesario tener presente que las llamadas
constituciones modernas tienen un mayor grado de com-
plejidad que aquellas consideradas como parte del consti-
tucionalismo decimonónico, pues no se limitan a sentar las
normas básicas de la organización del Estado y a garanti-
zar ciertos derechos civiles y políticos, sino que incorporan
principios, valores y más importante aún, nuevos y funda-
mentales derechos denominados por la doctrina como de-
rechos de segunda y tercera generación, destinados a pro-
mover el bienestar económico, social y cultural; consagrar
la paz, la preservación del medio ambiente, el derecho al
desarrollo, entre otros. 

En ese tenor, las constituciones modernas contienen nor-
mas jurídicas de diferente tipo, función o naturaleza, lo que
las hace heterogéneas. La Constitución mexicana no es aje-
na a esa circunstancia, pues contiene normas de diferente
estructura y contenido.

Así lo pone de relieve la definición de “Constitución” ela-
borada por el investigador Jorge Ulises Carmona Tinoco,
quien sostiene: “Constitución, es el documento expedido
por un poder constituyente, ya sea primario o permanente,
que expresa la normas reguladoras de la organización del
Estado, los derechos fundamentales de la persona humana
y los procedimientos de creación de las leyes”.1

En ese contexto, la Constitución Mexicana -como otras
cartas contemporáneas- contiene normas de tipo, función y
naturaleza diversa, cuya eficacia y aplicabilidad también es
variable, lo cual obedece a que no todas las normas consti-
tucionales tienen la misma estructura, existiendo algunas
cuyo enunciado resulta insuficiente para su debida obser-
vancia.

La propuesta se vincula a una norma de este tipo, que for-
ma parte del bloque de preceptos constitucionales relativos
al ejercicio del poder público, particularmente, del legisla-
tivo depositado en el Congreso de la Unión integrado por
las dos cámaras, una de diputados y otra de senadores, se-
gún lo establece el artículo 50 de la Constitución Federal.

Esto es así, ya que sobre el ejercicio de la función legisla-
tiva, el artículo 70 constitucional determina que las resolu-
ciones del Congreso tendrán carácter de “ley o decreto”,
sin definir lo que debe entenderse por una u otro; además,
ningún precepto de la carta fundamental o de la ley, inclu-
yendo la Ley Orgánica del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, sienta bases para conceptualizar o
delimitar ambos términos, señalando por ejemplo, sus no-
tas características y distintivas.

Luego, si bien para desentrañar el alcance o significado de
un precepto constitucional, es factible acudir a lo previsto
en las diversas disposiciones que conforman la Carta Mag-
na, tal como lo sostuvo la Suprema Corte de Justicia de la
Nación en la tesis de rubro “Interpretación constitucio-
nal. El alcance de un precepto de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos debe basarse,
esencialmente, en lo dispuesto en ésta y no en las dis-
posiciones generales emanadas de ella”,2 en el caso, es-
to no es posible, dado que el ordenamiento fundamental no
proporciona mayores elementos para diferenciar a la “ley”
del “decreto”.

Tampoco es factible acudir a la ley ordinaria para delimitar
esos términos, ya que como se señaló, no existe alguna nor-
ma en la legislación secundaria que se ocupe de proporcio-
nar alguna definición al respecto.

En ese tenor, la ausencia de claridad o definición en una
norma constitucional genera un problema de no menor
cuantía, pues de ello depende su eficacia y aplicabilidad.
Sociológicamente, una norma es aplicable y eficaz en la
medida en que es efectivamente observada y cumplida; y
jurídicamente, una norma es aplicable, en la medida en que
es eficaz. Por tanto, eficacia y aplicabilidad de las normas
constitucionales, son fenómenos conexos que no pueden
entenderse aisladamente.

Dicho en breve, si la norma constitucional no dispone de
todos los elementos que permitan su aplicación, no puede
ser eficaz y no por lo mismo, su aplicabilidad es nula o li-
mitada. 

Así lo pone de relieve el ilustre tratadista italiano Gustavo
Zagrebelsky, quien señaló que no todas las normas consti-
tucionales pueden aplicarse directamente, sino que muchas
de ellas tienen eficacia diferida al requerir posterior regu-
lación para su debida aplicación. En congruencia con ello,
clasifica a las normas constitucionales de eficacia directa y
de eficacia indirecta. 
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Las primeras, sostiene, son aquellas en que la estructura de
la norma constitucional es suficientemente completa para
servir de regla en casos concretos, por lo mismo, debe ser
utilizada directamente por todos los sujetos del ordena-
miento jurídico, trátese de jueces, integrantes de la admi-
nistración pública o particulares. Por su parte, las normas
constitucionales de eficacia indirecta son aquellas cuya es-
tructura no es lo suficientemente completa, de manera que
pueda servir como regla de casos concretos.3

En el caso, el artículo 70 constitucional bien puede califi-
carse como una norma de eficacia indirecta o limitada, en
tanto que su estructura no es lo suficientemente completa
para ser aplicada con facilidad a los casos concretos.

Esto es así, ya que si bien el artículo 70 constitucional de-
termina que las resoluciones del Congreso tendrán carácter
de “ley o decreto”, no proporciona un concepto de lo que
debe entenderse por una u otro, ni señala sus características
distintivas o definitorias, como ocurre, por ejemplo, en el
artículo 34 de la misma Carta Fundamental, en el que sin
proporcionar propiamente una definición de “ciudadano”,
sí precisa los requisitos que debe cumplir un mexicano pa-
ra adquirir esa calidad.

Corrobora la conclusión de que se está en presencia de una
norma con eficacia limitada o  indirecta, el hecho de que su
aplicación ha generado una serie de inconvenientes o difi-
cultades.

Por ejemplo, cuando el 30 de enero de 2001, el titular del
Ejecutivo Federal emitió un “decreto” por el cual fijó el
“horario de verano”, mismo que se  publicó en el Diario
Oficial de la Federación el 1 de febrero del mismo año,
quedó de relieve –aún cuando no se trató de un acto del Po-
der Legislativo- la falta de claridad sobre el alcance de una
figura y otra.

Al resolver el 4 de septiembre de 2001, la Controversia
Constitucional 5/2001 planteada por el Jefe de Gobierno
del Distrito Federal, el Pleno de la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación determinó que aunque ese acto fue expe-
dido por el titular del Ejecutivo Federal con la denomina-
ción formal de “decreto”, desde el punto de vista material,
reunía las características propias de un reglamento, ya que
no se limitó a establecer una norma individual sobre una
especie particular de la administración pública como es
propio del decreto administrativo, sino que dispuso normas
generales para el inicio y la terminación del horario de ve-
rano con el propósito de que fuera respetado por regiones,

lo que de suyo conlleva las características de generalidad,
impersonalidad y abstracción propias de las normas jurídi-
cas.

Derivado de ese fallo, se aprobó las tesis de jurisprudencia
de rubro “Horario de verano. El decreto presidencial que lo
estableció, del treinta de enero de dos mil uno, publicado
en el Diario Oficial de la Federación el primero de febrero
del mismo año, es un reglamento desde el punto de vista
material.”4

Otro ejemplo de la falta de claridad sobre el alcance que
puede atribuirse a un “decreto” y una “ley”, así como la di-
ferencia entre uno y otra, quedó de manifiesto en la Con-
troversia Constitucional 31/2006, planteada por el Tribunal
Electoral del Distrito Federal, que fue resuelta el 7 de no-
viembre de 2006.

En ese caso, una vez determinada la inconstitucionalidad
del acto reclamado, a saber, diversos artículos del Presu-
puesto de Egresos para el Distrito Federal, se discutió so-
bre los efectos que debía tener la sentencia, los cuales son
diversos según se esté en presencia de una norma con ca-
rácter general (ley) o bien, de un acto formalmente legisla-
tivo pero materialmente administrativo (decreto).

La discusión concluyó en el sentido de que las sentencias
dictadas en controversia constitucional sólo podrán decla-
rar la invalidez de la norma con efectos generales cuando
se trate de disposiciones generales emitidas por los Estados
o los Municipios impugnadas por la Federación; de los
Municipios impugnadas por los Estados; o bien, entre dos
órganos de gobierno del Distrito Federal; y en los demás
casos, sólo tendrán efectos entre las partes. Como en ese
caso la controversia fue planteada por un órgano de go-
bierno del Distrito Federal a través de la cual impugnó el
Presupuesto de Egresos de la entidad, la declaratoria de in-
validez sólo podía tener efectos entre las partes, pues se es-
taba en presencia de un acto formalmente legislativo pero
materialmente administrativo. Así quedó plasmado en la
ejecutoria respectiva y en la tesis de jurisprudencia de ru-
bro “Controversia constitucional. Efectos de la senten-
cia de invalidez cuando un órgano de Gobierno del Dis-
trito Federal impugne el Presupuesto de Egresos de la
entidad.”5

Otro ejemplo sobre la falta de claridad respecto a lo que di-
ferencia a una “ley” de un “decreto”, lo constituye la sen-
tencia recaída al Recurso de Reclamación 26/2007-CA, de-
rivado del Incidente de Suspensión de la Controversia
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Constitucional 77/2007, planteada por el Jefe de Gobierno
del Distrito Federal, misma que fue resuelta el 29 de mayo
de 2008. En ese recurso se discutió si resultaba procedente
otorgar la suspensión del acto reclamado o si debía negar-
se por estar en presencia de un acto formalmente adminis-
trativo pero materialmente legislativo.

El Tribunal Pleno resolvió que si conforme a lo previsto en
el artículo 14 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I
y II del artículo 105 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, en las controversias constitucio-
nales la suspensión no debe otorgarse respecto de normas
generales, lo mismo debe resolverse respecto de aquellos
actos que aún siendo formalmente administrativos, resultan
ser materialmente legislativos por trascender a la esfera de
los gobernados como lo hacen las leyes. 

Así, el máximo tribunal del país determinó que para resol-
ver sobre la pertinencia de suspender los efectos del acto
controvertido, debe verificarse si éste participa de las ca-
racterísticas propias de la “ley”, como son: 1. generalidad,
2. permanencia, y 3. Abstracción; tal como quedó asentado
en la tesis de rubro “Suspensión en controversia consti-
tucional. No debe otorgarse respecto de actos adminis-
trativos si son materialmente legislativos.”6

Los casos que de manera ejemplificativa se señalan, llevan
a considerar que existe la necesidad de dar especificidad y
concreción al artículo 70 constitucional, en cuanto a lo que
debe entenderse por “ley” y “decreto”, estableciendo sus
notas distintivas.

Es cierto que este tipo de indefinición en la norma consti-
tucional, puede subsanarse vía interpretación judicial; sin
embargo, asumir una actitud pasiva bajo esa consideración
resulta inadmisible, pues implicaría atribuir un carácter
prácticamente estático a la labor del legislador, amén de
que supondría tolerar pasivamente el surgimiento de con-
flictos por esa incertidumbre o falta de claridad que bien
puede remediarse impulsando una reforma o adición sobre
el particular.

Por ello, se considera que esta soberanía debe buscar sub-
sanar la omisión existente en el texto fundamental, propor-
cionando en la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos una definición de lo que debe
entenderse por “ley” y “decreto”.

Lo anterior es así, dado que las constituciones modernas
son normas jurídicas que contienen principios y normas de

textura abierta que permitan una interpretación amplia y
flexible, por lo que dentro del diseño constitucional se ha-
ce innecesario establecer definiciones casuísticas, mismas
que generalmente, son materia de desarrollo en leyes se-
cundarias o reglamentos, por lo que el establecimiento de
definiciones sobre los términos aludidos resulta más apro-
piado en el texto legal que en el constitucional.

Con el fin de dar contenido a esos conceptos, en primer or-
den se acude a la doctrina; destacando la opinión del trata-
dista Francisco Arturo Schroeder Cordero, quien señala
que la ley o derecho positivo, tiene como características, la
de ser: a) general o sea dictada por cualquier persona que
actualice los supuestos previstos; b) abstracta o sea que re-
gula por igual a todos los casos que impliquen la realiza-
ción de un supuesto normativo, y c) imperativa u obligato-
ria, con medios coercitivos del Estado para imponerla, y
dictada por la autoridad competente; en tanto que el voca-
blo decreto, proviene también del latín decretum-i (deci-
sión, resolución, orden), es por lo común, la expresión de
la facultad reglamentaria que compete al titular del Poder
Ejecutivo; empero, también el legislativo expide, además
de las leyes, otras disposiciones de carácter particular, en
función, por ejemplo, de un cargo público determinado, co-
mo pueden ser las licencias que se otorguen al primer man-
datario del país, o bien que el Congreso de la Unión eri-
giéndose en Colegio Electoral, en los casos previstos por el
artículo 84, para designar presidente de la República inte-
rino o sustituto, emita la declaratoria correspondiente, o
aún para aceptar la renuncia del Ejecutivo federal, confor-
me al artículo 73 , fracciones XXVI y XXVII, respectiva-
mente; otras veces el correspondiente decreto será para dar
permiso a un ciudadano mexicano para que pueda prestar
servicios a un gobierno extranjero, o para aceptar y usar
condecoraciones que éste le confiera, acorde lo dispuesto
por el artículo 37-B fracciones II, III y IV aplicadas con-
trario sensu.7

Como se aprecia, más que proporcionar una definición, el
autor citado señala algunas características que distinguen a
la “ley” del “decreto”; por lo que a fin de establecer co-
rrectamente el alcance que deben tener estas expresiones,
se estima conveniente acudir a los antecedentes de la nor-
ma de mérito, tal como lo recomienda la Suprema Corte de
Justicia de la Nación en la tesis de rubro “Interpretación de
la Constitución. Ante la oscuridad o insuficiencia de su le-
tra debe acudirse a los mecanismos que permitan conocer
los valores o instituciones que se pretendieron salvaguar-
dar por el constituyente o el poder revisor.”8
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Sobre el particular, conviene señalar que el proyecto origi-
nal de la Constitución de 1917, no incluyó noción alguna al
respecto; no obstante, en otros referentes históricos sí se
plasmó una definición de estas figuras. 

La Constitución de Cádiz de 1812 y el decreto Constitu-
cional de Apatzingán de 1814 no consignaron alguna dis-
tinción entre “ley” y “decreto”. Lo mismo ocurrió con el
artículo 47 de la Constitución de 1824 que constituye el an-
tecedente directo de la redacción vigente-pues señaló que
las resoluciones del Congreso tendrían el carácter de “ley o
decreto”, sin proporcionar elementos para distinguir entre
una y otro.

Las Leyes Constitucionales de la República Mexicana de
1836, particularmente, la Tercera en su artículo 43, dispo-
nía: 

Artículo 43. Toda resolución del Congreso general ten-
drá el carácter de ley o decreto.

El primer nombre corresponde a las que se versen sobre
materia de interés común, dentro de la órbita de atribucio-
nes del Poder Legislativo.

El segundo corresponde a las que dentro de la misma órbi-
ta, sean sólo relativas a determinados tiempos, lugares, cor-
poraciones, establecimientos o personas.

Las Bases Orgánicas de la República Mexicana de 1843,
conservaron en lo esencial el contenido de las Leyes Cons-
titucionales de la República Mexicana de 1836, hasta que
se aprobó la Constitución Federal de 1857, cuyo artículo
64 introdujo el concepto “acuerdo económico” para distin-
guirlo de la “ley”, quedando redactado de la siguiente for-
ma:

Artículo 64. Toda resolución del Congreso tendrá ca-
rácter de ley o Acuerdo Económico.

Esa redacción fue modificada nuevamente en 1874, reto-
mando la distinción entre “ley” o “decreto”, para quedar en
los siguientes términos:

Artículo 64. Toda resolución tendrá el carácter de ley o
decreto. Las leyes y decretos se comunicarán al Ejecuti-
vo firmados por los Presidentes de ambas cámaras y por
un Secretario de cada una de ellas.

El enunciado de mérito subsistió hasta nuestros días, aun-
que ahora en el primer párrafo del artículo 70, ubicado en
el Título Tercero, Capítulo II, Del Poder Legislativo, Sec-
ción I, De la Elección e Instalación del Congreso, redacta-
do en los siguientes términos:

Artículo 70. Toda resolución del Congreso tendrá el ca-
rácter de ley o decreto. Las leyes o decretos se comuni-
carán al Ejecutivo firmados por los presidentes de am-
bas Cámaras y por un secretario de cada una de ellas, y
se promulgarán en esta forma: “El Congreso de los Es-
tados Unidos Mexicanos decreta: (texto de la ley o de-
creto)”.

Como se aprecia, en las normas constitucionales de 1836 y
1843, que constituyen referentes históricos del ordena-
miento vigente, el Constituyente buscó diferenciar entre
las figuras de “ley” y “decreto” atendiendo a los efectos
generales o particulares de una y otro; y al no retomar en
los textos constitucionales posteriores esos elementos dife-
renciadores, se dejó de contar con herramientas que permi-
tieran la debida aplicación de la norma constitucional, con
los inconvenientes ya precisados.

En este punto, debe tenerse presente que de acuerdo a la te-
oría de la división de poderes, el poder público del Estado
se divide para su ejercicio en Legislativo, Ejecutivo y Ju-
dicial. Así, por regla general, corresponde al Poder Legis-
lativo la función legislativa; al Ejecutivo la administrativa;
y al Judicial la jurisdiccional; sin embargo, estudios re-
cientes sobre el tema han llevado a considerar que dicha di-
visión no es absoluta, toda vez que en diversos sistemas ju-
rídicos -como el nuestro-, se admite que un órgano del
Estado, por excepción, realice funciones que son propias
de otro, tal como acontece, por ejemplo, con la facultad
conferida constitucionalmente al Poder Ejecutivo Federal
para ejercer funciones legislativas en los términos y condi-
ciones previstos en los artículos 29, 89, fracción I, 92 y 131
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, lo que se traduce en una excepción al principio de di-
visión de poderes que el citado ordenamiento constitucio-
nal consagra en su artículo 49.

De manera semejante, el artículo 109 constitucional otorga
el ejercicio de facultades jurisdiccionales a las Cámaras
que integran el Congreso de la Unión, en los casos de deli-
tos oficiales cometidos por altos funcionarios de la Federa-
ción; y el artículo 100 constitucional, permite al Poder Ju-
dicial realizar actos propiamente de administración.
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En ese tenor, el artículo 49 de la Constitución federal, se-
gún el cual el Supremo Poder de la Federación se divide
para su ejercicio en Legislativo, Ejecutivo y Judicial y que
no podrán reunirse dos o más de estos poderes en un solo
individuo o corporación, no debe entenderse de manera rí-
gida sino flexible, ya que el reparto de funciones enco-
mendadas a cada uno de los poderes no constituye una se-
paración absoluta y determinante, sino por el contrario,
entre ellos se presenta una necesaria coordinación o cola-
boración para lograr un equilibrio de fuerzas y un control
recíproco que garantice la unidad política del Estado. Así
se pronuncia las tesis de jurisprudencia emitida por el más
alto tribunal del país, de rubro “División de poderes. El
que este principio sea flexible sólo significa que entre
ellos existe una colaboración y coordinación en los tér-
minos establecidos, pero no los faculta para arrogarse
facultades que corresponden a otro poder, sino sola-
mente aquellos que la propia Constitución les asigna.”9

Visto así, cualquier función estatal debe examinarse
desde dos puntos de vista, uno formal y otro material.
Desde el formal, la función se caracteriza por el órgano que
la lleva a cabo, y desde el material, por la naturaleza in-
trínseca del acto en que se manifiesta sin considerar el ór-
gano que realiza la actividad. 

Partiendo de la existencia de esa relación de coordinación
entre los órganos del Estado, puede afirmarse que la fun-
ción legislativa en sentido material, se manifiesta a través
de la creación de normas generales y abstractas, cuya ex-
presión general es la ley; y que la función administrativa en
sentido material, se expresa mediante la aplicación de la
ley a situaciones particulares o específicas, de donde se si-
gue que mientras el acto legislativo se caracteriza princi-
palmente por su generalidad y abstracción, el acto admi-
nistrativo se distingue por su concreción. 

En tal sentido, desde el punto de vista formal, una ley es un
acto legislativo cuando es creada por el Poder Legislativo;
y desde el punto de vista material, cuando las disposiciones
que contiene reúnen las cualidades de generalidad y abs-
tracción.

La generalidad, como característica esencial de la ley, se
refiere a la indeterminación subjetiva, pues “en el supues-
to jurídico de la norma legal, no se determina individual-
mente al sujeto a quien se le imputarán las consecuencias
jurídicas que establece y dichas consecuencias deberán
aplicarse a cualquier persona que actualice los supuestos

previstos”; y la abstracción, se refiere a la indeterminación
objetiva, ya que “la ley debe regular por igual todos los ca-
sos que impliquen la realización de su supuesto normativo,
sin excluir individualmente a ninguno y la disposición que
contiene no pierde su vigencia al aplicarse a uno o más ca-
sos previstos y determinados, sino que sobrevive hasta que
es derogada o abrogada mediante un procedimiento igual al
de su creación o por una norma jerárquica superior”.10

Por su parte, el “decreto” emitido por el órgano legislativo,
aún siendo un acto proviniendo del órgano legislativo, no
reúne las cualidades de generalidad y abstracción propias
de la “ley”, sino que constituye el establecimiento de una
disposición o norma individual sobre un caso particular,
sea de índole administrativa o jurisdiccional.

Luego, la falta de especificidad de la que actualmente ado-
lece el artículo 70 de la Constitución Federal, bien puede
subsanarse acudiendo a los referentes históricos menciona-
dos que, como se expuso, proporcionaban elementos para
conocer el alcance de las expresiones “ley” y “decreto”; y
retomar en el texto de la Ley Orgánica del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, -en tanto ordena-
miento encargado de regular la estructura y funcionamien-
to internos del propio Congreso-, el enunciado que en
otrora época estuvo vigente, a fin de asegurar la eficacia
plena de ese precepto constitucional.

Con el mismo propósito de fortalecer la labor parlamenta-
ria, se estima necesario incorporar en la Ley citada, como
otro de los actos provenientes del legislativo, particular-
mente de sus Cámaras, la figura de los “acuerdos parla-
mentarios”, misma que en la actualidad ha adquirido una
relevancia significativa, no sólo por su uso frecuente sino
porque ante la insuficiencia o ausencia de normatividad in-
terior, ha permitido dar debida atención a situaciones no
previstas propias de la vida legislativa, lo que a su vez, ha
evitado la parálisis e impulsado la continuidad en el de-
sempeño de las funciones de los órganos legislativos, así
como una puntual manifestación de la pluralidad política. 

Hoy en día, estas situaciones suelen resolverse mediante la
natural negociación política  que deriva en reglas encami-
nadas a la interpretación o integración de la normatividad
vigente. El Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos se rige no sólo por las normas constitucionales que
le atribuyen facultades y determinan su integración, y por
las normas reglamentarias vigentes, sino también por reso-
luciones o determinaciones jurídico-políticas emitidas por
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el Pleno y por otros órganos de las propias Cámaras que se
conocen como “acuerdos parlamentarios”.11

En efecto, pese a que nuestro sistema jurídico es esencial-
mente escrito, en el caso del derecho parlamentario, las
normas escritas se han ido nutriendo, desarrollando y ade-
cuando constantemente con las prácticas y los precedentes
derivados del quehacer legislativo; en tanto que las prácti-
cas y los precedentes –a su vez-, generalmente son produc-
to de concertaciones políticas realizadas por los grupos
parlamentarios cuya formalización tiene lugar con la apro-
bación de los llamados “acuerdos parlamentarios”. 

Este tipo de determinaciones ha venido a subsanar la falta
de regulación o actualidad en materias tales como los trá-
mites que deban recaer a las iniciativas y proposiciones que
se presentan; el desarrollo de las sesiones, las formas y re-
glas de las discusiones, el procedimiento para revisión de
los proyectos de ley; y el método para emitir votaciones.

El término “acuerdo” en el ámbito jurídico, se asocia por lo
general, a la idea de una resolución de un cuerpo colegia-
do con jurisdicción y competencia: tribunal, asamblea,
consejo, etc.; en tanto que la palabra “parlamentario” utili-
zada como adjetivo, otorga la noción de pertenencia a un
órgano legislativo de carácter deliberativo, de ahí que el
“acuerdo parlamentario” conforme al lenguaje común, se
entiende como la “determinación o resolución de una o am-
bas cámaras del Poder Legislativo, que tiende a regular si-
tuaciones relacionadas con el funcionamiento interno de
cada una de ellas”.12

También se ha conceptualizado como “aquel conjunto de
normas que realizan la autonomía constitucional del Parla-
mento, regulando tanto su organización y actividad como
sus relaciones exteriores”.13

Así, los acuerdos parlamentarios tienen como propósito fi-
jar normas de carácter temporal para la atención y desaho-
go de asuntos específicos. “Constituyen  pactos entre las
fracciones partidistas de las cámaras que se someten a la
aprobación del Pleno. Pueden ser también los pronuncia-
mientos políticos de grupos o fracciones que integran el
Poder Legislativo y que producen efectos de definición res-
pecto de problemas o soluciones nacionales”.14

En ese tenor, gran parte de los acuerdos parlamentarios
contienen reglas para el funcionamiento interno de la Cá-
mara o del Pleno; reglas de conducta adoptadas por los
miembros de la Asamblea que les generan derechos y obli-

gaciones en el desempeño de sus actividades; de ahí que se
identifican como verdaderas normas jurídicas en el ámbito
parlamentario.

Por su naturaleza, dicha determinación goza de dos atribu-
tos, uno político en razón de su emisor; y otro jurídico, de-
rivado del carácter normativo que tienen sus contenidos,
cuyo objeto puede ser de diversa índole, por ejemplo:

a) La integración de los órganos internos de la Cámara
para el cumplimiento de sus funciones constitucionales
y legales;15

b) La interpretación o integración de la normatividad in-
terna del Congreso cuando resulta insuficiente para re-
gular determinadas situaciones o circunstancias;16

c) La regulación de determinadas actividades o aconte-
cimientos en la Cámara;17

d) La manifestación de una posición política respecto de
asuntos inherentes a la política nacional e internacio-
nal;18

e) La asignación de determinadas tareas o encargos a los
legisladores; 19

f) La emisión de disposiciones meramente administrati-
vas;20 y

g) El nombramiento de personal o funcionarios inter-
nos.21

Se ha considerado que el sustento constitucional de estos
acuerdos, es el artículo 77 fracción I de la Constitución Fe-
deral, que prevé como facultad exclusiva de cada una de
las cámaras, sin la intervención de la otra, la de dictar “re-
soluciones económicas” relativas a su régimen interior;
evidentemente, en este caso, el término “económicas” no
se vincula a una concepción financiera, sino a la idea de
que se trata de una decisión emitida con el menor esfuerzo
y gasto y en el menor tiempo posible, porque al ser nece-
saria su pronta existencia, su aprobación se realiza sola-
mente por una de las Cámaras, proveyendo así una solu-
ción rápida y continuidad en el desahogo de los asuntos
que atienden en forma independiente cada una de ellas.22

Materialmente, los acuerdos parlamentarios prescriben,
por lo general, conductas encaminadas a proveer elementos
para el correcto desarrollo de los trabajos legislativos y las
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actividades parlamentarias, dependiendo invariablemente
su obligatoriedad de la discusión y aprobación que de ellos
haga la mayoría de los miembros que integran la asamblea
política que los origina, por lo que únicamente tienen efec-
tos vinculatorios con los mismos legisladores.

Este tipo de decisiones tienen como origen las proposicio-
nes  que no constituyen Iniciativas y que por lo mismo, si-
guen un trámite y proceso de desahogo diferente: después
de su presentación argumentada por parte de su autor o de
uno de ellos si fueren varios, se abre un periodo de discu-
sión por parte de legisladores que hablan a favor o en con-
tra, proporcionando así elementos a la asamblea para deci-
dir si se admite o no a discusión la proposición. Derivado
de ello, se determina el desechamiento de plano de la pro-
puesta en caso de no ser admitida, o bien su turno a Comi-
sión para dictamen, mismo que en su oportunidad es so-
metido a consideración del Pleno. Una vez aprobado, no
requiere pasar a la otra Cámara para que surta sus efectos,
a menos que se pretenda que ambas Cámaras lo adopten.

Como se aprecia, las proposiciones de acuerdo parlamen-
tario tienen un mecanismo especial que permite valorar su
admisibilidad, el cual busca evitar, evidentemente, la remi-
sión a las comisiones de proposiciones que carezcan de in-
terés para la Cámara o cuya realización resulta notoria-
mente improcedente. 

Conviene destacar que con la evolución del trabajo legisla-
tivo, los acuerdos parlamentarios pueden tener su origen no
sólo en los legisladores en lo individual, sino también en
las comisiones e incluso, en los órganos de dirección tales
como la Mesa Directiva, la Junta de Coordinación Política
y la Conferencia para la Dirección de los Trabajos Legisla-
tivos. 

Entre ellos, lógicamente destacan los acuerdos que llega a
proponer la Junta de Coordinación Política, dado su carác-
ter de órgano directivo que refleja en su conformación la
pluralidad política. 

Congruente con la anterior argumentación, se propone lo
siguiente:

1. Reformar el artículo 3 de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, a fin
de retomar la definición de “ley” y “decreto” que las
normas constitucionales de 1836 y 1843 sí preveían, y
que sin razón o justificación alguna desapareció de los

ordenamientos posteriores; a fin de asegurar la eficacia
plena del texto constitucional, particularmente, de su ar-
tículo 70; y

2. Adicionar dicho precepto legal, a fin de reconocer la
existencia del “acuerdo” (parlamentario), proporcionan-
do una definición del mismo, dado su carácter indispen-
sable y uso cada vez más frecuente en la actividad del
Congreso y de sus Cámaras.

Consecuentemente, se somete a la consideración de esta
soberanía el siguiente proyecto de

Decreto

Artículo Único. Se reforma el artículo 3 de la Ley Orgáni-
ca del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos
Constitución, para quedar en los siguientes términos:

Artículo 3o.

1. …

2. Toda resolución del Congreso tendrá el carácter de ley o
decreto. La primera corresponde a las que se versen sobre
materia de carácter general y de interés público, dentro de
la órbita de atribuciones del Poder Legislativo. El decreto
corresponderá a las resoluciones que dentro de la misma
órbita, sean sólo relativas a cuestiones concretas y particu-
lares en razón de determinados tiempos, lugares, corpora-
ciones, establecimientos o personas.

3. Las resoluciones que emita cada una de las Cámaras en
ejercicio de sus atribuciones exclusivas tendrán el carácter
de decretos o acuerdos. 

4. Los acuerdos son aquellas determinaciones o resolucio-
nes que tienden a regular situaciones relacionadas con la
organización, el funcionamiento interno o el correcto desa-
rrollo del trabajo legislativo en cada una de las Cámaras,
las relaciones de éstas con el exterior o que implican un po-
sicionamiento o definición respecto de problemas o asun-
tos de interés nacional.

5. Esta ley y sus reformas y adiciones no necesitarán de
promulgación del Presidente de la República, ni podrán ser
objeto de veto.
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Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción. 

Notas:

1 Carmona Tinoco, Jorge Ulises; La interpretación judicial constitu-
cional, primera edición, México 1996, Instituto de Investigaciones Ju-
rídicas de la UNAM; pág. 3.

2 Localización: Novena Época; Instancia: Pleno; Fuente: Semanario
Judicial de la Federación y su Gaceta XXIV; Agosto de 2006; Página:
13; Tesis: P. LVII/2006; Tesis Aislada; Materia(s): Constitucional.

3 Zagrebelsky, Gustavo, La Constitución y sus normas, en Teoría de la
Constitución. Ensayos escogidos, México, Porrúa, 2005. Véase tam-
bién Da Silva, José Alfonso, Aplicabilidad de las normas constitucio-
nales, trad. de Nuria González Martín, México, UNAM, 2003.

4 Tesis de jurisprudencia número 102/2001 aprobada por el Tribunal
Pleno el 4 de septiembre de 2001. 

5 Tesis aislada número XIV/2007 aprobada por el Tribunal Pleno el 17
de abril de 2007.

6 Tesis aislada número XVIII/2009 aprobada por el Tribunal Pleno el
26 de marzo de 2009.

7 Confróntese: Derechos del pueblo mexicano. México a través de sus
Constituciones, 5a. ed., México, Porrúa, Cámara de Diputados, 2000,
T. VII.

8 Tesis aislada número XXVIII/98, aprobada por el Tribunal Pleno el
23 de marzo de 1998.

9 Tesis de jurisprudencia número 78/2009 aprobada por el Tribunal
Pleno el 1 de julio de 2009.

10 Enciclopedia jurídica mexicana. Tomo IV. Instituto de Investiga-
ciones Jurídicas de la UNAM; Editorial Porrúa; México 2004. Pág.
923.

11 Confróntese: Cabada Huerta, Marineyla, Naturaleza del Acuerdo
Parlamentario, en Quórum Legislativo número 88, Enero-Marzo
2007; Centro de Estudios de Derecho e Investigaciones Parlamentarias
de la Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión; México,
2007, pág. 100.   

12 Ibídem. Página 105.

13 Enciclopedia jurídica Civitas, Tomo I, Voz: Derecho Parlamentario;
Madrid, 1995; citado por Cabada Huerta, Marineyla, obra citada. Pá-
gina 97.

14 Berlín Valenzuela, Francisco (Coordinador); Diccionario universal
de términos parlamentarios; Voz: Acuerdos parlamentarios; LVIII Le-
gislatura; Editorial Porrúa; México, 1998, págs. 29 y 30.

15 De esta naturaleza son, por ejemplo, los acuerdos parlamentarios re-
lativos a la conformación de diversas comisiones y comités.

16 De este tipo son los acuerdos emitidos por legislaturas pasadas en
materia de normatividad aplicable a las sesiones, integración del orden
del día y discusiones del Pleno, así como funcionamiento y trabajo de
las Comisiones. Dichos acuerdos parlamentarios establecieron reglas
concretas que vinieron a “integrar, complementar o actualizar” las dis-
posiciones reglamentarias sobre la conducción y realización de la se-
siones plenarias del órgano legislativo.

17 Verbigracia, el acuerdo que definió el formato de las comparecen-
cias de servidores públicos ante el Pleno y en las comisiones, ya sea
con motivo de la glosa del informe anual que rinde el Presidente de la
República ante el Congreso de la Unión, o aquellas previstas en los ar-
tículos 74, fracción IV y 93 constitucionales; así como para llevar a ca-
bo sesiones solemnes que pueden tener diversos fines, tales como con-
memorar algún acontecimiento de la vida nacional o internacional,
recibir a alguna personalidad relevante o inscribir con letras de oro el
nombre de personalidades o frases en el muro de honor del Palacio Le-
gislativo.

18 Este tipo de acuerdos es utilizado frecuentemente por legisladores
para dejar constancia o hacer evidentes situaciones de carácter estric-
tamente político y muchas veces de coyuntura; y en ocasiones, a través
de estos acuerdos se ha buscado que el órgano legislativo emita posi-
ciones e incluso exhortos a otros poderes o autoridades para que actú-
en en determinada forma o rindan informes. 

19 Muestra de esta clase de acuerdos son los que conforman delega-
ciones para atender reuniones interparlamentarias, grupos de amistad
para la atención y seguimiento de los vínculos bilaterales de las Cá-
maras; así como grupos de trabajo y comités conmemorativos para or-
ganizar y promover un programa de actividades. 

20 Por ejemplo, el acuerdo propuesto en 2001 por la Junta de Coordi-
nación Política de la Cámara de Diputados relativo a los lineamientos
para la autorización de viajes internacionales de los legisladores; así
como el propuesto por la Conferencia para la Dirección y Programa-
ción de los Trabajos Legislativos para acreditar las asistencias de los

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 6 de septiembre de 2011223



diputados a las sesiones plenarias, y la debida justificación de retardos
e inasistencias, mismos que se han emitido en 2001, 2003 y 2006.  

21 Entre ellos se ubican los propuestos por la Conferencia por los que
somete a consideración del Pleno, por disposición de la Ley Orgánica,
nombramientos de funcionarios administrativos de alto nivel como el
Secretario General y el Contralor de la Cámara; así como aquel que en
2005 autorizó la reestructuración parcial de las áreas encargadas de los
servicios parlamentarios, administrativos y financieros de la Cámara.

22 Se ha considerado que la expresión “resolución económica” utiliza-
da por el artículo 77, fracción I Constitucional, es equivalente a “acuer-
do económico” y genera la idea de la ejecución de una acción o la to-
ma de una decisión sobre determinado asunto con obviedad de trámites
y simplificando pasos. Véase Madrazo Cuéllar, Jorge, Diccionario Ju-
rídico Mexicano, voz: Acuerdo Económico; Instituto de Investigacio-
nes Jurídicas, UNAM; Editorial Porrúa; México, 1995.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 22 de agosto de 2011.— Diputa-
do Marcos Pérez Esquer (rúbrica).»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Túr-
nese a la Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácti-
cas Parlamentarias, para dictamen.

LEY FEDERAL DE CINEMATOGRAFIA

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Tie-
ne la palabra el señor diputado Jaime Fernando Cárdenas
Gracia, del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo,
para presentar iniciativa con proyecto de decreto que refor-
ma y adiciona diversas disposiciones de la Ley General de
Cinematografía.

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia: Gracias
presidente. Compañeras diputadas, compañeros diputados.

Hace unos meses, en el período de sesiones previo, el 13 de
abril de este año se publicó en la Gaceta Parlamentaria una
iniciativa de reforma a la Ley Federal de Cinematografía,
al artículo 25 que tiene que ver con la clasificación de las
películas.

En México clasificamos las películas por edades, pero en la
ley correspondiente, en la Ley Federal de Cinematografía
no se establecen los criterios de clasificación. Esto se dele-
ga, esta atribución se delega en funcionarios de la Secreta-

ría de Gobernación, en acuerdos de carácter administrativo
que establecen estos criterios de clasificación.

El tema aparentemente puede ser poco importante, pero es
de gran trascendencia porque tiene que ver con la libertad
de expresión.

Lo que sostengo en esta iniciativa es que los artículos 24,
25 y siguientes de la Ley Federal de Cinematografía no son
coincidentes con el artículo 6o. y 7o. de nuestra Constitu-
ción, y también no son coincidentes con el artículo 13 de la
Convención Americana sobre Derechos Humanos.

Los argumentos para sostener lo que acabo de decir son
dos: en primer lugar, el artículo 13 de la Convención Ame-
ricana sobre Derechos Humanos que establece y regula el
principio de libertad de expresión, este artículo 13 de la
Convención Americana claramente indica que la regula-
ción o las limitaciones que existan a la libertad de expre-
sión siempre deben preverse en la ley.

Es decir, jamás un reglamento de carácter administrativo o
una norma administrativa pueden establecer limitaciones o
restricciones a la libertad de expresión. Tiene que ser una
ley en sentido formal y material la que establezca estas li-
mitaciones y restricciones.

Luego entonces, siguiendo lo que establece este principio
de reserva de ley, la clasificación de las películas, los crite-
rios que establece el acuerdo administrativo vigente en Mé-
xico desde el año 2002, no debería estar en una disposición
administrativa, sino en la propia ley. La clasificación del
artículo 25 de la Ley Federal de Cinematografía no única-
mente debiera de ocuparse de las edades a través de las
cuales el público debe observar o ver las películas, sino
también de los propios criterios de clasificación. 

En segundo lugar, siguiendo lo que establece este principio
de reserva de ley y también lo que establece el párrafo
cuarto del artículo 13 de la Convención Americana sobre
Derechos Humanos, que permite la previa autorización o la
previa censura solamente respecto a películas o a espectá-
culos para niños y para adolescentes, pero no así para adul-
tos. Esto significa que las películas no deben estar someti-
das a autorización previa cuando se trata de adultos,
solamente cuando se trata de menores de edad o cuando se
trata de adolescentes. 

En este sentido, he propuesto en esta reforma de ley cuatro
clasificaciones; la clasificación A, de personas hasta 12
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años de edad y todo público, en donde las películas no pue-
den tener desde luego escenas de desnudos o de sexo, pero
lo más importante es que este tipo de películas no hagan
apología de la guerra o del odio racial y que sean películas
que promuevan los valores democráticos.

Películas de clasificación B, de 12 años a 15 años, en don-
de puede haber desnudos pero sin sexo explícito.

Posteriormente, películas clasificación C, de 15 a 18 años,
en donde puede haber erotismo pero no pornografía.

¿Qué se entiende en esta reforma por pornografía? Aquel
sexo que solamente promueve la lascivia, que no tiene nin-
gún interés literario, científico o artístico y que degrada a
la persona. Es decir que considera a las personas como ob-
jetos sexuales.

Finalmente, las películas para adultos, que pueden tener
cualquier tipo de contenidos cinematográficos, pero que si
existe algún tipo de responsabilidad, esta responsabilidad
tendrá que ser ulterior.

Por la importancia de esta iniciativa, señor presidente, le
solicito que se transcriba íntegramente en el Diario de los
Debates y manifestar nuevamente a ustedes, que la finali-
dad es hacer compatible nuestra Ley Federal de Cinemato-
grafía con las libertades de expresión y pensamiento, pre-
vistas en la Constitución y en el artículo 13 de la
Convención Americana sobre Derechos Humanos. Por su
atención, muchas gracias.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley Federal de Cinematografía, a cargo del diputado
Jaime Fernando Cárdenas Gracia, del Grupo Parlamentario
del PT

El suscrito, Jaime Fernando Cárdenas Gracia, diputado a la
LXI Legislatura del Congreso de la Unión, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo, con funda-
mento en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, somete a consi-
deración del pleno de esta soberanía, la siguiente iniciativa
con proyecto de decreto que modifica y reforma los artícu-
los 24, 25, 42, 45, 47, 48, 51 y 54 de la Ley Federal de Ci-
nematografía para garantizar el principio de reserva de ley
y el derecho a la libertad de expresión.

Exposición de Motivos

La libertad de expresión ocupa un lugar central en todo el
sistema de los derechos fundamentales, no sólo en cuanto
facilita la toma de conciencia respecto de los otros dere-
chos y libertades, sino en cuanto es un instrumento vital
para la preservación y consolidación de todos los otros de-
rechos individuales. En realidad, el mayor o menor grado
en que se respeta la libertad de expresión también puede
servir de termómetro para medir la vigencia de otros dere-
chos humanos. Se trata de un derecho que, por su carácter
fundamental, tiene una jerarquía superior a los demás; por-
que, una vez que desaparece la libertad de expresión, se di-
luyen todas las demás libertades. Llevada a sus lógicas
consecuencias, y salvo algunas excepciones, ésta supone
que toda persona tiene derecho a la libertad de expresión
aún cuando el ejercicio de la misma pueda ir en contra de
los intereses de la sociedad.

Esta iniciativa tiene por propósito abordar y regular la li-
bertad de expresión en la industria cinematográfica. La le-
gislación vigente en materia de cine en muchos sentidos no
es consecuente con la libertad de expresión. Las normas de
autorización y clasificación de las películas en la Ley Fe-
deral de Cinematografía no son congruentes con los artícu-
los 6 y 7 de la Constitución ni con las normas previstas en
el artículo 13 de la Convención Americana sobre Derechos
Humanos. Lo anterior se señala, porque no se respeta en la
Ley Federal de Cinematografía el principio de reserva de
ley y porque se delega en autoridades administrativas la de-
terminación de los criterios de autorización y clasificación.

El artículo 13.2 de la convención citada, indica que las li-
mitaciones, restricciones y regulaciones a la libertad de ex-
presión deben necesariamente establecerse en disposicio-
nes, formal y materialmente, legislativas. De acuerdo a la
Corte Interamericana de Derechos Humanos, los derechos
fundamentales sólo pueden ser restringidos por ley, en
cuanto son expresión legítima de la voluntad de las nacio-
nes1. Por consiguiente, de acuerdo con la Corte Interame-
ricana no es posible interpretar la expresión “leyes” como
sinónimo de cualquier norma jurídica, pues ello equival-
dría a admitir que los derechos humanos pueden ser res-
tringidos por la exclusiva determinación del poder ejecuti-
vo, sin otra limitación formal que la de consagrar tales
restricciones en disposiciones de carácter general. Por eso,
en esta iniciativa proponemos que la clasificación de las
películas o su autorización previa conste en leyes, al igual
que las responsabilidades, medidas de aseguramiento y
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sanciones. No es correcta la situación vigente en donde el
legislador delega en el ejecutivo los criterios de clasifica-
ción de las películas, pues ello violenta el principio de re-
serva de ley.

Tampoco es conforme a la Constitución y los tratados que
la Ley Federal de Cinematografía mediante las autoriza-
ciones y clasificaciones consagre de jure y de facto ele-
mentos de censura previa para todas las hipótesis. El pá-
rrafo cuarto del artículo 13 de la Convención sólo acepta
excepcionalmente la censura previa en espectáculos para la
niñez y la adolescencia. En ese sentido las autorizaciones
previas sólo deben existir en películas para esos públicos.
En las películas y documentales para mayores de 18 años
no debe existir ningún tipo de censura previa, en todo caso
debe haber responsabilidades ulteriores a su exhibición,
distribución y comercialización.

Respecto a los criterios de clasificación y autorización es
importante que guarden relación con los estándares inter-
nacionales previstos en los tratados y, en éstos más que
condicionar la exhibición de películas por contenidos se-
xuales, lo que se prohíbe de manera absoluta, es que la li-
bertad de expresión sirva para hacer propaganda a favor de
la guerra, o para realizar apología del odio nacional, racial
o religioso, o que la libertad de expresión sirva para incitar
a la violencia o a cualquier otra acción ilegal similar con-
tra una persona o grupo de personas por motivos de raza,
color, religión, idioma u origen nacional, entre otras causas
de discriminación totalmente contrarias al artículo 1o. de la
Constitución.

Además es conveniente, conforme a los estándares interna-
cionales y para respetar los derechos fundamentales de los
demás, que los criterios de clasificación y autorización pro-
muevan el respeto a los derechos fundamentales, el cum-
plimiento de los principios democráticos, los valores cons-
titucionales, la conservación y mantenimiento del medio
ambiente y la atención de cualquier tipo de adicción como
asunto de salud pública. En cuanto a la llamada moral pú-
blica, lo que debe restringirse para la niñez y la adolescen-
cia, es la pornografía, la que consiste en apelar de manera
preponderante a la lascivia, sin que las obras contengan
elementos de interés artístico, literario o científico y, que al
mismo tiempo degradan a meros objetos sexuales la digni-
dad de la mujer o a la niñez2.

El lenguaje de las películas y obras cinematográficas debe
ser lo más libre posible, salvo para la edad infantil. El len-
guaje que es el vehículo de comunicación y de transmisión

de ideas y opiniones no puede estar limitado por conven-
cionalismos sociales.  El debate social debe ser abierto y
desinhibido y en él debe privilegiarse la crítica política,
pues el derecho a la libertad de expresión es el derecho de
cada individuo y de la comunidad a participar en debates
activos, firmes y hasta desafiantes, respecto de todos los
aspectos vinculados al funcionamiento de la sociedad y de
sus instituciones.

En el contexto y sentido de lo arriba expuesto hago el re-
cuento de los acontecimientos legislativos recientes en re-
lación con la Ley Federal de Cinematografía para mostrar
los errores conceptuales de las reformas que se pretenden
y, para proponer alternativas en la iniciativa de reforma de
ley que aquí presento.

El miércoles 13 de abril de 2011 se publicó en la Gaceta
Parlamentaria de la Cámara de Diputados el dictamen que
reforma el último párrafo, y adiciona una fracción IV, pa-
sando las actuales fracciones IV y V a ser V y VI, respec-
tivamente, del artículo 25 de la Ley Federal de Cinemato-
grafía. La finalidad de la reforma dictaminada y aprobada
por mayoría en la Cámara de origen consistió en establecer
la clasificación B-15 en películas para adolescentes de
quince años en adelante pero menores de dieciocho años de
edad.

La Comisión de Radio, Televisión y Cinematografía de la
Cámara de Diputados propició la reforma con el argumen-
to, según el dictamen, de establecer esa clasificación que
no se encuentra respaldada en la Ley Federal de Cinemato-
grafía ni en el Reglamento de esa ley, pero si en el “Acuer-
do mediante el cual se expiden los criterios para la clasifi-
cación de películas cinematográficas” que el poder
ejecutivo a través de la Secretaría de Gobernación publicó
en el Diario Oficial de la Federación el día 4 de abril de
2002.

Al momento de la votación de ese dictamen, tanto en el se-
no de la Comisión de Radio, Televisión y Cinematografía
como en el pleno de la Cámara de Diputados me manifes-
té y voté en contra, por las siguientes consideraciones:

Los artículos 6 y 7 de la Carta Magna prohíben la censura.
El artículo 7 en materia de libertad de imprenta es enfático
al prohibir la previa censura en el derecho mexicano.

El párrafo segundo del artículo 13 de la Convención Ame-
ricana sobre Derechos Humanos establece que el ejercicio
de la libertad de pensamiento y expresión no puede estar
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sujeto a previa censura sino a responsabilidades ulteriores,
las que deben estar expresamente fijadas en las leyes y ser
necesarias para asegurar el respeto a los derechos o a la re-
putación de los demás, o la protección de la seguridad na-
cional, el orden público o la salud o moral públicas.

El párrafo tercero del artículo 13 de la citada Convención
indica que no se puede restringir la libertad de expresión
por medios indirectos que estén encaminados a impedir la
comunicación y la circulación de ideas y opiniones.

El párrafo cuarto del artículo 13 de la Convención estable-
ce que los espectáculos públicos pueden ser sometidos por
la ley a censura previa con el exclusivo objeto de regular el
acceso a ellos para la protección moral de la infancia y la
adolescencia, sin perjuicio de lo establecido en el párrafo
segundo de ese artículo y que ya hemos mencionado.

El párrafo quinto y último del artículo 13 de la Convención
señala que estará prohibido por la ley toda propaganda a fa-
vor de la guerra y toda apología del odio nacional, racial o
religioso que constituyan incitaciones a la violencia o cual-
quier otra acción ilegal similar contra cualquier persona o
grupo de personas, por ningún  motivo, inclusive los de ra-
za, color, religión, idioma u origen nacional.

Las normas constitucionales y convencionales menciona-
das nos dicen que cualquier restricción o limitación a la li-
bertad de expresión debe estar prevista en la ley. En Méxi-
co, en contra del principio de reserva de ley, se faculta a las
autoridades administrativas, mediante reglamentos y
acuerdos administrativos a establecer criterios para la cla-
sificación de las películas. La Ley Federal de Cinemato-
grafía sólo clasifica las películas por edades y, en algún su-
puesto, por contenido, para que posteriormente –lo que
debiera regularse en ley– la autoridad administrativa deta-
lle en normas administrativas y no legales los criterios de
clasificación, restricción o censura. En otras palabras, la re-
forma al artículo 25 de la Ley Federal de Cinematografía
no debe sólo ocuparse de la clasificación de las películas
por edades, sino de algo más importante, el establecimien-
to de los criterios de clasificación y, no dejar que esa tarea
sea colmada por las autoridades administrativas porque se
infringe el principio de legalidad en su vertiente de reserva
de ley, lo que obviamente es contrario al párrafo segundo
del artículo 13 de la Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos y al artículo 7o. de la Constitución.

Es decir, la reforma aprobada por la mayoría del pleno de
la Cámara de Diputados para establecer la clasificación B-

15 es anticonstitucional porque no estableció los supuestos
de calificación, los que desde mi punto de vista tienen que
estar en relación con el contenido de los párrafos cuarto y
quinto del artículo 13 de la Convención Americana sobre
Derechos Humanos. En las sociedades democráticas y li-
bres no se censura y cuando se hace tiene que ser por ex-
cepción y bajo criterios bien definidos en la ley, lo que no
ocurre en nuestro país.

En México, el “acuerdo mediante el cual se expiden los cri-
terios para la clasificación de películas cinematográficas”
de 2002, es total y absolutamente anticonstitucional porque
viola el principio de reserva de ley y porque establece cri-
terios de previa censura que no son proporcionales y que
son excesivos, además de estar desvinculados de lo previs-
to en el artículo 13 de la Convención Americana sobre De-
rechos Humanos. Por ejemplo, respecto a la clasificación
B-15 (mayores de quince y menores de 18 años) establece
que las películas pueden “… contener un mayor grado de
horror, sin llegar a ser extremo. En el caso de la violencia,
ésta no es extrema y puede estar vinculada con conductas
sexuales sugeridas, señalando las consecuencias negativas
de su vinculación. Puede haber erotismo y escenas sexua-
les implícitas, ambos en un contexto no degradante. Las es-
cenas sexuales no son frecuentes ni de larga duración.
Cuando se presenta desnudez, es esporádica, sin acerca-
miento a los genitales de los actores y en un contexto no
humillante. Puede haber adicciones y consumo de drogas,
pero el consumo ilícito de estupefacientes o sustancias psi-
cotrópicas es mínimo, sin alentarlo, o se desalienta. El len-
guaje puede incluir palabras y expresiones procaces”.

Como puede observarse, las causas de la previa censura ad-
ministrativa en la llamada clasificación B-15, hoy vigente
en nuestro país tienen que ver con: 1) Películas con esce-
nas de horror extremo (aunque este no se define y queda a
juicio del censor); 2) Violencia extrema que tampoco se de-
fine y queda a juicio del censor; 3) Vinculación entre con-
ductas sexuales y violencia cuando esta relación no señala
sus consecuencias negativas; 4) Escenas sexuales explíci-
tas y degradantes; 5) Escenas sexuales frecuentes y de lar-
ga duración; 6) Desnudez continua con acercamiento a los
genitales de los actores y en un contexto humillante; 7)
Adicciones y consumo de drogas en grado intenso y sin
desalentarse.

Tales criterios y la concepción integral de las autorizacio-
nes y de las clasificaciones de los artículos 24 y 25 de la
Ley Federal de Cinematografía deben ser revisados por el
legislador  para satisfacer los fundamentos constitucionales
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y convencionales de la libertad de expresión y para buscar
que sean legítimos, proporcionales y razonables. El legis-
lador los debe establecer sin delegar en la Dirección Gene-
ral de Radio, Televisión y Cinematografía de la Secretaría
de Gobernación esa competencia, tal como hoy dispone el
artículo 22 del Reglamento de la ley federal citada.

Es por esta razón que, proponemos la reforma de distintos
preceptos de la Ley Federal de Cinematografía. En concre-
to de los siguientes artículos:

El artículo 24 de esa ley para que la autorización previa de
las películas que van a ser exhibidas, distribuidas y comer-
cializadas sólo se refiera a las películas para niños y ado-
lescentes, a fin de cumplir con lo establecido en el párrafo
cuarto del artículo 13 de la Convención Americana que es-
tablece: “Los espectáculos públicos pueden ser sometidos
por la ley a censura previa con el exclusivo objeto de regu-
lar el acceso a ellos para la protección moral de la infancia
y la adolescencia, sin perjuicio de lo establecido en el inci-
so 2”. Lo anterior entraña que las responsabilidades jurídi-
cas por exhibir, distribuir o comercializar películas que no
sean para niños y adolescentes, serán determinadas por las
autoridades competentes ulteriormente y en los términos
de la ley Federal de Cinematografía o de otras disposicio-
nes legales. La clasificación de las películas para adultos
debe tener preponderantemente un fin informativo frente y
respecto al público en las películas que no sean para niños
y adolescentes y, de verificación reglada de los demás re-
quisitos previstos en la ley, pero sin que esa verificación o
revisión entrañe la prohibición previa de su exhibición, dis-
tribución o comercialización, pues la determinación de res-
ponsabilidades y la imposición de sanciones deberá, en ca-
so de proceder, realizarse con posterioridad a su
exhibición. 

El artículo 25 para que la clasificación de las películas sea
más sencilla y consecuente con el derecho convencional
(artículo 13 de la Convención Americana sobre Derechos
Humanos). Así se propone que la primer clasificación de
las películas comprenda a niños menores de 12 años y a to-
do público; una segunda franja será para niños mayores de
12 años y menores de 15 años; una tercera, para adoles-
centes mayores de 15 y menores de 18 años; y, la última,
para mayores de 18 años. La clasificación final –para ma-
yores de 18 años- no debe estar sujeta a autorización pre-
via alguna sólo a restricciones y responsabilidades ulterio-
res que deben estar previstas en ley. La última clasificación
tendrá exclusivamente fines informativos y de verificación
reglada de los demás requisitos de la ley –pero sin que ello

implique autorización previa- y las demás clasificaciones,
adicionalmente a estos fines, estarán sujetas para su exhi-
bición, distribución y comercialización a la autorización
previa correspondiente. El artículo 25 debe contener igual-
mente los criterios individualizados de clasificación en los
términos que hemos comentado con antelación en las pági-
nas iniciales de esta exposición de motivos.

El artículo 42 de la ley debe reformarse para que en la nor-
ma se exprese que la autorización previa sólo se refiere a
películas clasificadas para niños y adolescentes; y, se seña-
le que las clasificaciones y criterios deben estar previstos
en ley.

Los artículos 45, 47, 48 y, 51 deben ser modificados para
que se elimine la expresión clasificación y se haga constar
sólo la palabra autorización previa respecto a películas pa-
ra menores de edad.

El artículo 54 de la ley debe ser adicionado con una frac-
ción VI para que las películas y documentales que conten-
gan propaganda a favor de la guerra, apología del odio na-
cional, racial o religioso o que constituyan incitaciones a la
violencia o cualquier otra acción similar contra cualquier
persona o grupo de personas por motivos de raza, color, re-
ligión, idioma u origen nacional sean retiradas una vez ex-
hibidas, además de que en este supuesto, procedan inde-
pendientemente de responsabilidades de otra naturaleza,
las multas a que se refieren la fracción IV de ese artículo.

Por lo expuesto y fundado, se somete a la consideración de
esta soberanía la siguiente iniciativa de reforma con pro-
yecto de

Decreto que modifica y reforma los artículos 24, 25, 42,
45, 47, 48, 51 y 54 de la Ley Federal de Cinematografía
para garantizar el principio de reserva de ley y el dere-
cho a la libertad de expresión

Artículo Único: Se modifican y reforman los artículos 24,
25, 42, 45, 47, 48, 51 y 54 de la Ley Federal de Cinemato-
grafía para quedar en los siguientes términos:

Artículo 24. En las películas para niños y adolescentes,
previa a su exhibición, distribución y comercialización, se
requerirá de autorización ante la autoridad competente. En
las películas para mayores de 18 años de edad, la clasifica-
ción tendrá por propósitos informar al público y verificar el
cumplimiento de los requisitos de la ley, sin que esa com-
probación entrañe la prohibición de su exhibición, distri-
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bución o comercialización, sino en todo caso, responsabili-
dades y sanciones ulteriores a su exhibición, distribución y
comercialización, que serán determinadas por las autorida-
des competentes en los términos de la ley.

Las que se transmitan por televisión o cualquier otro medio
conocido o por conocer, se sujetarán a las disposiciones
aplicables en la materia.

Artículo 25. Las películas se clasificarán de la siguiente
manera:

I. “A”: Películas para menores de 12 años y todo públi-
co. La autorización previa de esta categoría depende de
los siguientes criterios: películas sin ningún tipo de vio-
lencia u horror; sin propaganda de guerra; sin apología
del odio nacional, racial o religioso; sin incitación a la
discriminación de las personas prohibida en el artículo 1
de la Constitución; sin posiciones contrarias a los dere-
chos humanos o a los procedimientos democráticos; sin
promoción de las adicciones; y, no deben reñir con la
preservación del medio ambiente y los valores constitu-
cionales. En esta hipótesis normativa las películas no
pueden contener escenas de sexo sugerido o insinuado,
implícito o no mostrado, o explícito o manifiesto. Tam-
poco pueden presentar sistemáticamente palabras inju-
riosas o procaces.

II. “B” Películas para mayores de 12 años y menores de
quince. La autorización previa de esta categoría depen-
de de los siguientes criterios: No pueden estar apoyadas
preponderantemente en la violencia o en el horror; no
deben contener ningún elemento a favor de la guerra, al
odio nacional, racial o religioso; no pueden promover la
discriminación de las personas ni las adicciones; deben
mantener posiciones consecuentes con los derechos hu-
manos, el medio ambiente, los valores y principios
constitucionales y los procedimientos democráticos.
Pueden presentar desnudos pero no escenas de sexo ex-
plícito. En ellas se puede utilizar el lenguaje libremente.

III. “C” Películas para mayores de quince años y meno-
res de dieciocho. La autorización previa de esta catego-
ría depende de los siguientes criterios: Puede haber en
ellas violencia, horror o sexo pero nunca para degradar
o humillar la dignidad de las personas; no deben conte-
ner elementos que realicen apología de la guerra, el odio
nacional, racial o religioso; no pueden promover la dis-
criminación de las personas ni las adicciones; y se de-
ben mantener posiciones consecuentes con los derechos

humanos, el medio ambiente, los valores y principios
democráticos. El sexo y el erotismo pueden existir en
estas películas pero sin pornografía. Esta última existe
cuando la finalidad de las obras apela de manera pre-
ponderante a la lascivia; no contienen ningún elemento
de interés artístico, literario o científico; y, se degrada en
su dignidad a la mujer o a la niñez a meros objetos se-
xuales. El lenguaje en estas películas es libre.

IV. “D”. Películas para mayores de dieciocho años. En
ellas no habrá autorización previa para su exhibición,
distribución y comercialización. La clasificación es ex-
clusivamente para verificar en cumplimiento de los re-
quisitos y condiciones de la ley. Por ningún motivo se
puede inhibir su exhibición, distribución o comerciali-
zación. Las responsabilidades y sanciones, si las hay, se-
rán ulteriores a su exhibición, distribución y comerciali-
zación y, deberán estar previstas en la ley. Es causa de
responsabilidad y de sanción, el que en estas películas
de manera preponderante y consistente se realice propa-
ganda a favor de la guerra o se efectúa apología del odio
nacional, racial o religioso que constituya incitación a la
violencia o a cualquier otra acción ilegal contra perso-
nas, incluyendo en ellas las que son motivadas por la ra-
za, el color, la religión, el idioma, el origen nacional o
cualquier otro motivo de discriminación contrario a la
Constitución.

Los exhibidores deberán negar la entrada a los niños o
adolescentes que no cubran la edad prevista en las frac-
ciones anteriores.

Artículo 42. La Secretaría de Gobernación, a través de la
Dirección General de Radio, Televisión y Cinematografía,
tendrá las atribuciones siguientes:

I. Autorizar previamente la distribución, exhibición y
comercialización de películas para niños y adolescentes
en el territorio de la República, a través de cualquier for-
ma o medio, incluyendo la renta o la venta de las mis-
mas.

II. Otorgar la clasificación de las películas en los térmi-
nos de la ley, así como vigilar su observancia en todo el
territorio nacional.

III. Expedir los certificados de origen de las películas ci-
nematográficas para su uso comercial, experimental o
artístico, comercializadas en cualquier formato o moda-
lidad, así como el material fílmico generado en copro-
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ducción con otros países, en territorio nacional o en el
extranjero.

IV. Vigilar que se observen las disposiciones de la pre-
sente ley, con respecto al tiempo total de exhibición y
garantía de estreno que deben dedicar los exhibidores y
comercializadores en las salas cinematográficas o luga-
res que hagan sus veces.

V. Autorizar el doblaje en los términos y casos previstos
por esta ley y su Reglamento.

VI. Aplicar las sanciones que correspondan por infrac-
ciones a la presente ley, así como poner en conocimien-
to del Ministerio Público federal todos aquellos actos
constitutivos de delito en los términos de las disposicio-
nes aplicables en la materia.

VII. Las demás que le concedan otras disposiciones le-
gales.

Artículo 45. Si transcurrido el término a que se refiere el
artículo anterior, el visitado no acredita fehacientemente
que cuenta con la autorización previa expedida por la auto-
ridad competente, para exhibir y/o comercializar las pelí-
culas materia de verificación en la visita, la autoridad dic-
tará las medidas de aseguramiento que, a su juicio,
correspondan.

Artículo 47. Las medidas de aseguramiento consistirán en:

I. Prohibir la exhibición pública de películas en salas ci-
nematográficas o lugares que hagan sus veces, que no
cuenten con la autorización previa a que se refiere el ar-
tículo 24 de la presente ley;

II. Prohibir la comercialización de películas, incluidas la
venta o renta, que no cuenten con la autorización previa
a que se refiere el artículo 24 de la presente ley, y que se
lleve a cabo en establecimientos legalmente constitui-
dos;

III. Ordenar la retención provisional de las películas que
se ubiquen en los supuestos descritos en las fracciones
anteriores.

La autoridad deberá notificar personalmente al interesa-
do la medida de aseguramiento dictada, a través de man-
damiento escrito debidamente fundado y motivado, en

el que se precise que el aseguramiento subsistirá hasta
en tanto el interesado acredite haber cumplido con la
obligación consignada en el artículo 24 de la presente
ley, en cuyo caso, dentro de los diez días hábiles si-
guientes, la autoridad administrativa procederá a reali-
zar las acciones necesarias para que las películas vuel-
van al estado en que se encontraban antes de la medida
de aseguramiento.

Artículo 48. Tratándose de películas incorporadas en for-
mato de videograma, disco compacto o láser, así como
cualquier otro sistema de duplicación para su venta o al-
quiler, la prohibición a que se refiere la fracción II del artí-
culo anterior, comprenderá también la colocación de sellos
sobre los ejemplares de dichas películas, que impidan al
público el acceso a las mismas, y que contendrán la leyen-
da: “Se prohíbe la comercialización de esta película, toda
vez que carece de la autorización previa a que se refiere el
artículo 24 de la Ley Federal de Cinematografía”.

Artículo 51. Las medidas de aseguramiento se aplicarán
sin perjuicio de las sanciones que correspondan, en los tér-
minos del artículo 54 de esta ley; por lo tanto, en ningún
caso, el procedimiento administrativo podrá sobreseerse en
virtud de que el interesado obtenga las autorizaciones pre-
vias correspondientes durante su tramitación, por lo que la
autoridad deberá dictar la resolución definitiva que en de-
recho corresponda, imponiendo sanciones que resulten
procedentes.

Artículo 54. La Secretaría de Gobernación impondrá a los
infractores de los artículos 8, 17, 19, segundo párrafo, 21,
22, 23, 24 y 25 de la presente Ley, atendiendo a los daños
que se hubieren producido o puedan producirse; el carácter
intencional o no de la acción u omisión constitutiva de la
infracción; la gravedad de ésta y la reincidencia, una o más
de las siguientes sanciones:

I. Amonestación con apercibimiento;

II. Clausura temporal o definitiva de los espacios o lo-
cales;

III. Multa de cinco mil a quince mil veces el salario mí-
nimo general diario vigente en el Distrito Federal a la
fecha en que se cometa la infracción;

IV. Multa de cinco mil a quince mil veces el salario mí-
nimo general diario vigente en el Distrito Federal a la
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fecha en que se cometa la infracción, a quienes infrinjan
los artículos 8, 17, 19 segundo párrafo, 22 y 23 de esta
ley; 

V. Retiro de las películas que se exhiban públicamente o
se comercialicen en cualquier forma o medio, sin la au-
torización previa a que se refiere el artículo 24 de esta
ley; y

VI. Las películas y documentales para mayores de 18
años que contengan propaganda a favor de la guerra,
apología del odio nacional, racial o religioso o que cons-
tituyan incitaciones a la violencia o cualquier otra ac-
ción similar contra cualquier persona o grupo de perso-
nas por motivos de raza, color, religión, idioma u origen
nacional serán retiradas una vez exhibidas, además de
proceder, independientemente de las responsabilidades
y sanciones que otras leyes prevean, las multas a que se
refieren la fracción IV de ese artículo.”

Transitorios

Primero: El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo: El poder ejecutivo realizará las adecuaciones re-
glamentarias y administrativas correspondientes en un pla-
zo de 30 días naturales posteriores a la entrada en vigor de
este decreto.

Tercero: Las películas y obras cinematográficas que se
exhiban, distribuyan o comercialicen y que hubiesen sido
autorizadas y clasificadas con anterioridad a la entrada en
vigor de este decreto, a juicio de los exhibidores, distri-
buidores o comercializadores, podrán ser nuevamente au-
torizadas y clasificadas con los criterios de esta ley.

Notas:

1 Opinión Consultiva de la Corte Interamericana de Derechos Huma-
nos número 6/86, del 9 de mayo de 1986, párrafos 22, 23 y 24.

2 Mackinnon, Catherine y Posner, Richard, Derecho y pornografía,
Bogotá, Siglo del Hombre Editores-Universidad de Los Andes, 1997,
página 46.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Cámara de Di-
putados. México, DF, a 1o. de septiembre de 2011.— Diputados: Jaime
Fernando Cárdenas Gracia, José Manuel Agüero Tovar (rúbrica).»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Mu-
chas gracias, señor diputado. Se haría la publicación co-
rrespondiente. Se turna la iniciativa a la Comisión de
Radio, Televisión y Cinematografía, para dictamen.

LEY GENERAL DE EDUCACION - 
CODIGO PENAL FEDERAL

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Tie-
ne la palabra la diputada María de Jesús Aguirre Maldona-
do, del Grupo Parlamentario del PRI, para presentar inicia-
tiva con proyecto de decreto que reforma y adiciona
diversas disposiciones de la Ley General de Educación y
del Código Penal Federal.

La diputada María de Jesús Aguirre Maldonado: Con
su venia, diputado presidente. Compañeras diputadas,
compañeros diputados, el trato degradante con el objetivo
de afectar y menoscabar la integridad moral y psicológica
de una persona es una acción que debe ser tratada en la le-
gislación mexicana, para poder desarrollar los elementos
jurídicos óptimos que permitan coadyuvar en la cultura de
la paz y la sana convivencia de las personas, que interactú-
an en la relación institucional.

El maltrato físico y psicológico continuado es una práctica
que desafortunadamente en los últimos años ha tenido un
instrumento en su violencia, hecho que ha alarmado a las
autoridades judiciales y escolares, pues sus consecuencias
sobre quienes la padecen son graves, las cuales van desde
improductividad, problemas de identidad, de comporta-
miento social, traumas y lesiones, llegando en algunas oca-
siones al subsidio de la víctima. Esta práctica se advierte
principalmente en menores de edad que acuden a algún
centro educativo.

Sin embargo, sus vertientes pueden ser identificadas tanto
en el ámbito laboral o cualquiera donde exista una colecti-
vidad. En el espacio escolar esta práctica es mejor conoci-
da como el bullying, mientras que en el mundo laboral se
le reconoce como el mobbing.

Por otro lado, la directora del Centro de Atención a Vícti-
mas del Delito de la Fiscalía Especial de los Delitos de
Violencia contra las Mujeres y la Trata de Personas de la
Procuraduría General de la República, señaló que existen
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tres vertientes de bullying, las cuales pueden aplicarse en el
mobbing, éstas son: física, psicológica y sexual.

Las causas de este fenómeno son diversas, así como sus
efectos entre los que destacan la desvaloración personal, el
bajo rendimiento, la depresión, la inseguridad, somatiza-
ción, afecciones físicas y problemas psicológicos irreversi-
bles.

Por tal motivo, han surgido diversas propuestas provenientes
de la sociedad civil e incluso, de autoridades gubernamenta-
les tales como la PGR, la cual a través de su director general
de Prevención del Delito promovió el pasado 31 de mayo la
tipificación de este delito en la legislación nacional.

Lo anterior hace evidente la necesidad de adecuar la legis-
lación mexicana, con el objeto de poder eliminar este tipo
de prácticas, proteger a las víctimas y sobre todo prevenir
y evitar conductas que desemboquen en consecuencias
irreversibles.

Para ejemplificar lo anterior hay que observar las siguien-
tes cifras, las cuales exponen que este tipo de violencia la
ejercen 8.8 por ciento de los niños en escuelas primarias,
5.6 por ciento en secundarias, además del 16.5 por ciento
de los jóvenes, víctimas de este fenómeno, termina suici-
dándose. De hecho, en el 2009, 190 adolescentes se quita-
ron la vida.

Por otro lado, en lo que se refiere al área laboral preocupa
el hecho de que entre 10 y el 15 por ciento de los trabaja-
dores sufren violencia psicológica, según la Organización
Internacional del Trabajo. Esta situación hace imperante
una reforma legislativa que no sólo tenga un carácter puni-
tivo, sino que prevea mecanismos preventivos en la Ley
General de Educación.

Lo anterior, reconociendo los esfuerzos realizados por esta
Legislatura, que el 13 de abril de este mismo año aprobó
una serie de modificaciones a la Ley General de Educa-
ción, las cuales tuvieron por objeto que los criterios, atri-
buciones, modalidades y principios del Sistema Educativo
Nacional promovieran la cultura de la paz y previnieran los
casos de violencia.

Sin embargo, es pertinente que la legislación educativa con-
temple mecanismos que garanticen que los planteles educa-
tivos velen por los derechos de aquellos que forman parte de
la comunidad escolar y que aseguren su sana convivencia.

Este tipo de reformas legislativas han sido evidentes des-
pués del incremento de la violencia en los casos de delitos
contra la integridad moral en distintas partes del mundo.
Naciones como Chile, Colombia y España han logrado re-
formas legislativas integrales que les han permitido inte-
grar este tipo de delitos en su legislación local.

Por lo anteriormente expuesto, propongo a esta honorable
asamblea el decreto por el que se reforman y adicionan di-
versas disposiciones de la Ley General de Educación y del
Código Penal Federal, relacionado con el maltrato psicoló-
gico.

Artículo primero. Se reforma el artículo 55 de la Ley Ge-
neral de Educación para quedar como sigue.

Artículo 55. Las autorizaciones y los reconocimientos de
validez oficial de estudios…

Fracción IV. Contar con un reglamento de orden interno
que establezca las normas mínimas de conducta de las y los
integrantes del plantel educativo, el cual deberá garantizar
su integridad física y psicológica, así como el justo proce-
dimiento en caso de que se contemplen sanciones y dicho
reglamento no podrá contravenir con lo establecido en la
presente ley.

Diputado presidente, como se me agotó mi tiempo, le soli-
cito que el texto íntegro de la iniciativa sea insertado en el
Diario de los Debates. Por su atención, diputadas y diputa-
dos, muchas gracias.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General de Educación y del Código Penal Fede-
ral, a cargo de la diputada María de Jesús Aguirre Maldo-
nado, del Grupo Parlamentario del PRI

La suscrita, diputada federal del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional de la LXI Legislatura
del Congreso de la Unión, con fundamento en lo establecido
en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, y 77 y 78 del Reglamento de
la Cámara de Diputados, somete a consideración de la ho-
norable asamblea el presente proyecto de decreto por el
que se reforma el artículo 55, se adiciona un numeral XVII
al artículo 75 de la Ley General de Educación y se reforma
la denominación del Título Vigésimo del Libro Segundo
del Código Penal Federal, se derogan los Capítulos Prime-
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ro, Segundo y Tercero y se reforman los artículos 344 y
345 del mismo ordenamiento.

Exposición de Motivos

El trato degradante con el objetivo de afectar y menoscabar
la integridad moral y psicológica de una persona es una ac-
ción que debe ser tratada en la legislación mexicana para
poder desarrollar los elementos jurídicos óptimos que per-
mitan coadyuvar en la cultura de la paz y la sana convi-
vencia de las personas que interactúan en una relación ins-
titucional. 

El maltrato físico y psicológico continuado es una práctica
que desafortunadamente, en los últimos años ha tenido un
incremento en su violencia, hecho que ha alarmado a las
autoridades judiciales y escolares, pues sus consecuencias
sobre quienes lo padecen son graves, las cuales van desde
improductividad, problemas de identidad, de comporta-
miento social, traumas y lesiones, llegando en algunas oca-
siones al suicidio de la víctima.

El maltrato con fines de degradación psicológica y moral
consiste en la acción de un hostigador con la finalidad de
producir miedo e incertidumbre en su víctima y así mante-
ner una relación de superioridad o dominación. Dicho aco-
so tiene una temporalidad continua y se agudiza cuando el
agresor tiene una posición jerárquica sobre el ofendido.

Esta práctica se advierte principalmente en menores de
edad que acuden a algún centro educativo, sin embargo sus
vertientes pueden ser identificadas también en el ámbito la-
boral o cualquiera donde exista una colectividad. En el es-
pacio escolar, esta práctica es mejor conocida como bull-
ying, mientras que en el mundo laboral se le reconoce
como mobbing.

Por otro lado, la directora de Centros de Atención a Vícti-
mas del Delito de la Fiscalía Especial para los Delitos de
Violencia contra las Mujeres y la Trata de Personas de la
Procuraduría General de la República, Karla Gallardo Sán-
chez, señaló que existen tres vertientes de bullying (las
cuales pueden aplicarse en el mbbing), estas son física, psi-
cológica y sexual.

Las acciones más comunes, según Iñaki Puñuel, incluyen,
bloqueo social, hostigamiento, manipulación, coacción, in-
timidación, agresiones leves, amenazas, sobrecarga de tra-
bajo sistemática, críticas, burlas, infravaloración de los es-
fuerzos de la víctima, robo, invasión de la privacidad,

ataques a sus convicciones religiosas e ideológicas y el fo-
mento de ataques por parte los compañeros.

Las causas de este fenómeno son diversas, así como sus
efectos entre los que destacan la desvaloración personal,
bajo rendimiento, depresión, inseguridad, somatización,
afecciones físicas y problemas psicológicos irreversibles.

Por tal motivo han surgido diversas propuestas provenien-
tes de la sociedad civil e incluso de autoridades guberna-
mentales, como la PGR, la cual a través de su Director Ge-
neral de Prevención del Delito, Francisco Castillo Alemán,
promovió el pasado 31 de mayo, la tipificación de éste ti-
po de delitos en la legislación nacional.

Lo anterior, hace evidente la necesidad de adecuar la legis-
lación mexicana con el objeto de poder eliminar éste tipo
de prácticas, proteger a las víctimas y sobretodo prevenir y
evitar conductas que desemboquen en consecuencias irre-
versibles.

La modificación legislativa es pertinente, pues no existe en
el marco nacional una tipificación correcta de éste delito, el
cual evidentemente no se circunscribe en el ámbito penal
de las riñas, lesiones o violencia física simple, pues estos
dejan de lado las afectaciones morales y psicológicas, la
sistematicidad del fenómeno y las repercusiones opresoras
que provocan en la víctima.

Para ejemplificar lo anterior hay que observar las siguien-
tes cifras, las cuales exponen que éste tipo de violencia la
ejercen 8.8 por ciento de los niños en escuelas primarias y
5.6 por ciento en secundarias, además el 16.5 por ciento
(uno de cada seis) de los jóvenes víctimas de ese fenóme-
no termina suicidándose, de hecho en 2009, 190 adoles-
centes se quitaron la vida.

Por otro lado, en lo que se refiere al área laboral preocupa
el hecho de que entre el 10 y el 15% de los trabajadores su-
fren de violencia psicológica, según la Organización Inter-
nacional del Trabajo. Esta situación hace imperante una re-
forma legislativa, que no sólo tenga un carácter punitivo,
sino que prevea mecanismos preventivos en la Ley Gene-
ral de Educación.

Lo anterior, reconociendo los esfuerzos realizados por ésta
legislatura, que el 13 de abril de 2011 aprobó una serie de
modificaciones a la Ley General de Educación, las cuales
tuvieron por objeto que los criterios, atribuciones, modali-
dades y principios del sistema educativo nacional promo-
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vieran la cultura de la paz y previniera los casos de violen-
cia.

Sin embargo, es pertinente que la legislación educativa
contemple mecanismos que garanticen que los planteles
educativos velen por los derechos de aquellos que forman
parte de la comunidad escolar y aseguren su sana convi-
vencia.

Este tipo de reformas legislativas han sido evidentes des-
pués del incremento de la violencia en los casos de delitos
contra la integridad moral en distintas partes del mundo.
Un ejemplo claro es la propuesta de la procuradora de Mas-
sachusetts, Betsy Scheibel, quien promovió la tipificación
penal de éste tipo de prácticas al levantar cargos por el hos-
tigamiento que sufrió la joven Phoebe Prince de 15 años de
edad, el cual la llevó al suicidio.

Incluso, naciones como Chile, Colombia y España han lo-
grado reformas legislativas integrales que les han permiti-
do integrar este tipo de delitos en su legislación local.

Por lo anteriormente expuesto propongo a esta Honorable
asamblea el siguiente:

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley General de Educación y del Có-
digo Penal Federal, relacionado con el maltrato psico-
lógico.

Artículo Primero. Se reforma el artículo 55 de la Ley Ge-
neral de Educación, para quedar como sigue:

Artículo 55. Las autorizaciones y los reconocimientos de
validez oficial de estudios…

I. a III. …

IV. Contar con un reglamento de orden interno que
establezca las normas mínimas de conducta de las y
los integrantes del plantel educativo, el cual deberá
garantizar su integridad física y psicológica, así co-
mo el justo procedimiento en caso de que se contem-
plen sanciones. Dicho reglamento no podrá contra-
venir con lo establecido en la presente ley.

Artículo Segundo. Se adiciona un numeral XVII al artícu-
lo 75 de la Ley General de Educación, para quedar como
sigue: 

Artículo 75. Son infracciones de quienes prestan servicios
educativos:

I. a XVI. …

XVII. Incumplir con lo establecido en el numeral 4
del artículo 55 de la presente Ley.

Artículo Tercero. Se reforma la denominación del Título
Vigésimo del Libro Segundo del Código Penal Federal, se
derogan los Capítulos Primero, Segundo, Tercero y Cuarto
y se reforman los artículos 344 y 345 del mismo ordena-
miento, para quedar como sigue:

Título Vigésimo
Delitos contra la integridad psicológica y moral

Artículo 344. Al que infrinja a otra persona trato de-
gradante con el objeto de afectar gravemente su inte-
gridad psicológica y moral será castigado con la pena
de prisión de seis meses a dos años.

Artículo 345. Al que en el ámbito de cualquier relación
laboral, funcional o escolar y aprovechando su relación
de superioridad, realice contra otro de forma reiterada
actos de trato degradante, se le impondrá de uno a tres
años de prisión.

Artículo 346 al 347. … 

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de septiembre de
2011.— Diputados: María de Jesús Aguirre Maldonado, Reginaldo Ri-
vera de la Torre, José Manuel Agüero Tovar, Josefina Rodarte Ayala
(rúbricas).»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Mu-
chas gracias, diputada. Se hará la publicación correspon-
diente. Se turna su iniciativa a las Comisiones Unidas de
Educación Pública y Servicios Educativos y de Justicia,
para dictamen.

De acuerdo a los datos que me proporciona la Secretaría,
esta sesión comenzó a las 11:50 horas y debe durar, como
máximo, cinco horas.
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* INICIATIVAS Y PROPOSICIONES

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: En
términos de los artículos 100 y 102 del Reglamento, las ini-
ciativas y las proposiciones que no se presentaron en tribu-
na serán turnadas a las comisiones que correspondan, pu-
blicándose el turno en la Gaceta Parlamentaria, salvo de las
que se haya recibido comunicación para ser registradas en
la siguiente sesión.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Poder Legislativo Federal.— Cámara de Diputados.

Comunicación de la Presidencia de la Mesa Directiva, por
la que informa del turno correspondiente a las iniciativas
con proyecto de decreto y a las proposiciones con punto de
acuerdo registradas en el orden del día del martes 6 de sep-
tiembre de 2011, de conformidad con los artículos 100 y
102 del Reglamento de la Cámara de Diputados 

Con fundamento en los artículos 100 y 102 del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados, se informa a la honorable
asamblea de los turnos dictados a las iniciativas con pro-
yecto de decreto y a las proposiciones con punto de acuer-
do que no fueron abordadas en el orden del día del martes
6 de septiembre de 2011, para su remisión a las comisiones
correspondientes. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de septiembre de 2011.— Di-
putado Emilio Chuayffet Chemor (rúbrica), Presidente.»

«Iniciativas con proyecto de decreto

1. Que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones
de la Ley del Impuesto Sobre la Renta y de la Ley de Co-
ordinación Fiscal, a cargo del diputado David Hernández
Pérez, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para
dictamen. 

2. Que reforma el artículo 12 de la Ley para Prevenir y
Sancionar la Trata de Personas, a cargo del diputado Al-
fonso Primitivo Ríos Vázquez, del Grupo Parlamentario
del Partido del Trabajo. 

Turno: Comisión de Derechos Humanos, para dicta-
men. 

3. Que reforma el artículo 16 de la Ley sobre el Escudo, la
Bandera y el Himno Nacionales, a cargo del diputado José
Manuel Agüero Tovar, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Gobernación, para dictamen. 

4. Que reforma los artículos 4 de la Ley del Instituto del
Fondo Nacional para el Consumo de los Trabajadores y 10
de la Ley del Seguro Social, a cargo de la diputada Clara
Gómez Caro, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional. 

Turno: Comisiones Unidas de Trabajo y Previsión So-
cial y de Seguridad Social, para dictamen. 

5. Que reforma el artículo 3o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Liev
Vladimir Ramos Cárdenas, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional 

Turno: Comisión de Puntos Constitucionales, para dic-
tamen. 

6. Que reforma el artículo 67 del Reglamento de la Cáma-
ra de Diputados, a cargo de la diputada Diva Hadamira
Gastélum Bajo, del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional 

Turno: Comisiones Régimen, Reglamento y Prácticas
Parlamentarias, para dictamen. 

7. Que reforma el artículo 69-E de la Ley Federal de Pro-
cedimiento Administrativo, a cargo de la diputada Norma
Sánchez Romero, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional. 

Turno: Comisión de la Función Pública, para dictamen. 

8. Que reforma el artículo 62 de la Ley General de Salud,
a cargo de la diputada Diva Hadamira Gastélum Bajo, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen. 
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9. Que reforma el artículo 14 de la Ley para la Protección
de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, a cargo
de la diputada Diva Hadamira Gastélum Bajo, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Atención a Grupos Vulnerables,
para dictamen. 

10. Que reforma el artículo 6° de la Ley de la Comisión
Nacional de los Derechos Humanos, a cargo de la diputada
Diva Hadamira Gastélum Bajo, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Derechos Humanos, para dicta-
men. 

11. Que reforma el artículo 4° de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada
Diva Hadamira Gastélum Bajo, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional 

Turno: Comisión de Puntos Constitucionales, para dic-
tamen. 

12. Que reforma el artículo 21 de la Ley para la Protección
de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, a cargo
de la diputada Diva Hadamira Gastélum Bajo, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional 

Turno: Comisión de Atención a Grupos Vulnerables,
para dictamen. 

13. Que reforma el artículo 3° de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Jo-
sé Manuel Agüero Tovar, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Puntos Constitucionales, para dic-
tamen. 

14. Que reforma el artículo 50 de la Ley General de Desa-
rrollo Social, a cargo del diputado Elpidio Desiderio Con-
cha Arellano, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional. 

Turno: Comisión de Desarrollo Social, para dictamen. 

15. Que adiciona diversas disposiciones al Código Penal
Federal, a cargo del diputado Josué Cirino Valdés Huezo,

del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional. 

Turno: Comisión de Justicia, para dictamen. 

16. Que expide la Ley General de Identidad de las Perso-
nas, a cargo de la diputada Yolanda de la Torre Valdez y
suscrita por el diputado Pablo Escudero Morales, de los
Grupos Parlamentarios de los Partidos Revolucionario Ins-
titucional y Verde Ecologista de México, respectivamente. 

Turno: Comisión de Gobernación, para dictamen y a la
Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública para opi-
nión. 

17. Que reforma el artículo 61 de la Ley General de Salud,
a cargo de la diputada María Cristina Díaz Salazar, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen. 

Proposiciones con punto de acuerdo

1. Con Punto de Acuerdo por el que se exhorta a la PGR,
realice las investigaciones derivadas de las denuncias in-
terpuestas por la SHCP sobre la presunta falsificación de
documentos para la contratación de deuda pública durante
la administración del exgobernador del estado de Coahui-
la, Humberto Moreira, a cargo del diputado Jesús Ramírez
Rangel, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional. 

Turno: Junta de Coordinación Política, para su aten-
ción. 

2. Con Punto de Acuerdo por el que se exhorta al Gobier-
no Federal para que instrumente las medidas necesarias,
para que a los migrantes mexicanos que retornan a nuestro
país, les sean aceptadas sin obstáculo las tarjetas de crédi-
to y débito para cubrir el depósito exigido para la importa-
ción temporal de vehículos, igualmente para que el monto
de éste por 400 dólares les sea reducido, a cargo del dipu-
tado José María Torres Robledo, del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática. 

Turno: Comisión de Población, Fronteras y Asuntos
Migratorios, para dictamen. 
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3. Con Punto de Acuerdo por el que se exhorta al Ejecuti-
vo Federal, para que a través de la PGR, se establezca en la
estructura orgánica de esa Institución, una Fiscalía Espe-
cializada en Prevención y Atención de los delitos cometi-
dos en contra de migrantes, suscrito por diputados inte-
grantes de la Comisión de Población, Fronteras y Asuntos
Migratorios. 

Turno: Comisión de Justicia, para dictamen. 

4. Con Punto de Acuerdo por el que se exhorta al Ejecuti-
vo Federal, para que a través de la SCT, en coordinación
con el Director de CAPUFE, se reubique la caseta de cobro
número 49 del Puente Nacional Tampico al Municipio
Tampico Alto en el estado de Veracruz, a cargo del diputa-
do Patricio Chirinos del Ángel, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Transportes, para dictamen. 

5. Con Punto de Acuerdo por el que se exhorta a la SENER
y a la SEMARNAT, para que de manera coordinada esta-
blezcan dentro de la NOM-017-ENER/SCFI-2008. ?Efi-
ciencia Energética y Requisitos de Seguridad de Lámparas
Fluorescentes Compactas. Límites y Métodos de Prueba?,
los límites máximos permisibles de contenido de mercurio
en las lámparas fluorescentes compactas que se comercia-
lizan en territorio nacional, y que ésta sea acorde con los
estándares internacionales en la materia, a cargo de la di-
putada Augusta Valentina Díaz de Rivera Hernández, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisiones Unidas de Energía y de Medio Am-
biente y de Recursos Naturales, para dictamen. 

6. Con Punto de Acuerdo por el que se exhorta a la STPS
y al Senado de la República, procedan a la ratificación del
Convenio 189 sobre el trabajo decente para las trabajado-
ras y los trabajadores domésticos, aprobado en la 100 Con-
ferencia Internacional del Trabajo, suscrito por los diputa-
dos Francisco Hernández Juárez, Claudia Edith Anaya
Mota, Dolores de los Ángeles Nazares Jerónimo y Rodol-
fo Lara Lagunas, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática 

Turno: Comisión de Trabajo y Previsión Social, para
dictamen. 

7. Con Punto de Acuerdo por el que se solicita a la CNDH,
lleve a cabo una investigación sobre las posibles violacio-

nes a los derechos humanos de los enfermos mentales, así
como al Ejecutivo Federal, para que a través de la Secreta-
ría de Salud, envíe un diagnóstico sobre la situación de los
enfermos mentales recluidos en las diversas instituciones
públicas de salud mental y en los centros de readaptación
social, a cargo de la diputada Diva Hadamira Gastélum Ba-
jo, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. 

Turno: Derechos Humanos, para dictamen. 

8. Con Punto de Acuerdo por el que se solicita a la Junta de
Coordinación Política y a la Conferencia para la Dirección
y Programación de los Trabajos Legislativos de esta Sobe-
ranía, realicen las gestiones conducentes para que en el Es-
tatuto de la Organización Técnica y Administrativa del Ser-
vicio Civil de Carrera de la Cámara de Diputados, se
incluya el nombre del CEAMEG y sus funciones, a cargo
de la diputada Augusta Valentina Díaz de Rivera Hernán-
dez, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Conferencia para la Dirección y Programación
de los Trabajos Legislativos, para su atención. 

9. Con Punto de Acuerdo por el que se exhorta al Ejecuti-
vo Federal para que a través de la coordinación entre la
STPS, la Secretaría de Economía, el IMSS, la SEGOB y
las autoridades locales del estado de Coahuila, se adopten
las medidas de protección civil para prevenir de raíz los
riesgos de accidentes mortales de mineros en la zona car-
bonífera de dicha entidad, a cargo de la diputada Mary Tel-
ma Guajardo Villarreal, del Grupo Parlamentario del Parti-
do de la Revolución Democrática. 

Turno: Comisión de Trabajo y Previsión Social, para
dictamen. 

10. Con Punto de Acuerdo por el que se solicita a la Junta
de Coordinación Política y a la Conferencia para la Direc-
ción y Programación de los Trabajos Legislativos de esta
Soberanía, para que en el Estatuto de la Organización Téc-
nica y Administrativa del Servicio Civil de Carrera de la
Cámara de Diputados, se incluyan el nombre y funciones
del CEDRSSA, a cargo de la diputada Augusta Valentina
Díaz de Rivera Hernández, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional. 

Turno: Conferencia para la Dirección y Programación
de los Trabajos Legislativos, para su atención. 
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11. Con Punto de Acuerdo por el que se solicita al Ejecuti-
vo Federal, acreditar por la Secretaría de Economía y por
la SENER, organismos de certificación que verifiquen el
cumplimiento de la NOM-017-ENER/SCFI-2008, sobre
lámparas fluorecentes compactas que se comercialicen en
el territorio nacional, a cargo de la diputada Augusta Va-
lentina Díaz de Rivera Hernández, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisiones Unidas de Economía y de Energía,
para dictamen. 

12. Con Punto de Acuerdo relativo al conflicto de Arme-
nia-Azerbaiyán y la Tragedia de Jodyalí, a cargo del dipu-
tado Marcos Pérez Esquer, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional. 

Turno: Relaciones Exteriores, para dictamen. 

13. Con Punto de Acuerdo para apoyar y preservar la In-
dustria Nacional de Cuero-Calzado-Proveeduría-Comer-
cialización en México, a cargo de la diputada Norma Sán-
chez Romero y suscrito por diputados integrantes del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Economía, para dictamen.»

El diputado Marcos Pérez Esquer (desde la curul): Pre-
sidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Sí,
diputado.

El diputado Marcos Pérez Esquer (desde la curul): Para
solicitar, en términos del 102 del Reglamento, que mis ini-
ciativas listadas para el día de hoy sean listadas para la pró-
xima sesión.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Es-
tán consideradas, dado que tuvo usted el tino y la sapiencia
jurídica de hacerlo oralmente cuando inició su interven-
ción.

Continúe el señor secretario.

El Secretario diputado Balfre Vargas Cortez: Señor pre-
sidente, sean agotado los asuntos en cartera.

CLAUSURA Y CITATORIO

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor (a las
16:51 horas): Se levanta la sesión y se cita para la que ten-
drá lugar el jueves 8 de septiembre de 2011, a las 10 horas.

Se les informa que el sistema electrónico estará abierto a
partir de las 8:30 horas.

————— O —————
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RESUMEN DE ACTIVIDADES

• Tiempo de duración: 5 horas 1 minuto

• Quórum a la apertura de sesión: 277 diputados

• Asistencia al cierre de registro: 435 diputados

• Comisiones reglamentarias y protocolarias: 2

• Acuerdo de la Junta de Coordinación Política: 1

• Pronunciamiento de la Cámara de Diputados: 1

• Diputada que solicita licencia: 1

• Diputados suplentes que se incorporan: 2

• Oradores que participaron: 120

PRI 36
PAN 26
PRD 17
PVEM 9
PT 20
Convergencia 7
Nueva Alianza 4
Comisión de Población, Fronteras 
y Asuntos Migratorios 1

Se recibió o presentó:

• 11 oficios de la Junta de Coordinación Política por los que comunica cambios de integrantes en las
Comisiones de: Participación Ciudadana; Gobernación; Especial para dar seguimiento a las agresio-
nes a periodistas y medios de comunicación; Especial de seguimiento a nuevas inversiones en salud,
recursos del Fonden y del Fondo de Reconstrucción de Entidades Federativas; Jurisdiccional; Espe-
cial de Competitividad; de Atención a Grupos Vulnerables; Radio, Televisión y Cinematografía; Es-
pecial de impulso a la calidad educativa; Trabajo y Previsión Social; Seguridad Social; Población,
Fronteras y Asuntos Migratorios; Seguridad Social; y Especial encargada de vigilar el correcto uso de
los recursos federales, estatales y municipales en los procesos electorales; así como de los Grupos de
Amistad de México con: Paraguay; Italia; Austria; Costa Rica; y Rusia;

• 1 oficio de la Junta de Coordinación Política por el que comunica cambios de integrantes en las Co-
misiones de: Vivienda y de Participación Ciudadana;

• 3 oficios de la diputada Martha Elena García Gómez con los que comunica su reincorporación a las
labores legislativas y su deseo de pertenecer al Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional;

• 1 comunicación del Grupo Parlamentario de Acción Nacional que informa la designación del dipu-
tado Francisco Javier Ramírez Acuña, como coordinador del mismo;
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• 1 invitación de la Secretaría de Cultura del Gobierno del Distrito Federal a la ceremonia cívica
conmemorativa del CLXIV aniversario de la Batalla de El Molino del Rey;

• 1 oficio de la Dirección General Jurídica y de Gobierno de la delegación Cuauhtémoc, del Dis-
trito Federal, con el que remite contestación a punto de acuerdo aprobado por la Cámara de Dipu-
tados;

• 7 oficios de la Secretaría de Gobernación con los que remite contestaciones a puntos de acuerdo
aprobados por la Cámara de Diputados;

• 2 oficios de la Secretaría de Gobernación por los que se solicita el permiso constitucional nece-
sario para que 28 ciudadanos puedan prestar servicios en diversas representaciones diplomáticas,
respectivamente, e informa que 2 ciudadanos han dejado de prestar servicios en diversas represen-
taciones diplomáticas;

• 2 oficios de la Secretaría de Gobernación con el que remite Informe del Programa para Incre-
mentar la Eficiencia Operativa en Petróleos Mexicanos y sus Organismos Subsidiarios, correspon-
diente al segundo trimestre de 2011, y Segundo Informe Trimestral del 2011 respecto de la Opera-
ción y Gestión de Petróleos Mexicanos;

• 2 oficios de la colegisladora con el que informa su instalación y la designación de su Mesa Di-
rectiva, para su primer período de sesiones ordinarias del tercer año de ejercicio de la LXI Legis-
latura;

• 6 minutas con proyectos de decreto;

• 1 minuta con proyectos de decreto para los efectos de la fracción E del artículo 72 Constitucio-
nal;

• 1 iniciativa del Congreso del estado de Tabasco;

• 19 iniciativas del PRI;

• 4 iniciativas del PAN;

• 2 iniciativas del PRD;

• 3 iniciativas del PVEM;

• 4 iniciativas del PT;

• 3 iniciativas de Nueva Alianza;

• 3 iniciativas de Convergencia;

• 1 iniciativa del PRI - PVEM;

• 13 proposiciones con puntos de acuerdo
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• Aguirre Maldonado, María de Jesús (PRI). . . . . . . . . 

• Aguirre Maldonado, María de Jesús (PRI). . . . . . . . . 

• Anaya Mota, Claudia Edith (PRD).. . . . . . . . . . . . . . 

• Arce Paniagua, Óscar Martín (PAN). . . . . . . . . . . . . 

• Arizmendi Campos, Laura (Convergencia). . . . . . . . 

• Arizmendi Campos, Laura (Convergencia). . . . . . . . 

• Ávila Nevárez, Pedro (PRI). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Burelo Burelo, César Francisco (PRD). . . . . . . . . . . 

• Cárdenas Gracia, Jaime Fernando (PT). . . . . . . . . . . 

• Cárdenas Gracia, Jaime Fernando (PT). . . . . . . . . . . 

• Cárdenas Gracia, Jaime Fernando (PT). . . . . . . . . . . 

• Cárdenas Gracia, Jaime Fernando (PT). . . . . . . . . . . 

• Cárdenas Gracia, Jaime Fernando (PT). . . . . . . . . . . 

• Cárdenas Gracia, Jaime Fernando (PT). . . . . . . . . . . 

• Castro Cosío, Víctor Manuel (PRD). . . . . . . . . . . . . 

• Clariond Reyes Retana, Benjamín (PRI). . . . . . . . . . 

• Cueva Sada, Guillermo (PVEM). . . . . . . . . . . . . . . . 

Ley General de Educación - Código Pe-
nal Federal: 231

Ley Orgánica del Poder Judicial de la
Federación: 137

Código Federal de Procedimientos Civi-
les: 155

Diputada que solicita licencia: 36

Ley de Coordinación Fiscal - Artículo 74
constitucional - Ley para la Coordina-
ción de la Educación Superior - Ley pa-
ra el Fomento de la Investigación Cientí-
fica y Tecnológica: 193

Orden del día: 115

Trabajos legislativos: 17

Orden del día: 118

Acta de la sesión anterior: 25

Diputada que solicita licencia: 34

Ley Federal de Cinematografía: 224

Presentación de iniciativas: 140

Trabajos legislativos: 16

Orden del día: 114, 115

Orden del día: 115

Orden del día: 117

Artículos 61 y 112 constitucionales -
Ley Federal de Responsabilidades de los
Servidores Públicos - Ley Orgánica del
Congreso de la Unión: 161

DIPUTADOS QUE PARTICIPARON DURANTE LA SESION
( en orden alfabético )
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• Cuevas García, Juan José (PAN). . . . . . . . . . . . . . . . 

• Del Mazo Maza, Alejandro (PVEM). . . . . . . . . . . . . 

• Di Costanzo Armenta, Mario Alberto (PT).. . . . . . . . 

• Díaz Escárraga, Heliodoro Carlos (PRI). . . . . . . . . . 

• Díaz Escárraga, Heliodoro Carlos (PRI). . . . . . . . . . 

• Díaz Escárraga, Heliodoro Carlos (PRI). . . . . . . . . . 

• Escudero Morales, Pablo (PVEM). . . . . . . . . . . . . . . 

• Escudero Morales, Pablo (PVEM). . . . . . . . . . . . . . . 

• Ezeta Salcedo, Carlos Alberto (PVEM). . . . . . . . . . . 

• Fernández Noroña, José Gerardo Rodolfo (PT). . . . . 

• Fernández Noroña, José Gerardo Rodolfo (PT). . . . . 

• Fernández Noroña, José Gerardo Rodolfo (PT). . . . . 

• Fernández Noroña, José Gerardo Rodolfo (PT). . . . . 

• Fernández Noroña, José Gerardo Rodolfo (PT). . . . . 

• García Almanza, María Guadalupe (Convergencia). . 

• González Madruga, César Daniel (PAN). . . . . . . . . . 

• González Madruga, César Daniel (PRI). . . . . . . . . . . 

• Guajardo Villarreal, Mary Telma (PRD). . . . . . . . . . 

• Guajardo Villarreal, Mary Telma (PRD). . . . . . . . . . 

• Guerra Abud, Juan José (PVEM). . . . . . . . . . . . . . . . 

• Guerra Abud, Juan José (PVEM). . . . . . . . . . . . . . . . 

• Guerrero Castillo, Agustín (PRD). . . . . . . . . . . . . . . 

Artículos 65 y 66 constitucionales: 209

Orden del día: 114

Situación económica: 106

Acta de la sesión anterior: 28

Diputada que solicita licencia: 36

Orden del día: 115

Diputada que solicita licencia: 33

Situación económica: 108

Ley General de Salud: 125

Diputada que solicita licencia: 33

Situación económica: 103

Trabajos legislativos: 15

Acta de la sesión anterior: 24, 26

Ana María Marcela Yarce Viveros y Ro-
cío González Trápaga: 29, 30

Situación económica: 102

Orden del día: 117

Ley de los Derechos de la Madre Tierra:
144

Artículo 115 constitucional: 202

Orden del día: 116

Ley Orgánica de la Administración Pú-
blica Federal - Ley de Comercio Exte-
rior: 201

Trabajos legislativos: 15

Acta de la sesión anterior: 27
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• Guerrero Castillo, Agustín (PRD). . . . . . . . . . . . . . . 

• Hernández Pérez, David (PRI).. . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Herrera Soto, María Dina (PRD). . . . . . . . . . . . . . . . 

• Hinojosa Ochoa. Baltazar Manuel (PRI). . . . . . . . . . 

• Jiménez León, Pedro (Convergencia).. . . . . . . . . . . . 

• Jiménez León, Pedro (Convergencia).. . . . . . . . . . . . 

• Jiménez León, Pedro (Convergencia).. . . . . . . . . . . . 

• Kahwagi Macari, Jorge Antonio (Nueva Alianza). . . 

• Kahwagi Macari, Jorge Antonio (Nueva Alianza). . . 

• Kahwagi Macari, Jorge Antonio (Nueva Alianza). . . 

• Lerdo de Tejada Covarrubias, Sebastián (PRI). . . . . . 

• Llerenas Morales, Vidal (PRD). . . . . . . . . . . . . . . . . 

• López Rabadán, Kenia (PAN). . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Lozano Herrera, Ilich Augusto (PRD). . . . . . . . . . . . 

• Lozano Herrera, Ilich Augusto (PRD). . . . . . . . . . . . 

• Méndez Rangel, Avelino (PRD).. . . . . . . . . . . . . . . . 

• Mercado Sánchez, Luis Enrique (PAN). . . . . . . . . . . 

• Muñoz Ledo y Lazo de la Vega, Porfirio Alejandro
(PT). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Novoa Mossberger, María Joann (PAN).. . . . . . . . . . 

• Ochoa Millán, Maurilio (PRI). . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Paredes Rangel, Beatriz Elena (PRI). . . . . . . . . . . . . 

• Pérez Cuevas, Carlos Alberto (PAN). . . . . . . . . . . . . 

Ana María Marcela Yarce Viveros y Ro-
cío González Trápaga: 29

Acta de la sesión anterior: 26

Diputada que solicita licencia: 35

Situación económica: 101

Diputada que solicita licencia: 37

Situación económica: 106

Ley de Coordinación Fiscal - Artículo 74
constitucional - Ley para la Coordina-
ción de la Educación Superior - Ley pa-
ra el Fomento de la Investigación Cientí-
fica y Tecnológica: 174, 193

Artículo 133 constitucional: 131

Código Penal Federal: 135

Ley General del Sistema Nacional de Se-
guridad Pública: 128

Situación económica: 112

Situación económica: 109

Diputada que solicita licencia: 37

Acta de la sesión anterior: 26

Orden del día: 116

Orden del día: 118

Situación económica: 111

Trabajos legislativos: 15

Artículos 65 y 66 constitucionales: 209

Ley del Impuesto sobre la Renta: 121

Diputada que solicita licencia: 38

Acta de la sesión anterior: 27
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• Pérez Cuevas, Carlos Alberto (PAN). . . . . . . . . . . . . 

• Pérez Cuevas, Carlos Alberto (PAN). . . . . . . . . . . . . 

• Pérez Esquer, Marcos (PAN). . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Pérez Esquer, Marcos (PAN). . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Ramírez Bucio, Arturo (PAN). . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Ramírez Marín, Jorge Carlos (PRI). . . . . . . . . . . . . . 

• Reyes Sahagún, Teresa Guadalupe (PT).. . . . . . . . . . 

• Ríos Piter, Armando (PRD). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Ríos Piter, Armando (PRD). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Rivera de la Torre, Reginaldo (PRI).. . . . . . . . . . . . . 

• Sánchez de la Fuente, Melchor (PRI).. . . . . . . . . . . . 

• Santiago Ramírez, César Augusto (PRI). . . . . . . . . . 

• Sarur Torre, Adriana (PVEM). . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Torre Canales, María del Pilar (Nueva Alianza). . . . . 

• Vázquez González, Pedro (PT). . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Vázquez Mota, Josefina Eugenia (PAN). . . . . . . . . . 

• Zamora Jiménez, Arturo (PRI).. . . . . . . . . . . . . . . . . 

Artículos 65 y 66 constitucionales: 206

Orden del día: 117

Iniciativas y proposiciones: 238

Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos: 214

Orden del día: 116

Diputada que solicita licencia: 38

Ley Orgánica del Poder Judicial de la
Federación - Ley Orgánica de la Procu-
raduría General de la República - Ley
Orgánica del Ejército y Fuerza Aérea
Mexicanos - Ley de Disciplina para el
Personal de la Armada De México - Có-
digo de Justicia Militar: 210

Diputada que solicita licencia: 35

Orden del día: 117

Orden del día: 117

Ley Orgánica de la Administración Pú-
blica Federal - Ley de Comercio Exte-
rior: 193

Orden del día: 113, 114, 115, 118

Ley del Impuesto Especial sobre Pro-
ducción y Servicios: 123

Situación económica: 105

Ley General de Educación - Ley Federal
del Trabajo - Ley del Instituto Mexicano
de la Juventud: 169

Diputada que solicita licencia: 31

Ley de la Comisión Nacional de los De-
rechos Humanos: 140
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SIGNIFICADO DE LAS SIGLAS Y ACRONIMOS INCLUIDOS

Asociación Nacional de Universidades e Instituciones de Educación Superior

Auditoría Superior de la Federación

Banco Interamericano de Desarrollo

Centro de Estudios para el Adelanto de las Mujeres y la Equidad de Género

Centro de Estudios para el Desarrollo Rural Sustentable y la Soberanía Alimentaria

Centro de Estudios Económicos del Sector Privado

Centro Nacional de Prevención de Desastres

Comisión Económica para América Latina y el Caribe

Comisión Federal de Electricidad

Cámara de la Industria del Calzado del Estado de Guanajuato

Centro de Investigación Científica y de Educación Superior de Ensenada

Comisión Interamericana de Derechos Humanos

Centro de Investigación y de Estudios Avanzados del Instituto Politécnico Nacional

Comisión Nacional Bancaria y de Valores

Comisión Nacional de los Derechos Humanos

Comisión Nacional para el Conocimiento y Uso de la Biodiversidad

Comisión Nacional del Agua

Comisión Nacional de Áreas Naturales Protegidas

Consejo Nacional de Población

Confederación de Cámaras Industriales de los Estados Unidos Mexicanos

Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social

Conferencia sobre la Seguridad y la Cooperación en Europa

Clave Única de Registro de Población

práctica entre los jóvenes que consiste en grabar las heridas que se autoinfligen en el cuerpo (tér-
mino inglés)

ANUIES

ASF

BID

CEAMEG

CEDRSSA

CEESP

Cenapred

Cepal

CFE

CICEG

CICESE

CIDH

Cinvestav

CNBV

CNDH

Conabio

Conagua

Conanp

Conapo

Concamin

Coneval

CSCE

CURP

Cutting
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Confinamiento y Tratamiento de Residuos

Fondo Monetario Internacional

Fondo Nacional de Fomento y Garantía para el Consumo de los Trabajadores

Fondo Nacional de Infraestructura

Fondo de Desastres Naturales

Instituto Brasileño de Petróleo

Impuesto Especial sobre Producción y Servicios

Instituto Federal Electoral

Instituto Mexicano del Petróleo

Instituto Nacional de Pesca

Instituto Nacional de Ecología

Instituto Nacional de Estadística y Geografía

Instituto Politécnico Nacional

Impuesto sobre la Renta

Impuesto al Valor Agregado

Junta Internacional de Fiscalización de Estupefacientes

Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico

Organización Internacional para las Migraciones

Organización Internacional del Trabajo

Organización Mundial del Comercio

Organización Mundial de la Salud

Organización Nacional de la Industria del Petróleo

Organización de las Naciones Unidas

Organización Panamericana de la Salud

Partido Acción Nacional

Cytrar

FMI

Fonacot

Fonadin

Fonden

IBP

IEPS

IFE

IMP

Inapesca

INE

Inegi

IPN

ISR

IVA

JIFE

OCDE

OIM

OIT

OMC

OMS

ONIP

ONU

OPS

PAN
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Petróleos Mexicanos

Producto Interno Bruto

Partido de la Revolución Democrática

Partido Revolucionario Institucional

Partido del Trabajo

Red de Indicadores de Ciencia y Tecnología Iberoamericana e Interamericana

Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación

Servicio de Administración Tributaria de Coahuila

Secretaría de Comunicaciones y Transportes

Secretaría de Marina

Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales

Secretaría de Educación Pública

Secretaría de Hacienda y Crédito Público

Tecnologías de la Información y Comunicaciones

Universidad Autónoma Metropolitana

Universidad Nacional Autónoma de México

Unidad de Prácticas Comerciales Internacionales

Universidades Públicas Estatales

Pemex

PIB

PRD

PRI

PT

RICYT

Sagarpa

SATEC

SCT

Semar

Semarnat

SEP

SHCP

TIC

UAM

UNAM

UPCI

UPE



PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL

1 Acosta Gutiérrez Manuel Ignacio  ASISTENCIA
2 Aguero Tovar José Manuel  ASISTENCIA
3 Aguilar Góngora Efraín Ernesto  ASISTENCIA
4 Aguilar González José Óscar  ASISTENCIA
5 Aguirre Maldonado Ma. de Jesús  ASISTENCIA
6 Aguirre Romero Andrés  ASISTENCIA
7 Ahued Bardahuil Ricardo  ASISTENCIA
8 Albarrán Mendoza Esteban  ASISTENCIA
9 Alvarado Arroyo Fermín Gerardo  ASISTENCIA
10 Álvarez Martínez José Luis  ASISTENCIA
11 Álvarez Santamaría Miguel  ASISTENCIA
12 Ambrosio Cipriano Heriberto  ASISTENCIA
13 Arana Arana Jorge  ASISTENCIA
14 Ávila Nevárez Pedro  ASISTENCIA
15 Aysa Bernat José Antonio  ASISTENCIA
16 Báez Pinal Armando Jesús  ASISTENCIA
17 Bailey Elizondo Eduardo Alonso  ASISTENCIA
18 Bautista Concepción Sabino  ASISTENCIA
19 Bellizia Aboaf Nicolás Carlos  ASISTENCIA
20 Benítez Lucho Antonio  ASISTENCIA
21 Benítez Treviño Víctor Humberto  ASISTENCIA
22 Bojórquez Gutiérrez Rolando  ASISTENCIA

23 Borja Texocotitla Felipe  ASISTENCIA
24 Cadena Morales Manuel  ASISTENCIA
25 Callejas Arroyo Juan Nicolás  INASISTENCIA
26 Campos Villegas Luis Carlos  ASISTENCIA
27 Cano Ricaud Alejandro  ASISTENCIA
28 Cano Vélez Jesús Alberto  ASISTENCIA
29 Caro Cabrera Salvador  ASISTENCIA
30 Casique Vences Guillermina  ASISTENCIA
31 Castillo Ruz Martín Enrique  ASISTENCIA
32 Castro Ríos Sofía  ASISTENCIA
33 Ceballos Llerenas Hilda  ASISTENCIA
34 Cerda Pérez Rogelio  ASISTENCIA
35 Cervera Hernández Felipe  ASISTENCIA
36 Clariond Reyes Retana Benjamín  ASISTENCIA
37 Concha Arellano Elpidio Desiderio  ASISTENCIA
38 Contreras García Germán  ASISTENCIA
39 Córdova Hernández José del Pilar  ASISTENCIA
40 Corona Rivera Armando  ASISTENCIA
41 Cota Jiménez Manuel Humberto  ASISTENCIA
42 Cruz Mendoza Carlos  ASISTENCIA
43 Chirinos del Ángel Patricio  ASISTENCIA
44 Chuayffet Chemor Emilio  ASISTENCIA
45 David David Sami  ASISTENCIA
46 De Esesarte Pesqueira Manuel Esteban  ASISTENCIA
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ASISTENCIA

DE CONFORMIDAD CON LO QUE DISPONE EL REGLAMENTO PARA LA TRANSPARENCIA Y EL ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚ-
BLICA DE LA H. CÁMARA DE DIPUTADOS, SE PUBLICA LA SIGUIENTE LISTA DE ASISTENCIA DE LAS DIPUTADAS Y LOS DIPU-
TADOS

SECRETARÍA GENERAL

Nota: Las diferencias que existen entre las listas de asistencia y el número de votos pueden variar conforme a los diputados presentes al momento de la votación. 

SECRETARÍA GENERAL

REPORTE DE ASISTENCIA

GRUPO ASISTENCIA ASISTENCIA ASISTENCIA PERMISO INASISTENCIA INASISTENCIAS NO PRESENTES TOTAL
PARLAMENTARIO POR CÉDULA COMISIÓN MESA JUSTIFICADA EN LA MITAD

OFICIAL DIRECTIVA DE LAS VOTACIONES

PRI 211 0 0 1 0 26 0 238
PAN 128 2 0 0 0 11 0 141
PRD 57 0 0 1 0 10 0 68
PVEM 14 1 0 0 0 6 0 21
PT 11 0 0 0 0 2 0 13
CONV 7 0 0 0 0 1 0 8
NA 5 1 0 0 0 1 0 7
IND 1 0 0 0 0 0 0 1
TOTAL 434 4 0 2 0 57 0 497



47 De la Fuente Dagdug María Estela  INASISTENCIA
48 De la Torre Valdez Yolanda  ASISTENCIA
49 De Lucas Hopkins Ernesto  ASISTENCIA
50 Díaz Escárraga Heliodoro Carlos  ASISTENCIA
51 Díaz Salazar María Cristina  ASISTENCIA
52 Díaz Brown Ramsburgh Rogelio Manuel  PERMISO

MESA DIRECTIVA
53 Domínguez Arvizu María Hilaria  ASISTENCIA
54 Domínguez Rex Raúl  ASISTENCIA
55 Durán Rico Ana Estela  INASISTENCIA
56 Enríquez Fuentes Jesús Ricardo  ASISTENCIA
57 Enríquez Hernández Felipe  ASISTENCIA
58 Espino Arévalo Fernando  ASISTENCIA
59 Fayad Meneses Omar  ASISTENCIA
60 Fernández Aguirre Héctor  ASISTENCIA
61 Fernández Martínez Silvia  ASISTENCIA
62 Ferreyra Olivares Fernando  ASISTENCIA
63 Flores Castañeda Jaime  ASISTENCIA
64 Flores Espinosa Felipe Amadeo  ASISTENCIA
65 Flores Morales Víctor Félix  ASISTENCIA
66 Flores Rico Carlos  INASISTENCIA
67 Franco López Héctor  ASISTENCIA
68 Franco Vargas Jorge Fernando  ASISTENCIA
69 Galicia Ávila Víctor Manuel Anastasio  ASISTENCIA
70 Gallegos Soto Margarita  ASISTENCIA
71 García Ayala Marco Antonio  ASISTENCIA
72 García Barrón Óscar  INASISTENCIA
73 García Corpus Teófilo Manuel  ASISTENCIA
74 García Dávila Laura Felicitas  ASISTENCIA
75 García Granados Miguel Ángel  ASISTENCIA
76 García Silva Luis  ASISTENCIA
77 Garza Flores Noé Fernando  ASISTENCIA
78 Gastélum Bajo Diva Hadamira  INASISTENCIA
79 Gil Ortiz Francisco Javier Martín  ASISTENCIA
80 Gómez Caro Clara  ASISTENCIA
81 González Cuevas Isaías  ASISTENCIA
82 González Díaz Joel  INASISTENCIA
83 González Ilescas Jorge Venustiano  ASISTENCIA
84 González Morales José Alberto  ASISTENCIA
85 González Soto Diana Patricia  ASISTENCIA
86 González Tostado Janet Graciela  INASISTENCIA
87 Guajardo Villarreal Ildefonso  ASISTENCIA
88 Guerra Castillo Marcela  ASISTENCIA
89 Guerrero Coronado Delia  ASISTENCIA
90 Guevara Cobos Luis Alejandro  ASISTENCIA
91 Guevara Ramírez Héctor  ASISTENCIA
92 Guillén Padilla Olivia  ASISTENCIA
93 Guillén Vicente Mercedes del Carmen  ASISTENCIA
94 Gutiérrez de la Torre Cuauhtémoc  ASISTENCIA
95 Hernández García Elvia  ASISTENCIA
96 Hernández Hernández Jorge  ASISTENCIA
97 Hernández Olmos Paula Angélica  ASISTENCIA
98 Hernández Pérez David  ASISTENCIA
99 Hernández Silva Héctor  ASISTENCIA
100 Hernández Vallin David  ASISTENCIA
101 Herrera Jiménez Francisco  ASISTENCIA
102 Hinojosa Ochoa Baltazar Manuel  ASISTENCIA
103 Hurtado Vallejo Susana  ASISTENCIA
104 Ibarra Piña Inocencio  ASISTENCIA
105 Irízar López Aarón  ASISTENCIA

106 Izaguirre Francos María del Carmen  ASISTENCIA
107 Jiménez Concha Juan Pablo  ASISTENCIA
108 Jiménez Hernández Blanca Estela  ASISTENCIA
109 Jiménez Merino Francisco Alberto  ASISTENCIA
110 Joaquín González Carlos Manuel  ASISTENCIA
111 Juraidini Rumilla Jorge Alberto  ASISTENCIA
112 Kidnie De La Cruz Víctor Manuel  ASISTENCIA
113 Kuri Grajales Fidel  ASISTENCIA
114 Lagos Galindo Silvio  ASISTENCIA
115 Lara Aréchiga Óscar Javier  ASISTENCIA
116 Lara Salazar Óscar  ASISTENCIA
117 Lastiri Quirós Juan Carlos  ASISTENCIA
118 Ledesma Magaña Israel Reyes  ASISTENCIA
119 León Perea José Luis Marcos  ASISTENCIA
120 Lepe Lepe Humberto  ASISTENCIA
121 Lerdo de Tejada Covarrubias Sebastián  ASISTENCIA
122 Levin Coppel Óscar Guillermo  ASISTENCIA
123 Liborio Arrazola Margarita  ASISTENCIA
124 Lobato García Sergio  ASISTENCIA
125 López Aguilar Cruz  ASISTENCIA
126 López Loyo María Elena Perla  ASISTENCIA
127 López Pescador José Ricardo  ASISTENCIA
128 López-Portillo Basave Jorge Humberto  INASISTENCIA
129 Lugo Oñate Alfredo Francisco  INASISTENCIA
130 Luna MunguÍa Miguel Ángel  ASISTENCIA
131 Mancilla Zayas Sergio  ASISTENCIA
132 Marín Torres Julieta Octavia  ASISTENCIA
133 Mariscales Delgadillo Onésimo  ASISTENCIA
134 Márquez Lizalde Manuel Guillermo  ASISTENCIA
135 Martel López José Ramón  INASISTENCIA
136 Martínez Armengol Luis Antonio  ASISTENCIA
137 Martínez González Hugo Héctor  ASISTENCIA
138 Massieu Fernández Andrés  ASISTENCIA
139 Mazari Espín Rosalina  ASISTENCIA
140 Medina Ramírez Tereso  ASISTENCIA
141 Mejía de la Merced Genaro  INASISTENCIA
142 Melhem Salinas Edgardo  ASISTENCIA
143 Méndez Hernández Sandra  ASISTENCIA
144 Mendoza Kaplan Emilio Andrés  ASISTENCIA
145 Merlo Talavera María Isabel  ASISTENCIA
146 Miranda Herrera Nely Edith  ASISTENCIA
147 Monroy Estrada Amador  ASISTENCIA
148 Montes Cavazos Fermín  ASISTENCIA
149 Morales Martínez Fernando  ASISTENCIA
150 Moreno Arcos Mario  ASISTENCIA
151 Moreno Merino Francisco Alejandro  ASISTENCIA
152 Nadal Riquelme Daniela  ASISTENCIA
153 Navarrete Prida Jesús Alfonso  ASISTENCIA
154 Nazar Morales Julián  ASISTENCIA
155 Neyra Chávez Armando  ASISTENCIA
156 Ochoa Millán Maurilio  ASISTENCIA
157 Orantes López Hernán de Jesús  ASISTENCIA
158 Pacheco Castro Carlos Oznerol  ASISTENCIA
159 Padilla López José Trinidad  ASISTENCIA
160 Paredes Rangel Beatríz Elena  ASISTENCIA
161 Pedraza Olguín Héctor  ASISTENCIA
162 Pedroza Jiménez Héctor  ASISTENCIA
163 Penchyna Grub David  ASISTENCIA
164 Pérez Domínguez Guadalupe  ASISTENCIA
165 Pérez Magaña Eviel  ASISTENCIA
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166 Pérez Santos María Isabel  INASISTENCIA
167 Pichardo Lechuga José Ignacio  INASISTENCIA
168 Pompa Corella Miguel Ernesto  ASISTENCIA
169 Quiñones Cornejo María de la Paz  ASISTENCIA
170 Quiroz Cruz Sergio Lorenzo  ASISTENCIA
171 Rábago Castillo José Francisco  ASISTENCIA
172 Ramírez Marín Jorge Carlos  ASISTENCIA
173 Ramírez Pineda Narcedalia  ASISTENCIA
174 Ramírez Puga Leyva Héctor Pablo  INASISTENCIA
175 Ramos Montaño Francisco  INASISTENCIA
176 Rebollo Mendoza Ricardo Armando  ASISTENCIA
177 Rebollo Vivero Roberto  ASISTENCIA
178 Reina Liceaga Rodrigo  ASISTENCIA
179 Rivera de la Torre Reginaldo  ASISTENCIA
180 Robles Colín Leticia  ASISTENCIA
181 Robles Morales Adela  ASISTENCIA
182 Rodarte Ayala Josefina  ASISTENCIA
183 Rodríguez Cisneros Omar  ASISTENCIA
184 Rodríguez González Rafael  ASISTENCIA
185 Rodríguez Hernández Jesús María  ASISTENCIA
186 Rodríguez Sosa Luis Félix  INASISTENCIA
187 Rojas Gutiérrez Francisco José  ASISTENCIA
188 Rojas San Román Francisco Lauro  INASISTENCIA
189 Rojo García de Alba Jorge  ASISTENCIA
190 Romero Romero Jorge  ASISTENCIA
191 Rosas González Óscar Román  ASISTENCIA
192 Rosas Ramírez Enrique Salomón  ASISTENCIA
193 Rubí Salazar José Adán Ignacio  ASISTENCIA
194 Rubio Barthell Eric Luis  ASISTENCIA
195 Ruíz de Teresa Guillermo Raúl  ASISTENCIA
196 Ruíz Massieu Salinas Claudia  ASISTENCIA
197 Saldaña del Moral Fausto Sergio  ASISTENCIA
198 Salgado Romero Cuauhtémoc  ASISTENCIA
199 Sánchez de la Fuente Melchor  ASISTENCIA
200 Sánchez Gálvez Ricardo  ASISTENCIA
201 Sánchez García Gerardo  INASISTENCIA
202 Sánchez Guevara David Ricardo  ASISTENCIA
203 Sánchez Vélez Jaime  ASISTENCIA
204 Santiago Ramírez César Augusto  ASISTENCIA
205 Saracho Navarro Francisco  ASISTENCIA
206 Scherman Leaño María Esther de Jesús  ASISTENCIA
207 Serrano Hernández Maricela  ASISTENCIA
208 Silva Chacón Víctor Roberto  ASISTENCIA
209 Solís Acero Felipe  ASISTENCIA
210 Soria Morales Blanca Juana  ASISTENCIA
211 Soto Martínez Leobardo  ASISTENCIA
212 Soto Oseguera José Luis  ASISTENCIA
213 Terán Velázquez María Esther  INASISTENCIA
214 Terrazas Porras Adriana  ASISTENCIA
215 Terrón Mendoza Miguel Ángel  INASISTENCIA
216 Torres Huitrón José Alfredo  ASISTENCIA
217 Trujillo Zentella Georgina  ASISTENCIA
218 Urzúa Rivera Ricardo  ASISTENCIA
219 Valdés Huezo Josué Cirino  ASISTENCIA
220 Vázquez Góngora Canek  INASISTENCIA
221 Vázquez Pérez Noé Martín  ASISTENCIA
222 Velasco Lino José Luis  INASISTENCIA
223 Velasco Monroy Héctor Eduardo  ASISTENCIA
224 Vieyra Alamilla Marcela  ASISTENCIA
225 Viggiano Austria Alma Carolina  ASISTENCIA

226 Villanueva de la Luz Moisés  INASISTENCIA
227 Villegas Arreola Alfredo  ASISTENCIA
228 Yáñez Montaño J. Eduardo  ASISTENCIA
229 Yerena Zambrano Rafael  ASISTENCIA
230 Yglesias Arreola José Antonio  ASISTENCIA
231 Yunes Zorrilla José Francisco  INASISTENCIA
232 Zamora Cabrera Cristabell  ASISTENCIA
233 Zamora Jiménez Arturo  ASISTENCIA
234 Zamora Villalva Alicia Elizabeth  ASISTENCIA
235 Zapata Bello Rolando Rodrigo  ASISTENCIA
236 Zapata Lucero Ana Georgina  INASISTENCIA
237 Zarzosa Sánchez Eduardo  ASISTENCIA
238 Zubia Rivera Rolando  ASISTENCIA

Asistencias: 211
Asistencias por cédula: 0
Asistencias comisión oficial: 0
Permiso Mesa Directiva: 1
Inasistencias justificadas: 0
Inasistencias: 26
No presentes en la mitad de las votaciones: 0
Total diputados: 238

PARTIDO ACCIÓN NACIONAL

1 Aguilar Armendáriz Velia Idalia  ASISTENCIA
2 Agúndiz Pérez Laura Viviana  INASISTENCIA
3 Arámbula López José Antonio  ASISTENCIA
4 Arce Paniagua Óscar Martín  ASISTENCIA
5 Arellano Rodríguez Rubén  ASISTENCIA
6 Arévalo Sosa Cecilia Soledad  ASISTENCIA
7 Arriaga Rojas Justino Eugenio  ASISTENCIA
8 Ávila Ruíz Daniel Gabriel  ASISTENCIA
9 Bahena Flores Alejandro  ASISTENCIA
10 Balderas Vaquera Víctor Alejandro  ASISTENCIA
11 Becerra Pocoroba Mario Alberto  ASISTENCIA
12 Bello Otero Carlos  ASISTENCIA
13 Bermúdez Méndez José Erandi  ASISTENCIA
14 Camacho Pedrero Mirna Lucrecia  INASISTENCIA
15 Cantú Rodríguez Felipe de Jesús  ASISTENCIA
16 Castellanos Flores Gumercindo  ASISTENCIA
17 Castellanos Ramírez Julio  ASISTENCIA
18 Castilla Marroquín Agustín Carlos  ASISTENCIA
19 Castillo Andrade Óscar Saúl  ASISTENCIA
20 Clouthier Carrillo Manuel Jesús  ASISTENCIA
21 Corral Jurado Javier  ASISTENCIA
22 Cortazar Ramos Ovidio  ASISTENCIA
23 Cortés León Yulenny Guylaine  INASISTENCIA
24 Cortez Mendoza Jesús Gerardo  ASISTENCIA
25 Cuadra García Raúl Gerardo  ASISTENCIA
26 Cuevas Barron Gabriela  ASISTENCIA
27 Cuevas García Juan José  ASISTENCIA
28 De los Cobos Silva José Gerardo  INASISTENCIA
29 Del Río Sánchez María Dolores  ASISTENCIA
30 Díaz Lizama Rosa Adriana  ASISTENCIA
31 Díaz de Rivera Hernández Augusta Valentina  ASISTENCIA
32 Escobar Martínez Juan Pablo  ASISTENCIA
33 Esquer Gutiérrez Alberto  ASISTENCIA
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34 Estrada Rodríguez Laura Elena  INASISTENCIA
35 Fuentes Cortés Adriana  ASISTENCIA
36 Gallegos Camarena Lucila del Carmen  ASISTENCIA
37 Gama Dufour Sergio  ASISTENCIA
38 García Bringas Leandro Rafael  ASISTENCIA
39 García Gómez Martha Elena  CÉDULA
40 García Portillo Arturo  ASISTENCIA
41 Germán Olivares Sergio Octavio  ASISTENCIA
42 Giles Sánchez Jesús  INASISTENCIA
43 González Hernández Gustavo  ASISTENCIA
44 González Hernández Sergio  ASISTENCIA
45 González Madruga César Daniel  INASISTENCIA
46 González Ulloa Nancy  ASISTENCIA
47 Guillén Medina Leonardo Arturo  ASISTENCIA
48 Gutiérrez Cortina Paz  ASISTENCIA
49 Gutiérrez Fragoso Valdemar  ASISTENCIA
50 Gutiérrez Ramírez Tomás  ASISTENCIA
51 Guzmán Lozano María del Carmen  ASISTENCIA
52 Herrera Rivera Bonifacio  ASISTENCIA
53 Hinojosa Céspedes Adriana de Lourdes  ASISTENCIA
54 Hinojosa Pérez José Manuel  ASISTENCIA
55 Hurtado Leija Gregorio  ASISTENCIA
56 Iñiguez Gámez José Luis  ASISTENCIA
57 Landero Gutiérrez José Francisco Javier  ASISTENCIA
58 López Hernández Oralia  ASISTENCIA
59 López Rabadán Kenia  ASISTENCIA
60 Lugo Martínez Ruth Esperanza  ASISTENCIA
61 Luken Garza Gastón  ASISTENCIA
62 Luna Ruíz Gloria Trinidad  ASISTENCIA
63 Madrigal Díaz César Octavio  ASISTENCIA
64 Mancillas Amador César  ASISTENCIA
65 Márquez Zapata Nelly Del Carmen  ASISTENCIA
66 Marroquín Toledo José Manuel  ASISTENCIA
67 Martín López Miguel  INASISTENCIA
68 Martínez Martínez Carlos  ASISTENCIA
69 Martínez Montemayor Baltazar  ASISTENCIA
70 Martínez Peñaloza Miguel  ASISTENCIA
71 Meillón Johnston Carlos Luis  ASISTENCIA
72 Méndez Herrera Alba Leonila  ASISTENCIA
73 Mendoza Díaz Sonia  ASISTENCIA
74 Mendoza Sánchez María de Jesús  ASISTENCIA
75 Mercado Sánchez Luis Enrique  ASISTENCIA
76 Merino Loo Ramón  ASISTENCIA
77 Monge Villalobos Silvia Isabel  ASISTENCIA
78 Montalvo López Yolanda del Carmen  ASISTENCIA
79 Morán Sánchez Leoncio Alfonso  ASISTENCIA
80 Nava Vázquez José César  ASISTENCIA
81 Novoa Mossberger María Joann  ASISTENCIA
82 Oliva Ramírez Jaime  ASISTENCIA
83 Orduño Valdez Francisco Javier  ASISTENCIA
84 Orozco Rosi  ASISTENCIA
85 Ortega Joaquín Gustavo Antonio Miguel  ASISTENCIA
86 Osuna Millán Miguel Antonio  ASISTENCIA
87 Ovando Patrón José Luis  ASISTENCIA
88 Paredes Arciga Ana Elia  INASISTENCIA
89 Parra Becerra María Felicitas  ASISTENCIA
90 Pedroza Gaitán César Octavio  ASISTENCIA
91 Peralta Rivas Pedro  ASISTENCIA
92 Pérez Ceballos Silvia Esther  ASISTENCIA
93 Pérez Cuevas Carlos Alberto  ASISTENCIA

94 Pérez Esquer Marcos  ASISTENCIA
95 Pérez Reyes María Antonieta  ASISTENCIA
96 Pérez de Tejada Romero Ma. Elena  ASISTENCIA
97 Quezada Naranjo Benigno  ASISTENCIA
98 Quintana Padilla Aránzazu  ASISTENCIA
99 Ramírez Acuña Francisco Javier  ASISTENCIA
100 Ramírez Bucio Arturo  ASISTENCIA
101 Ramírez Puente Camilo  ASISTENCIA
102 Ramírez Rangel Jesús  ASISTENCIA
103 Ramos Cárdenas Liev Vladimir  ASISTENCIA
104 Rangel Vargas Felipe de Jesús  ASISTENCIA
105 Rétiz Gutiérrez Ezequiel  ASISTENCIA
106 Reyes Hernández Ivideliza  ASISTENCIA
107 Reynoso Femat Ma. de Lourdes  ASISTENCIA
108 Reynoso Sánchez Alejandra Noemí  ASISTENCIA
109 Rico Jiménez Martín  ASISTENCIA
110 Robles Medina Guadalupe Eduardo  ASISTENCIA
111 Rodríguez Dávila Alfredo Javier  ASISTENCIA
112 Rodríguez Galarza Wendy Guadalupe  ASISTENCIA
113 Rojo Montoya Adolfo  ASISTENCIA
114 Romero León Gloria  ASISTENCIA
115 Salazar Blanco Iridia  CÉDULA
116 Salazar Sáenz Francisco Javier  ASISTENCIA
117 Salazar Vázquez Norma Leticia  ASISTENCIA
118 Saldaña Morán Julio  ASISTENCIA
119 Sánchez Romero Norma  ASISTENCIA
120 Santamaría Prieto Fernando  INASISTENCIA
121 Seara Sierra José Ignacio  ASISTENCIA
122 Suárez González Laura Margarita  ASISTENCIA
123 Téllez González Ignacio  ASISTENCIA
124 Téllez Juárez Bernardo Margarito  ASISTENCIA
125 Tolento Hernández Sergio  ASISTENCIA
126 Torres Delgado Enrique  ASISTENCIA
127 Torres Ibarrola Agustín  ASISTENCIA
128 Torres Peimbert María Marcela  ASISTENCIA
129 Torres Santos Sergio Arturo  ASISTENCIA
130 Trejo Azuara Enrique Octavio  ASISTENCIA
131 Trigueras Durón Dora Evelyn  ASISTENCIA
132 Ugalde Basaldúa María Sandra  ASISTENCIA
133 Usabiaga Arroyo Javier Bernardo  ASISTENCIA
134 Valencia Vales María Yolanda  ASISTENCIA
135 Valenzuela Cabrales Guadalupe  ASISTENCIA
136 Valls Esponda Maricarmen  ASISTENCIA
137 Vega De Lamadrid Francisco Arturo  ASISTENCIA
138 Velázquez y Llorente Julián Francisco  ASISTENCIA
139 Vera Hernández J. Guadalupe  INASISTENCIA
140 Vives Preciado Tomasa  ASISTENCIA
141 Zetina Soto Sixto Alfonso  ASISTENCIA

Asistencias: 128
Asistencias por cédula: 2
Asistencias comisión oficial: 0
Permiso Mesa Directiva: 0
Inasistencias justificadas: 0
Inasistencias: 11
No presentes en la mitad de las votaciones: 0
Total diputados: 141
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PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA

1 Acosta Naranjo Guadalupe  ASISTENCIA
2 Aguirre Herrera Ángel  ASISTENCIA
3 Anaya Mota Claudia Edith  ASISTENCIA
4 Barraza Chávez Héctor Elías  ASISTENCIA
5 Bernardino Rojas Martha Angélica  ASISTENCIA
6 Burelo Burelo César Francisco  ASISTENCIA
7 Carmona Cabrera Bélgica Nabil  PERMISO

MESA DIRECTIVA
8 Castro Cosío Víctor Manuel  ASISTENCIA
9 Castro y Castro Juventino Víctor  ASISTENCIA
10 Cruz Cruz Juanita Arcelia  ASISTENCIA
11 Cruz Martínez Marcos Carlos  ASISTENCIA
12 Damián Peralta Esthela  INASISTENCIA
13 Díaz Juárez Pavel  ASISTENCIA
14 Eguía Pérez Luis Felipe  ASISTENCIA
15 Encinas Rodríguez Alejandro de Jesús  ASISTENCIA
16 Espinosa Morales Olga Luz  INASISTENCIA
17 García Avilés Martín  INASISTENCIA
18 García Coronado Lizbeth  ASISTENCIA
19 Gómez León Ariel  INASISTENCIA
20 González Díaz José Alfredo  ASISTENCIA
21 Guajardo Villarreal Mary Telma  ASISTENCIA
22 Guerrero Castillo Agustín  ASISTENCIA
23 Gutiérrez Villanueva Sergio Ernesto  INASISTENCIA
24 Hernández Cruz Luis  ASISTENCIA
25 Hernández Juárez Francisco  ASISTENCIA
26 Hernández Rodríguez Héctor Hugo  ASISTENCIA
27 Herrera Chávez Samuel  INASISTENCIA
28 Herrera Soto Ma. Dina  ASISTENCIA
29 Incháustegui Romero Teresa del Carmen  ASISTENCIA
30 Jaime Correa José Luis  ASISTENCIA
31 Jiménez Fuentes Ramón  ASISTENCIA
32 Jiménez López Ramón  ASISTENCIA
33 Lara Lagunas Rodolfo  ASISTENCIA
34 Leyva Hernández Gerardo  INASISTENCIA
35 Lobato Ramírez Ana Luz  ASISTENCIA
36 López Fernández Juan Carlos  ASISTENCIA
37 López Hernández Adán Augusto  ASISTENCIA
38 López Paredes Uriel  ASISTENCIA
39 Lozano Herrera Ilich Augusto  ASISTENCIA
40 Llerenas Morales Vidal  ASISTENCIA
41 Madrigal Ceja Israel  ASISTENCIA
42 Marín Díaz Feliciano Rosendo  ASISTENCIA
43 Méndez Rangel Avelino  ASISTENCIA
44 Mendoza Arellano Eduardo  ASISTENCIA
45 Meza Castro Francisco Armando  ASISTENCIA
46 Narro Céspedes José  ASISTENCIA
47 Navarro Aguilar Filemón  ASISTENCIA
48 Nazares Jerónimo Dolores de los Ángeles  ASISTENCIA
49 Norberto Sánchez Nazario  ASISTENCIA
50 Ovalle Vaquera Federico  INASISTENCIA
51 Puppo Gastélum Silvia  ASISTENCIA
52 Quezada Contreras Leticia  INASISTENCIA
53 Ríos Piter Armando  ASISTENCIA
54 Rodríguez Martell Domingo  ASISTENCIA
55 Rosario Morales Florentina  ASISTENCIA
56 Salgado Vázquez Rigoberto  ASISTENCIA
57 Santana Alfaro Arturo  ASISTENCIA

58 Serrano Jiménez Emilio  ASISTENCIA
59 Toledo Gutiérrez Mauricio Alonso  INASISTENCIA
60 Torres Abarca O. Magdalena  ASISTENCIA
61 Torres Robledo José M.  ASISTENCIA
62 Uranga Muñoz Enoé Margarita  ASISTENCIA
63 Valencia Barajas José María  ASISTENCIA
64 Vargas Cortez Balfre  ASISTENCIA
65 Vázquez Camacho María Araceli  ASISTENCIA
66 Velázquez Esquivel Emiliano  ASISTENCIA
67 Verver y Vargas Ramírez Heladio Gerardo  ASISTENCIA
68 Vizcaíno Silva Indira  ASISTENCIA

Asistencias: 57
Asistencias por cédula: 0
Asistencias comisión oficial: 0
Permiso Mesa Directiva: 1
Inasistencias justificadas: 0
Inasistencias: 10
No presentes en la mitad de las votaciones: 0
Total diputados: 68

PARTIDO VERDE ECOLOGISTA DE MÉXICO

1 Brindis Álvarez María del Rosario  INASISTENCIA
2 Carabias Icaza Alejandro  INASISTENCIA
3 Cinta Martínez Alberto Emiliano  ASISTENCIA
4 Corona Valdés Lorena  ASISTENCIA
5 Cueva Sada Guillermo  ASISTENCIA
6 Del Mazo Maza Alejandro  ASISTENCIA
7 Escudero Morales Pablo  ASISTENCIA
8 Ezeta Salcedo Carlos Alberto  ASISTENCIA
9 Flores Ramírez Juan Gerardo  CÉDULA
10 Guerra Abud Juan José  ASISTENCIA
11 Herrera Martínez Jorge  ASISTENCIA
12 Ledesma Romo Eduardo  ASISTENCIA
13 Moreno Terán Carlos Samuel  ASISTENCIA
14 Natale López Juan Carlos  ASISTENCIA
15 Orozco Torres Norma Leticia  INASISTENCIA
16 Pacchiano Alamán Rafael  ASISTENCIA
17 Pérez-Alonso González Rodrigo  ASISTENCIA
18 Sáenz Vargas Caritina  INASISTENCIA
19 Salinas Sada Ninfa Clara  ASISTENCIA
20 Sarur Torre Adriana  INASISTENCIA
21 Vidal Aguilar Liborio  INASISTENCIA

Asistencias: 14
Asistencias por cédula: 1
Asistencias comisión oficial: 0
Permiso Mesa Directiva: 0
Inasistencias justificadas: 0
Inasistencias: 6
No presentes en la mitad de las votaciones: 0
Total diputados: 21
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PARTIDO DEL TRABAJO

1 Cárdenas Gracia Jaime Fernando  ASISTENCIA
2 Castillo Juárez Laura Itzel  ASISTENCIA
3 Di Costanzo Armenta Mario Alberto  ASISTENCIA
4 Escobar García Herón Agustín  ASISTENCIA
5 Espinosa Ramos Francisco Amadeo  ASISTENCIA
6 Fernández Noroña José Gerardo Rodolfo  ASISTENCIA
7 González Yáñez Óscar  INASISTENCIA
8 Ibarra Pedroza Juan Enrique  INASISTENCIA
9 Martínez y Hernández Ifigenia Martha  ASISTENCIA
10 Muñoz Ledo Porfirio  ASISTENCIA
11 Reyes Sahagún Teresa Guadalupe  ASISTENCIA
12 Ríos Vázquez Alfonso Primitivo  ASISTENCIA
13 Vázquez González Pedro  ASISTENCIA

Asistencias: 11
Asistencias por cédula: 0
Asistencias comisión oficial: 0
Permiso Mesa Directiva: 0
Inasistencias justificadas: 0
Inasistencias: 2
No presentes en la mitad de las votaciones: 0
Total diputados: 13

CONVERGENCIA

1 Álvarez Cisneros Jaime  ASISTENCIA
2 Arizmendi Campos Laura  ASISTENCIA
3 Cirigo Vasquez Víctor Hugo  ASISTENCIA
4 García Almanza María Guadalupe  ASISTENCIA
5 Gertz Manero Alejandro  ASISTENCIA
6 Jiménez León Pedro  ASISTENCIA
7 Ochoa Mejía Ma. Teresa Rosaura  INASISTENCIA
8 Piña Olmedo Laura  ASISTENCIA

Asistencias: 7
Asistencias por cédula: 0
Asistencias comisión oficial: 0
Permiso Mesa Directiva: 0
Inasistencias justificadas: 0
Inasistencias: 1
No presentes en la mitad de las votaciones: 0
Total diputados: 8

NUEVA ALIANZA

1 Del Mazo Morales Gerardo  ASISTENCIA
2 Kahwagi Macari Jorge Antonio  ASISTENCIA
3 Martínez Peña Elsa María  ASISTENCIA
4 Meza Elizondo José Isabel  CÉDULA
5 Pérez de Alva Blanco Roberto  ASISTENCIA
6 Pinedo Alonso Cora  INASISTENCIA
7 Torre Canales María del Pilar  ASISTENCIA

Asistencias: 5
Asistencias por cédula: 1
Asistencias comisión oficial: 0
Permiso Mesa Directiva: 0
Inasistencias justificadas: 0
Inasistencias: 1
No presentes en la mitad de las votaciones: 0
Total diputados: 7

DIPUTADOS SIN PARTIDO

1 Vázquez Aguilar Jaime Arturo  ASISTENCIA

Asistencias: 1
Asistencias por cédula: 0
Asistencias comisión oficial: 0
Permiso Mesa Directiva: 0
Inasistencias justificadas: 0
Inasistencias: 0
No presentes en la mitad de las votaciones: 0
Total diputados: 1
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SECRETARÍA GENERAL

REPORTE DE INASISTENCIAS

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL

Diputado
1 Callejas Arroyo Juan Nicolás
2 De la Fuente Dagdug María Estela
3 Durán Rico Ana Estela
4 Flores Rico Carlos
5 García Barrón Óscar
6 Gastélum Bajo Diva Hadamira
7 González Díaz Joel
8 González Tostado Janet Graciela
9 López-Portillo Basave Jorge Humberto
10 Lugo Oñate Alfredo Francisco
11 Martel López José Ramón
12 Mejía de la Merced Genaro
13 Pérez Santos María Isabel
14 Pichardo Lechuga José Ignacio
15 Ramírez Puga Leyva Héctor Pablo
16 Ramos Montaño Francisco
17 Rodríguez Sosa Luis Félix
18 Rojas San Román Francisco Lauro
19 Sánchez García Gerardo
20 Terán Velázquez María Esther
21 Terrón Mendoza Miguel Ángel
22 Vázquez Góngora Canek
23 Velasco Lino José Luis
24 Villanueva de la Luz Moisés
25 Yunes Zorrilla José Francisco
26 Zapata Lucero Ana Georgina

Faltas por grupo: 26

PARTIDO ACCIÓN NACIONAL

Diputado
1 Agúndiz Pérez Laura Viviana
2 Camacho Pedrero Mirna Lucrecia
3 Cortés León Yulenny Guylaine
4 De los Cobos Silva José Gerardo
5 Estrada Rodríguez Laura Elena
6 Giles Sánchez Jesús
7 González Madruga César Daniel
8 Martín López Miguel
9 Paredes Arciga Ana Elia
10 Santamaría Prieto Fernando
11 Vera Hernández J. Guadalupe

Faltas por grupo: 11

PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA

Diputado
1 Damián Peralta Esthela
2 Espinosa Morales Olga Luz
3 García Avilés Martín
4 Gómez León Ariel
5 Gutiérrez Villanueva Sergio Ernesto
6 Herrera Chávez Samuel
7 Leyva Hernández Gerardo
8 Ovalle Vaquera Federico
9 Quezada Contreras Leticia
10 Toledo Gutiérrez Mauricio Alonso

Faltas por grupo: 10

PARTIDO VERDE ECOLOGISTA DE MÉXICO

Diputado
1 Brindis Álvarez María del Rosario
2 Carabias Icaza Alejandro
3 Orozco Torres Norma Leticia
4 Sáenz Vargas Caritina
5 Sarur Torre Adriana
6 Vidal Aguilar Liborio

Faltas por grupo: 6

PARTIDO DEL TRABAJO

Diputado
1 González Yáñez Óscar
2 Ibarra Pedroza Juan Enrique

Faltas por grupo: 2

CONVERGENCIA

Diputado
1 Ochoa Mejía Ma. Teresa Rosaura

Faltas por grupo: 1

NUEVA ALIANZA

Diputado
1 Pinedo Alonso Cora

Faltas por grupo: 1
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